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INTRODUCCION
Es claro que en esta oportunidad donde existe el interés de adoptar una nueva constitución, no debe limitarse a recoger tardíamente los principios que se ignoraron siglos atrás, sino que se debe dar un salto y reconocer que si bien la República Dominicana actual está aún en muchos aspectos en el siglo XVI, vive en el mundo de finales del siglo XX y debe por lo tanto ponerse a tono con la época, o aún proyectarse el tercer milenio de nuestra era.  

En primer lugar, la Constitución debe tener un primer título dedicado a señalar los fines al servicio de los cuales debería estar dedicado el estado, entre ellos el desarrollo de la ciencia y del intelecto en general como uno de los pilares fundamentales de la soberanía nacional. 

· Lograr una unión más perfecta entre las regiones del país.  Brindar igualdad de oportunidades a todos los habitantes logrando una sociedad justa.  

· Asegurar la paz y la tranquilidad. 

· Suministrar  una defensa para la integridad de la nación.

· Promover el bienestar general y la riqueza material e intelectual de la nación, como un todo, y de cada habitante del país.

· Garantizar un amplio desarrollo del conocimiento en todas sus manifestaciones.

· Asegurar la libertad a los actuales y futuros habitantes del país.

· Conservar los recursos naturales no renovables y proteger el medio ambiente ecológico. 

En segundo lugar, el corte clientelista de nuestras instituciones coloca la irracionalidad en un lugar privilegiado y excluye la razón y la inteligencia del manejo del estado.  Esto se irradia a toda la sociedad. 

El clientelismo tiene su germen en la constitución misma. No hay exigencias de idoneidad intelectual para los funcionarios del estado, simplemente hay definiciones de requisitos de títulos de Ingeniero, de Abogado o Economista en los cargos del Sector Construcción, Justicia, Contralor, Magistrado y Administración Banco Central y en algunos casos son violados estos requisitos.  Para ser ministro no se necesita ni título de bachiller. Si bien la constitución no debe contener un listado de las diferentes funciones, bastaría con que fijara con claridad la exigencia de idoneidad, demostrada en concursos públicos, y la prohibición explicita de las cuotas burocráticas. 

En efecto, la potestad que tienen el presidente, los ministros, los gobernadores y demás autoridades nominadoras de nombrar y remover a otros funcionarios, hace que la lealtad sustituya a la idoneidad de los empleados de libre nombramiento y remoción.

En cuanto a los empleados públicos de carrera, la inexistencia de convocatoria pública y de concursos para ingreso, y la conversión del escalafón en un simple trámite para la obtención de un reajuste salarial por antigüedad, los convierte en portadores inamovibles del virus de la ineficiencia.

Los cursos de postgrado, la convocatoria pública, los concursos de méritos para ingreso y ascenso, unidos a una remuneración proporcional a los aportes hechos por el funcionario al rendimiento de su dependencia, generarían una reacción en cadena a lo largo de toda la administración pública. Un simple artículo de la constitución bastaría para eliminar el clientelismo con todas sus nefastas consecuencias, y facilitar el manejo racional del país.

En tercer lugar, la ciencia y la tecnología constituyen una herramienta básica para la dirección de la sociedad en forma racional. Ningún gobierno moderno puede tener éxito si no se apoya, para bien o para mal, en la ciencia y la tecnología. Que las leyes y las instituciones que se creen deben tener un fundamento científico.  Tanto la Alemania de Hitler como la pacifica Suecia de la actualidad derivaron su grandeza del conocimiento científico.  

La nueva constitución debe dar cuenta no sólo de las necesidades inmediatas, sino que deberá ser un instrumento de trabajo para los gobernantes de generaciones futuras.

Los próximos cien años depararán a la humanidad nuevos problemas junto con nuevas esperanzas. La forma de vida sufrirá cambios drásticos debidos al deterioro del medio ambiente y al agotamiento total de las reservas de petróleo y otros combustibles fósiles. Pero a la vez la ciencia abrirá nuevas posibilidades al desarrollo de la humanidad, que tendrá como principales protagonistas a la biotecnología, al implante de átomos, a la teoría matemática de la sociedad y la psicología matemática, a la llamada inteligencia artificial, a la función termonuclear, a la fotónica, a la astronáutica, a la astrofísica.  

Esto implicará ciertos cambios en la metas de los estados.  La conservación de la paz será más importante que el desarrollo bélico y la integración entre los pueblos más importante que la defensa a ultranza de unas fronteras que serán más imaginarias que reales. La mayor riqueza será de tipo intelectual. Aparecerá la necesidad de definir nuevos derechos y deberes, como por ejemplo referente al patrimonio intelectual o al medio ambiente ecológico. 

Para lograr una verdadera reforma constitucional se debe buscar un mecanismo para hacer con certeza las transformaciones que amerita la constitución dominicana y para ello la Asamblea Constituyente se ha convertido en las últimas décadas en un creciente espacio democrático, sobre todo a partir del momento en que las dictaduras militares que sufrieron los pueblos de América Latina y El Caribe empezaron a ser derrotas en la década del 70.

La nueva ola democrática que se extiende por el continente no sólo se simboliza en la celebración de elecciones de los gobernantes, sino, también, en la aprobación de nuevas Constituciones vía el mecanismo constituyente.

Para el caso de República Dominicana la propuesta de Asamblea Constituyente empezó solitaria a finales de los 80, convirtiéndose en una década en una demanda  nacional apoyada por la mayoría de los dominicanos y dominicanas, a tal punto de que una parte importante de los partidos políticos la incluye en sus programas de gobierno.
Esos procesos de reformas involucran hoy a diversos actores y abarcan muchos temas, no siendo ya algo exclusivo de políticos profesionales, de especialistas o de los dirigentes gubernamentales.
Esta contribución se enriquece con la presentación de un proyecto de ley de convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente, el cual es idea original de los autores, pero que forma parte del proceso de discusión que desde la sociedad civil se viene realizando para que el ensayo de democracia que tenemos se convierta en una democracia participativa.
Este Anteproyecto de Ley deberá ser analizado por todos y todas los que tienen capacidad de decisión y preocupaciones democráticas, y juntos concertar su aprobación con las Cámaras Legislativas, luego que la figura de la Asamblea Constituyente se incluya en la actual Constitución.

La Asamblea Nacional Constituyente, como obra de investigación para la educación democrática, deberá ser conocida en todo el país y estimular al movimiento que clama por una reforma democrática de la Constitución.

La investigación cumple los objetivos trazados porque describe, desde una óptica puramente jurídica, el estado actual de los mecanismos de reforma constitucional en países de América Latina, determinando sus ventajas y desventajas y señalando el más conveniente para la República Dominicana.

A nivel específico, la investigación consideró el origen y la evolución del constitucionalismo moderno (de manera esquemática) y, a nivel extenso, abundó en consideraciones sobre el origen, la evolución y los sistemas de reforma de la Constitución dominicana desde 1844 hasta la fecha.

De la misma manera, se describieron y comentaron los diferentes mecanismos de reforma constitucional, sus ventajas y desventajas, su regulación constitucional y su validez en la República Dominicana y América Latina, considerándose principalmente los países cuyas disposiciones constitucionales ofrecieron mayores posibilidades de confrontación.

A través de los tiempos, este país partiendo de su primera constitución del 6 de noviembre de 1844, ha experimentado 38 reformas, la más reciente efectuada el 25 de julio de 2002.  En la gran mayoría de los casos, cuestiones coyunturales han determinado las reformas: crisis políticas, transiciones gubernamentales, designios de un poder autoritario, entre otros.  

De manera general, esas reformas no han representado una verdadera fractura en la ingeniería y el alma del texto de 1844.  La multiplicidad de fuentes que la inspiraron evidencia el deseo y la aspiración de nuestros primeros constituyentes de abrevar en las más importantes corrientes del pensamiento político y constitucional de la época.

Se puso de relieve que el valor fundamental de una constitución escrita reside en su naturaleza de mecanismo de limitación del poder de los gobernantes, y que, en consecuencia, la cuestión de la reforma o revisión de la constitución constituye un importante eslabón en la estructuración e institucionalización del poder, sobre todo si acepta que la constitución es la resultante de las fuerzas políticas, económicas y sociales que actúan (o interactúan) en el momento de su adopción.

La investigación ha propuesto un nuevo sistema de reforma constitucional, diferenciado de los restantes mecanismos de reforma americanos pero, tomando de cada uno de los procedimientos estudiados las ventajas y desventajas comentadas. La propuesta no se considera infalible ni mucho menos, ofreciendo al lector la posibilidad no ya de introducir correcciones a la misma sino, preferentemente, de resaltar un valor esencial de ella cual lo es la división entre reformas constitucionales parciales y sustanciales y la necesidad de que las reformas sustanciales incluyan la duración de los períodos electivos, entre otros aspectos.

Naturalmente, se defiende el mecanismo propuesto en esta investigación no solamente porque se corresponde, en términos generales, con los mecanismos de reforma  americanos: en realidad, se entiende válido en la medida en que implica una consulta verdaderamente popular de las reformas constitucionales, sin sujetar a la rigidez extrema las reformas de orden accesorio que pueda ser necesario realizar sobre la Constitución dominicana.

Se ha expuesto y dejado claramente establecido en la investigación que la constitución obedece a exigencias que pueden resultar o convertirse en contradictorias. Por un lado, ella debe caracterizarse por una cierta estabilidad jurídica; la institucionalización del poder y la estabilidad de las reglas que fijan su estatuto son una garantía contra lo arbitrario. Por otro lado, la constitución no puede fijar el estatuto del poder definitivamente, de manera irrevocable.

OBJETIVO GENERAL
Proponer un Proyecto para la Consagración Constitucional de la Asamblea Nacional Constituyente en la República Dominicana. 

OBJETIVOS ESPECIFICOS

1.- Realizar una síntesis de los antecedentes históricos de la Constitución como Ley Suprema Nacional de la República Dominicana. 

2.- Analizar los aportes significativos, las fortalezas y debilidades de las Asambleas Constituyentes Dominicanas. 

3.- Estudiar las Reformas Constitucionales en Latinoamérica y en España por el vínculo histórico existente con la República Dominicana. 

4.- Exponer las precisiones sobre la Reforma Constitucional Dominicana. 

5.- Evaluar los efectos de los diferentes mecanismos de Reforma Constitucional.

6.- Promover la Modificación Constitucional Dominicana con la creación de la Asamblea Nacional Constituyente. 

ASPECTOS METODOLOGICOS

TIPO DE INVESTIGACIÓN

El análisis de esta temática estará fundamentado en paradigmas descriptivos, porque en ella se tomará en cuenta la consagración Constitucional de la Asamblea Nacional Constituyente en la República Dominicana.

UNIVERSO

La población o universo de estudio estará integrada por el Análisis de todas las Asambleas Constituyentes Latinoamericanas, de España y la República Dominicana, así como por las interesantes lecciones que para su convocatoria hoy abogan diferentes instituciones dentro y fuera del país, haciendo un gran aporte al ideal democrático actualmente vigente.

MUESTRA

La investigación se concentra básicamente en el análisis de las Constituciones Latinoamericanas, considerándose desde el punto de vista del estudio institucional y democrático para reformar la Constitución de la República Dominicana y valorar la cantidad de reformas acumuladas que hoy hacen necesarias la convocatoria para su modificación.

METODOS

La técnica a utilizar es el método Analítico no Probabilístico, con una muestra por conveniencia de Reformas Constitucionales de Países como Costa Rica, Chile, Venezuela, Colombia, Argentina, Perú, Ecuador, Paraguay, Republica Dominicana y España por el vinculo histórico existente con la República Dominicana.

TÉCNICAS

Para desarrollar un mejor trabajo de investigación, y, por tratarse de un estudio con marcado carácter bibliográfico, se hará uso de dos técnicas: Fichas de resúmenes, síntesis y de análisis cédulas de información. Se utilizarán las técnicas de encuesta, aplicando el instrumento de recolección de datos más utilizado que es el cuestionario, en lo que resulte posible para mejorar y ampliar las observaciones realizadas sobre el terreno. Además de la técnica de Búsqueda Bibliográfica (libros, revistas e Internet y entrevistas a expertos juristas del Derecho Constitucional). 

La fuente de investigación de datos será:

Primarias: El estudio de las Reformas Constitucionales Latinoamericanas,        República Dominicana y España.

Secundarias: Los libros, Revistas, Internet, Organismos e Instituciones.

MEDIOS Y FUENTES

Para hacer posible la realización de esta investigación se ha querido proponer la recopilación de libros, revistas y periódicos que tienen que ver con la materia, asimismo una compilación de las leyes y disposiciones que se encuentran en nuestra Constitución y documentos afines; esto se hará mediante visitas a bibliotecas.

ANÁLISIS Y PRESENTACIÓN DE DATOS

Estos serán expuestos de manera literal, y si es necesario en cuadros y gráficos estadísticos.

REVISION DE LITERATURA

En vista de la poca existencia de material bibliográfico, revistas, periódicos, etc. sobre la temática de la Asamblea Nacional Constituyente, a través del Internet se ha contactado diferentes tópicos de análisis que determinan de manera sucinta su Consagración Constitucional en la República Dominicana.

JUSTIFICACIÓN DEL TEMA

La Constitución de la República es el documento fundamental, la guía estratégica de la nación.  En ella se recogen los principales valores, principios y objetivos que han de orientar al país entero hacia el futuro. También tiene como principal objetivo velar por el bienestar de los Dominicanos, fundamentando sus derechos y deberes esenciales y, con ello, garantizándoles el acceso a la salud, la educación, los servicios básicos y la seguridad, y rescatando los grandes valores de la humanidad: justicia social, equidad, libertad, estado de derecho, seguridad ciudadana y aspiraciones de progreso. 

La Constitución Política es un documento histórico que, si bien muestra una serie de valores universales que han existido a lo largo del tiempo, también contiene principios determinados históricamente. En este sentido, se debe recapitular sobre el profundo cambio tecnológico, geopolítico, científico y económico internacional vivido en los últimos decenios del siglo saliente, que ha provocado una reestimación total de los valores de la humanidad. 

Como consecuencia, la Constitución se ha ido reformando también para hacerla corresponder con los tiempos. Es aquí donde se debe valorar si la cantidad de reformas acumuladas hacen necesaria la convocatoria para elaborar una nueva Constitución o si sencillamente sólo utilizar los mecanismos de enmienda y reforma en ellas planteados.

Una decisión de tanta envergadura necesariamente nos lleva a debatir con seriedad en medio de grandes cuestionamientos que deben ser resultados para arribar a un consenso final que beneficie al país. 

Vivir momentos tan críticos que el ciudadano común no sabe hacia dónde va como país, y todo ello es consecuencia de los cambios generados por la interrelación con otros países o por el fenómeno de la llamada globalización, que a muchos confunde.

En éste país, el cambio se ha convertido en un posible metafísico; hay quienes están a favor de él, pero no de quienes lo promueven.  En otras palabras, el ciudadano común considera que quien se beneficia del status que es enemigo del cambio, pero quien lo respalda lo hace para beneficiarse personalmente; en resumen, su percepción es que todos son malos y mejor no apoya a nadie.

Sin embargo, hay argumentos a favor y en contra que contienen elementos válidos y puntos discutibles, y son el signo de que existe una gran preocupación nacional por el futuro. Lo más importantes es el interés de bastos sectores por incorporarse  a la  discusión de los temas nacionales. (
)
De algo si estamos profundamente convencidos: las preocupaciones de amplios segmentos de la población deben dejar de ser simplemente una motivación individual, para convertirse en una fuerza colectiva capaz de proyectarse en  acciones en los próximos años.

A pesar de esas grandes victorias de la libertad, en República Dominicana, y en muchos otros países la democracia está atascada en su ineficacia para resolver los problemas de la producción y la pobreza. Eso no es culpa de la Constitución. Ciertamente, hay factores externos originados en la justa organización económica mundial, pero también debemos aceptar responsabilidad en el atascamiento por la corrupción que significa usar las herramientas políticas que el pueblo pone en manos de los dirigentes, para obtener beneficios personales o de grupo contrarios a los intereses generales de la nación. 

Se gestan nuevos sistemas de producción y nuevas teorías del valor y de la propiedad. Los poderes clásicos del estado son sacudidos por el cuestionamiento y la pérdida de confianza en los pueblos.  

Si no se interpreta sabiamente estos inexorables signos de cambio y se logran las transformaciones acordes a las nuevas realidades, la democracia tendrá grandes y peligrosos desafíos. Ya no serán las ideas del nazifascismo o del comunismo, como ocurrió en el siglo XX, sino otras como las que representan líderes carismáticos que saben incitar y aprovechar las impaciencias, las frustraciones y las inconformidades de los pueblos para conquistar el poder ganando elecciones, recetándose constituciones políticas a la medida de sus ambiciones y creando un seudo marco jurídico que mimetiza su vocación de déspotas. 

La Constitución Dominicana amerita de una reforma que le permita acercarse a las nuevas realidades económicas, sociales, políticas, culturales, ecológicas y tecnológicas.  

Esa reforma debe ser el producto de un gran debate nacional y de una reforma previa relativa al órgano revisor. Al establecerse el procedimiento mixto por el que se aboga en esta investigación, se puede elegir una Constituyente que aleje el fantasma del autoritarismo y que convierta este procedimiento constitucional, en un esfuerzo serio, sereno, reflexivo, participativo, democrático, transparente, e inspirado por la dominicanidad y los valores patrios. 

En este esfuerzo, de reingeniería constitucional, donde naturalmente nadie tiene la verdad absoluta, se tiene que tomar en consideración que el derecho no es mero reflejo de una realidad preexistente porque entonces sería superfluo; el derecho, la ley son siempre algo que añadimos a una espontaneidad insuficiente. La ley tiene que suscitar nuevas realidades, la ley ha sido antes y lo será, cada vez más, creadora; la ley es siempre más o menos reforma y, por tanto, suscitadora de nuevas realidades.

La reforma así emprendida deberá representar un avance cualitativo en la institucionalidad democrática en este siglo XXI. No se debe desaprovechar esa oportunidad cuando se presente. Cualquier meditación respecto de la historia constitucional dominicana concluye, casi necesariamente, en que muchos de los males de la República se hubiesen evitado si el autoritarismo no hubiese impuesto en el texto de 1844. 
Es compromiso y deber de las generaciones presentes y futuras dotar al país de una constitución inspirada en el pensamiento imperecedero de los Padres de la Patria, que sea orgullo de todas y todos los dominicanos.

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

La actual Constitución no es el origen de los problemas nacionales. La dificultad para lograr soluciones eficaces en el contexto de la democracia, no puede explicarse con base en las normas que la rigen sino en los actores que la ejercen.

Más que en las normas, la posibilidad de resolver los problemas nacionales reside en la voluntad de cada uno, en particular en la clase dirigente. Más que una nueva Constitución Política, República Dominicana, urge que sus grupos dirigentes retomen el sentido de responsabilidad, la visión de futuro, el desprendimiento de vanidades y evitar las conveniencias particulares.
Se puede tener la mejor Constitución Política del mundo y las mejores leyes, pero si no se tiene voluntad, si la clase política no se atreve a coincidir, si nos da miedo trabajar juntos, serian como el mal obrero que tiene excelentes herramientas pero no quiere trabajar. Las herramientas por sí mismas no sirven para nada; el hombre las crea y las usa, y al hacerlo ellas (las de labranza o las del derecho) cobran vida y toman un sentido de utilidad humana.

Al fin y al cabo, la patria y todo lo que la conforma, incluso su propio orden normativo, son obra de la voluntad y la acción de sus hombres y mujeres. La patria es, en esencia, obra de sus hijos. 

Esa estructura del Estado es la que justifica o no el cambio de la Constitución, pues estamos hablando del marco general que nos regirá y en el cual funcionará nuestra sociedad; el problema es que todavía no hemos planteado cómo queremos que sea esa sociedad en el siglo XXI.

¿Tiene hoy claro el pueblo dominicano cómo quiere que sea esta sociedad? ¿Cómo se vislumbra la organización de la sociedad Dominicana antes esas nuevas realidades que la invaden desde hace muchos años?

Estos son temas para meditar sobre las razones por las cuales República Dominicana, necesita verse sin prejuicios ni temores, en un momento en que nuestra clase política está siendo severamente cuestionada por el pueblo, que cuestiona a los grandes y a los pequeños, a los establecidos y a los emergentes, es decir, a todos, así como al sistema de democracia representativa aplicado mediante esos partidos y esas organizaciones tradicionales, porque son igualmente tradicionales los partidos nuevos que se organizan dentro de las viejas estructuras de representatividad. (
)
Esa sociedad que hoy se cuestiona la estructura política, ¿estará de acuerdo con esta organización partidista representativa o querrá que se haga realidad esa frase que se le ha venido vendiendo desde hace más de veinte años y que plantea cambiar la democracia representativa por una democracia participativa?

Para hacerla realidad requiere nuevas visiones de la organización política en las que se cuestione sin temor la organización partidista tradicional y se abran las estructuras institucionales a nuevas formas de representación y a formas de ejercer el poder directamente por muchos sectores nacionales (profesionales, empresariales, regionales). Esa estructura política no requiere una profunda revisión de nuestra Carta Magna.

Se habla de una nueva sociedad en la que educación, información, comunicación y cultura son las cuatro patas del nuevo banco de desarrollo que todos reconocen como realidad, pues hoy la principal riqueza de nuestros pueblos es la potencialidad de su intelecto. Si nuestra riqueza se basa en esos cuatro elementos, ¿cómo se reflejan ellos en la Constitución? Por otra parte, todos los gobiernos han visto y ven la cultura como un lujo de la sociedad, no como el derecho que esta tienen de lograr un intelecto libre. Eso también hay que analizarlo. 

¿Qué es el municipio en nuestra Constitución Política? ¿No es simplemente un organismo al que le dan una autonomía, pero no le dan poderes? ¿Qué ganamos con darle al municipio dinero si no le damos otra función que la de rellenar los huecos de sus calles? En una democracia participativa el municipio desempeña nuevamente un papel fundamental, al igual que en el pasado; por eso no es cierto que se deba ignorar las raíces al tratar de entender nuestro futuro.  El municipio es parte fundamental de nuestro futuro. 

Así se podrá diseccionar todo ese maravilloso texto constitucional, que también está lleno de normas pétreas que no deberán desaparecer nunca de nuestra Carta Magna, como la que establece que la República Dominicana es un país libre y democrático. Estar seguros de que nadie tendrá la locura de hacer desaparecer esa norma de la Constitución, pues es parte de la madurez de más de 160 años de vida Republicana.

No se debe temer por las normas pétreas, pero si buscar un texto que nos ponga frente al futuro, a la modalidad que exigen los nuevos tiempos.

Cuando el Papa Juan Pablo II asumió su pontificado, nos dijo a los fieles: “No tengan miedo. Defiendan los principios de la cristiandad sin temor. Sigan siendo buenos cristianos de cara al futuro, pero enfrenten la verdad”. Haciendo un parangón con las palabras de Juan Pablo II, los Dominicanos debemos decir: “Fieles a nuestros principios democráticos de libertad e institucionalidad, no le tendremos miedo al futuro y revisaremos nuestro texto constitucional”.

Hay tres preguntas fundamentales que deben hacerse siempre ante un poder constituyente: ¿Cómo se formará ese poder? ¿Quiénes lo formarán?  ¿Para qué se quiere ese poder?

La globalización se da en varios fenómenos, entre ellos la telecomunicación, la informática, el idioma y el manejo de las bolsas de valores, pero no existen la globalización política ni la económica en sentido estricto; basta ver las permanentes luchas económicas entre los poderosos como Estados Unidos y la Unión Europea, que se matan con amenazas de levantar o no barreras arancelarias para defender los productos. 

Ahora más que nunca nuestras constituciones políticas deben incrementar la protección del estado social, del estado democrático, entendido no como un estado donde haya una permanente participación activa de los distintos sectores populares, organizados o no, en beneficio de la democracia misma.  Eso es lo que actualmente se llama estado democrático.  

Ahora más que nunca nuestras constituciones políticas deben incrementar la protección de un estado ecológico, un estado donde se protejan las riquezas y los bienes naturales, y de un estado liberal, es decir, que proteja permanente y efectivamente las libertades ciudadanas individuales.

No se puede ir a un cambio total de nuestra Constitución sin antes tener clara la necesidad de diseñar un modelo de participación ciudadana claramente definido.  Se trata de superar el viejo modelo de democracia formal, para dar paso a nuevas relaciones de poder que parten no sólo del Estado como tal, sino de la participación de la sociedad civil. (
)
Es imprescindible discutir, en el país, la definición de un modelo político menos presidencialista, más parlamentario y mejor estructurado en materia de partidos políticos. Se requiere mecanismo de control, de veto, posibilidades de denuncia o de renuncia, sin que por eso caiga un régimen político.

¿Es el cambio constitucional la solución a nuestros problemas de ingobernabilidad y estancamiento político? 

Existe actualmente en la República Dominicana una coyuntura en la que la manifestación de malestar cada vez más potente plantea la urgencia de una discusión responsable sobre las limitaciones instituciones y jurídicas, sobre la transparencia en la gestión pública y la extrema concentración de la toma de decisiones, sobre la debilidad de los  partidos políticos provocada por carencia de democracia interna, sobre las acusaciones de corrupción y los pactos poco claros para la ciudadanía, sobre el enriquecimiento de unos pocos y el perjuicio de las mayorías y sobre la falta de credibilidad en los gobernantes. Estamos ante una cultura que desconoce el dialogo como instrumento idóneo para la solución democrática de los conflictos. Estamos en una coyuntura en que la corrupción, la ausencia de una cultura de rendición de cuentas y la falta de transparencia se constituyen en prácticas cotidianas.  

Pero, además, un precepto constitucional bellísimo, que solo requeriría ser cumplido, es totalmente irrespetado. ¿Nos vamos a exponer a que quienes están irrespetando ese precepto constitucional puedan ser miembros de una Asamblea Nacional Constituyente? 

El tema de la Asamblea Constituyente es uno de esos temas recurrente; se habla mucho de él, se ha convertido en una especie de panacea para todos nuestros males, cuando en realidad los problemas de nuestro régimen político no están en la Constitución Política.  

El problema está en la clase de dirigentes y no en la Constitución. Los problemas no se resuelven dictando nuevas constituciones, sino con acciones políticas, con cambios en el interior de los partidos y con el lanzamiento de nuevas ideas; pero todo tiene que venir de la dirigencia política.

La ingobernabilidad no se debe a la Constitución Política, se debe a la forma reiterada en que se ha venido gobernando, en una forma en que se han violado e incumplido las leyes y la propia Constitución Política. El país no es ingobernable; carece de gobernantes, estadistas, gente de visión que lo sepa conducir en los momentos actuales de cambio en los procesos de globalización y de apertura económica.

El atascamiento del país está desgastando el sistema político, no la Constitución. El atascamiento no es constitucional, se necesita acuerdos nacionales multipartidistas y con participación de la sociedad civil.

La solución de los problemas nacionales es política, es de gobierno, ni siquiera es una solución legislativa. 

Preservar el Estado social de derecho, democrático, ecológico y liberal, así como proteger estatal y socialmente a los ciudadanos y los bienes nacionales, pertenecientes a todos, es parte de nuestra preocupación fundamental por la República Dominicana venidera. No existe hoy, en el país, una clase política madura para llevar adelante una reforma de la magnitud de una Asamblea Nacional Constituyente.

Estos procesos de cambio y modernización inducirán también a debates de orden constitucional, relativos al diseño institucional que mejor se adapte a las nuevas necesidades de los dominicanos. 

En el seno de las instituciones políticas, también se deben realizar enormes transformaciones. El Pueblo Dominicanos está profundamente decepcionado del funcionamiento de instituciones tan importantes como la Asamblea Legislativa y los partidos políticos. El descrédito de estas organizaciones es un hecho ampliamente documentado. 

La descentralización del Estado, el fortalecimiento de los gobiernos locales y la ampliación de espacios para la participación ciudadana en decisiones de políticas claras, son demandas que aún hoy continúan insatisfecha. 

Estos y otros importantes temas constituyen claros ejemplos de la agenda que se tiene por delante en el campo político y constitucional. Este repaso, no exhaustivo de los desafíos ha enfrentar, demuestran la urgencia y profundidad de las transformaciones de índole jurídico-institucional que el país está urgiendo.

El papel del Estado, frente a esta relación individuo-individuo, es el verdadero objetivo de la reforma social que permitió y fomentó nuestra Constitución. 

Si esta República hubiese hecho un respetable trabajo en el campo de la democracia formal, poco se habría avanzado rescatando a los más pobres de los desequilibrios propios de las reglas del mercado. Por ello, esta reforma jurídica cobra gran significado socio-político, porque produce un doble efecto: el político, de impulsar toda una nueva visión social del quehacer humano; y el jurídico, de dotar al pueblo Dominicano de los instrumentos legales y de las garantías propiamente dichas, para crear todo un movimiento político que desarrollase las nuevas relaciones sociales, fomentando la incorporación de los pobres a la sociedad y, en general, iniciar una sociedad más igualitaria y más justa, no sólo una sociedad libre.

Visto desde esta perspectiva histórica, el modelo de reformar por completo la Constitución, enfrenta resistencia entre los grupos representados por el modelo de los grupos conservadores que defienden al Estado liberal. 

Para ellos, está en peligro perder esas normas constitucionales que representan una visión individualista de la sociedad. Estos dos ejes ideológicos de nuestra Constitución explican su equilibrio y su éxito en nuestra sociedad.

Para disipar estos temores, se ha discutido entre los académicos un procedimiento político y jurídico, que podría permitir la reforma completa a la Constitución, sin convulsiones ni cataclismos. (
)
Primero, se debería reformar el procedimiento de reforma. El primer paso para sustituir la Constitución sería permitir un proceso en dos etapas: 

a) La aprobación del texto de una nueva Constitución, y b) La aprobación de ese texto, aprobado por la Asamblea Constituyente, por un plebiscito nacional convocado por el Tribunal Supremo de Elecciones, la Junta Central Electoral.

Una vez aprobado y puesto en vigor el nuevo procedimiento de reforma total a la Constitución, podría procederse de la siguiente manera:

La Asamblea Legislativa podría nombrar una comisión de expertos que prepararía un proyecto de Constitución.

Se produciría un debate nacional; el texto seria publicado, debatido, discutido y distribuido al pueblo Dominicano durante un amplio pero definido periodo, de manera que toda persona pueda formular observaciones, sin restricción alguna.

Una vez listo el texto sobre el que se ha discutido, se convocaría a  una Asamblea Constituyente, la cual empezaría su trabajo con el texto y todas las observaciones ciudadanas compiladas, luego se haría la convocatoria a las elecciones generales para elegir a los representantes a esta Asamblea Constituyente. La Constituyente discutiría el proyecto preparado por la comisión de expertos y conocería todas las observaciones ciudadanas. Posteriormente, concluido el trabajo de la asamblea constituyente, el Tribunal Supremo de Elecciones convocaría a un plebiscito nacional, universal, abierto, que aprobaría o rechazaría la nueva Constitución. 

Este procedimiento cumpliría el doble propósito de eliminar las suspicacias que causan las facultades ilimitadas de una Asamblea Constituyente, porque el proceso permitiría una discusión gradual de los grandes temas políticos nacionales, y así,  la nueva Constitución no seria una sorpresiva derrota para ningún grupo político en la República Dominicana.

Si esta Asamblea Legislativa aprueba este procedimiento, en un plazo de dos o tres años, podríamos tener una nueva Constitución y no se interrumpirá el mandato normal del presidente actual ni del próximo,  que es una de las objeciones políticas hechas contra la tesis de la Asamblea Nacional Constituyente. El actual gobierno no sufría porque estaría hasta el final de su mandato, y el nuevo gobierno tendría otros tres años de mandato completo bajo una nueva Constitución.  

Haciendo un esbozo de uno de los aspectos jurídicos de la reforma, el cual sería verdaderamente novedoso, no solo el reordenamiento de los temas, lo cual sería menos complicado, sino colocar la parte orgánica de la Constitución al servicio de la parte dogmática, es decir, que mediante las normas constitucionales, el Estado, en su totalidad, estaría obligado  a operar, en función del cumplimiento-ejecución del derecho de los individuos en forma individuales y sociales.  

Para esto, una gran modificación podría ser con la obligación instaurada en esta nueva Constitución, que el presupuesto de la República sea elaborado con el criterio directo de cumplir los fines declarados por la Constitución Política, para proteger y desarrollar los derechos de todos los ciudadanos. En este sentido, todos los ministerios e instituciones, deberían ordenar sus planes y programas como un instrumento de ejecución de estos grandes acuerdos políticos y no como sucede actualmente, que el presupuesto responde más a la voluntad del gobierno de turno, que al verdadero interés de cumplir con un plan nacional de desarrollo a favor del Pueblo Dominicano.

El efecto inmediato seria, en primer lugar, la realización de nuestros derechos, que no estaría representados en la Constitución como ideales, sino como normas obligatorias. Eso permitiría, en segundo lugar, la ejecución de todos los mecanismos de evaluación y rendición de cuentas.

Entender que esta sería una de las grandes instituciones fundamentales de la nueva República Dominicana, regida bajo una nueva Constitución. 

Con el fin de que haya un nuevo pacto social en República Dominicana debe abogarse por un gran acuerdo nacional. Estar convencidos de que la sociedad dominicana, en este momento, está urgida de un gran acuerdo nacional, intersectorial y multisectorial: un nuevo pacto social para los próximos cincuenta años.

He lamentable que el intento que se hizo con el proceso de concertación nacional una iniciativa novedosa y necesaria haya sido tergiversada por determinados intereses que querían determinados resultados. 

No obstante, el hecho de que esa experiencia no haya sido acogida, quiere decir que no siga siendo válido buscar un gran acuerdo nacional para un nuevo pacto social en nuestra sociedad.  Un gran acuerdo que permita establecer cuál es el modelo de desarrollo que se debe impulsar de ahora en adelante y cuál es el tipo de Estado que compagina con ese nuevo modelo de desarrollo que se tome como sociedad.

Desde ese punto de vista, no se podría estar de acuerdo con la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente, si previamente no se dá esa etapa histórica de un gran acuerdo nacional, para un nuevo pacto social en la sociedad dominicana.  

Podría un sector estar en desacuerdo con una convocatoria porque la elección de los constituyentes corresponderá a una determinada relación de fuerzas y tendrá determinadas reglas electorales. Y sin un cambio en las reglas electorales actuales, los constituyentes o la gran mayoría de ellos, estarán copados por la estructura tradicional del poder político, hasta ahora imperante en nuestra sociedad. Es decir, con las reglas electorales vigentes, vamos a tener una Asamblea Nacional Constituyente que nos dará más de lo mismo.  

Por su gran importancia sería preciso distinguir dos aspectos:

En primer lugar hay un conjunto de nuevos partidos políticos que están intentando emerger, pues están ahogados por esas reglas electorales hasta ahora vigentes y que no pueden competir de “tú a tú” con el sistema bipartidista tradicional. 

La segunda distinción que se debe hacer es que algunos sectores sociales que desean participar en la toma de las grandes decisiones nacionales y que no están interesados en involucrarse con ningún partido político, quisieran participar y las reglas electorales vigentes no dan la posibilidad de optar por cargos constituyentes, sin estar matriculados en partidos políticos. (
)  

¿Qué se puede hacer con el clamor de las nuevas corrientes de participación ciudadana, que incluso trascienden las metas de los partidos? ¿Dónde entrarían  los sectores sociales de la sociedad civil que quieren participar en la definición política de un nuevo perfil de la sociedad, frente a unas reglas electorales que no han sido modificadas sustancialmente? 

Aún con todas las debilidades el sistema de elecciones actual podrían crear una Asamblea Nacional Constituyente que pueda satisfacer las expectativas ciudadanas de una plena participación.  

Tomando en consideración también que la Constitución Política vigente tiene algunos postulados y valores claves para que la paz social en nuestro país se mantenga. En la Constitución Política existen valores eternos consagrados, que dan espacio para pujar por mejoras en la distribución del ingreso, en la forma de impartir la justicia y en la participación ciudadana. 

Es necesario enviar señales claras a la sociedad para que comprenda que se quiere transformar verdaderamente el país; ya que existen planteamientos y reformas constitucionales dirigidos a la participación ciudadana, que para que se pueden adoptar es necesario de convocar a una Asamblea Nacional Constituyente. 

Esto implica que el sistema bipartidista actual, que continúa controlando los mecanismos de poder, debe promover una serie de cambios constitucionales para fomentar la participación y oxigenar este sistema democrático que está en una seria crisis de legitimidad, que con seguridad se expresará severamente con un incremento del abstencionismo en las próximas elecciones nacionales. 

Una de las razones por la cual se ha pretendido a una Asamblea Nacional Constituyente, es porque en este país hay una serie de problemas que en vez de resolverse se han acentuado cada vez más. Por lo tanto, algunos han creído, que por medio de una Asamblea Nacional Constituyente se puede salir de ese hueco en que nos hemos hundido año tras año.

Creer que la actual Asamblea Legislativa va a cumplir con esa tarea de dejar aprobada en dos legislaturas esas reformas. Saber que con un poco de empeño, dentro de dos años, esos instrumentos de democracia participativa y de fortalecimiento municipal, serán una realidad en nuestra Constitución.
Capítulo I - LA CONSTITUCIÓN COMO LEY SUPREMA NACIONAL

1.1
DESCRIPCION  DEL CAPITULO


Se explica qué es una Constitución, su carácter normativo, de qué tipo puede ser y, en general, aspectos históricos sobre la Carta Magna dominicana. Es, pues, una fundamentación teórica del tema central de la investigación, orientado a integrar el conocimiento histórico, conceptual y evolutivo de las constituciones y la reforma constitucional.

1.2
EL CARÁCTER SUPERIOR NORMATIVO 

Cada vez que un pueblo ha sostenido una lucha para conquistar la instauración de un régimen constitucional que limite el poder de las autoridades y garantice el ejercicio de los derechos individuales fundamentales, lo ha hecho en el entendido de que, una vez conquistado y establecido ese régimen, bien sea por actos no escritos o por una convención escrita, las asambleas y los funcionarios gobernantes quedarían incapacitados para dictar nuevas medidas que excedieran de sus atribuciones limitadas o que vulnerarán los derechos adquiridos como fundamentales por los asociados. De no ser así, las luchas de los pueblos por un régimen constitucional serían vanas e infructuosas y estéril el derramamiento copioso de sangre en que no pocas ocasiones esas luchas han significado.(
)

Hans Kelsen sostuvo que el sistema legal normativo de un Estado está compuesto por normas de diversas jerarquías, pues la norma que determina la creación de otra es y debe ser superior a ésta. Por lo tanto el sistema jurídico de un Estado no constituye un conjunto de cánones legales horizontales, es decir, que se hallan uno al lado de otro de manera coordinada en un mismo nivel o cota, sino una verdadera pirámide que establece la diferencia jerárquica entre los diversos niveles de normas(
).

Bajo este esquema argumentativo las normas de menor nivel jerárquico se encuentran determinadas y sujetas al imperio de otra norma superior, cuya creación es determinada, a su vez, por otra aún más alta. En esta escalera ascendente, nos encontraremos en la cúspide de la pirámide del sistema legal normativo con la Constitución, canon fundamental que representa la máxima cota del derecho nacional. 

De forma sintética se puede argumentar que la supremacía de la Constitución se basa en tres razones elementales: 1ero) en que la Constitución establece el sistema de fuentes formales del derecho, de modo que para que una ley, decreto o reglamento pueda tener validez formal, debe dictarse conforme a lo dispuesto por la Ley Sustantiva; 2do) en que el alcance y los efectos jurídicos vinculantes que poseen los actos legislativos o administrativos vienen dados o dimanan del imperio constitucional, por lo que también desde esta perspectiva están supeditados al Canon Constitucional; y 3ero) en que la Carta Magna es la expresión de una intención de permanencia funcional en el tiempo que parece asegurarle un nivel de superioridad frente al resto de los actos legislativos o administrativos carentes de ese espíritu generalizante y estructural que posee la Constitución(
).

De lo antes dicho se concluye en que la constitución tiene una supremacía material y formal en el marco del sistema legal normativo estatal. La supremacía material viene dada por el hecho de que el Estado en su conjunto depende por completo de la Constitución, en función de que toda actividad jurídica desarrollada en el seno del Estado deviene de una facultad o prerrogativa constitucional sujeta a ciertos lineamientos de forma y de fondo.

1.3
ANTECEDENTES HISTÓRICOS: ORIGEN Y DEFINICION
La Constitución Dominicana del 6 de noviembre de 1844 constituyó el acta de nacimiento del Estado creado el 27 de febrero del mismo año sobre el territorio de lo que había sido la porción española de la isla de Santo Domingo. Esta primera Carta Magna del pueblo dominicano organizó el incipiente Estado bajo la fórmula concebida por los constituyentes de San Cristóbal, consagró los principios fundamentales sobre los cuales se desenvolvería la nación e instituyó los mecanismos básicos sobre los cuales operarían los diversos poderes que integraron la cosa pública durante los primeros 10 años de vida republicana.

Nace la idea de un sistema constitucional domi​nicano a la par que se organiza la lucha por la indepen​dencia del país. En el Manifiesto del 16 de enero del 1844, que prepara la insurrección armada del 27 de fe​brero, se indica ya la necesidad de dar al pueblo un Có​digo fundamental que fije sus deberes y garantice sus derechos. La libertad política llega a ser un hecho en la República Dominicana al ponerse en vigor la Constitución del 6 de noviembre del 1844, pocos meses después de haber alcanzado su libertad nacional.

No surge el sistema constitucional en un ambiente extraño. Antecedentes no lejanos se habían registrado. En efecto, realizada por Sánchez Ramírez en 1809 la re​conquista de la parte española de la Isla, a favor de Es​paña y en contra de Francia, Santo Domingo vive las mismas vicisitudes políticas de la metrópoli. Y al ela​borarse en Cádiz la primera Constitución española, la del 1812, un representante dominicano interviene como di​putado en' las deliberaciones de las Cortes constituyen​tes. 

Una vez promulgado y puesto en vigor el Código, fun​damental, las posesiones hispanas de Ultramar pierden su condición de colonias para convertirse en provincias con idénticas prerrogativas a las peninsulares.

La provincia española de Santo Domingo se incorpo​ra entonces a los pueblos que gozaban de las ventajas del sistema representativo y entra de lleno, con intensi​dad, en la vida constitucional iniciada. Sus instituciones se transforman según las normas impuestas por el Códi​go gaditano; realiza elecciones para las Cortes ordina​rias del 1813 por el procedimiento seguido en España, y, como resultado, D. Francisco Javier Caro recibe el 21 de febrero del 1813 el nombramiento de diputado a Cortes.

Vuelto Fernando VII a España y abolido radicalmente el régimen constitucional de la monarquía, Santo Domin​go refleja en su organización las mismas modificaciones que experimenta la metrópoli: se le imponen los sistemas retrógrados que habían prevalecido hasta 1812 y, al igual que España sufre las consecuencias del absolutismo y de la ineptitud de sus gobernantes.

En 1820, al triunfar en la península las ideas liberales, tiene nueva vigencia el Código de Cádiz. El mecanismo constitucional entra otra vez en marcha. Co​mo en 1813, Santo Domingo concurre con un represen​tante a las Cortes españolas: para las del año 1820 vuelve a ser electo D. Francisco Javier Caro y para las del 1821 se nombra a D. José Bernal, natural de la Isla. (
)
Efímero fue en ella este segundo periodo de aplicación de la Constitución del 1812. La independencia pro​clamada por Núñez de Cáceres a fines del 1821 marcaba nuevos rumbos a la historia del pueblo dominicano. De acuerdo con la intención de incorporarle a la Confederativo de la Gran Colombia, se imponía la necesidad de otra Carta Fundamental y al efecto fue redactada la llamada Acta Constitutiva o Constitucional del 1821, cuyo ar​tículo 32 derogaba el Código político de la monarquía española.

Durante la ocupación de Boyer tuvieron también los dominicanos sus representantes parlamentarios en la Cámara haitiana, pero en realidad esto no paso nunca de ser una completa ficción.

Proclamada la Independencia de la República el 27 de febrero del 1844, quedó constituida una Junta Gubernativa, a la que se adhirieron casi todos los pueblos de la parte española. Este organismo tuvo que atender no sólo a las necesidades que la vida de un Estado requiere, sino también a repeler la invasión de los haitianos, que no reconocían el hecho de la separación, y a los movimientos que dentro del país surgieron como consecuencia de dife​rencias de criterio entre sus dirigentes. En estas luchas internas acabo por triunfar el partido conservador, encargándose del poder el general Santana en 16 de julio del 1844.

Una de las primeras medidas de la Junta Central Gu​bernativa fue la de convocar al pueblo para la elección de diputados al Congreso Constituyente, por Decreto del 24 del mes de julio del mismo año. 

Realizadas las elecciones en la fecha fijada por el Decreto No. 20 del 30 de agosto, se reunió el Congreso en la cercana villa de San Cristóbal, "a fin de dejar a sus miembros con la libertad de opinión y de acción y de sus​traerlos a la influencia perniciosa del espíritu de parti​do", según dice el Cónsul francés Juchereau de Saint-De​nys a su gobierno en carta del 4 de agosto del 1844.

El Congreso Constituyente quedó instalado el 21 de septiembre, eligiendo como presidente del mismo a D. Manuel Ma. Valencia, diputado por Santo Domingo. El 26 de septiembre compareció ante la Cámara una representa​ción de la Junta Central Gubernativa, encabezada por D. Tomás Bobadilla, a felicitar a aquel por su instalación.

Diversos asuntos preocuparon a los diputados. Algu​nos ocasionaron ruidosos altercados, como el provocado por la nota del 11 de octubre remitida por la Junta Guber​nativa, en que esta, en, forma autoritaria, a consecuencia de la desaprobación por parte del Congreso Constituyente del empréstito que la Junta, había solicitado de Herman Hendrik, recordaba al Congreso que ella”. …asumía en si todos los poderes hasta que fuera sancionada la Constitución y que, por consiguiente, la Asamblea debía limi​tarse a sólo la formación del Pacto Fundamental del Estado, haciéndola responsable de los perjuicios que pudie​ran resultar a la Nación si persistía en sus propósitos". La comunicación produjo un enorme revuelo entre los constituyentes, acordando estos, a propuesta del repre​sentante de Azua, D. Buenaventura Báez, la declaración, el 17 de octubre, de que "los diputados eran inviolables por sus opiniones o votos que emitieran en el ejercicio de sus funciones y que solo el Congreso podía ponerlos en estado de acusación por hechos de su vida privada".

Hasta el 22 de octubre no se inició el examen de la Constitución. En esta fecha, la Comisión encargada de redactar el programa de la misma presentó su proyecto e informe. 

La discusión transcurrió sin grandes debates, aunque fueron muchas las vacilaciones y tanteos, sobre todo en lo que concierne a la inmigración y al limite de los poderes del Jefe de Estado". Este último extremo fue causa del incidente más decisivo, a la vez que más rui​doso, en la política de la recién nacida República.

Pedro Santana estimaba que el poder debía ser militar y no civil; mas no conseguido su propósito, trató por todos los medios de llegar a obtener la totalidad del poder en cir​cunstancias graves, y ante la resistencia que el Congreso ofrecía, Santana impuso su voluntad haciendo intercalar el Artículo 210, con lo que lograba su objetivo. Esto sucedió tras movidos incidentes, de los que se dan diferen​tes versiones: algunas relatan que para ello “... marchó al lugar en que se reunían los elegidos de los pueblos a la cabeza de un numeroso escuadrón de caballería, llevan​do en su faltriquera el Artículo 210; y que los miembros del Congreso no hicieron resistencia a este artículo, pues sólo Báez se opuso a su aceptación”.

De acuerdo con otra versión, Santana condicionó su continuación en le poder a determinadas reformas en el texto aprobado, a las cuales se oponían pasivamente los diputa​dos. Por fin, y ante la actitud decidida de Santana, "...se enmendó la Constitución, suprimiéndose las disposiciones relativas a la milicia y "a las facultades de los alcaldes, y para robustecer la autoridad ejecutiva de los tiempos anor​males que corrían, propuso el Señor Bobadilla la intercalación del Artículo 210, que fue aceptado por todos...”.

El 6 de noviembre quedó aprobada la Constitución política de la República Dominicana. El 13 del mismo mes el Congreso Constituyente tomó juramento al general Pedro Santana como Presidente de la República, elegido de acuerdo con las normas establecidas en el Artículo 205 del texto de la Ley Fundamental recién aprobada.

Una de las primeras medidas de Santana constituido su gobierno, que sustituyó a la Junta Central Gubernati​va, fue el Decreto del 18 de noviembre  en que man​daba a imprimir y promulgar con todas las solemnidades posibles la Constitución del Estado.

La vigencia de éste Código - que ha pasado a la posteridad con el nombre de Constitución de San Cristóbal - se extiende en un periodo de casi diez años, uno de los de mayor duración, hasta la promulgación del texto revisado del 25 de febrero del 1854. Durante este espacio de tiempo fue objeto de numerosos ataques de parte de la Iglesia, por estimarlo contrario a sus intereses en las disposiciones que se refieren a sus relaciones con el Estado, y de todos aquellos que se oponían al tan debatido Artículo 210. (
)

1.3.1   Estado

Un Estado es el conjunto de instituciones que poseen la autoridad para establecer las normas que regulan una sociedad, teniendo soberanía interna y externa sobre un territorio definido. En la definición de Max Weber, el Estado es una organización que reclama para sí el "monopolio sobre la violencia legítima"; por ello, dentro del Estado se incluye a instituciones tales como las fuerzas armadas, la administración pública, los tribunales y la policía. Asimismo, se incluyen dentro de la organización estatal aquellas resultantes de la división de poderes, y otras más sutiles, pero propias del Estado, como la moneda.

No todos los Estados surgieron de la misma manera; tampoco siguieron una evolución, un camino inexorable y único. Esto es así porque, los Estados son construcciones históricas de cada sociedad. En algunos casos surgieron tempranamente, como por ejemplo el Estado Nacional inglés. En otros casos, lo hicieron más tardíamente, como el Estado Nacional alemán.

Los Estados pueden ser examinados dinámicamente usando el concepto de estatidad, aportado por Oscar Oszlak. Desde este punto de vista, ellos van adquiriendo con el paso del tiempo ciertos atributos hasta convertirse en organizaciones que cumplen la definición de Estado, indicada más arriba.

Estas características de estatidad enunciadas en un orden arbitrario, en el sentido de que cada Estado puede adquirir estas características no necesariamente en la secuencia indicada, son las siguientes:

· Capacidad de externalizar su poder: es decir, obtener el reconocimiento de otros estados. 

· Capacidad de institucionalizar su autoridad: significa la creación de organismos para imponer la coerción, como por ejemplo, las fuerzas armadas, escuelas y tribunales. 

· Capacidad de diferenciar su control: esto es, contar con un conjunto de instituciones profesionalizadas para aplicaciones específicas, entre las que son importantes aquellas que permiten la recolección de impuestos y otros recursos de forma controlada. 

· Capacidad de internalizar una identidad colectiva: creando símbolos generadores de pertenencia que refuerzan el control sobre la sociedad civil, diferenciándola de aquella de otro Estado, por ejemplo, teniendo un himno y bandera propia. 

Todo esto hace que el Estado sea una de las más importantes organizaciones en el mundo. Ya que en cada país y en gran parte de las sociedades existe un Estado.

Los anarquistas señalan que el Estado es una institución represora sobre la población de un territorio, para mantener un orden económico y de poder concreto, atenta contra la equidad entre las personas, se opone a la soberanía que cada uno ejerce sobre sí mismo e impide todo tipo de autoorganización. Le atribuyen buena parte de los males que aquejan a la humanidad como la pobreza, las guerras, la injusticia social, el parasitismo (burocracia incluida) y el paternalismo social y económico (por ejemplo el clientelismo), etc. Siendo que todo gobierno tiene como prioridad proteger los privilegios de la burguesía o del grupo social dominante, consideran que Estado -o algún tipo de régimen de control sobre la población- y capitalismo son simbióticos.

Por su parte los marxistas afirman que cualquier Estado tiene un carácter de clase, y no es más que el aparato armado y administrativo que ejerce los intereses de la clase social dominante. Por tanto aspiran a la conquista del poder político por parte de la clase trabajadora, la destrucción del Estado burgués y la construcción de un necesario Estado obrero como paso de transición hacia el socialismo y el comunismo, una sociedad donde a largo plazo no habrá Estado por haberse superado las contradicciones y luchas entre las clases sociales.

Desde el liberalismo se aboga por la reducción del papel del estado al mínimo necesario (Estado mínimo) para así hacer prevalecer el Estado liberal, desde un sentido civil para el respeto de las libertades básicas, desde un sentido economicista para permitir el libre mercado en su versión capitalista. Básicamente el Estado debería encargarse de la seguridad (ejército y policía para garantizar la propiedad privada) y de la justicia (poder judicial independiente del poder político) para así preservar el orden impuesto por la burguesía, concebido por los liberales como el más legítimo y libre. En ningún caso el Estado debe servir para ejercer la coacción de quitar a unos individuos para dar a otros, y deben ser los agentes privados los que regulen el mercado a través del sistema de precios, asignando de esta forma a cada cosa su valor.
Estado y Gobierno.- 

Los términos Estado y Gobierno designan claramente cosas diferentes, pero inseparables. El Estado es la comunidad política que posee una organización gubernativa propia e independiente. Sin gobierno propio e independiente, la comunidad no es Estado, aún cuando tenga el mismo vigor la misma voluntad de independencia y la misma riqueza y civilización que otras comunidades constituidas en Estados. El Estado supone el Gobierno y el Gobierno supone el Estado.

El término Gobierno tiene hasta cuatro acepciones que conviene examinar, para llegar a un concepto claro de lo que usualmente se entiende por ello en la teoría y en las ciencias políticas.

Unas veces tales por ejemplo la acepción que le dá Hostos designa el gobierno como la actividad que se pone en juego para conducir la vida del Estado y realizar los fines de éste.

Otras veces, y esto es lo más corriente, se entiende por Gobierno el conjunto de los organismos superiores que dictan las medidas que regulan la actividad del Estado. Esta acepción es muy frecuente.

Una tercera acepción asigna al término Gobierno la significación de Poder Ejecutivo. Esta acepción es muy empleada por los escritores europeos, especialmente por los franceses.

En fin, algunas personas, cuando hablan de Gobierno, se refieren al conjunto de las personalidades políticas que, en un momento dado, manejan los resortes de los Poderes Públicos.

En la República Dominicana, de acuerdo con la Constitución, Gobierno es la actividad de la soberanía nacional que ejercen combinadamente el Congreso Nacional, el Presidente de la República y las Cortes y Tribunales, o sea el ejercicio de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial.

Formas de Estado.- Con la cuestión de Estado y gobierno se relaciona íntimamente la forma en que una y otra organización se combinan y se han combinado a través de la historia. Por tratarse de una relación por lo menos, algunos usan en el enfoque de este problema la expresión de formas de Gobierno y otros la de formas de Estado. La última se emplea preferentemente en la actualidad (V. Lindsay, El Estado democrático moderno).

No conociéndose con exactitud la historia primitiva de los pueblos, la cuestión de que se trata, respecto a ellos, solo puede sujetarse a conjeturas más o menos fundadas.

Se cree que la forma primitiva del Estado fue del tipo patriarcal, gobierno del más viejo padre de la tribu acaso con, el consejo de los sacerdotes y jefes guerreros. Probablemente el patriarcado era vitalicio o se conservaba hasta que el patriarca por la avanzada edad se ponía valetudinario. Tal vez en los tiempos de guerra el jefe guerrero más audaz o experimentado asumía el gobierno y lo conservaba después, produciéndose así el caudillaje. De una y otra forma nacería, por la fuerza de los hechos, la costumbre de que los hijos de los patriarcas o de los caudillos heredaran la magistratura, y así  sucesivamente, quedando instituido el régimen monárquico.

En los tiempos mejor conocidos por la historia, han existido la monarquía militar absoluta, la monarquía oligárquica y la oligarquita o gobierno aristocrático, como en Venecia.

Como veremos más adelante, en Grecia y en Roma, o más precisamente hablando, en Atenas y en Roma, y quizás, también en Cartago, hubo períodos en que la organización estatal se acercó bastante a lo que hoy conocemos por democracia representativa.

En los tiempos modernos, la totalidad de las naciones civilizadas están organizadas por el sistema democrático- representativo, unas veces republicano y otras monárquico. Por esta razón, esta cuestión constitucional solo ofrece hoy un interés histórico. El interés se ha desplazado hacia los matices de la organización democrática.

Orígenes del Estado dominicano.- El sentimiento, de parte del pueblo dominicano,
de ser una comunidad social diferente del pueblo que constituía la metrópoli, España parece que comenzó a nacer en el momento en que Juan Sánchez Ramírez consumó, contra Francia, la reincorporación de la parte oriental de la isla a España, después de la ocupación resultante del Tratado de Basilea. Según parece, algunos de los caudillos que acompañaron Sánchez Ramírez en la revolución reincorporadora pensaron que se podía aprovechar la ocasión para emancipar al pueblo dominicano de todo dominio extraño. Esto ocurrió en 1809, cuando ya en la América del Sur se habían producido algunos levantamientos contra el dominio español.

Cuando, a comienzos de 1821, gobernaba la antigua colonia, ya erigida en Provincia, Don Sebastián Kindelán, este, en sus comunicaciones al Gobierno metropolitano, se refería, con preocupación, a ciertas inquietudes políticas que, posiblemente, tenían que ver con la idea de una separación de España, o de la autonomía.

A fines del mismo año, el Licenciado José Núñez de Cáceres se
pronunció, ayudado por muchos elementos destacados, contra el dominio de España y proclamó la creación de un Estado independiente, al que llamó Estado Independiente de Haití Español, poniéndolo bajo la protección de la Gran Colombia. Para algunos, la creación de este Estado debe considerarse como  el acta de nacimiento político del pueblo dominicano. Para los partidarios de esta idea, constituye un argumento favorable a su tesis el hecho de que el movimiento emancipador de 1844 fuera llamado por sus impulsadores “Separación de Haití”, como para indicar que se trataba de una revolución de la unión impuesta veintidós años antes del Haití Francés de Boyer con el Haití Español creado por Núñez de Cáceres, aunque ahora sin ninguna vinculación con la Gran Colombia.

Para otros, que constituyen mayoría, el Estado dominicano nació real y efectivamente con el pronunciamiento contra el dominio haitiano en 1844 y la proclamación de la República Dominicana, que llevaron a feliz resultado en lo ideológico, político y militar, Juan Pablo Duarte, Francisco del Rosario Sánchez, Ramón Matías Mella, Pedro Santana y otros gloriosos próceres.

La verdad es que, de no haber fracasado por la intervención de Haití la frágil obra de Núñez de Cáceres, es dudoso que aun sin esa intervención esa obra se hubiera mantenido, con el apoyo de todos los hijos del país, frente a una decidida reacción de España, desde Cuba o desde Puerto Rico, para deshacer la situación creada por Núñez de Cáceres, a favor de la sorpresa y casi con las características de un golpe de Estado, puesto que Núñez de Cáceres era, en el momento del levantamiento contra el Gobernador Pascual Real, un caudillo político rodeado de influencia por el hecho mismo de ser, o haber sido poco antes, alto funcionario del gobierno de la provincia.

El verdadero sentimiento de la nacionalidad dominicana se plasmó en nuestro pueblo como un fenómeno de contraposición contra el pueblo haitiano que lo dominó de 1822 a 1844, completamente distinto por la raza, por la lengua, por la religión y por las costumbres. Así nació también la voluntad de la separación y de la creación de un Estado independiente tanto de Haití como de España, porque se tenia la impresión de que si España hubiera querido entrañablemente al pueblo dominicano, hubiera podido librarlo del yugo haitiano, sobre todo habiendo pasado ya en Europa para ese tiempo la inquietud de las guerras napoleónicas.

El Estado dominicano nació, pues, según la opinión de la mayoría de nuestros historiadores y créticos de historia, con el levantamiento antihaitiano de 1844.

Pero aún después de la independencia de 1844, quedaban en el animo popular restos muy vigorosos de la antigua afección a España, sentimiento que en algunos dominicanos, especialmente de las clases aristocráticas y acaudaladas, se mezclaba con la preocupación en que, si Haití insistía en una guerra con los dominicanos para restablecer la unidad política de la isla, los dominicanos no podrían resistir esa fuerza, ya que Haití contaba en 1844 con una población mucho mayor que la de Santo Domingo -500,000 habitantes contra apenas 80,000-, a menos que fuera con la protección de una gran potencia amiga, Francia o España, pero preferentemente España.

La anexión a España en 1861, realizada por Pedro Santana no se hubiera podido efectuar por la sola fuerza política de éste, que ya estaba en decadencia, si no hubiera contado con aquel fondo sentimental que recordaba todavía a la antigua Madre Patria, ni sin el temor que ciertamente embargaba a muchos acerca de la dificultad de resistir nuevos ataques haitianos, si estos se decidían a romper la tregua patrocinada entre los dos países en 1856 por Inglaterra, Francia y los Estados Unidos. No era extraño a este temor el hecho de que los Estados Unidos estaban desgarrándose en esos mismos días en la sangrienta guerra de Secesión.

Pero, así como la ocupación haitiana hizo nacer en la mayoría del pueblo dominicano la hostilidad contra el vecino pueblo usurpador, así la anexión a España hizo comprender a los dominicanos que era indispensable iniciar y sostener contra España la guerra por la Restauración de la Independencia.

Esas dos luchas fueron pues las fraguas que templaron definitivamente el sentimiento nacional dominicano y dieron permanencia a la vocación política que representó la creación del Estado dominicano en 1844.

En las luchas y vicisitudes que ha tenido después el pueblo dominicano, ese sentimiento nunca estuvo ya más ausente, y se consideraron siempre como etapas de prueba y sacrificio, en aras del perfeccionamiento y el fortalecimiento de nuestra vida constitucional independiente.

El Territorio.- Al proclamarse, en 1844, la República Dominicana, fue la aspiración legitima de todos que el territorio del nuevo Estado fuera el mismo que España había cedido Francia en 1795 por el Tratado de Basilea, o sea el determina por el Tratado de Aranjuez de 1777. Los cuidados de la guerra que hubo que sostener por doce años para proteger la independencia contra las intermitentes invasiones de los haitianos hicieron que se pusiera poca atención al aspecto jurídico de la cuestión fronteriza. La cuestión vino a considerarse al concentar el Tratado de Paz de 1874, después de la Restauración. El Artículo 4 de este Tratado estipuló que comisarios de los dos países trazarían la frontera, de acuerdo con "las posesiones actuales". Cuando la Asamblea Nacional dominicana discutió el Tratado para su ratificación, algunos diputados hicieron notar que esa frase no era adecuada, pues parecía indicar que la República aceptaba como línea fronteriza la del momento del Tratado, o sea la de 1874, muy diferente de la de Aranjuez, en perjuicio de la parte dominicana. Estos temores fueron acallados y el Tratado recibió la ratificación. Cuando más tarde se trató de trazar la frontera o definirla explícitamente, aquellos temores resultaron justificados, pues los haitianos alegaron que la línea de que se trataba en el instrumento de 1874 era la del uti posidetis, o sea hasta lo que ocupaban los haitianos en dicho año.

Así comenzó un debate entre los dos países que no vino a terminar sino con los Tratados de 1929 y 1936, por los cuales se fijaron los limites definitivos de las dos Naciones, los cuales fueron trazados sobre el terreno con pirámides o hitos de concretos que van desde el río Masacre en el Norte hasta el río Pedernales en el Sur, pasando por el Sur entre los lagos Enriquillo y el Fondo. El territorio situado al Este de esa línea de unos 340 kilómetros de largo, es el asiento de la República Dominicana.

1.3.1.1  El Estado Dominicano

Consideraciones Generales:

Prescribe el Art. 1 de nuestra Carta Sustantiva que "El pueblo dominicano constituye una nación organizada en estado libre e independiente, con el nombre de República Dominicana".

El Estado es, pues, una "comunidad social, más o menos numerosa, con una organización gubernativa propia e independiente de toda otra comunidad, y asentada sobre un territorio propio".

Quiere decir, que el Estado dominicano es la organización político- jurídica que regula nuestras actividades para preservar y garantizar la institucionalidad democrática y la convivencia social.

El desarrollo socioeconómico y cultural de un pueblo dependerá fundamentalmente del fortalecimiento de su Estado de Derecho a través del respeto que gobernantes y gobernados manifiesten a su institucionalidad jurídica y democrática. La grandeza de Francia, país de origen de, nuestra legislación, ha descansado en el funcionamiento de su Estado y sus instituciones, y en la legalidad de sus actos, según expresara el General Charles de Gaulle ante el Consejo de Estado.

Es la Administración Pública el órgano instrumental de los fines de bien común del Estado y la que en buen Derecho debe promover un fortalecimiento institucional y democrático al ejecutar sus actos con irrestricto apego al principio de legalidad. De ese respeto al orden jurídico dependerá nuestro porvenir, que habremos de alcanzarlo cuando los dominicanos estemos contestes en que "Ningún hombre de este país es tan importante como para estar por encima de la Ley".

En nuestro medio el cumplimiento y absoluto respeto al principio de legalidad debe ser la meta obligada de todos los dominicanos para así preservar y fortalecer el débil Estado de Derecho que rige los destinos de la nación. Ello demanda, que en los momentos en que ya hemos iniciado un proceso de modernización de nuestras instituciones públicas cerremos fila, gobernantes y gobernados, en una jornada de adecuación cultural e institucional para construir la Administración democrática de ese Estado de Derecho requerida por los dominicanos para un porvenir más promisorio.

Más adelante analizaremos la posición de superioridad política y administrativa del Presidente de la República con respecto a los demás órganos del Estado, en cuanto a la gestión administrativa manifestada a través de la función pública, en su condición de Jefe de la Administración gubernamental.

Fines del Estado.

Se ha afirmado que los fines del Estado son, en definitiva, los fines que se propone el individuo, habida cuenta de que sólo el individuo, como ser de conciencia, se puede proponer fines y realizarlos. El Estado, no es un fin en sí mismo, sino que existe para la realización de lo que Santo Tomás llama "el bien común".

Según el Profesor Luís Sánchez Agesta, en su obra "Lecciones de Derecho Político", se entiende por bien común que "bien" quiere decir la satisfacción de las necesidades del hombre (sean materiales, espirituales o morales), proporcionándole la paz, la cultura y todo lo necesario para el desenvolvimiento de su existencia. Que sea "común"' significa que el disfrute de este "bien" ha de compartirse en la proporción justa.
Por su parte, José Zatra Valverde en su “Teoría Fundamental del Estado”, al referirse al bien común expresa que “Tampoco es el bien común  una especie de fórmula mágica a partir de la cual se puedan determinar todos los bienes posibles para la comunidad política. El bien común como concepto realista o descriptivo no es punto de partida para operaciones lógicas, sino un punto de llegada, una síntesis abstracta de contenidos cambiantes".

De las consideraciones precedentes hay que colegir que el fin primario del Estado es procurar el bienestar de la comunidad en base a la satisfacción  de las diversas necesidades que la vida en sociedad impone al hombre. En el momento en que los dominicanos reclaman como un imperativo histórico impostergable un profundo proceso de transformación social, el Estado tiene por delante la misión de promover a través de sus órganos, una sociedad menos distorsionada y traumática, y más equidad en la distribución del ingreso nacional, de manera que alcance en una mayor proporción a los más necesitados, para así combatir el alarmante estado de pobreza e injusticia que sacude a la Nación. Ello, sin embargo, sólo podrá lograrse si se produce una reconstrucción orgánica y funcional del Estado y si la función pública es revitalizada, principalmente en el aspecto humano.

Órganos superiores ejecutores de la voluntad del Estado.

El Art. 4 de la Constitución Dominicana establece que "El gobierno de la Nación es esencialmente civil, republicano, democrático y representativo. Se divide en Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial. Estos tres poderes son independientes en el ejercicio de sus respectivas funciones. Sus encargados son responsables y no pueden delegar sus atribuciones, las cuales son únicamente las determinadas por esta Constitución y las leyes".

Por lo tanto "el Estado, como ente jurídico y político dotado de atributos  que le son propios, particularmente el de ser un poder soberano, no es un organismo estático, sino que tiene que cumplir determinados fines, los cuales constituyen su propia justificación. Estos consisten fundamentalmente en la búsqueda del bien común, esto es, en la satisfacción de las aspiraciones e intereses colectivos y permanentes de la comunidad. Para lograr la realización de sus fines, el Estado tiene, pues, necesidad de actuar, de ejercer determinadas funciones".

Independientemente de los clásicos Poderes de la división tripartita de Montesquieu, el Estado dominicano ha incorporado dentro de su organización, otras instituciones superiores para satisfacer cometidos específicos, como el electoral, y de control financiero.

Ahora bien, en cada Poder del Estado e institución especializada, se encuentra, como elemento condicionante del cumplimiento de sus fines, la función pública a través de la cual es realizada la voluntad del Estado.

Personalidad jurídica del Estado.

Una vez constituido el Estado, éste realiza un cúmulo de actividades a través del ejercicio de sus respectivos Poderes e instituciones especiales. Los agentes que ejercen las funciones encomendadas por la Constitución y las leyes en sus actos representan al Estado y pueden comprometer directa o indirectamente la responsabilidad de éste.

El Estado como ente jurídico es titular de derechos y obligaciones. Así, cuando un Secretario de Estado suscribe un contrato, la persona jurídica contratante es el Estado.

El Derecho Público comparado, como la doctrina, admiten a unanimidad el reconocimiento de la personalidad jurídica del Estado, al considerar que son sujetos de derecho no sólo los seres humanos sino también las asociaciones e instituciones oficiales con cometidos específicos que cumplir.

Esta distinción reviste sumo interés para el Derecho Administrativo, por cuanto a las instituciones de la Administración Pública se les reconocen derechos y obligaciones, y actúan al amparo de la personalidad jurídica del Estado.

En el Estado de Derecho de nuestros tiempos, como dice Enrique Sayagués Laso, no tiene asidero la frase de Luís XIV: "El Estado soy Yo".

Los representantes del Estado, "los funcionarios públicos, sólo comprometen su responsabilidad personal cuando cometen una falta personal, grave y dolosa, es decir, cuando exista mala fé... El principio es que siempre que el Estado, a través de sus instituciones independientes o, dependientes, ocasione un daño a terceros, esta obligado a repararlo, bastando tan solo probar el nexo de causalidad entre el perjuicio causado y la actividad realizada por el ente. El dolo del funcionario actuante es, pues, la única causa de exoneración de responsabilidad para el Estado". 

Quiere decir, pues, que de acuerdo con una constante doctrina prevaleciente en la República, avalada por innumerables decisiones judiciales, cuando los agentes de la Administración Pública en el ejercicio de sus funciones ocasionan un daño a terceros, la responsabilidad civil del Estado Dominicano queda comprometida.

No obstante, nuestro Derecho Público impide el embargo del patrimonio del Estado. Así lo proclama el Art. 45 de la Ley 1494, del 2 de agosto de 1947 que instituye la jurisdicción de lo contencioso-administrativo al estatuir que "en ningún caso las entidades públicas podrían ser objeto de embargos, secuestros o compensaciones forzosas, ni el Tribunal podrá dictar medidas administrativas en ejecución de sus propias sentencias".

En igual sentido ha estatuido la Ley Orgánica de la Corporación Dominicana de Electricidad, No. 208 del 2 de abril de 1964, modificada por la Ley 748 de 1978 al disponer en el párrafo del Art. 6 que serán inembargables valores, muebles e inmuebles de su propiedad "por persona física o moral alguna, con excepción de las institución, financieras de las cuales haya obtenido préstamos adelantados o redescuentos".

Esta excepción para tales instituciones financieras, generalmente de origen internacional, validan a plenitud el principio de la responsabilidad patrimonial del Estado, no así para las otras personas física o moral.

Poder Ejecutivo.

El Poder Ejecutivo, ejercido por el Presidente de la República de manera unipersonal, representa la máxima concentración de poder consagrada por nuestro ordenamiento jurídico. Esta concepción sitúa a nuestro régimen de gobierno como presidencialista, caracterizado por excesivas prerrogativas constitucionales conferidas al Primer Magistrado de la Nación, las cuales son complementadas por disposiciones legislativas adjetivas.

"La plenitud de poderes públicos -dice Andrés Serra Roja-, unida a la habilidad presidencial hacen del Presidente un supremo arbitro de la ida nacional. Al presidente le corresponden aquellas supremas tarea en que afincan los pueblos la felicidad o su desventura: el equilibrio de la vida social y el pasar sobre las propias convicciones cuando lo exige el momento histórico... Pero, ningún funcionario, por elevado que sea, puede estar por encima de la ley. Aludimos a una importante ejecutoria pronunciada en el vecino país del norte en la resolución United States US Lee. El Juez Lee, en nombre de la Corte, manifestó: "Ningún hombre de éste país es tan importante como para estar por encima de la Ley". Ningún funcionario de la ley puede desafiar esa ley, con impunidad". Todos los funcionarios del Gobierno, desde el superior al inferior, son criaturas de la ley y están obligados a obedecerla. Es el único poder supremo en nuestro sistema de Gobierno, y todo hombre que al aceptar un cargo queda obligado a someterse a esa supremacía".

En un medio como el nuestro, donde prevalece un alarmante “desprecio a la ley", este pensamiento, unido a otros principios éticos, cívicos y morales, deberían consistir una lectura obligada en todas las aulas de enseñanza y en las oficinas gubernamentales, sobre todo en el proceso de inducción del nuevo servidor público. 

En el estado actual de nuestro derecho, las atribuciones conferidas al Presidente de la República, que en ocasiones datan desde la época colonial, son incomparables con los principios de descentralización político-administrativa y de participación ciudadana en la formulación de políticos públicas, bases cardinales de la modernización del Estado; sobre todo, ante un ejercicio unipersonal del Poder Ejecutivo, a partir de la reforma constitucional de 1908, "a diferencia del plural o colegiado que instituyó la saludable reforma de 1878".
Esta centralización muchas veces resulta paradójica, como en los casos en que el Primer Ejecutivo decide las situaciones administrativas de miles de acciones de personal referentes al ejercicio de la función pública de 266,326 servidores gubernamentales, incluyendo las concernientes a los más bajos niveles de la Administración, sin importar la ubicación geográfica. Sin embargo, el Presidente de la República delega en un Secretario de Estado la ejecución supervisión y control de un presupuesto de miles de millones de pesos.

En Venezuela, la Comisión Presidencial para la Reforma del Estado, luego de examinar los modelos políticos donde esta en vigencia la figura del Primer Ministro, planteó, ante la complejidad de. la Administración del Estado, y la necesidad de que el Presidente de la República pueda dedicarse más a la formulación y seguimiento de políticos fundamentales, la conveniencia de crear un Primer Ministro como Jefe del Gobierno, pero de libre nombramiento del Presidente de la República.

El Presidente de la República como Jefe de la Administración pública.

El Artículo 55 de nuestra Carta Sustantiva confiere al Presidente de la República la calidad de Jefe de la Administración Pública, en lo civil y en lo militar. “Lo que esto quiere decir –expresa el Lic. Amiama- es que, salvo en los casos en que se trate del ejercicio de atribuciones administrativas otorgadas por la Constitución a otros órganos del Estado, el Presidente de la República tiene la suprema posición jerárquica respecto de los órganos y agentes administrativos, y que las leyes no pueden organizar las atribuciones de esos órganos y agentes en una forma que desconozca esa posición jerárquica superior, en una medida injustificable. Este es uno de los motivos de la facultad de observar las leyes que la Constitución confiere al Presidente de la República. La promulgación de las mismas significa, en cuanto a ese punto, la anuencia del Poder Ejecutivo a la forma en que el Congreso organiza esas atribuciones, cuando se trata de leyes administrativas".
La facultad de legislar atribuida al Congreso Nacional por el inciso 23 del Artículo 37 de la Constitución de la República, es "acerca de toda materia que no sea de la competencia de otro Poder del Estado o contraria a la Constitución", y, por consiguiente, a nuestro juicio, los asuntos de orden puramente administrativo de la Administración Pública no deberían ser objeto de legislación alguna sin el previo acuerdo del Presidente de la República. Además, la reglamentación de la misma es facultad privativa del Jefe del Estado.

Consideramos que en los casos en que el legislador trate de organizar, motus propio, los servicios y atribuciones de la Administración Pública, se desconoce la máxima posición de superioridad jerárquica del Presidente de la República en los asuntos administrativos. En países como Colombia, la iniciativa legislativa en esta materia es de la competencia del Presidente de la República como Jefe del Estado y de la Administración Pública. 

¿Qué es Administración Pública?

El Estado dominicano, cuando ejerce la función administrativa, reglamentaria y de gobierno, se denomina Administración Pública. La Administración Pública es, pues, la organización social generada por voluntad del Estado para actuar a su servicio, en el contexto de la realidad nacional y en orden a los intereses que define el poder político. En tanto que, como organización político-administrativa, es el instrumento a través del cual se ejerce la función de Gobierno y se desarrollan determinados procesos productivos de bienes y servicios en todo el territorio nacional.

En ese orden de ideas, puede considerarse a la Administración Pública como el conjunto de organismos de la Rama Ejecutiva del Gobierno a los cuales la Constitución, la Ley y los reglamentos le han atribuido el cumplimiento de los cometidos del Estado moderno y la prestación de aquellos servicios esenciales a la comunidad.

Ahora bien, conviene aclarar que la Administración del Estado es atribuida a los órganos superiores que conforman los poderes públicos, en la medida de sus responsabilidades y atribuciones.

El Reglamento en su Artículo I, párrafo II, define ambos conceptos: "La Administración Pública, para los fines de este Reglamento, es el conjunto de organismos de Derecho Público y sus servidores, instituidos dentro del ámbito de acción del Poder Ejecutivo. El término Administración del Estado, para iguales fines, es el conjunto de instituciones de Derecho Público ​pertenecientes a los diferentes poderes públicos, incluyendo a los organismos especializados.

Organización y competencia:

La organización, competencia y atribuciones de la Administración Pública están regladas por la Constitución, y las leyes, así como por los reglamentos, decretos e instrucciones expedidos por el Presidente de la República.

En América Latina existe la tradición de regular la competencia y las atribuciones de los órganos superiores de la Administración Pública, mediante una legislación especial. En 1956 el legislador dominicano sancionó la Ley Orgánica de Secretarlas de Estado No. 4378 del 10 de febrero. Este texto no responde a los actuales requerimientos de la sociedad dominicana, los cuales han de conducir a una profunda adecuación de la organización de la Administración Pública.

Conviene advertir que los Artículos 7 y 8 de dicha Ley, referentes a las sanciones disciplinarias que los Secretarios de Estado podían aplicar a los empleados y funcionarios de cada Secretarla de Estado, fueron sustituidos por el Artículo 164 del Reglamento de aplicación de la Ley de Servicio Civil.

-¿Por qué se vincula la Administración con el Poder Ejecutivo?​

La concepción de la teoría de la división de poderes del Estado de Montesquieu, señala al Poder Legislativo como el encargado de sancionar las leyes, al Ejecutivo como el responsable de aplicarlas y al Judicial con la misión de interpretarlas.

Se ha dicho que el Ejecutivo es fundamentalmente aquel órgano de Gobierno que esta encargado de dar efecto a las leyes, asegurando su debida ejecución para preservar la convivencia social y el orden jurídico del Estado. Podría decirse entonces, que, en principio, el Ejecutivo es el agente administrativo del Poder Legislativo.

En la realidad política y administrativa la función del Poder Ejecutivo, rebasa la mera ejecución de las leyes, sobre todo ante la concepción del Estado providencialista. Intervenir en los procesos económicos y empresariales va más allá de la función que le asignaron los padres y precursores de la clásica doctrina de división de poderes. Como acertadamente pregona el profesor argentino Segundo Linares Quintana "Su misión es, en realidad, mucho más vasta, podría decirse, en general, que consiste en la gestión y administración de los asuntos públicos".

La Administración Pública es el instrumento al servicio del Estado para cumplir sus cometidos de bien común mediante actos administrativos sucesivos, aislados e individuales; y al ostentar su titular también el ejercicio del Poder Ejecutivo, ambas instituciones, en nuestro Derecho positivo, se encuentran Íntimamente vinculadas.

Administración de los asuntos públicos.

-¿Por qué el titular del Poder Ejecutivo es erigido, ante su mandato constitucional complementado por leyes adjetivas, en administrador de los asuntos públicos y rector de los destinos de la sociedad? Para el notable tratadista Linares Quintana "La función legislativa y la función jurisdiccional no constituyen en suma sino la vida abstracta del Estado, cuya vida concreta es la gestión de los asuntos públicos; es la administración en amplio significado". Explicase, por consiguiente, que sea este poder el que represente al Estado, no solo internamente, sino también en el orden internacional. No resulta, por lo tanto, exagerada la aserción de que el Poder Ejecutivo rige los destinos del pueblo y administra sus intereses superiores".

Lo expresado resulta valedero para nuestro país, sobre todo luego de la reforma constitucional de 1947, que instituye el Banco Central y la Junta Monetaria, y confiere al Presidente de la República una superioridad jerárquica sobre dichas instituciones. Es el Jefe de Estado el responsable de la dirección de la política económica de la Nación.

Estado empresario

El Estado dominicano es en nuestro medio el principal empresario. "El surgimiento de las empresas públicas en República Dominicana -apunta Leonardo Da Silva- obedece a factores distintos a los de la mayoría de los países de la región. Esto es así porque en la República Dominicana la mayor parte de las empresas publicas no son el resultado de una política deliberada que en algún momento siguió el Estado en procura de objetivos específicos, sino que son el producto de una herencia histórica, es decir, del traspaso al Estado de los bienes acumulados durante la dictadura por la familia gobernante de aquella época".

El señor Da Silva, Representante Residente del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en el país, es de opinión que de la etapa del Estado empresario del pasado, ha surgido la etapa del Estado regulador de la actividad económica, centrado en las funciones clásicas de defensa, justicia, orden interno y proveedor eficiente de servicios sociales. En este nuevo rol, como ente regulador de la actividad económica, el Estado no pierde su papel protagónico en la conducción de la economía, pero cambia su modo de actuar.

Las empresas públicas, en cuando son entes de Derecho Privado dedicadas al comercio y a la industria, están sometidas al control de organismos de Derecho Público, como la Corporación de Empresas Estatales (CORDE) y el Consejo Estatal del Azúcar (CEA), dependientes del Poder Ejecutivo, y la supervisión y coordinación de tales empresas corresponde a funcionarios públicos.

Diversidad de acciones del Presidente de la República.

Función de gobierno.

En el Estado moderato se ha desarrollado una función de sumo interés para la preservación de la institucionalidad de la sociedad, es la de Gobierno, diferente a la propiamente administrativa, puesta a cargo del Presidente de la República, la cual se refiere a la conducción política de la Nación y del Estado, la cual ejerce en su condición de Jefe de Estado y del Gobierno.

Independientemente de tal función, el Primer Magistrado de la Nación también participa en la ejecución de otras que, por su naturaleza, pertenecen a diferentes Poderes del Estado, como la jurisdiccional y la legislativa.

Función administrativa

El mayor cúmulo de funciones atribuidas al Presidente de la República es de naturaleza administrativa. Enseña el tratadista español Sabino Álvarez Gendin que "se entiende por función administrativa la actividad de los órganos que aplican bien las leyes y los reglamentos del Poder Ejecutivo del Estado y de las Administraciones locales, y de los agentes de gestión, con el fin de satisfacer necesidades publicas, y que originan, extinguen o modifican situaciones jurídicas objetivas de reducida importancia, de interés localizado y concreto; y también las subjetivas simples o excluyentes, es decir, las personalísimas o individualizadas".

Para el autor suizo FRITZ FLEINER, "un Estado que se limita a dar leyes y a dictar sentencias no tardaría en descomponerse. La actividad del Estado no termina con la proclamación de la ley y de la sentencia. La ley debe ser aplicada, la sentencia ejecutada. Es la obra de una función estatal particular, la ejecución. Ella le corresponde a la Administración, como tercera función del Estado".

En opinión del antes citado autor, la Administración constituye el "poder activo del Estado", en contraposición al Poder Legislativo y al Judicial, los cuales agotan su función en formular decisiones de voluntad". En la prestación de servicios a los administrados por los diferentes órganos que conforman la Administración Pública, esta presente la función administrativa.

Así, cuando el Presidente de la República deposita ante el Congreso Nacional, al iniciarse la primera legislatura ordinaria el 27 de febrero de cada año un mensaje acompañado de las memorias de los Secretarios de Estado, en el cual dá cuenta de su administración del año anterior y en el cual se encuentra condensada la construcción de viviendas, escuelas, carreteras, y otras obras de infraestructura de desarrollo, de prestación de servicios sociales y de otra índole ejecutadas por la Administración Pública, estamos en presencia de la realización de cometidos sociales a través del ejercicio de funciones públicas de carácter administrativo. He ahí una gestión de resultados tangibles mediante el ejercicio de la función administrativa; lo contrario sucedería con los informes de los otros Poderes del Estado, los cuales resultarían abstractos, intangibles, simple expresión de voluntad, como ya se ha dicho.

Función jurisdiccional.

La Constitución, antes de la reforma de 1994, confería facultad al Presidente de la República para llenar interinamente las vacantes de los jueces, cuando el Congreso Nacional se encontrase en receso. Ante la creación del Consejo Nacional de la Magistratura, con la atribución de nombrar a los jueces de la Suprema Corte de Justicia, y la concesión a esta de la potestad de elegir a los demás jueces, parecería que las funciones atribuida por el Artículo 55 al Ejecutivo; relacionadas con los organismos jurisdiccionales, quedarían sin efecto. Sin embargo, por inadvertencia del constituyente, estas prerrogativas aún figuran en la Carta Fundamental. Se consagra así una grave contradicción en la carga Magna. Igualmente es atribución del Presidente de la República “conceder indulto, total o parcial, puro y simple o condicional, en los días 27 de febrero, 16 de agosto y 23 de diciembre de cada año".

Función legislativa

En la República Dominicana el poder reglamentario del Presidente de la República esta consagrado en la Constitución; y existe consenso, entre los estudiosos del Derecho Constitucional, de que dicho poder resulta amplísimo ante la ausencia de limitaciones. Entre nosotros el Presidente de la República puede dictar reglamentos para regular cuestiones nuevas, no tocadas por las leyes, son los denominados reglamentos autónomos.

Otra modalidad es la que resulta de la delegación que la propia ley confiere al Presidente de la República para completar sus disposiciones. En este caso, los reglamentos son llamados "reglamentos delegados".

El Reglamento de aplicación de la ley, fue resultado de la delegación que hiciera el Legislador al Poder Ejecutivo de reglamentar sus disposiciones complementarias. En la especie el Jefe del Estado no sólo complementa la Ley, sino que crea, por mandato del mismo legislador nuevas figuras y situaciones administrativas, como las contenidas en los regimenes ético y disciplinario consagradas en virtud del Artículo 44 de la Ley. En este​ caso resulta evidente la manifestación de ambas denominaciones de reglamentos: delegado y autónomo.

Organización centralizada del Estado

La organización administrativa que el Estado dominicano ha requerido para que su órgano instrumental, la Administración Pública, pueda cumplir con sus fines, descansa en dos tipos de formas políticas de gestión, la centralizada y la descentralizada.

Apunta el profesor Gabino Fraga: "Existe el régimen de centralización administrativa cuando los órganos se agrupan colocándose unos respecto de otros en una situación de dependencia tal que entre todos ellos existe un vínculo que partiendo del órgano situado en el más alto grado de ese orden, los vaya ligando hasta el órgano de íntima categoría".

El vínculo jurídico que une a los órganos colocados en la pirámide escalar de la Administración Pública se denomina relación de jerarquía. Es a través de esta relación como es preservado el principio de unidad administrativa, no obstante la diversidad de los órganos, todo lo cual permite la concentración de la autoridad y del poder de decisión.

Características de la organización centralizada.

De ahí las características de nuestra Administración centralizada, donde el Presidente de la República esta situado en la cúspide de la pirámide jerárquica. De ello se infiere que conforman el sector centralizado del Estado:

a) Las Secretarias de Estado y sus respectivas dependencias, incluyendo las Direcciones Generales o Nacionales; y

b) Aquellos organismos creados por Ley o Decreto adscritos a la Presidencia de la República, como la Consultoría Jurídica del Poder Ejecutivo y la Contraloría General de la República.

Estos órganos están sometidos a la autoridad suprema del Presidente de la República en lo que concierne a sus titulares y demás dependientes, y a los sistemas de controles centralizados de la Administración Pública, y deben observar las normas que se enuncian a continuación:

a) Facultad privativa del Poder Ejecutivo en cuanto al nombramiento de los ciudadanos llamados a ejercer una función pública de naturaleza administrativa, de acuerdo con el Art. 55, numeral 1, de la Constitución;

b) Suprema autoridad del Presidente de la República sobre todo funcionario u otro Poder del Estado en lo concerniente a la organización de la Administración Pública, en su condición de Jefe de estado;

c) Poder de vigilancia conferido por la Constitución al Presidente de la República con respecto a los fondos públicos;

d) Facultad constitucional atribuida al Ejecutivo para reglar el ejercicio de la función pública dentro de la Administración;

e) Poder de la Presidente de la República para reglamentar el régimen ético, disciplinario de los servidores de la Rama Ejecutiva de la Administración Pública;

f) Sujeción de los organismos públicos a los controles financieros a priori, demandados por la contabilidad gubernamental centralizada;

g) Sujeción de dichos organismos al control presupuestario ejercido por la Oficina Nacional de Presupuesto (ONAPRES).

h) Sujeción de tales organismos a la fiscalización financiera a posteriori, a cargo de la Contraloría General de la República y la Cámara de Cuentas.

1.3.2  Constitucionalismo
Constitucionalismo es un término derivado de Constitución en el sentido estricto. Como lo destaca bien el profesor Carl J. Friedrich, constitucionalismo es el movimiento o proceso histórico-político por virtud del cual los pueblos modernos se esfuerzan por lograr y van logrando poco a poco la conquista de Constituciones que limitan en marcos bien definidos los poderes de los gobernantes y consagran contra sus interferencias y medidas aquellos derechos cuyo libre ejercicio necesita la persona humana para vivir con seguridad, bienestar y dignidad, y para cooperar a la propia estabilidad y prosperidad legitima del Estado de que forma parte. Más adelante veremos que el nacimiento del constitucionalismo data de una época relativamente reciente, pero sin embargo, tiene algunas raíces en el pasado de Grecia y de Roma, cuyo recuerdo e influencia se han mantenido siempre vivos para los pueblos occidentales, a través de la cultura.

Constituciones escritas y Constituciones consuetudinarias.

Llamamos Constituciones escritas aquellas que han sido otorgadas o votadas por un magistrado o por una asamblea con capacidad para hacerlo y que por supuesto figuran estampadas en documentos con fuerza jurídica. La Constitución de la República Dominicana es, huelga decirlo, de este tipo. Pertenecen a el la mayoría de las Constituciones de las Naciones Modernas. En cambio, llamamos Constituciones consuetudinarias a aquellas que están integradas por normas tradicionales reconocidas como supremas por los pueblos y los gobernantes. Inglaterra es hoy ya la única Nación de importancia que sigue apegada a una Constitución consuetudinaria. Sin embargo, como lo hace notar el profesor Lapradelle, la Constitución inglesa misma no es ya consuetudinaria completamente. Consta más bien de una parte de normas escritas y de una porción de reglas o principios consuetudinarios. De ella, son escritas la Magna Carta, otorgada por Juan sin Tierra en 1215, el Bill de Derechos de 1629, otorgado y traicionado por Carlos I. el Acta de 1689 que afirma la fuerza del Parlamento, el Bill de Establecimiento de 1701 que trasladó los derechos dinámicos a la casa de Brunswick-Hanover y la Ley de 1911, que disminuyó los poderes de la Cámara de los Lores y aumentó los de la Cámara de los Comunes en las materias financieras. El resto es consuetudinario. Algunos Estados todavía primitivos de Asia y África, la mayor parte de ellos semisoberanos, tienen aun Constituciones consuetudinarias, de tipo patriarcal o despótico.

Conviene observar que el hecho de que se califique una Constitución como consuetudinaria, no significa necesariamente que sus normas no figuren por escrito en algunos documentos, oficiales o científicos. Lo que las caracteriza es que las normas no han sido dictadas como tales por una autoridad o asamblea, sino que se han ido formando por un lento o proceso de cristalización y de reiterada confirmación por los actos de los propios gobernantes y por el consenso de los pueblos.

Constituciones rígidas y Constituciones flexibles.​ Ejemplos típicos.- 
Caso de la Constitución dominicana.​

Denomínense Constituciones rígidas aquellas que han sido votadas por una asamblea especialmente establecida o apoderada para ello únicamente y que no pueden ser modificadas sino por otra asamblea de la misma naturaleza, y no por los órganos que ellas establecen para el ejercicio del gobierno ordinario. Son rígidas también aquellas que, una vez implantadas, no pueden ser modificadas sino o por un procedimiento especial y extraordinario, aunque este procedimiento pueda ser iniciado y conducido por órganos permanentemente establecidos por la Constitución para el gobierno ordinario. En el primer caso esta la primera Constitución dominicana. Su rigidez consistió en que, después de haber sido implantada por una asamblea especial, la de San Cristóbal de 1844, no podía ser reformada sino por una asamblea igual, expresamente convocada y elegida por el pueblo para ese fin. Esta situación contrasta con la actual Constitución de 1994, sancionada y proclamada por la Asamblea Nacional en función de Asamblea Revisora, en razón de que a partir de la reforma constitucional del 7 de noviembre de 1959 le fueran conferidos poderes a la Asamblea Nacional para modificar en las funciones antes dicha el texto sustantivo. El segundo caso es el de la Constitución de los Estados Unidos, la que votada en 1787 por una asamblea expresamente convocada y elegida para ello, no puede ser enmendada sin por un  procedimiento especial y extraordinario, en el cual deben tomar parte el Congreso federal y las Legislaturas de los Estados Unidos, como se ha hecho varias veces desde 1787, o por una asamblea especial, sistema este que aunque consagrado por la Constitución (Ver Roger Pinto, la Crisis del Estado en los Estados Unidos), nunca ha sido hasta ahora utilizado. Puede citarse también como Constitución rígida la de Francia de 1875 a 1946, que no podía ser reformada sino por una Asamblea Nacional resultante de la conjunción del Senado y la Cámara de Diputados, organismos permanentes de gobierno, pero con una mayoría superior a la necesaria para las decisiones ordinarias.

Constitución flexible es aquella que puede ser reformada por la asamblea establecida para producir la legislación ordinaria. Otra vez el ejemplo típico de Constitución flexible es Inglaterra, donde la Constitución puede ser reformada por el Parlamento y sin ningún procedimiento especial, lo mismo que las leyes ordinarias. Así se hicieron las agregaciones y reformas constitucionales de 1701 y de 1911, ya dichas. De donde resulta que formalmente hablando en Inglaterra todas las leyes tienen la misma fuerza y rango y ninguna puede ser técnicamente considerada o declarada como inconstitucional ni por el Poder Ejecutivo ni por los Tribunales. Para poder distinguir pues entre las leyes inglesas cuales son las constitucionales y cuales las ordinarias, se hace preciso penetrar en su alcance y propósito y esto no puede ser allí obra de las autoridades como tales, sino más bien de los hombres de leyes y del propio pueblo. Sin embargo, cualquier reforma que signifique una perdida o restricción de derechos individuales que todos los ingleses tengan por ya definitivamente adquiridos, corre el riesgo de provocar una crisis política popular y la caída del partido político que haya siquiera propuesto la reforma en el Parlamento. En Inglaterra, pues, la única garantía contra la inconstitucionalidad esencial de las leyes, reside en la cultura y el celo cívico del pueblo y de sus líderes.

Bosquejo histórico de la Constitución dominicana.
Puede decirse que la primera Constitución dominicana fue el conjunto de principios políticos y promesas formales contenido en la manifestación dirigida al pueblo por los trinitarios el 16 de enero de 1844, de que ya hemos hablado en el primer punto de estas notas. Se anunciaba allí que el propósito del grupo separatista era convertir la Nación dominicana en un Estado unitario, respetuoso de la religión católica, republicana, democrática y representativa. Al formarse la Junta Central Gubernativa, al día siguiente de la proclamación de la Independencia el 27 de febrero después de las medidas más urgentes para asegurar el orden interno, la administración de los servicios públicos más esenciales, y la obtención de recursos humanos y económicos con que proveer a la defensa del nuevo Estado contra la reacción de Haití los primeros pensamientos se orientaron hacia el establecimiento de una Constitución escrita. Se sabe (Véase Colección Trujillo, Recopilación de Constituciones), que el prócer fundador de la Trinitaria, Juan Pablo Duarte, preparó en esos días o tenia preparado un proyecto de Constitución de su propia creación. Pero no fue este el proyecto que se presentó a la Constituyente de San Cristóbal, sino uno diferente. En esta asamblea figuraron muchos prohombres que seguramente conocían bien la Constitución Española de Cádiz de 1812, que estuvo en vigor en nuestro país, como Provincia de España, hasta el pronunciamiento de Núñez de Cáceres en 1821. Es evidente, por la forma misma que se dió a la Constitución, que los principales miembros de la Asamblea de San Cristóbal conocían también la Constitución de los Estados Unidos y las Constituciones francesas iniciadas en 1791, así como también las teorías políticas (Locke, Montesquieu, Rousseau) que las habían inspirado.

Sin grandes debates, la asamblea de San Cristóbal elaboró la Constitución en menos de dos meses y la proclamó el 6 de noviembre de 1844. Ella consagró efectivamente en sus líneas generales el programa político anunciado en la Manifestación de agravios del 16 de enero del mismo año. En realidad, la discusión sólo duró desde el 22 de octubre, fecha en que la Comisión nombrada al efecto presentó su informe y proyecto, hasta el 6 de noviembre. En la Asamblea figuraron diputados por todas las Comunes, incluso las cuatro que estaban en poder de Haití en violación del Tratado de Aranjuez, o sea San Miguel, San Rafael, Hincha y las Caobas. De esos hombres, los más prominentes y los que más influyeron en la estructuración fundamental de la Constitución, que representó una transacción entre conservadores y liberales, fueron Manuel Maria Valencia y Buenaventura Báez. La Constitución estableció un gobierno civil; un sistema de Ejecutivo presidencialista, con algunas concesiones al parlamentarismo. La consagración del gobierno civil no se logró sin fuerte pugna con el Presidente Santana, quien pretendía un régimen militar de gobierno. Se le tranquilizó con una disposición transitoria, el Artículo 210 propuesto por Don Tomás Bobadilla, que le daba plenos poderes mientras durara la guerra con Haití.

Summer Welles, en su historia de la República Dominicana, pretende que sólo en los modelos angloamericanos se inspiraron los hombres de 1844 al concebir la Constitución. Manuel A. Peña Batlle, así como Javier Malagón Barceló y Malaquías Gil Arantegui, han señalado también la influencia de la Constitución de Cádiz en el pensamiento de nuestros constituyentes, influencia que fué muy importante. En conversación con el fenecido profesor Froilan Tavares, éste manifestó la misma opinión.

Después de 1844, la Constitución ha tenido varias reformas la primera en 1854 y la última en 1994, pero que no han alterado esencialmente la teoría política que desde el principio la inspiró. Las reformas más fundamentales han sido: la reafirmación del sistema bicamarista; la supresión del refrendo ministerial de los actos del Presidente; la instauración del sufragio directo para las magistraturas políticas; la creación del recurso de casación; la extensión de los derechos políticos de la mujer; la supresión de la pena de muerte; la consagración explicita del poder del Congreso para dictar leyes reguladoras de las relaciones obreropatronales; la consagración de la posibilidad de la expropiación para fines de interés social; y la posibilidad de establecer jurisdicciones contencioso-administrativas, poniéndose así fin a una polémica de muchas años.

Cabe agregar las reformas introducidas en la Constitución de 1994, entre las cuales están la conservación de la nacionalidad dominicana, no obstante la adquisición de otra nacionalidad; la no reelección consecutiva del Presidente de la República; el otorgamiento de autonomía administrativa y presupuestaria a la Suprema Corte de Justicia; la creación del Consejo Nacional de la Magistratura para la designación de los jueces de la Suprema Corte, otorgándole a esta capacidad para la designación de los jueces del orden judicial; la facultad otorgada a la Suprema Corte de Justicia para conocer, por vía directa, de la constitucionalidad de las leyes; el aumento de cinco (5) a por lo menos nueve (9) el número de Cortes de Apelación que habrán de funcionar para toda la República; la celebración de elecciones separadas para elegir al Presidente y Vicepresidente de la República, así como para elegir los demás funcionarios electivos; la celebración de una segunda vuelta electoral en caso de que ninguna de las candidaturas obtenga mayoría absoluta en los votos emitidos; y la creación de los Colegios Electorales cerrados para el funcionamiento de las Asambleas electorales.

La nueva Carta Sustantiva del Estado fue proclamada por la Asamblea Nacional, en funciones de Asamblea Nacional Revisora, el 14 de agosto de 1994.

Es en la Edad Media cuando comienza el desarrollo y expansión de las constituciones. En esta época se extienden las cartas, especialmente locales, que regulan la existencia de los burgos, marcando los derechos y garantías correspondientes al pueblo.

El constitucionalismo moderno parte de la época de las revoluciones liberales del siglo XVIII (Revolución Francesa, emancipaciones americanas, etc.) como respuesta al Antiguo Régimen y su sistema absolutista o autoritario. El siglo XIX supuso un desarrollo constante de esta idea de constitución, de división de poderes y de establecimiento del derecho moderno como hoy lo conocemos. Así, con el liberalismo, las constituciones se concretan y desarrollan mucho más que en ningún otro momento histórico.

Las primeras constituciones modernas (empezando con la estadounidense de 4 de Marzo de 1789) estableciendo los limites de los poderes gubernamentales, y de protección de los derechos y libertades fundamentales con las primeras enmiendas de 15 de Diciembre de 1791 conocidas como Declaración de Derechos (Bill of Rights).

El siguiente hito fundamental fue la Segunda Guerra Mundial, luego de la cual el proceso iniciado levemente en la Revolución Francesa tuvo un gran desarrollo y aceptación. Este proceso fue el reconocimiento de los Derechos Humanos que, desde entonces y de manera creciente, tiene una mayor aceptación como parte esencial de toda constitución. La norma fundamental no sólo es, entonces, una norma que controla y estructura el poder y sus manifestaciones en una sociedad sino que además es la norma que reconoce los derechos que el Estado advierte en todas las personas. La Constitución no otorga los derechos, como tampoco lo hacen las múltiples declaraciones que internacionalmente se han pronunciado sobre el tema, los derechos humanos son precedentes a cualquier estado y superiores a cualquier expresión de poder que este tenga.

Hasta el día de hoy el proceso demostró un desarrollo gracias al cual el modelo inicial del sujeto poderoso y violento pasó al pueblo soberano y superior en sus derechos a cualquier expresión del Estado. Hoy el sujeto poderoso no es una persona sino que es una entelequia creada por el pueblo y ocupada por él según las normas que este mismo estableció a través de una Constitución.

El punto más novedoso de este desarrollo se dá con la certeza de que la mera declaración de derechos no hace a estos invulnerables a cualquier violación o intento de violación por parte tanto del Estado como de otras personas. En ese sentido el desarrollo del Constitucionalismo moderno se dedica al estudio de procedimientos que aseguren una adecuada protección a los derechos reconocidos. Algunos de estos procedimientos tienen un gran desarrollos histórico y teórico (como el Habeas corpus que data el siglo XIII) y otros son aún novedosos y tienen poco desarrollo (como el Hábeas data y la Acción de Cumplimiento).

1.3.3 Soberanía

La soberanía es el "poder absoluto y perpetuo de una República" y soberano es quien tiene el poder de decisión, de dar leyes sin recibirlas de otro, es decir, aquel que no está sujeto a leyes escritas, pero si a la ley divina o natural. Según, Jean Bobine soberano debía ser el monarca, y se caracterizaba dicho poder por ser absoluto, perpetuo, supremo, ilimitado, indivisible e imprescriptible. (
)
La Asamblea Constituyente, se reserva el derecho de modificar la constitución en búsqueda de mejorarla en los artículos que sean necesarios.

Las funciones de poder de la soberanía constituido son: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, debiendo establecerse asimismo, los respectivos controles mutuos sobre sus actos, así como el mecanismo para el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas.

Toda modificación constitucional corresponde a la Asamblea Constituyente, que es su única función y que tiene que cumplir con la cualidad que esta encierra.

No se trata únicamente de formas o procedimientos sino de cualidad o naturaleza de la función que se ejerce, o de la materia sobre la cual se ejerce, sea juntamente con el acto inicial y creador de los constituyentes, o más tarde, cuando ya existe una constitución, la sanción a los artículos de la Constitución es siempre asuntos de una constituyente y requiere la convocatoria mediante una ley.

En el sistema del republicanismo, el pueblo es quien escoge a los legisladores constituyentes la que tienen carácter de soberano para modificar, añadir o agregar nuevos artículos a la Constitución.

1.3.4 Gobierno

El gobierno es el conjunto de las más altas instituciones del Estado.

La Creación de estas instituciones la propone el Presidente de la Función Ejecutiva, mediante ley, y la institución se denomina Ministerio o Secretaria, y se crean para hacer efectiva los programas sociales que requieran los ciudadanos.

Sus funciones tienen que ser armónicas y realizarlas dentro una identidad que determine la firme característica del Estado.

Los funcionarios de las tres funciones jerárquica del Estado son elegidos por el pueblo por un período determinado y quienes ejercen estas funciones del Estado lo hace con los fines dispensables y necesarios para los ciudadanos. Otros funcionarios de menor categoría son nombrados por el Presidente de la Función Ejecutiva como el encargado de la administración pública.

Las instituciones surgen por la determinación en la creación del Estado y su aplicación se desenvuelve sobre la base de una competencia legítima que desde el punto de vista jurídico-político, cumple con los fines y propósitos del Estado.

El gobierno tiene a su cargo la realización de los grandes fines sociales establecido en la Constitución por delegación de representación.

En este estudio a las distintas Constituciones de Europa y de América Latina se ha encontrado un concepto equivocado de la noción de gobierno.

En América Latina como en Europa se mantiene el criterio de que el Gobierno es el ejercicio del Presidente de la Función Ejecutiva, y no es así, el Gobierno es toda una estructura de acción que comprende las funciones: Legislativa, Ejecutiva, Judicial, los Ayuntamientos, los Ministerios o Secretarias, organismos autónomos o descentralizados. (
)
Un Gobierno es el órgano formado por un Presidente o Primer Ministro y un número variable de Ministros al que la Constitución o la norma fundamental de un Estado atribuye el poder ejecutivo y la cúpula que ejerce el poder político sobre una sociedad. Podría decirse que tiene una función identificadora de la actividad política, es el núcleo irreductible, sin el cual parece difícil pensar en la dimensión de la propia política. Éste puede ser analizado desde tres puntos de vista, según sus actores, como un conjunto de funciones, o por sus instituciones.

El gobierno es un grupo de organismos que ejercen la actividad estatal. Entre los órganos del Estado hay dos grupos, los superiores, llamados gobernantes y los inferiores llamados agentes. Los agentes o funcionarios, están sometidos a las órdenes de los gobernantes, controlados por ellos y responsables ante ellos. Les falta la libre iniciativa, dependen de los organismos directores. Estos, en cambio dirigen la actividad estatal, tomado decisiones por su propia iniciativa y no se encuentran sometidos a ninguna autoridad superior. El gobierno no es lo mismo que el Estado, está vinculado a éste por el elemento poder. El gobierno pasa, cambia y se transforma, mientras que el Estado permanece idéntico. El Gobierno es el conjunto de los órganos directores de un Estado a través del cual se expresa el poder estatal por medio del orden jurídico.

Es usual, dar al concepto de Gobierno la significación de Poder Ejecutivo. De ahí que comúnmente en los regímenes presidenciales se hable del Gobierno refiriéndose a quien es el titular del Poder Ejecutivo, como Presidente de la República, y a sus Ministros o Secretarios de Estado. En los parlamentarios y en las monarquías constitucionales, se suele denominar Gobierno al órgano deliberatorio y decisorio integrado por los Ministros, que, bajo la Presidencia del Primer Ministro, constituye el Consejo de Ministros.

En la República Dominicana, según la Constitución, como ya hemos indicado, Gobierno en sentido lato es el conjunto de los Poderes o Funciones del Estado. Es la actividad de la soberanía nacional que ejercen combinadamente los tres Poderes del Estado. La concepción de la Constitución de Colombia es diferente al disponer en su Artículo 115: El Presidente de la República es el Jefe del Estado, Jefe del Gobierno y suprema autoridad administrativa. El Gobierno Nacional esta formado por el Presidente de .la República, los ministros del despacho y los directores de departamentos administrativos". Esta concepción identifica al Gobierno con la Administración Pública.

La Constitución Política dominicana del 6 de noviembre de 1844 instituyó el Consejo de Gobierno al disponer en su Artículo 112 que "Los Secretarios de Estado se constituyen en Consejo de Gobierno bajo la Presidencia del Presidente de la República". Luego de más de un siglo de vida republicana, el 16 de agosto de 1982 el Presidente de la República consagró, por Decreto No. 3, el Consejo de Gobierno.

El actual régimen constitucional en ocasiones suele celebrar Consejos de Gobierno presididos por el Presidente de la República e integrados por los Secretarios de Estado y otros altos funcionarios de la Rama Ejecutiva.

Somos de opinión que el término Gobierno en sentido estricto debe limitarse a la reunión de los funcionarios que conforman el Poder Ejecutivo, en quienes recae la alta dirección política y administrativa de los organismos que conforman la Administración Pública, excluyendo los demás titulares de los restantes Poderes del Estado y de instituciones especiales.
1.3.5 Democracia

Los antecedentes de la Asamblea Constituyente se en​cuentran en la idea misma de la democracia, surgida mu​cho antes de que apareciera la palabra en Grecia, desde el momento mismo que los primeros grupos humanos tuvie​ron que decidir en común las tareas cotidianas de su su​pervivencia y de su seguridad.

En la Grecia antigua se perfiló una idea más clara acer​ca de los sistemas de gobierno, de sus defectos y virtudes, entendiéndose la democracia como el gobierno de la mayoría, el gobierno (kratos) del pueblo (demos). (
)
Desde Platón, muchos autores han tenido una visión social y clasista del sujeto democrático, viendo la democra​cia como un producto de la lucha entre ricos y pobres, don​de los pobres reunidos son la mayoría y por lo tanto cuen​tan con un mayor poder. 
Aristóteles, por su parte, rebate la idea del número como único criterio para fundar la democracia e introduce el con​cepto de mayoría libertaria. 

Para Aristóteles "no hay verdadera democracia sino allí donde los hombres libres, pero pobres, forman la mayoría y son soberanos". Se introduce aquí dos nuevos concep​tos, el de libertad y el de soberanía, y, en consecuencia, se defiende una mezcla social, pues libres, es decir, no escla​vos, podían ser tanto los ricos como los pobres, aunque "si la libertad y la igualdad son las bases fundamentales de la democracia, cuanto más completa sea esta igualdad en los derechos políticos tanto más se mantendrá la democracia en toda su pureza; porque siendo el pueblo en este caso el más numeroso, y dependiendo la ley del dictamen de la mayoría, esta Constitución es necesariamente una demo​cracia".

La conceptualización de la democracia como ideal que dá reconocimiento a la persona, a su dignidad individual basada en la libertad, y a su dignidad colectiva basada en la regla de la mayoría para la adopción de las decisiones políticas, avanzó y retrocedió desde la Antigüedad.

Ha habido muchas contradicciones en la definición y precisión de ese ideal, y quizás más difícil ha sido hacer confluir la definición y la aspiración democrática con las estructuras sociales y estatales adecuadas, que se pongan al servicio del ideal.

El logro de ese equilibrio entre pureza y realidad, entre fines y medios pasa por muchos momentos de ingeniería política, pero no hay dudas de que el clímax de esa inge​niería se localiza en el momento cumbre en que cada nación decide constituir un Estado, sellando tal compromiso en una Constitución o, ya constituido el Estado adviene un momento de crisis, de redefinición, de expansión y bús​queda, llevando a la necesidad de una reforma de la Constitución o a darse una nueva Constitución.

La costumbre más extendida para materializar la de​mocracia ha sido la reunión del pueblo, la asamblea públi​ca, conocida como democracia directa; aunque en realidad se ha tratado de una democracia directa parcial, pues, por siglos no participaban los esclavos, las mujeres, los meno​res, y otros se veían imposibilitados de participar en razón de su trabajo y hasta de su pobreza.

De esas limitaciones sociales, políticas y culturales para ampliar la antigua democracia directa han ido desapare​ciendo algunas, permaneciendo otras, quedando el dere​cho a participar en la asamblea publica o el derecho a deli​berar, en manos de un tipo de persona llamado ciudadano(a), pasando así la democracia a ser una demo​cracia ciudadana, con mayores precisiones jurídico-políticas pero permaneciendo las discriminaciones.

El concepto de ciudadano o ciudadana, presente ya en la democracia griega, fue desarrollado por los revoluciona​rios de 1789 en Francia, así, el Artículo 1 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano exclama que los hombres nacen y permanecen libres e iguales en dere​chos. Por este solo concepto del Derecho Natural se reivin​dicaba la ciudadanía de manera potencial.

También el Artículo VI de la citada Declaración ratificaba los derechos a participar en la formación de la voluntad gene​ral y a ser admitidos en los empleos públicos, siendo las únicas condiciones la capacidad, las virtudes y los talentos; esto ha pasado a las Constituciones modernas como parte de los derechos fundamentales del ser humano, especialmente, el derecho de elegir y ser elegido a través del voto universal.

Los criterios de clasificación actuales se atienen más al contenido que a la forma, se trata de separar los gobiernos no por el número de gobernantes, sino por la forma cómo se ejerce el poder o según la distribución de las competencias entre el individuo y el Estado, según el modo como se toman en consideración los gobernantes los derechos individuales (libertad de opinión, de prensa, de reunión, de pensamiento, de creación, de partidos políticos, de enseñanza). Lo más correcto es separar los gobiernos en democráticos y totalitarios, según se reconozca la libertad de intervenir en el gobierno a los individuos o no, según se admitan los derechos fundamentales. (
)
1.3.6 Plebiscito

El plebiscito es uno de los mecanismos de participación que brinda la Constitución moderna para que los ciudadanos participen en las decisiones políticas que los afecta.
El plebiscito es convocado por el Presidente de la República (previo respaldo escrito de todos los Ministros) cuando crea conveniente consultar al pueblo acerca de una decisión que se piensa tomar.
El procedimiento para convocar un plebiscito está condicionado por unas normas que cada Gobierno que desee hacer uso de él debe seguir:
El Presidente puede convocarlo siempre y cuando la política o decisión que se piensa consultar no sea una que, por su naturaleza, deba ser aprobada por el Congreso.
Así mismo, el Presidente debe informar al Congreso, al momento de convocar el plebiscito, las razones para realizarlo, así como la fecha fijada para que se lleve a cabo la votación por parte de los ciudadanos. Esta votación debe ser no antes de un mes (treinta días) y no después de cuatro meses (ciento veinte días) de haber sido convocado dicho plebiscito. Además, la fecha de la votación no puede, en ningún caso, coincidir con la de otras elecciones.
Sin embargo, el Congreso (es decir, el Senado y la Cámara de Representantes es responsable, en gran medida, de si finalmente el plebiscito se realiza o no. El Congreso tiene un mes de plazo para estudiar la propuesta del Ejecutivo; si al cabo de ese tiempo la mayoría de congresistas no rechazan la propuesta, el Presidente podrá convocar el plebiscito.
Finalmente, el Gobierno, al ser el mayor interesado en que el plebiscito tenga éxito, tiene la oportunidad de realizar cuñas televisivas durante los últimos veintiún días previos a la fecha escogida para realizar la votación.
El pueblo es el que elige, y el plebiscito será aprobado solo si la mayoría de los ciudadanos que hacen parte del censo electoral vota a favor.
"El plebiscito es el pronunciamiento del pueblo convocado por el Presidente de la República, mediante el cual apoya o rechaza una determinada decisión del ejecutivo". Debe estar consagrado en la constitución de la República. 
El procedimiento y las reglas básicas de este mecanismo son las siguientes: el Presidente de la República, con la firma de todos los ministros, elabora la convocatoria al plebiscito e informa de inmediato al Congreso de la República su intención de hacer uso del mecanismo. Si el Congreso no rechaza esta determinación se lleva a cabo la votación.

El plebiscito versa sobre políticas del ejecutivo que no requieran aprobación del Congreso, excepto sobre el tema de estados de excepción; tampoco puede referirse a la duración del período presidencial ni utilizarse para modificar la Constitución.
Un plebiscito es dirigido a todos los ciudadanos, sin tener en cuenta sus derechos. Un plebiscito, en su sentido más estricto, es la petición de la aprobación de un decreto gubernamental o la aprobación de las políticas generales del gobierno, típicamente en estados sin democracia, parlamentarismo o un órgano representativo.
La Consulta Popular
La consulta popular es un mecanismo de participación ciudadana mediante el cual se convoca al pueblo para que decida acerca de algún aspecto de vital importancia. La consulta popular puede ser tanto nacional como departamental, municipal, distrital o local. En el caso de una consulta de carácter nacional, el Presidente de la República, con el previo aval del Congreso y respaldado por las firmas de todos los Ministros, es el encargado de consultar al pueblo cuando crea que una decisión próxima a ser tomada es de trascendencia nacional; es decir, que afecta a todos los Departamentos del país. En el caso de las consultas populares a nivel distrital, departamental, municipal o local, la decisión de convocarlas no es tomada por el Presidente sino por los Gobernadores y Alcaldes, según sea el caso, para lo cual no se debe acudir al Congreso para que éste la respalde sino que los Gobernadores o Alcaldes deben cumplir ciertos requisitos que están claramente definidos en el Estatuto general de la organización territorial. Para que la consulta popular resulte clara, el día de la votación la boleta con el cual se hace debe tener simplemente un SÍ y un NO. 

La votación debe llevarse a cabo en los cuatro meses siguientes a su aprobación por parte del Senado (esto cuando es de carácter nacional); en lo que se refiere a las de carácter distrital, municipal, departamental o local, ésta se ha de hacer antes de que se cumplan dos meses después de haber sido aprobada. 
Finalmente, para garantizar que la decisión popular se aplique, las entidades a las cuales les corresponda ejecutar lo que en la consulta se haya decidido tienen tres meses para hacerlo. En caso de que esto no suceda, el Senado está obligado a hacer lo necesario para que dicha decisión popular sea ejecutada. Ahora bien, en el caso remoto de que lo anterior no se cumpla, el Presidente de la República, el Gobernador o Alcalde deberán, en un plazo no mayor a tres meses, ejecutarla por medio de un Decreto de fuerza de Ley (es decir, que se impone a la fuerza).

1.3.7 Referéndum

El referendo es un mecanismo de participación ciudadana que se utiliza para aprobar un proyecto de ley, de ordenanza o de resolución local de iniciativa popular que haya sido negado por la entidad competente para hacerlo cumplir, o cuando el plazo otorgado por la Constitución para que dicho proyecto se cumpla haya vencido. En otras palabras, lo que se busca con un referendo es que los proyectos de interés para la comunidad sean autorizados y ejecutados; es decir, el referendo es una instancia a la que el pueblo puede acudir en caso de que la corporación encargada de aprobar la ley no la acepte o simplemente deje vencer el plazo para discutirla y aprobarla. En el caso de Colombia para poder hacer uso del referendo se necesita el respaldo de por lo menos el 10% de los ciudadanos del censo electoral. Una vez que el proyecto de referendo se inscriba ante el Registrador Nacional, la organización electoral dará un plazo de seis meses para la recolección de las firmas que lo respalden. Cuando en un referendo hay más de una iniciativa (es decir, hay más de una ley que se pretende cambiar o aplicar), los miembros que van a respaldar las iniciativas solo podrán apoyar con su firma a una de ellas. El día de la votación de un referendo no puede coincidir con otras votaciones; además, la fecha para llevarlo a cabo debe estar entre los primeros seis meses posteriores a la solicitud del referendo. La boleta electoral que se utilice debe tener una pregunta dirigida a los ciudadanos en la que se les inquiera por la ratificación o derogación de la norma que se somete a dicho referendo. Para responder esto, el ciudadano tendrá una casilla para marcar "Sí", una para marcar "No" y otra para marcar "Voto en blanco". El referendo sólo se aprobará cuando el pueblo haya respondido de manera positiva en un 50% más uno de los votantes, de lo contrario, la norma que se planteó se derogará.
El Referéndum es el acto de someter al voto popular directo las leyes o actos administrativos para ratificación por el pueblo de lo que votaron sus representantes.

Los referendos pueden ser obligatorios (vinculantes) o no obligatorios (consultivos). Un referéndum consultivo deja la interpretación del voto a la legislatura (como el referéndum sobre la Constitución Europea en España). Su obligatoriedad se basa en el coste político que supondría no obedecerlo y no en una obligación legal. Un referéndum obligatorio es posible sólo en algunos países y sobre algunos temas, y un cierto tamaño del electorado participante muchas veces es también un requisito previo.

Actualmente se define el referéndum, como "el acto de someter directamente ante el pueblo leyes o reformas, de carácter ordinario o constitucional, para su ratificación". Y el plebiscito, como "la consulta directa que se hace al pueblo sobre decisiones que dentro de sus facultades dicte el Poder Ejecutivo y cuya trascendencia incida en los intereses fundamentales de la nación". La iniciativa del referéndum le corresponde al Poder Legislativo; y la del plebiscito al Ejecutivo; pero en ambos casos puede ser solicitada directamente por el pueblo. La realización le corresponde al Poder Electoral. 

Aunque el referéndum es una manifestación de soberanía popular sobre un problema, en la realidad asume un significado y una eficacia diversa según el efecto diferente ante el sistema político. De hecho, diverso puede ser el papel efectivo del pueblo en decidir la cuestión; igualmente diferenciado puede ser el papel de los demás sujetos políticos ante la votación popular. 

En lo que respecta al pueblo, puede incidir en medida más o menos intensa el grado de preparación política; el interés popular puede variar por la diversa importancia de la cuestión y de la puesta en juego. La preparación política y la capacidad de tomar posición sobre un problema, varían sobre la base del nivel cultural de las diversas comunidades, y esto si hace que sea diverso el papel decisorio del pueblo, porque una cosa es decidir de acuerdo con mensajes emocionales o simpatía por los apologistas de las soluciones en discusión; y otro es entresacar y decidir después de una reflexión sobre el problema. Por lo que hace a los demás sujetos políticos, el referéndum asume una fisonomía distinta según el sistema político en el que viene a modificar. No es lo mismo en una democracia, que en una dictadura.

1.3.8 Poder Constituyente

Siempre es útil tener una idea conceptual de un instituto jurídico, sobre todo porque son, generalmente, sino difíciles de entender por lo menos tienden siempre a ser explicados para su mejor comprensión. Serán volcados a este trabajo conceptos de renombrados autores que tiene esta materia, pero a la vez se ha tratado de no pecar de sobreabundantes. El profesor español Luís Sánchez Agesta caracteriza al Poder Constituyente como "voluntad política creadora del orden, que requiere naturaleza originaria, eficacia y carácter creador"; el fundamento del Poder Constituyente dice, Sánchez Agesta, no está en una legitimidad jurídica anterior, sino que es de carácter trascendente al orden jurídico positivo, en consecuencia el fundamento de la legitimidad de esta afirmación sólo puede hallarse en el derecho natural. En opinión de Sánchez Viamonte, citado por Linares Quintana, el Poder Constituyente es "la soberanía originaria, extraordinaria, suprema y directa en cuyo ejercicio la sociedad política se identifica con el estado, para darle nacimiento y personalidad, y para crearle sus órganos de expresión necesaria y continua".

El Poder Constituyente es la denominación del poder que tiene la atribución de establecer la norma fundamental de un ordenamiento jurídico, dando origen a un Estado y su sistema político y, posteriormente, de modificarla o enmendarla. Esta facultad es ejercida al constituir un nuevo Estado y al reformar la Constitución vigente. Por lo anterior, habitualmente se distingue un poder constituyente primario u originario y un poder constituyente derivado.

El poder constituyente ha sido definido como la "voluntad política creadora del orden, que requiere naturaleza originaria, eficacia y carácter creadora" y como la "voluntad originaria, soberana, suprema y directa que tiene un pueblo, para constituir un Estado dándole una personalidad al mismo y darse la organización jurídica y política que más le convenga". De todos modos, existen concepciones que consideran que el poder constituyente originario puede recaer en el pueblo o en la nación.

Se considera que el poder constituyente existe en los regímenes de Constitución rígida, en el que la elaboración de las normas constitucionales requiere un procedimiento diferente al de las leyes. (
)
El poder constituyente originario no puede encontrar fundamento en ninguna norma y por tanto no puede poseer una naturaleza jurídica. Como se ha afirmado, la tarea del poder constituyente es política, no jurídica. El poder constituyente, al ser origen del Derecho, no puede tener dicha naturaleza.

Emmanuel Joseph Sieyès, en su obra "Qué es el Tercer Estado", atribuía dos características al poder constituyente: es un poder originario y único, que no puede encontrar fundamento fuera de sí; y que era un poder incondicionado, es decir, que no posee límites formales o materiales.

Si bien, el poder constituyente no puede ser definido jurídicamente, si puede ser definido 7políticamente en términos de legitimidad.

El titular del poder constituyente es el pueblo. Hoy es el entendimiento más difundido. Pero en Sieyès, el titular es la nación. El concepto de nación es problemático.

Nación, en sentido estricto, tiene dos acepciones: la nación política, en el ámbito jurídico-político, es el sujeto político en el que reside la soberanía constituyente de un Estado; la nación cultural, concepto socio-ideológico más subjetivo y ambiguo que el anterior, se puede definir a grandes rasgos como una comunidad humana con ciertas características culturales comunes a las que dota de un sentido ético-político. En sentido lato nación se emplea con variados significados: Estado, país, territorio o habitantes de ellos, etnia y otros.

El poder constituyente originario es el que crea la Constitución: una vez cumplida su labor desaparece; pero como su tarea requiere continuidad, suele establecer un órgano que se encargue de adicionar y modificarla, de acuerdo a las circunstancias o problemas que surjan, a este se le denomina poder constituyente derivado, instituido o permanente.

Así, el poder constituyente originario es aquel que crea la primera Constitución de un Estado; en este sentido, con frecuencia, actúa como poder constituyente originario una Asamblea constituyente que, al aprobar la primera Constitución de un país, está poniendo de manifiesto jurídicamente su nacimiento.

El poder constituyente originario puede actuar dictando una Constitución que no sea la primera del país. Se trata de un Estado que ya tenía una Constitución, en el cual se produce un cambio radical de todas sus estructuras (una revolución). La Constitución que se dicta consagrando nuevas estructuras políticas, sociales y a veces económicas es el fruto de un poder constituyente originario, aunque no se trate, históricamente de la primera Constitución del país. En la gran mayoría de los casos en que se dicta una Constitución luego de un proceso revolucionario, los órganos que intervienen y el procedimiento que se utiliza para dictarla, no son los previstos en la Constitución anterior. Si se dictase una nueva Constitución por los órganos previstos por la Constitución anterior, estaríamos ante una actuación del poder constituyente derivado.

A su vez, por poder constituyente derivado se entiende aquel establecido en la propia Constitución y que debe intervenir cuando se trata de reformar la Constitución. Es generalmente ejercido por una asamblea, congreso o parlamento. Es un poder que coexiste con los tres poderes clásicos, en los regímenes de Constitución rígida, cuya función es la elaboración de las normas constitucionales, las cuales se aprueban habitualmente a través de un procedimiento diferente al de las leyes.

Hemos indicado que el poder constituyente es la capacidad que tiene el pueblo de darse una organización política-jurídica y de asumir en cualquier momento la toma de decisiones que considere prudente, no sólo en la etapa inicial y creadora del Estado sino también en cualquier instante posterior al nacimiento mismo.
1.3.9 Derechos Humanos

Los derechos humanos son aquellas libertades y derechos básicos que, de acuerdo con diversas filosofías o fundamentaciones, toda persona posee por el mero hecho de su condición humana para la garantía de una vida digna; independientemente de cual sea el Derecho positivo vigente y de factores particulares como su estatus, etnia o nacionalidad. Desde un punto de vista más relacional, se han definido como las condiciones que permiten crear una relación integrada entre la persona y la sociedad, que permita a los individuos ser personas, identificándose consigo mismos y con los otros.

Estos derechos, habitualmente, se definen como inherentes a la persona, irrevocables e inalienables, lo que implica que no pueden transmitirse, enajenarse o renunciar a ellos: nadie, por ejemplo, puede venderse como esclavo. Por definición, este concepto de derechos humanos es universal e igualitario, e incompatible con los sistemas basados en la superioridad de una casta, raza, pueblo, grupo o clase social determinado. No obstante, toda decisión sobre qué derechos son humanos implica asumir una posición respecto qué es Derecho e implícita o explícitamente sobre qué es lo humano. Muchas violaciones o limitaciones de derechos humanos se derivan de concepciones restrictivas y excluyentes de Humanidad.

Los derechos humanos, normalmente, se dividen en dos categorías: derechos positivos y derechos negativos. Los derechos negativos pueden ser expresados como un derecho positivo, pero no viceversa. Por ejemplo, el derecho de un recién nacido a tener padres que lo cuiden, asumiendo que es un derecho humano, sólo puede ser expresado positivamente. Otra clasificación ampliamente extendida es la que ordena los derechos humanos en tres o más generaciones.

Legalmente, los derechos humanos se definen en el Derecho interno de numerosos Estados y en tratados internacionales. Para muchos, además, la doctrina de los derechos humanos se extiende más allá del Derecho y conforma una base ética y moral que debe fundamentar la regulación del orden geopolítico contemporáneo. Pero la validez, contenido e incluso la existencia de los derechos humanos son objeto de un permanente debate en el ámbito de la filosofía y las ciencias políticas. 

Las teorías que defienden el universalismo de los derechos humanos se suelen contraponer al relativismo cultural, que afirma la validez de todos los sistemas culturales y la imposibilidad de cualquier valoración absoluta desde un marco externo, que en este caso serían los derechos humanos universales. Entre estas dos posturas extremas se sitúa una gama de posiciones intermedias. Muchas declaraciones de derechos humanos emitidas por organizaciones internacionales regionales ponen un acento mayor o menor en el aspecto cultural y dan más importancia a determinados derechos de acuerdo con su trayectoria histórica. 

También la visión occidental-capitalista de los derechos humanos, centrada en los derechos civiles y políticos, se opuso a menudo durante la Guerra Fría, destacablemente en el seno de Naciones Unidas, a la del bloque socialista, que privilegiaba los derechos económicos, sociales y culturales y la satisfacción de las necesidades elementales.

Del Cilindro de Ciro se ha dicho que es la primera declaración de derechos humanos.

Uno de los documentos más antiguos que se han vinculado con los derechos humanos es el Cilindro de Ciro, que contiene una declaración del rey persa Ciro el Grande tras su conquista de Babilonia en 539 AC. Fue descubierto en 1879 y la ONU lo tradujo en 1971 a todos sus idiomas oficiales. Puede enmarcarse en una tradición mesopotámica centrada en la figura del rey justo, cuyo primer ejemplo conocido es el rey Urukagina, de Lagash, que reinó durante el siglo XXIV AC, y donde cabe destacar también Hammurabi de Babilonia y su famoso Código, que data del siglo XVIII AC. No obstante, el Cilindro de Ciro presenta características novedosas, especialmente en lo relativo a la religión. Ha sido valorado positivamente por su sentido humanista e incluso se lo ha descrito como la primera declaración de derechos humanos. Numerosos historiadores, no obstante, consideran que el término es ajeno a ese contexto histórico.

Vale destacar que la consideración moderna de los derechos humanos precisamente radica en el hecho de que los diferentes revolucionarios según sus diversas cosmovisiones, por un lado, entendían que había un conjunto de derechos eternos e inmutables, pero por el otro, a pesar de que tales derechos eran evidentes, también decidieron plasmarlos en documentos jurídicos.

La primera declaración de derechos del hombre de la época moderna es la Declaración de Derechos de Virginia, escrita por George Mason y proclamada por la Convención de Virginia el 12 de junio de 1776. En gran medida influyó a Thomas Jefferson para la declaración de derechos humanos que se contiene en la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, de 4 de julio de 1776, a las otras colonias de América del Norte y a la Asamblea Nacional francesa en su declaración de 1789.

La noción de derechos humanos no experimentó grandes cambios a lo largo del siglo siguiente hasta que, a raíz de las luchas obreras, surgieron nuevos derechos que pretendían dar solución a determinados problemas sociales a través de la intervención del Estado. En este proceso son importantes la Revolución Rusa o la Revolución Mexicana.

Cada nueva generación, que se clasifica cronológicamente en relación con las anteriores, ha sido objeto de críticas. Si ya los derechos de la primera generación fueron criticados, también sucedió con los derechos de la segunda durante el siglo XX, aunque en la actualidad la casi totalidad de los juristas los aceptan. Hoy en día es objeto de debate la existencia de una tercera generación de derechos humanos. Normalmente se incluyen en ella derechos heterogéneos como el derecho a la paz, a la calidad de vida o las garantías frente a la manipulación genética, configurándose así como un marco que recoge las reivindicaciones sociales más recientes. Pero desde el punto de vista jurídico se critica la indeterminación de esta categoría y su difícil garantía. No obstante estas objeciones, existen teorías que hablan de cuatro e incluso cinco generaciones de derechos humanos. (
)
1.3.10  Reformas Constitucionales

La historia, madre suprema de la ciencia, puesto que recoge la obra de la experiencia y la razón, nos enseña que ningún pueblo ha podido permanecer regido inalterablemente por una misma Constitución Política. Con el paso del tiempo, cambia el número de la población, cambia la composición de esta, cambian los intereses sociales y hasta las mismas condiciones naturales del territorio, cambian también influyendo en las bases de la economía. En ciertas ocasiones aunque todas las condiciones internas de una Nación se mantengan casi inalteradas, los cambios en naciones vecinas se hacen sentir en ella, en tiempos de paz. Las guerras agudizan los cambios, aun para las naciones que no toman parte en la contienda bélica. 

Como las Constituciones políticas son el reflejo del pensamiento de los pueblos que las forman, es natural que las Constituciones cambien también al paso de los tiempos.

Consciente de esa ley histórica, los hombres que hacen las Constituciones, aunque las hagan con la mayor fidelidad a las condiciones de sus pueblos en un momento dado, se cuidan de prever sistemas que, de un modo u otro, permitan reformar de tiempo en tiempo su texto, con el mínimo de conmoción posible. En el acápite 1,.3.2 dijimos siguiendo una clasificación tradicional, que hay Constituciones rígidas y Constituciones flexibles. Agregamos ahora que eso es cierto, pero solo relativamente. Esencialmente hablando, no hay ni puede haber ninguna Constitución rígida de un sentido absoluto. Las que se han votado en el pasado con esas pretensiones, han tenido que ser reformadas luego como las demás, y algunas han corrido una suerte peor, porque han sido desechadas violentamente, y en nombre de la soberanía popular, han sido sustituidas por otras que no han guardado con aquellas una relación de continuidad.
Las Constituciones establecen diversos sistemas para su enmienda o reforma. Sobre este punto, nos remitimos al Título XIII de la Constitución Dominicana, al cual no tenemos nada que agregar, salvo lo que hemos acabado de decir, al considerar la cuestión desde un punto de vista histórico más amplio. En los párrafos que siguen nos limitaremos a exponer con breves comentarios, el régimen de la Constitución dominicana sobre esta materia.

Acción del Congreso.
La Constitución no puede ser reformada sino por acuerdo de una y otra Cámara, lo que se expresa tradicionalmente entre nosotros por medio de una ley. Por supuesto, esta ley puede iniciarse en el seno de cualquiera de las dos Cámaras, pero puede ser propuesta también por el Presidente de la República.

Mayoría necesaria para proponer reformas. 

Toda declaración de la necesidad de reformar la Constitución, requiere el voto de un tercio de una y otra Cámara. Se entiende que al disponerlo así, la Constitución lo que exige en cada Cámara no es una tercera parte del quórum, sino la tercera parte de la totalidad de los miembros de cada Cámara, tipo de mayoría requerida para otros asuntos, aun de menos trascendencia que una reforma constitucional.

Carácter de la ley sobre reformas.
La ley que proponga una reforma constitucional tiene un carácter sui generis, en varios sentidos. No constituye una decisión definitiva sobre la reforma, sino una propuesta. Esta propuesta se dirige naturalmente, a la ciudadanía nacional y particularmente a los Partidos Políticos, en los cuales toma expresión organizada la voluntad de la mayor parte de los ciudadanos en los tiempos de normalidad democrática y de energía política popular.

En segundo lugar, la ley no puede ser observada por el Poder Ejecutivo, lo que le comunica un atributo excepcional, ya que el Poder Ejecutivo puede observar todas las otras leyes. Es por esta circunstancia por la que se entiende que la reforma constitucional es una acción del Congreso, porque solo este cuerpo tiene facultad para proponerla oficialmente al pueblo.

La ley, sin embargo tiene un aspecto decisivo en cuando a que dispone la reunión de una Asamblea Nacional para resolver sobre la reforma constitucional. En la ley de convocatoria deben insertarse los artículos cuya reforma se propone.

La Asamblea Nacional.- Procedimiento. 

El Artículo 118 de la Constitución dispone que la Asamblea Nacional se reunirá para resolver acerca de las reformas propuestas dentro de los quince días siguientes a la publicación de la ley que declare la necesidad de la reforma con la presencia de más de la mitad de los miembros de cada una de las Cámaras. Una vez votadas las reformas por la Asamblea Nacional, la Constitución se publicara íntegramente con los textos reformados. La decisión se tomara por la mayoría de las dos terceras partes de los votos. El Artículo 120 de la Constitución indica que las reformas se harán en la forma que indique ella misma.

Prohibición de reformar el sistema político fundamental. 

El artículo 119 prescribe que ninguna reforma de la Constitución puede versar sobre la forma de Gobierno, que deberá ser siempre civil, republicano, democrático y representativo. Las reformas de la Constitución agrega el artículo 120 solo pueden hacerse en la forma que indica ella misma y que es la que ya hemos descrito, y no puede jamás ser suspendida ni anulada por ningún poder ni autoridad, ni tampoco por aclamaciones populares. Esto tiene, en todos los países, el valor de un simple voto, pues, como ya hemos dicho, en muchos países se han implantado Constituciones que no obstante disponer ellas mismas el método para su reforma, o la imposibilidad de su reforma o desconocimiento, han caído por la fuerza de circunstancias históricas superiores a todas las previsiones humanas.

Las Constituciones no tienen sino un solo medio de asegurar su perdurabilidad o la suavidad del proceso de su reforma, y este medio es que consagren un sistema de gobierno moderado y justo que represente un compromiso leal entre todos los intereses materiales y espirituales de la colectividad y permitan una forma de gobernar que asegure hasta donde humanamente sea posible el imperio de la justicia y el bienestar de los asociados, tanto en su vida política como en sus actividades privadas.

Coordinación de las reformas constitucionales. 

A diferencia de lo que se hace en otros países, como los Estados Unidos, en nuestro país y esto es también derecho consuetudinario cuya legitimidad nadie discute, la Asamblea Nacional ha seguido la regla de coordinar las reformas constitucionales. Esto es, cada vez que determinados artículos han sido reformados, se incorporan en su sitio en el articulado general y al hacerse publicas las reformas, se hacen aparecer como formando parte de un solo cuerpo, que es siempre la integral Constitución de la República. Por esto, muchos creen y dicen, erróneamente, que la República ha tenido varias Constituciones, cuando en realidad desde 1844 la Constitución es sólo una.

Historia de las reformas. 

Ampliando lo que hemos dicho anteriormente, sobre la Constitución Dominicana y su historia, agregaremos ahora los siguientes detalles. La Constitución se votó y proclamó en San Cristóbal el 6 de Noviembre de 1844. Las sucesivas reformas se realizaron en 1854, 1858, 1865, 1866, 1868, 1872, 1874, 1875, 1877, 1878, 1879, 1880, 1881, 1887, 1896, 1907, 1908, 1924, 1927, 1929, (dos veces en el mismo año), 1934, 1942, 1947, 1955, 1959, 1960 (dos veces en el mismo año), 1961, 1962, 1963, 1966 y 1994. En el año 1916, hubo un proyecto de reforma que se publicó en forma de folleto, pero que no llegó a ser aprobado.

La Constitución de San Cristóbal estableció el sistema bicamarista. En 1866, se adoptó el sistema unicamarista. En 1878, se restableció el sistema bicamarista. En 1880, volvió a establecerse el sistema unicamarista. En 1908, se restauró el sistema parlamentario sobre la base de dos Cámaras, que se ha mantenido hasta la actualidad.

En total, la Constitución ha experimentado treinta y tres reformas desde el año 1844. En cuando a extensión, nuestra Carta Política Fundamental tiende a la forma sintética. En efecto, en 1844 contenía 210 artículos y en la actualidad solo tiene 124.

Las Asambleas se han efectuado siempre en la Capital de la República, con excepción de la de 1844, inicial que se reunió en San Cristóbal, la de 1858 que laboró en Moca, la de 1908 que efectuó sus trabajos en Santiago de los Caballeros y la de 1955 que se reunió nuevamente en San Cristóbal.

1.4  LA REPRESENTACIÓN
Desde el surgimiento de la idea democrática hasta hoy día ha habido una gran lucha entre la participación directa, que hoy suele llamarse democracia participativa, y la de​mocracia representativa.

Al margen de los énfasis teóricos e históricos, lo cierto es que muy pronto las prácticas de democracia directa se combinaron con la representación.

Los teóricos clásicos de la democracia representativa, primero John Locke (1690) y luego Motesquieu (1748) ex​pusieron con amplitud acerca de la inevitabilidad de la representación en los sistemas políticos que iniciaban el ca​mino democrático.

En la propuesta de la separación de poderes esta la esencia de la separación entre representantes y represen​tados, reflejo cercano y lejano de la separación entre pro​pietarios y productores directos, entre el egoísmo y la ambición de poder por un lado, y la justicia y la solidaridad por el otro.

Aunque es justo valorar la profundidad del siguiente pasaje escrito por Montesquieu en Del Espíritu de las Le​yes. "El pueblo goza del poder soberano, debe hacer por si mismo todo lo que puede hacer; y lo que materialmente no pueda hacer por si mismo y hacerlo bien, es menester que lo haga por delegación en sus ministros"

En estas ideas de Montesquieu hay un sentido dialéctico e histórico, además, práctico; no se trata la separación de poderes de un asunto filosófico, de algo preestablecido, de un esquema único e inevitable; el pueblo debe tener las más amplias posibilidades, como soberano al fin, siendo el reclamo de Montesquieu de que lo que se haga se haga bien.

Locke, por su parte, no dejó de reconocer que "la auto​ridad de cada uno de estos poderes jamás supera a la que de una forma positiva se les ha dado o atribuido por delegación y que todos ellos deben responder ante algún poder de la sociedad política"... y ese poder es el pueblo, pues el "poder regresará necesariamente a quienes con anteriori​dad lo entregaron..."; sin embargo, para Locke "el poder del pueblo no puede ejercerse sino cuando queda disuelto el gobierno que tenía".

Aun con las contradicciones que existen en los textos de estos autores, padres teóricos de la separación de po​deres dentro del Estado, es evidente que ayudaron a cla​rificar el hecho de que el pueblo es el que realiza la Constitución del Estado, es el soberano, es el poder constitu​yente y el poder comitente.

Pero ¿cuando ejercer esos actos de soberanía?

La historia enseña que si el pueblo no se manifiesta se entroniza el absolutismo y el despotismo; fue lo que pasó en Francia a finales del siglo XVIII, donde los Estados generales (estamento de consulta de los reyes) duraron 175 años sin convocarse, llenándose el pueblo no solo de nece​sidades, sino, sobre todo, de odio, rencor y frustración.

1.5  LA PRIMERA REPÚBLICA

Aunque los utopistas como Tomás Moro (1568-1639) en su obra La Utopía (1516) y Tomás Companella (1478-1535) en la Ciudad del Sol, prefiguraron en cierto modo la Repú​blica Democrática, la oportunidad histórica de la era mo​derna en que una nación pensará por si misma en darse de manera autónoma e independiente sus órganos de gobier​no, se presentó en la segunda mitad del siglo XVIII en ocasión de las luchas de las trece (13) colonias norteamerica​nas por su independencia de la corona inglesa.

Se entrecruzaron allí, en medio del fervor independentista, los conceptos sustantivos del pueblo, ciu​dadanos, constituyentes y representantes. Así, en el último párrafo de la Declaración de Independencia del 4 de Julio de 1776 se lee: "por tanto, nosotros, los Representan​tes de los Estados Unidos de América, reunidos en un Con​greso general”.

Luego del acto pre-fundacional del Estado Norteame​ricano, el 4 de julio, se realizó en 1777 otro Congreso Estatal o Congreso Continental, donde se acordó crear la Confederación de los Estados Unidos de América".

Finalmente, al iniciarse el 25 de mayo de 1787 en Filadelfia la reunión de revisión del Convenio de la Confederación.  Surge la Convención Constitucional o Convención Federal que aprobó la Constitución de un nuevo Estado Federal”.

De esta manera, fueron constituyentes, o más exacta​mente, pre-constituyentes los representantes de la reunión de Filadelfia del 4 de julio de 1776 y del Congreso Estatal de 1777; y fue claramente constituyente la Convención Fe​deral o Convención Constitucional del 25 de mayo de 1787.

En cada caso, se configure la representación transitoria con la finalidad de constituir un Estado, el Confederal, y de reconstituir ese Estado, creando el Estado Federado.  
En la Convención Constitucional de 1787 hay un con​cepto democrático claro sobre la soberanía popular, de que en el pueblo reside el Poder Constituyente, y que los repre​sentantes se deben a ese poder primario y supremo. Re​cordando que esa claridad se vio marchitada al no tocarse el tema de la esclavitud de los negros, teniendo que espe​rarse casi 100 años para que el concepto pueblo abarcara a estos seres humanos.

No hay dudas de que, por la razón de comprender y aceptar en donde reside el poder, los constituyentes de 1787 contemplaron en el Articulo V de la Constitución el proceso constituyente vía una convención, y lo que es más claro, firmaron una resolución tras aprobar la nueva Constitución que empieza de la manera siguiente:

"Que la Constitución precedente sea sometida a los Esta​dos Unidos reunidos en congreso, y que en opinión de esta convención sea presentada en seguida a una convención de delegados y al pueblo interesado, bajo la recomendación de la legislatura para su aprobación y ratificación; y elegida en cada Estado por el pueblo interesado, bajo la recomendación de su legislatura, para su aprobación y ratificaron; y que cada convención que la apruebe y la  ratifi​que de aviso a los Estados Unidos reunidos en Congreso... (
)
Se propuso, pues, trece (13) asambleas constituyentes, llamadas convenciones, en los 13 nuevos Estados o ex-co​lonias, más una intervención positiva de la Legislatura es​tatal y una verificación del congreso federal, todo lo cual presenta un proceso democrático partiendo desde la base de la sociedad política.

1.6 LA PRIMERA ASAMBLEA CONSTITUYENTE

La siguiente experiencia a tomar en cuenta es la fran​cesa de finales del siglo XVIII, la cual se acerca mucho a nuestros orígenes republicanos.

El 5 de mayo de 1789 el Rey Luís XVI convoca a los Estados Generales, una asamblea no permanente que re​presentaba a los tres principales estamentos de la socie​dad francesa (nobleza, clero y el Estado llano, o tercer es​tado, o el pueblo) que de tiempo en tiempo llego a convocar la monarquía para conocer sus opiniones y reclamos.

El 17 de junio sucedió algo inesperado, pues los ele​mentos mas progresivos presentes, representantes del lla​mado tercer estado (burgueses, campesinos, obreros, ar​tesanos, miserables...) deciden convertir los Estados Ge​nerales en Asamblea Nacional, dándole el carácter de ór​gano representativo y deliberativo.
Cuando los representantes de las provincias, generalida​des, comunes y estamentos sociales que fueron selecciona​dos y convocados para informar al rey, deciden deliberar no estaban transgrediendo su mandato, primero porque eran re​presentantes legítimos; segundo porque representaban, a decir del historiador Manfred, el 99 % de la población francesa; tercero, porque estos representantes fueron a Paris a buscar y a dar soluciones para un pueblo oprimido y hambriento; así, su mandato social se extendió legítimamente al plano político.

Por las mismas razones anteriores siguió siendo legiti​mo el siguiente paso de estos representantes al proclamar​se el 9 de julio de 1789 como Asamblea Constituyente, con la firme decisión de dar una Constitución a Francia, para sustituir los deseos y caprichos del Rey, de su Corte, la no​bleza y el clero, por los deseos de la ley, devenida de un órgano elegido por el pueblo.

Es ese momento memorable que pasa a la historia mo​derna como el que estampa el concepto de ASAMBLEA CONSTITUYENTE, el cual se ha incorporado a las teorías políticas y jurídicas, como el órgano más idóneo para elaborar, transformar y modificar constituciones.

1.7 LA CONSTITUYENTE HAITIANA DE 1843


El movimiento político haitiano conocido como la reforma que derrocó a Pierre Boyer en 1843, y que contó con el apoyo de los independentistas dominicanos de La Trinitaria, tras la Asunción del Gobierno del General Charles Heráld.  Para los fines se convocó a una Asamblea Constituyente el 4 de abril de 1813.

“Las elecciones primarias se realizaron el 15 de junio eligiéndose 620 electores, escogieron, a su vez, en el mes de julio a 124 constituyentes, de los cuales 29 representaban las comunes de la parte española. La Asamblea Constituyente haitiana se reunió el 23 de septiembre y la nueva Constitución fue aprobada en el mes de diciembre de 1843”.


La participación de los habitantes de la parte Este de la isla en esta constituyente, representó, indudablemente, una gran experiencia para la primera constituyente dominicana del 1844.

1.8 ORIGEN DE LAS CONSTITUCIONES MODERNAS

La organización de los Estados mediante instrumentos de regulación de los poderes públicos (constituciones) se remonta a los griegos, al menos en su versión escrita., pues allí resalta la Constitución de Atenas como una de las primeras, aunque Aristóteles dice que reunió y examinó las constituciones de 158 Estados griegos, lo que comprueba la difusión de la regulación constitucional de los poderes públicos.


En la práctica, se tiene a la Carta Magna inglesa de 1215 como el primer ejemplo de Constitución “moderna”. Fue un texto otorgado por Juan Sin Tierra, monarca inglés de esa época, como una concesión obligada a los nobles ingleses. Este texto garantizaba derechos de inviolabilidad personal y del derecho de propiedad, considerándosele la fuente del actual procedimiento de habeas corpus.


En Europa el constitucionalismo se expresó a través de Rousseau y Montesquieu, filósofos franceses de altísima influencia en la ciencia política. En cuanto a Rousseau, su obra “El Contrato Social” como otras muchas publicadas argumentaban a favor de la soberanía nacional como emanada del pueblo y no del monarca, otorgándole a la nación el poder constituyente originario (que él llamo “voluntad general”), y, por tanto, la capacidad verdadera para organizar el Estado. Montesquieu, por su parte, es uno de los primeros pensadores europeos por su férrea defensa de la división tripartita de los poderes del Estado como forma de controlar el despotismo, teoría que se ha expandido y condicionado prácticamente todas las constituciones del mundo actual.

1.9 ORIGEN DE LA CONSTITUCION DOMINICANA

Los dominicanos conocían las dos constituciones haitianas que habían regido durante el periodo de unificación: la de 1816 y la reciente de 1843. Conocían también la Constitución española promulgada en Cádiz en 1812, que les había sido apli​cada en dos ocasiones durante el último periodo colonial español. Parece probable que conocían también las leyes constitucionales francesas de 1799 y 1804, pues algunos términos del texto domini​cano provienen de ellas. La Constitución de los Estados Unidos había sido conocida por los redactores del Manifiesto del 16 de enero por lo que parece razonable suponer que era también conocida entre muchos dominicanos.

La Carta Magna fue moderadamente liberal en su texto habida que cuenta la época en la cual se redac​to, cuando los derechos universales que hoy consideramos usuales eran solo concedidos, y en limitadas naciones, a una escasa minoría de los habitantes.

En el preámbulo se señala que los propósitos de los dominicanos en darse una Constitución eran: Consolidar su independencia política, forjar las bases fundamentales de su gobierno y afianzar los imprescriptibles derechos de seguridad, propiedad, libertad e igualdad. 

La Constitución se desprende del grupo de propietarios de donde debían ser escogidos los legisladores, los jueces y el Presidente de la República y que el voto sólo lo podían ejercer los terratenientes, los comerciantes y los que ejercieren alguna profesión liberal o el magisterio o fuesen oficiales militares. Así, el poder político quedaba en manos de quie​nes ya poseían el poder económico en el país. 

Se estableció que eran domini​canos no solo los nacidos en el país sino también los hijos de los nacidos en la antigua colonia española y que hubieren emigrado por razones políticas en las últimas décadas. Se consagro así el dere​cho a la nacionalidad tanto por el "jus soli" como por el "jus san​guinis", disponiéndose que serian dominicanos por "jus soli": 

La Constitución de 1844 se apartó radicalmente de las disposiciones racistas de las haitianas, pues en las nuestras no aparece ni el color ni la raza afectando ningún derecho. Desde el inicio de la vida institucional del país, al menos en su aspecto formal y jurídico, hubo total igualdad racial.

La Constitución previo la posibilidad de que los extranjeros adquirieran la nacionalidad dominicana, siempre, que hubieren vivido por lo menos seis años en el país, hubieran fomentado algún establecimiento agrícola a titulo de propietario, o tuvieren inmuebles valorados en por lo menos seis mil pesos. 

La Constitución tiene como meta definir el "derecho público de los domini​canos", o lo que en lenguaje jurídico moderno se llaman derechos ciudadanos. 

Instalación del Congreso Constituyente de 1844

El decreto de la Junta Central Gubernativa del 24 de julio de 1844, dispuso que los individuos nombrados para componer el Congreso Constituyente y formar el Pacto Fundamental de la Republica, elegirán un gobierno definitivo y se reunirán en la Común de San Cristóbal el día 20 de septiembre próximo venidero, para erigirse en Congreso Constituyente y entrar en el ejercicio de sus funciones.

La provincia San Cristóbal fue entonces escogida por la Junta Central Gubernativa coma sede del Congreso Constituyente, según el Cónsul francés Saint Denis, "... a fin de dejar a sus miembros toda libertad de opinión y de acción y para sustraerlos a la influencia perniciosa del espíritu de partido", además de su conveniente cercanía con la capital de la Republica.

El 21 de septiembre de 1844 quedó constituido el Congreso Constituyente, siendo formal y definitivamente instalado en su sesión del día 24, en la que fueron solemnemente juramentados los 19 diputados presentes.

Como ya se ha señalado, la Asamblea Constituyente seria presidida por el eminente político, poeta y luego sacerdote Manuel Maria Valencia, diputado por Santo Domingo; teniendo por Vicepresidente al presbítero Antonio Gutiérrez, representante de la común de Samaná y por Secretarios a los diputados José Maria Caminero y Juan Luís Franco Bidó, representantes de Santiago y Puerto Plata, respectivamente.

Formalmente instalado el congreso constitutivo, inició las labores inherentes a su alta responsabilidad con el propósito de dotar al naciente Estado dominicano de una Carta Magna que viabilizara y legalizara la frágil independencia nacional.

Iniciadas sus labores, la Asamblea Constituyente conforma una comisión integrada por los diputados Vicente Mancebo, Buenaventura Báez, Manuel Maria Valencia, Julián de Aponte y Andrés Rosón, a los fines de redactar y someter al plenario un proyecto de Constitución.

Durante el transcurso de la labor constituyente de los diputados, tres acontecimientos de singular trascendencia resaltan a los ojos de la contemporaneidad. Nos referimos, en orden cronológico, a la desaprobación del proyecto de empréstito con el banquero Herman Hendrick sometido a la Asamblea por la Junta Central Gubernativa; a la pundonorosa declaración de inviolabilidad de los miembros del Congreso Constituyente; y a la frustrada oposición a la inserción del Articulo 210 de la Carta Magna, matizada por el enfrentamiento entre el Soberano Congreso y el general Santana. Los tres sucesos serán tratados más adelante.

Sanción del Texto de 1844

Luego de los acalorados incidentes producidos por la nota de la Junta Central Gubernativa y la declaración de inviolabilidad de los diputados constituyentes, la Comisión redactora del proyecto de Constitución, integrada por Buenaventura Báez, Vicente Mancebo, Manuel María Valencia, Julián de Aponte y Andrés Rosón, presentó a la Asamblea, en su sesión del 22 de octubre de 1844 el resultado de sus ingentes trabajos.


Evidentemente los miembros de la histórica comisión tuvieron en sus manos los textos de las constituciones norteamericana 1787, de Cádiz de 1812 y haitiana de 1843, por cuanto su labor redactora estuvo guiada por estos tres textos capitales.


A la entrega de la propuesta de Carta Magna, precedió la lectura del informe mediante el cual la comisión redactora rendía a la Asamblea una breve exposición de motivos sobre las razones tomadas en consideración a los fines de elaborar la pieza constitucional. En esencia, el proyecto de constitución estuvo matizado por la adopción de un régimen de gobierno civil, democrático, republicano, representativo y responsable. 


En ella se consagraron, además, los tradicionales derechos individuales y políticos de rigor en el estadio de desarrollo social, político y económico de la época.


Lamentablemente los archivos de la Constituyente de San Cristóbal se perdieron, lo que ha dificultado enormemente el conocimiento y estudio cabal de todos los detalles acerca del estudio del programa constitucional. No obstante lo anterior, se tiene la certeza, según carta del Cónsul Saint Denis, que la discusión del texto político de la nación discurrió sin grandes debates aunque fueron muchas las vacilaciones y tanteos “... sobre todo en lo que concierne al principio de la inmigración y al límite de los poderes a conferir al Jefe del Estado”.


En virtud del transitorio Artículo 205 del proyecto de Constitución, el primer Presidente de la República sería designado por el Congreso Constituyente, debiendo ejercer su mandato, de manera excepcional, durante dos períodos consecutivos. Fue así como el 6 de noviembre de 1844, en augusta ceremonia, la Asamblea sanciona el primer texto constitucional dominicano, mediante el cual la República Dominicana se convierte en términos netamente jurídicos en Estado libre, soberano e independiente de toda dominación extranjera, como soñara alguna vez el patricio Juan Pablo Duarte, y es elegido para ocupar la primera Magistratura del Estado el general Pedro Santana. En tal virtud, habiendo cumplido con su magno designio, el Congreso Constituyente invita al general Santana, por intermedio de una comisión de asambleístas que arribara a Santo Domingo el 8 de noviembre de 1844, a prestar ante ella el juramento de lugar, según el estilo protocolar de la época. (
)

A 159 años de distancia de aquel día memorable, debemos imaginarnos aún la confusión y el desasosiego que debieron reinar en aquel augusto salón donde días antes se había adoptado un texto constitucional de carácter liberal, inspirado en los pactos constitutivos más avanzados de la época y en los principios, prerrogativas e  instituciones de vanguardia en el derecho constitucional universal.


La solución al grave conflicto planteado vino de la mano del hábil político Tomás Bobadilla y Briones, quien puso sobre la mesa una fórmula aparentemente conciliadora: el famoso Artículo 210, el cual disponía:

Durante la guerra actual y mientras no esté firmada la paz, el Presidente de la República puede libremente organizar el ejército y la armada, movilizar las guardias nacionales, y tomar todas las medidas que crea oportunas para la defensa y seguridad de la Nación; pudiendo en consecuencia, dar todas las órdenes, providencias y decretos que convengan, sin estar sujeto a responsabilidad alguna. 


Luego de inútiles oposiciones, vencidas por el convencimiento de su oportunidad o por las amenazas proferidas por las fuerzas militares que prácticamente tenían sitiado el local de la Asamblea, es aprobada, el 12 de noviembre de 1844, la inserción del controversial Artículo 210.


El odiado y vilipendiado Artículo 210 del Pacto Constitutivo de 1844, ha recibido diversos agravios y despiadados embates ideológicos durante los más de 160 años de vida republicana del país. Para muestra, señalamos algunos ejemplos:

1. Se atribuye a Buenaventura Báez haber afirmado en la Asamblea Constituyente de 1844: “Señores, no consistáis jamás en admitir el artículo 210. Ese es el proteo de la fábula, mudando incesantemente de formas, y desde que lo hayáis consentido, la Constitución no existirá...” (Boletín Oficial, Santo Domingo, No.23, 14 de enero de 1858).

2. “¡Santana! !Santana!, el hombre que comienza su vida política por pisotear la Constitución del Estado, sobreponiéndole el Artículo 210 para anularla constituyéndose en dictador, y la acaba arriando el pabellón nacional para entregar la patria a España” (José María Serra: “Juicio sobre el Padre Meriño”, extraído de la obra de Rodríguez Demorizi, Pág.  81).

3. “... y exigiendo la radiación de todos los cánones constitucionales que hubieran hecho imposible la tiranía, hizo consignar el Artículo 210, que interpretado a su antojo destruyó la Constitución y fue el verdadero ariete con que pulverizó hasta los cimientos de aquella sociedad” (Félix María del Monte: Vida Política de Pedro Santana, extraído de la obra de Rodríguez Demorizi, Pág.  83).

4. “Ineficaces fueron sin embargo los desvelos de los constituyentes para establecer reglas que fijaran derechos, deberes y garantías porque toda su obra quedó aniquilada en el mismo pacto con la disposición contenida en el Artículo 210, que erigió al Poder Ejecutivo en Dictador ...” (Carlos Nouel: Apuntes Históricos de Santo Domingo, extraído de la obra de Rodríguez Demorizi, Pág.  84).

5.  “Allí también supe que se había reunido la Constituyente y por mayoría de votos había sido electo Presidente y que el Jefe de las tropas que cercaban la casa de San Cristóbal, el general Linares se había presentado al lugar de las sesiones y dicho a los congresistas: que Santana era el elegido, o no quedaba uno con vida. Después de una discusión y unos tiros de revólver al aire se eligió a Santana Presidente” (Juan Pablo Duarte: “Borradores...”, extraído de El Pensamiento Político de Duarte de Juan Daniel Balcácer, Pág. 20).

6. “El Artículo 210 instituyó formalmente la dictadura santanista que ya existía, porque Santana, por sí mismo, por su carácter, entrañaba toda una férrea dictadura” (Emilio Rodríguez Demorizi: La Constitución de San Cristóbal, Pág. 58).

7. “Quiso imponer su voluntad, pero ante la resistencia que el Congreso ofrecía, Santana por medio de la fuerza hizo intercalar el famoso Artículo 210, con el que lograba su objetivo” (Javier Malagón Barceló y Malaquías Gil Arantegui: La Primera Constitución Política de la República Dominicana y sus Reformas entre 1844-1861, Pág.  34).

8. “Como se puede notar, el Artículo 210 derogó en los hechos la Constitución y consagró la dictadura, objetivo central del hatero Santana y su grupo conservador” (Franklin J. Franco: Historia del Pueblo Dominicano, Pág. 212).

9. “Así nació la vida institucional dominicana, ya con la afrenta de la imposición de la fuerza sobre la voluntad popular y con una constitución teóricamente democrática, pero marcada con el signo del despotismo” (Wenceslao Vega: Historia del Derecho Dominicano, Pág.  176).

10. “La Constitución de San Cristóbal fue redactada con las ideas de la pequeña burguesía, pero el sector hatero puso esa Constitución a su servicio con el célebre Artículo 210” (Juan Bosch: Composición Social Dominicana, Pág.  251). (
)
Las Constituciones de 1854

Diez años tuvo de vigencia la Constitución de San Cristóbal y bajo su amparo, como se ha visto, se institucionalizo la República. Pero tuvo desde el principio la oposición de varios sectores, principal​mente de los liberales y el clero católico. (19)  
Santana gobernó bajo ella utilizando su famoso Artículo 210 con frecuencia, invocándolo tanto ante el peligro haitiano como fren​te a conspiraciones internas contra su régimen. Después de Santana, los gobiernos de Jiménez y de Báez (1848 a 1851) se rigieron bajo esa Constitución, más liberalmente aplicada. Luego Santana, elegido Presidente por segunda vez, en 1851, de nuevo rigió sus actuaciones bajo esa primera carta magna dominicana. Pero alejado el peligro haitiano con la derrota de Solouque en la Batalla de las Carreras y su posterior derrocamiento, los grupos liberales del país pensaron que ya era hora de que se modificara la Constitución, removiéndole sus disposiciones menos democráticas. La impunidad del Poder Ejecutivo y de sus ministros había causado hondo malestar en el Congreso y en 1853 se suscitaron acalorados debates sobre la forma irresponsable e inconsulta con que se manejaban los fondos públicos.

Una proposición de revisión a la Constitución fue sometida por dos miembros del Tribunado en abril de 1853, lo cual fue acogido en junio y se convocaron ambas Cámaras para reunirse como Congreso Revisor en el poblado de Guerra, en enero de 1854, al tenor de los Artículos 202 y 204 de la Constitución de 1844. Iniciados los debates, el Congreso tuvo que trasladarse a Santo Domingo, pues en Guerra no fue fácil reunir quórum por falta de facilidades. Como Presidente del Congreso Constituyente fue elegido el legislador Benigno Filomeno Rojas, uno de los líderes liberales del Cibao. Los trabajos duraron hasta el 25 de febrero, y el 27, décimo aniversario de la Independen​cia, fue solemnemente promulgada la segunda Constitución domini​cana.

La Constitución de febrero de 1854 modifico 70 artículos de la Constitución de 1844, por lo que más que una revisión fue una reestructuración bastante profunda. Todos los capítulos sufrieron cam​bios, muchos de consideración. La Comisión redactora, en su informe al pleno del Congreso Constituyente señaló la necesidad de hacer los cambios que aconsejaban diez años de experiencia en auto-gobierno, y al propio tiempo recomendó reducir los poderes del Ejecutivo y ampliar los del legislativo. Propuso también algunos cambios en el Po​der Judicial. La situación de los extranjeros sufrió alteraciones tam​bién, en el sentido de igualarlos más a los dominicanos, y para armo​nizar con los tratados internacionales recientemente suscritos con las potencias europeas.

Señalamos los puntos más importantes de esta Constitución:

El Artículo 210 fue suprimido. En lo adelante, los poderes de emergencia del Presidente de la República quedarían circunscritos a los que le fueren delegados por el Poder Legislativo.

Se creo por primera vez el cargo de Vicepresidente de la Repú​blica, para sustituir al Presidente en caso de falta temporal o absoluta de este último.

Al Poder Ejecutivo se le disminuyeron las facultades casi omnímodas que tenia bajo la Constitución anterior sobre las Fuerzas Mili​tares del país, disponiéndose que los ascensos a oficiales generales tenían que contar con la aprobación del Congreso; que correspondía a este supervigilar la Guardia Cívica (llamada en lo adelante Guardia Nacional) y que en tiempo de paz era atribución del Congreso fijar el numero de las Fuerzas Armadas.

Sin embargo al Presidente se le dio la facultad de designar a los jueces de Primera Instancia, escogidos de las listas que le sometieran las Diputaciones Provinciales, facultad que anteriormente tenía el Consejo Conservador. Para casos de emergencia nacional, tal como in​vasión extranjera o conmoción interna, el Presidente solo podía to​mar medidas extraordinarias si el Congreso no estaba reunido, pues silo estaba esas facultades sólo se las podía dar dicho Poder. Con esta disposición y la supresión del Artículo 210, quedaron muy reducidos los poderes presidenciales, en comparación con los que le daba la Constitución de 1844.

En cuanto al Congreso Nacional, sus dos Cámaras cambiaron de nombre, el Tribunado se llamaría Cámaras de Representantes y el Consejo Conservador seria sustituido por un Senado. Ambos nuevos nombres copiaron el sistema legislativo norteamericano. Pero al mis​mo tiempo se amplió el número de legisladores. La Cámara alta du​plicó sus miembros de 5 a 10, o sea con dos senadores por cada pro​vincia y la Cámara de Representantes tendría 25 miembros (a razón de cinco por Provincia) en vez de 15 como lo tenia bajo la anterior Constitución. A los cuerpos colegislativos se les ampliaron sus facul​tades. Así, además de las que ya tenían bajo la Constitución de 1844, se les dio potestad para verificar la elección del Presidente y del Vice​presidente; fijar el número de miembros de los institutos armados en tiempo de paz; aprobar o no los ascensos de los oficiales generales; movilizar la guardia nacional; y designar al Arzobispo y Obispos. Asimismo se fortaleció la inmunidad de los legisladores disponiendo que ella durara más allá del periodo de sesiones y que ningún legisla​dor pudiera ser hecho preso, salvo flagrante delito, sin el permiso de la Cámara a la cual pertenecía.

En cuanto al Poder Judicial, la nueva Constitución dispuso la supresión de las Cortes de Apelación. Se consideró una exageración los existentes grados de jurisdicción, los cuales quedaron reducidos a Alcaldes comunales, Tribunales de Primera Instancia o Consulados de Comercio y la Suprema Corte de Justicia. Quedó en manos del Sena​do la designación de los jueces de la Suprema Corte y de los tribu​nales de comercio. Los de Primera Instancia y los jueces alcaldes los nombraba el Presidente de la República. En materia de nacionalidad la nueva Constitución aportó novedades: La Constitución de 1844 no había previsto que los nacidos en el país, hijos de extranjeros, serian dominicanos. Esto implicaba que el "jus sanguinis" predominaba claramente sobre el "jus soli". El constituyente de 1854 modificó esta situación al agregar otra forma para adquirir la nacionalidad, señalando que serian dominicanos "todos los nacidos en el territorio de pa​dres extranjeros, que invocaren esta cualidad cuando lleguen a su ma​yor edad". Con ésta nueva situación, se fortaleció algo más el "jus soli", aunque continuaba predominando el de la sangre, puesto que en principio el nacido en el país de padres extranjeros seguía la nacio​nalidad de ellos, pero se le daba la opción de adquirir la nacionalidad dominicana cuando fuere mayor de edad, sin necesidad de nacionali​zarse. Este principio constitucional se mantuvo en vigor hasta la reforma del año 1865, cuando se dispuso que fuera dominicano todo el que nacía en el territorio nacional, cualquiera que fuere la nacionali​dad de sus padres. Pero hasta ese momento continuaba la preeminen​cia del "jus sanguini" sobre el "jus soli" en el Derecho Constitucional Dominicano.

También en materia de naturalización de los extranjeros la nue​va Constitución introdujo cambios, haciendo más fácil para éstos na​cionalizarse, pues eliminó los requisitos que tenía la de 1844 de ser propietarios de inmuebles por cierto valor o tener establecimiento agrícola y de haber transcurrido cierto tiempo desde su instalación en el país. En su mensaje al país con motivo de la proclamación de la Constitución el Congreso justificó dicho cambio diciendo que en tiempos de la primera Constitución se tenia temor a los extranjeros, pero que "contando hoy con un orden de cosas algo distintas y lle​gado el momento en que nuestra nacionalidad suficientemente ase​gurada puede ofrecerse sin temor de incurrir en el ridículo, la ha brindado generosamente con formalidades poco embarazosas, y con​sagrado la admisión de los miembros de las diversas congregaciones políticas a la plenitud de nuestros derechos... "

En materia de gobierno interno, ésta Constitución realizó cier​tos cambios: Las Diputaciones Provinciales tendrían 7 miembros en vez de 4, como bajo el texto anterior, y se renovarían cada 3 años en vez de cada 2. Los Jefes Superiores Políticos cambiaron de nombre, llamándose ahora Gobernadores, designados por el Ejecutivo pero de ternas sometidas por las Diputaciones. Los Ayuntamientos estarían compuestos de Corregidores y Vocales (cambio de nombre de los Síndicos y Regidores bajo la Constitución anterior), y seguirán sien​do electos por vía directa como bajo la constitución de 1844. Los Al​caldes ya no formarían partes del Municipio sino que serían únicamente jueces de simple policía dentro del Poder Judicial, pero desig​nados por el Poder Ejecutivo.

Para impedir llamamientos sediciosos, en el Capítulo de las Fuerzas Armadas se incorporó una disposición según la cual se consi​deraría como rebelión el hecho de cualquier sector militar hacer pronunciamientos o tomar deliberaciones.

El mecanismo para escoger los cargos electivos siguió igual que bajo la Constitución anterior, excepto que se duplicó el número de electores, para hacer los sufragios más representativos. Continúo el sistema de elección indirecta, vía los Colegios Electorales, de los miembros del Poder Legislativo y del Presidente y Vicepresidente de la República, y se mantuvieron los mismos requisitos para elegir y ser elegido. Por una disposición transitoria, Pedro Santana fue confirmado como Presidente de la República por dos períodos comple​tos, que terminarían en febrero de 1861.

Esos son, a grandes rasgos, los puntos más importantes de la Constitución de febrero de 1854, la cual tuvo corta vida. Santana no podía vivir con sus cánones, demasiados liberales para su tempera​mento autoritario, y le resultaba intolerable la crítica que se hacía desde el Congreso a los actos de sus ministros. En agosto de ese mis​mo año, pidió al Congreso facultades extraordinarias temporales "pa​ra promover la seguridad pública, usando de todas las medidas que juzgue necesarias siempre que las circunstancias lo exijan", lo cual le fue otorgado por votación de 18 votos a 4. Continuaron las críticas tanto en las Cámaras como en la prensa y por medio de pasquines, por lo que, según el historiador García, "indignado el General Santa​na con los ensayos de independencia hechos por algunos diputados en el último Congreso y las manifestaciones populares que con ello provocaron, se decidió a poner en planta su proyecto de reforma constitucional, con cuyo fin expidió su decreto el 25 de septiem​bre" convocando al Congreso para que se reuniera el 1ro. de no​viembre a modificar de nuevo la Constitución. La segunda de nuestras constituciones duro, pues, apenas 9 meses.

El 13 de noviembre de 1854 el Congreso se reunió como Consti​tuyente y recibió el mensaje de Santana donde exponía las razones para los cambios constitucionales que proponía. Esta vez el Liberta​dor fue directo y habló sin tapujos: Según él el país necesitaba de un gobierno "justo y paternal"; la nueva constitución ha producido "obstáculos insuperables que han trabado la marcha de los negocios" y no había más alternativa que hacer un cambio en la misma la cual no se adaptaba al país, pues era "obvio que lo que conviene para una Nación grande no puede convenir a una pequeña". Señalaba que uno de los Poderes del Estado no podía "absorber ni invadir al otro con oposiciones sistemáticas". Con esas y otras excusas, presentó al Con​greso un proyecto de reforma constitucional que creía satisfacería a todos. Pero al final de su mensaje decía que, si el proyecto era aprobado, "la época actual ocupará una brillante página en nuestra histo​ria", pero que él no asumía responsabilidad si no lo era, pues en ese caso su divisa sería "la salud del pueblo, y donde se encuentre la ex​presión de la voluntad general bien entendida, estaré con ella". Con esa amenaza tan abierta de desconocer la vigente constitución si no se promulgaba la nueva como Santana quería, el Congreso se presta a conocer el proyecto.

Reunido el Congreso como Asamblea Constituyente, Santana le sometió el proyecto del controversial tratado con los Estados Uni​dos. Discutido este tratado, el Congreso le encontró algunos pun​tos inaceptables y lo devolvió al Ejecutivo, dedicándose entonces a conocer del proyecto de nueva Constitución. Al estudiar los debates de las sesiones de noviembre y diciembre de 1854 en el Congreso, se evidencia un marcado temor de contrariar al Presidente Santana. Únicamente dos o tres diputados expresaron reservas sobre puntos de fondo, limitándose las sesiones a cuestiones de forma y de redacción. El 16 de diciembre terminaron los debates y la Constitución fue pro​mulgada el día 23.

Esta Constitución, la tercera de la República, tiene gran impor​tancia, porque su contenido centralizante y dictatorial la hizo la fa​vorita de los conservadores que deseaban un texto que les diera manos libre a los hombres fuertes, y en consecuencia, fue rechazada por los grupos liberales. Esta Constitución estuvo en vigor en tres ocasiones, y en cada caso lo fue para dar sostén jurídico a gobiernos de facto y con tendencias totalitarias.

La idea de constitucionalidad estaba ya bien arraigada en el país y a ningún Presidente se le ocurrió gobernar sin una Constitución. Gobernaban violando sus preceptos, pero necesitaban invocarlos pa​ra gobernar. Cuando la situación política amenazaba salirse de las ma​nos, forzaban al Congreso a dictar medidas excepcionales, para justi​ficar sus arbitrariedades. En la Constitución de 1844, lo fue el Art. 210; en la Revisión de diciembre de 1854, lo fue el párrafo 22 del Artículo 35.

Esta Constitución aportó una innovación en cuanto al derecho de los dominicanos sobre su territorio, al declarar que los límites del mis​mo serían los establecidos por el Tratado de Aranjuez de 1795 entre España y Francia. Las dos constituciones anteriores no mencionaron éste Tratado, sino que se limitaron a señalar que los límites de la Repú​blica eran los que la dividían de la antigua parte francesa de 1793.

La Constitución de diciembre de 1854 introdujo importantes novedades, tendientes casi todas a aumentar los poderes del Ejecuti​vo, en detrimento de los otros dos.

Quedó eliminado el sistema bicameral existente hasta entonces. Los poderes de legislación quedaron a cargo de un organismo único llamado Senado Consultor, compuesto de tan sólo 7 miembros, de los cuales dos representarían a la provincia de Santo Domingo, dos a la de Santiago, quedando las otras tres provincias, La Vega, Azua y El Seybo, representadas por un sólo Senador. A eso quedó reducido el Poder Legislativo del país, pues la Constitución abolió las Diputacio​nes Provinciales.

El Senado Consultor tenía tres tipos de funciones: legislativas, judiciales y consultoras, pero las que debían ser las más importantes, las legislativas, quedaron seriamente afectadas al disponerse que si una ley dictada por el Senado Consultor era observada por el Poder Ejecutivo, debía llevarse entonces a consultar entre ambos poderes hasta llegar a un acuerdo. Es decir, que si el Presidente y el Senado no se avenían a alguna transacción sobre un proyecto de ley aproba​do por este último, quedaba desechado. Esto destruía la supremacía tradicional del Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, pues éste último podía siempre oponerse a promulgar una ley dictada por aquel, y no aceptar ninguna transacción, con lo que la disposición quedaba recha​zada definitivamente. Dentro de esas limitaciones, los poderes del Senado eran parecidos a los que tenían los dos antiguos cuerpos co​legisladores en las Constituciones anteriores. Se adicionaron la facul​tad de "ilustrar con su opinión al Gobierno en todos los casos de interés y orden público y generalmente en todos los negocios en que el Poder Ejecutivo lo solicite". Esta última disposición aclara realmente cuales fueron las funciones del Senado bajo ésta Constitución, que no paso de ser un organismo secundario, sometido al Ejecutivo, sin cuya anuencia sus poderes poco valían, y que se utilizarían más bien para dar opiniones al Presidente, cuando éste lo tuviera a bien. Entre las pocas nuevas funciones del Senado en esta Constitución, estuvo la de "conceder premios y recompensas particulares a los que hayan hecho eminentes servicios a la Patria, y a los que se distingan por su civis​mo". Primera de las muchas disposiciones constitucionales que los dictadores dominicanos se han dado para otorgarse pomposos títulos, medallas y ventajas económicas.

En cuanto al Poder Ejecutivo, verdadero Dictador Constitucio​nal, su período de ejercicio fue extendido de 4 a 6 años, pero se man​tuvo vigente la prohibición de reelección inmediata. Se conservó el cargo de Vicepresidente, pero estableciéndose que en caso de falta definitiva del Presidente, este sólo tenía poderes para convocar a los Colegios Electorales para que designaran un sucesor del Presidente, con lo que el Vicepresidente venía sólo a ejercer el Poder Ejecutivo durante el corto período de proceso electoral.

Los poderes del Presidente de la República fueron los mismos que tenía bajo la Constitución anterior, con la importante agregación de un párrafo, que rememora el célebre Artículo 210 de la Constitución de San Cristóbal. Mediante ésta nueva facultad, el Presidente "en los casos de conmoción interior a mano armada, en los de rebelión o invasión enemiga, y cuando sea informado de que hay algún proyecto contra la seguridad del Estado, si la defensa de éste y la garantía de la sociedad lo exigiere, podrá tomar todas aquellas medidas que crea indispensables para la conservación de la República, suspendiéndolas inmediatamente que cese la necesidad que las motivó, de​biendo dar al Poder Legislativo una relación circunstanciada de las medidas preventivas que se hayan tornado; "las autoridades que pro​cedan a la ejecución de ellas, serían responsables de los abusos que cometieren". Como se habrá observado, el Ejecutivo tendría carta abierta para tomar medidas de todo género, no sólo en caso de real peligro de conmoción o invasión, sino también por la sola sospecha de que pudiera haber algún hecho que comprometa la seguridad del Estado, y quedaba a su juicio cuando poner término a esas medidas de excepción. Además, no tenía que obtener permiso del Legislativo sino sólo informarle de ello después de haber tomado las medidas. Finalmente el Presidente mismo estaba libre de responsabilidades, re​cayendo éstas sobre quienes ejecutaran abusivamente las medidas ex​traordinarias dictadas por él. Fue, pues, una concesión total de liber​tad de acción al Presidente, con la más absoluta carencia de responsa​bilidad. A nuestro juicio, se fue más lejos que bajo el Artículo 210 de la Constitución de 1844, pues en aquel texto los poderes omnímodos del Presidente durarían solamente mientras el país estuviera en guerra con Haití, pero bajo el nuevo texto, ni siquiera había una limitación de ese género.

En cuanto al Poder Judicial, la Constitución que estudiamos hi​zo ciertos cambios de poca monta. La Suprema Corte quedó con po​deres parecidos a los que tenía bajo la Constitución anterior. Conti​nuaron suprimidas las Cortes de Apelación. Se previó la existencia de tan sólo dos Juzgados de Primera Instancia, uno en Santo Domingo y otro en Santiago, con sendos Tribunales de Comercio en esas dos ciudades. La Constitución dejó abierta la posibilidad de que por ley se crearan otros tribunales. Los jueces de la Suprema Corte eran de​signados por el Senado, mientras que el Poder Ejecutivo designaba los demás, escogiéndolos de listas que le sometían los colegios electora​les. Los delitos militares continuaban sujetos a la jurisdicción especial de los Consejos de Guerra.

Como se dijo, otro cambio importante introducido por la Constitución de diciembre de 1854 fue eliminar las Diputaciones Provincia​les. Las cinco provincias en que estaba dividida la República serían regi​das únicamente por los Gobernadores Provinciales, designados por el Poder Ejecutivo. El único cambio a nivel municipal fue el de sustituir el nombre de los Corregidores por el de Presidentes de los Ayuntamientos.

En el capítulo dedicado a los derechos del ciudadano se hicieron algunos cambios, todos en detrimento de las libertades públicas. Los derechos de asociación y de reunión, que en las constituciones ante​riores habían sido absolutos, podían en el nuevo texto ser regulados por la ley. El derecho de dirigir peticiones a las autoridades quedó prácticamente eliminado, pues se exigió que dichas peticiones fueran firmadas y que los primeros cinco firmantes fueran solidariamente responsables de la veracidad de lo denunciado.

En el capítulo dedicado a nacionalidad y ciudadanía se agrega​ron algunas disposiciones nuevas. Además de los otros casos en que se era dominicano se agregó que lo serían los "nacidos en el territorio de la República de padres dominicanos". Las Constituciones anterio​res señalaban los casos en que se podían suspender o perder los dere​chos ciudadanos, pero en ésta nueva Constitución, esos casos se deja​ron a la ley adjetiva, con lo cual se dio apertura a la posibilidad de que el Senado dictara decretos arrebatando la nacionalidad a algunos dominicanos por razones de tipo político.

Frente a tantas nuevas disposiciones de índole totalitaria en la Constitución de diciembre de 1854, nos sorprende una en la cual leemos, en el capítulo dedicado al territorio, el Artículo 3 que empie​za diciendo "El territorio de la República es y será inalienable. Ningún poder ni autoridad podrá enajenar el todo o parte alguna de él en favor de ninguna otra potencia". Desconcierta esta disposición en una Constitución impuesta prácticamente por Pedro Santana, quien 6 años después entregara gratuitamente el país a España. La explicación aparece cuando conocemos la situación internacional que sufría el país en esos momentos. Se recordará que Santana estaba muy in​clinado a dar, mediante un tratado, concesiones territoriales a los Es​tados Unidos, lo cual tenía la oposición acérrima de Inglaterra y Francia. Los Cónsules de esas dos potencias amenazaron a Santana con represalias si el Tratado dominico-americano otorgaba derechos a éstos sobre alguna parte del territorio nacional. Santana claudicó ante esas amenazas y los cónsules obtuvieron de él la garantía, consti​tucionalmente establecida, de que ninguna nación obtendría dere​chos sobre el suelo dominicano. Lo curioso y triste de esto es que ese texto constitucional fue el que estuvo luego vigente cuando la República fue entregada a España. 

Bajo la égida de la Constitución de diciembre de 1854, la Repú​blica vivió una dictadura. Hubo poco movimiento legislativo y conta​das diferencias entre el Senado y el Presidente Santana, quien incluso solicitó y obtuvo de ese cuerpo el usufructo gratuito por 50 años de la Isla Saona, para sí y sus sucesores. Las pocas veces que las leyes dictadas por el Senado fueron observadas por el Ejecutivo, se producían sesiones secretas entre los Senadores y Ministros del Gabinete, a las cuales llamaban "reuniones de Poderes" y la ley era promulgada tal como la quería Santana. Los pocos debates serios los promovía el Senador santiagués Benigno Filomeno Rojas, pero sus recomendacio​nes o críticas eran rechazadas por el Senado, hasta que renunció en frustración en junio de 1855. Después de esto, hubo casi total armonía entre los Poderes Legislativos y Ejecutivo.

Las Comisiones Militares actuaron bajo las disposiciones del Código de Justicia Militar, pero sin cumplir con los requisitos legales, y muchos enemigos de Santana fueron juzgados, condenados y fusila​dos sin juicio, derecho de defensa o posibilidad de recursos, como el caso del General Antonio Duvergé y sus dos hijos en abril de 1855.

Santana gobernó personalmente hasta mayo de 1856 y luego Manuel de Regla Mota ocupó la Presidencia, pero bajo la tutela de Santana. Tras una crisis política, fueron amnistiados los exiliados, re​gresando al país Buenaventura Báez, el Presidente renunció y los co​legios electorales, convocados para sustituir a Regla Mota, eligieron a Báez Presidente de la República por segunda vez, con 64 votos a su favor y 46 en contra. Este gobierno de Báez dura hasta que él provo​có una crisis económica en el Cibao y se produce la revolución del 7 de julio de 1857 que condujo al país a la guerra civil y a cambios constitucionales de trascendencia.

La Constitución de Moca

Las bases económicas sobre las cuales se asentaba la República habían sufrido, en términos generales, pocos cambios desde la Inde​pendencia. El país seguía siendo extremadamente pobre, despoblado, exportador en pequeña escala de algunos productos, con una hacien​da en perpetuo déficit y su moneda en creciente devaluación. Sin em​bargo, en el Cibao la economía si había cambiado marcadamente, de​bido en gran parte al incremento de la producción y exportación del tabaco. Empezando en el siglo XVIII y aumentando durante la época haitiana, la región cibaeña había aumentado gradualmente las siem​bras de tabaco, a un ritmo tal, que en 1855 era cuatro veces más que en 1839. Esto implicó un profundo cambio para ésta región, la única en el país que prosperaba y donde la riqueza estaba mejor distribuida, ya que la producción tabacalera se realizaba a través de un complejo proceso en el cual intervenían muchas personas, y las siembras se hacían generalmente en pequeños fundos familiares. Durante la Primera República, en el Cibao, "nuevas tierras fueron incorporadas a la producción, nuevos mercados se abrieron y nuevas generaciones encon​traron su actividad principal en el cultivo del tabaco".

El país, no obstante, seguía siendo gobernado por los hateros del Este y por los cortadores de madera del Sur y el mentor de este último grupo, Buenaventura Báez, en su segunda presidencia, arruinó a los tabaqueros cibaeños con emisiones de papel moneda que los despojaron de la moneda fuerte que tenían y se les obligó a recibir la papeleta nacional sin valor intrínseco alguno. La crisis económica provocada por esos manejos desemboco en la revolución de julio de 1857, que ha sido denominada, con cierta razón, como la primera revolución "de principios" habida en el país. Podría decirse también que dicha revolución tuvo profundas motivaciones económicas y re​gionalistas, como ninguna otra en el siglo XIX en Santo Domingo. El deseo de la naciente burguesía cibaeña era que la República fuera go​bernada con criterios que favorecieran sus intereses y que el Estado tuviera como armazón ideológico y político una Constitución liberal, donde se permitiera cierta autonomía regional y donde la decisión fi​nal en asuntos trascendentales estuviera en manos de un Poder Legis​lativo realmente representativo. Los hombres de la Revolución de julio de 1857 fueron los más cultos liberales con que contaba el Ci​bao, agrupados alrededor de Benigno Filomeno de Rojas, Ulises Fran​cisco Espaillat y Pedro F. Bono y tenían el apoyo de los tabaqueros, comerciantes y exportadores de esa región. Por eso, cuando dichos grupos se decidieron enmarcar su ascenso al poder en un documento institucional, aportaron al mismo los principios fundamentales del ca​pitalismo y de la democracia representativa de aquella época. Sin em​bargo, buscando ejemplo no miraron hacia Francia como en los ca​sos anteriores, puesto que en ese momento éste último país había retro​cedido políticamente al renacer en ella la monarquía absoluta de Napoleón III, sino que los liberales encontraron sus modelos políticos en el federalismo norteamericano que a su vez tiene sus raíces en el parlamentarismo británico, y de ambos sistemas políticos quedó im​pregnada la Constitución promulgada en Moca en 1858.

La Revolución de julio de 1857 proclamada en Santiago se extendió a toda la República y a las pocas semanas sólo Santo Domingo y Samaná continuaban en poder del Gobierno de Báez, mientras que en Santiago se constituyó un Gobierno Provisional compuesto de quince miembros, bajo la presidencia de José Desiderio Valverde, una de cuyas primeras medidas fue convocar a los dominicanos para elegir a los miembros de una Asamblea Constituyente. Esta elección, que se llevó a cabo el 26 de octubre, escogió a 48 diputados constituyen​tes de 28 comunes. Los electores fueron los ciudadanos varones ma​yores de 21 años, que no estuvieren encausados por crímenes o deli​tos o cumpliendo condena. Quedaron excluidos todos los que no tu​vieran empleo, profesión, oficio o modo de vivir conocido. Sin em​bargo, el requisito de ser dueño de bienes inmuebles, que se exigió para elegir a los constituyentes de 1844, no fue requerido en 1857, con lo que se logró un avance hacia la meta del derecho a votar sin trabas de orden económico. Como Santo Domingo, Higuey y Samaná estaban aun en poder de los baecistas y las comunes de Bánica, Hin​cha, San Miguel, San Rafael y Las Caobas continuaban bajo dominio haitiano, en ellas no se pudieron celebrar las elecciones para los Cons​tituyentes, por lo que cuando los diputados se reunieron, por decreto del gobierno provisional de Santiago, escogieron a los diputados de esas comunes. El Decreto de Convocatoria señaló los requisitos para ser Diputados a la Constituyente, que eran tener por lo menos 25 años, ser propietario de bienes inmuebles urbanos o rurales, ejercer alguna profesión, arte u oficio, saber leer y escribir y estar domicilia​do en la Provincia que iba a representar. Finalmente la convocatoria señaló que los Diputados elegidos bebían reunirse en "Soberano Con​greso Constituyente" en la Villa de Moca, el primero de diciembre de 1857. Moca vino a ser, para la Constitución de 1858, lo que San Cristóbal fue para la de 1844, es decir, fue escogida como sede por ser la ciudad más cercana al asiento del gobierno nacional, habida cuenta de que el Gobierno Provisional estaba ahora instalado en Santiago de los Caballeros.

La Constituyente

Fue el 9 de diciembre y no el día 1ro. cuando hubo suficiente quórum para la instalación de la Constituyente de Moca, pues el estado de guerra civil en que vivía el país hizo difícil a los diputados llegar para la fecha designada.

Hagamos notar que entre los Diputados Constituyentes estaban dos de los que redactaron la Constitución de 1844, Juan Reynoso y Casimiro Cordero, ambos representantes de La Vega. Se destacan importantes figuras civilistas como Benigno Filomeno de Rojas, Julián Belisario Curiel, Ulises Francisco Espaillat, Pedro Francisco Bonó, Cristóbal José de Moya y su hijo Dionisio Valerio de Moya; los febre​ristas Vicente Celestino Duarte (hermano del Padre de la Patria), Wenceslao de la Concha, Pedro Pablo Bonilla y Silvano Pujols; así co​mo los jóvenes Fernando Arturo de Meriño y Gregorio Rivas, ambos de 24 años.

El Gobierno Provisional pidió a la Constituyente que se ocupara de asuntos legislativos, además de redactar la nueva Constitución, y dicha Asamblea dedicó sus primeras reuniones a ratificar las medidas más importantes tomadas por el Gobierno Provisional. Al principio la Constituyente tuvo algunos choques con el Jefe del Ejercito del Go​bierno Provisional, quien era nada menos que el Libertador Pedro Santana (quien había regresado de su exilio y fue encargado por los revolucionarios de dirigir el sitio contra Báez en Santo Domingo), pues algunos de los diputados a la Constituyente tuvieron problemas con Santana quien los retuvo confinados en sus pueblos, por lo que el Gobierno Provisional tuvo que imponérsele a Santana para que los dejara llegar a Moca. Entre las principales leyes dictadas por la Cons​tituyente estuvieron la que desconocía las emisiones de vales hechas por el Gobierno de Báez, la que reemplazo los billetes de banco hasta entonces en circulación, la que puso en vigor la Ley de Ayuntamien​tos de 1847 y la Ley Orgánica de los Tribunales de 1857. Algunas de esas disposiciones las dictó la Constituyente después de haber pro​mulgado la Constitución (pues se mantuvo como órgano legislativo hasta que hubiera el Congreso escogido bajo los términos de la mis​ma) incluyendo una nueva Ley Electoral, la de División Territorial de la República, una sobre el Régimen Interior y otra sobre Consolidación de las Deudas Nacionales.

Benigno Filomeno de Rojas fue elegido Presidente del Congreso Constituyente en su primera sesión, pero no fue hasta el día 18 cuan​do se empezó a trabajar en la Constitución. Lo primero que se hizo fue designar dos comisiones para preparar "un proyecto de bases de la Constitución". A los pocos días se suscitó un debate sobre si el país debía organizarse en forma de República Federal o en forma Unitaria como hasta entonces. Por voto de 25 a 4 se optó por el siste​ma unitario de gobierno, aunque, como veremos, en el 'texto de la Constitución aparecen ciertas características del sistema federal. A fi​nes de enero se elaboró un reglamento interno del Congreso Consti​tuyente y se conocieron las bases presentadas por las comisiones, de lo cual surgió un proyecto oficial para la nueva Constitución que fue presentado al seno de la Constituyente el 23 de enero de 1858. En esa misma sesión fueron leídos otros anteproyectos presentados por constituyentes en forma individual o colectiva. Uno de los antepro​yectos, auspiciado por Rojas, Limardo y Pujols capto la simpatía inmediata del Congreso, siendo desechados los otros, inclusive el elaborado por las Comisiones. El llamado proyecto Rojas fue entonces objeto de tres lecturas y discusiones, artículo por artículo, lo que to​mó todo el mes de enero y hasta el 18 de febrero. El día 19 se firmó y promulgó oficialmente la Constitución de Moca.

Creemos importante señalar los puntos más interesantes de los debates producidos en ésta Constituyente, una de las más democráticas que ha tenido el país y donde en ningún momento los diputados fueron sometidos a presiones de ningún tipo, pues los portavoces de la Constituyente tenían las mismas ideas políticas que los miembros del Gobierno Provisional, los Cónsules extranjeros que podían influir como lo hizo St. Denis en 1844 estaban encerrados dentro de las murallas de la sitiada ciudad de Santo Domingo, y Pedro Santana, el hos​tigador de 1844, estaba demasiado ocupado dirigiendo dicho sitio pa​ra darle, por el momento, importancia a la Constitución que se pre​paraba.

Uno de los puntos más discutidos fue sobre como dividir el país. Algunos diputados querían continuar bajo el sistema existente hasta entonces de cinco provincias, mientras que otros querían dividirlo en regiones semi-autónomas, de acuerdo a la división natural del país. Rojas opinaba que la República tenía tres regiones bien diferenciadas topográficamente y con características propias bien definidas: La Planicie del Este; los Valles del Sur (Ozama, Constanza y San Juan) y la llanura de La Vega Real. Proponía que cada una de ellas constitu​yera un Departamento con cierta autonomía, parecida a la que dis​frutaban los Estados en los regimenes federales. Las explicaciones de Rojas fueron convincentes y se adoptó su proposición.

Otro punto de gran importancia fue la localización de la Capital de la República. Algunos diputados propusieron que se designara una capital provisional en el Cibao, hasta que terminara el sitio de Santo Domingo. Un segundo grupo quería que Santiago fuese la capital de​finitiva y otros proponían que se edificara una capital nueva, tal co​mo habían hecho los norteamericanos cuando crearon la ciudad de Washington, sugiriéndose levantarla en la sección Angelina en la Co​mún de Cotuí, en el centro geográfico del país y a mitad de camino entre Santo Domingo y Santiago. Tras prolongados debates, el punto se llevo a votación el 3 de febrero de 1858, sacando La Vega la mayoría con 17 votos, Santiago en segundo lugar con 9, Cotuí 6, Santo Domingo 5, y Moca, Angelina, Azua y Samaná un voto cada una. Pe​ro como ninguna obtuvo mayoría absoluta, se realizó una segunda votación entre las dos ciudades que habían sacado más votos, resul​tando entonces escogida Santiago con 25 contra 17 por La Vega. Así se le dio a la República una nueva capital, quitándole a Santo Domin​go su posición tres veces centenaria, lo cual produjo no poco disgusto entre los capitaleños y ese paso fue sumamente criticado y fue uno de los justificantes para pocos meses después abolir la Constitución.

Otro debate interesante verso sobre cuantos grados de jurisdicción debía tener el sistema judicial. Unos diputados querían estable​cer el doble grado, con Tribunales de Primera Instancia y Cortes de Apelación para conocer del fondo de los litigios, dejando a la Supre​ma Corte con meras funciones de casación sin envió; mientras que otro grupo prefería el sistema de tres grados de jurisdicción ordinaria, ocupando la Suprema Corte el tercer grado, conociendo también el fondo.

Las libertades públicas y los derechos de los ciudadanos fueron objeto de otros debates, poniendo los diputados ejemplos de los prin​cipios que regían en otros países y señalando las cortapisas que hasta ahora habían tenido los dominicanos en el ejercicio de los mismos, por deficiencias de las constituciones y gobiernos anteriores.

Otro punto que causó acaloradas discusiones fue si se debía au​torizar o no al Gobierno a emitir papel moneda. La experiencia de años recientes había creado mucha oposición a darle derecho al Esta​do a emitir papeletas sin respaldo, y algunos diputados llegaron a pe​dir que debía eliminarse la moneda nacional y usarse solamente las monedas estables de oro y plata de otras naciones. Wenceslao de la Concha, violento opositor al derecho del Estado a emitir papel moneda, llamó a éste "la lepra devoradora de nuestro país". El Padre Dionisio de Moya dijo que "le tenía más miedo a la emisión de papel moneda que a una invasión de los haitianos" y que "la causa de la guerra civil que está destruyendo a los dominicanos proviene de la enorme omisión del señor Báez y además que ella no hace más que abrir las puertas al robo, como se han hecho tantos.

La Paradoja de San Cristóbal

A pesar de las limitaciones democráticas de la Consti​tuyente de San Cristóbal, especialmente la exclusión del voto universal, se puede asegurar que el modelo de la pri​mera constituyente dominicana estuvo en sintonía con las aspiraciones liberales y republicanas del pueblo dominica​no de mitad del siglo XIX.

Lo que resulta a simple vista incomprensible es el he​cho de que los constituyentes de San Cristóbal luego de ser actores de un método democrático para aprobar la Constitución, aprobaran un método aristocrático para su reforma.

Efectivamente, en el Artículo 202 de la primera Constitución dominicana se establece que sólo el Tribunado (Cá​mara de Diputados), compuesto en ese entonces por 15 representantes a razón de tres (3) por provincia, podía pro​poner la reforma de la Constitución al pleno del Congreso, el cual lo completaba el Consejo Conservador (Senado), integrado por cinco (5) representantes, a razón de uno (1) por provincia. Por que los constituyentes de San Cristóbal no aproba​ron, para reformar la Constitución, el mismo método usado para su elaboración?.

La respuesta es, por una excesiva confianza en las vir​tudes del Cuerpo Legislativo. Efectivamente, la Comisión que designo el Congreso Constituyente para elaborar un proyecto de Constitución, compuesta por los diputados cons​tituyentes Vicente Mancebo y Buenaventura Báez (Azua), Manuel Maria Valencia (Santo Domingo), Andrés Roson (Banff), y Julián de Aponte (Seibo), al entregar su informe al plenario, señalaron sobre este aspecto lo siguiente:

"...si como llevamos dicho, los pueblos confían el encargo de representarlos en el Cuerpo Legislativo a hombres dig​nos de esa misión, y estos son los que están llamados a pro​poner y efectuar la revisión, ninguna inquietud puede te​nerse de que se muden por capricho aquellas instituciones que aun cuando no produzcan de una vez el bien que encie​rran, ningún grave perjuicio causen a la sociedad".

Los constituyentes del 1844 esperaban representantes "dignos de su misión", y de que no se iban a mudar "por capricho" las instituciones. Sin embargo, la experiencia dice todo lo contrario, sobre todo en determinados periodos históricos, donde los legisladores y otros funcionarios elegi​dos más que representantes que deben rendir cuentas a sus electores, se han considerado propietarios de los destinos del país.

La buena fe de los constituyentes de San Cristóbal no elimina su incongruencia, pues, perfectamente pudieron establecer el mismo mecanismo de reforma del Congreso Constituyente que, en el fondo, es también un Cuerpo Legislativo representativo, como el Congreso Legislativo, solo que transitorio, no permanente y con más poder, además de tener una función especifica.

La referida incongruencia hay que buscarla en concep​ciones políticas conservadoras, y probablemente en la contaminación que empezó a rodear al Congreso Constituyen​te desde el 17 de octubre cuando la Junta Gubernativa, encabezada por Pedro Santana, empezó a presionar en di​ferentes direcciones a los constituyentes, lo cual afecto la riqueza y la libertad del debate de los temas pendientes.

Lo que he calificado de paradoja no fue, sin embargo, un comportamiento exclusivo de los constituyentes de San Cristóbal; se volvió a repetir con los constituyentes de 1858, 1866, 1874, entre otros.

La Constitución

Los rasgos más sobresalientes del texto constitucional de 1858 son los siguientes:

La descentralización administrativa: La República fue dividida primeramente en tres Departamentos: Seybo, Ozama y Cibao, dirigi​dos cada uno por un Gobernador designado por el Poder Ejecutivo, pero en los que habría sendas Juntas Departamentales, compuestas por un Diputado por cada una de las comunes que componían el De​partamento, elegidos por voto directo. Estas Juntas tenían funciones legislativas parecidas a las Diputaciones Provinciales creadas por la Constitución de 1844, pero además les correspondía elegir a los dos Senadores que representarían el Departamento en el Senado de la República. Este concepto del Departamento con funciones no solo legislativas sino también electoras de los Senadores, es una copia de lo dispuesto por la Constitución de los Estados Unidos para escoger los senadores federales. Los Departamentos se dividieron en cinco provincias y estas a su vez en comunes.

El sufragio directo: Se previó que serian elegidos por voto direc​to el Presidente y el Vicepresidente de la República, los miembros de la Cámara de Representantes, los Diputados Departamentales y los Síndicos y Regidores de los Ayuntamientos. Se recordará que bajo las constituciones anteriores, sólo a nivel municipal había elección directa de funcionarios, pues los demás eran escogidos por los Cole​gios Electorales, que lo eran a su vez por voto directo. Fue, pues, en la Constitución de Moca la primera vez que se dispuso elecciones pre​sidenciales directas en la República. La Constitución señaló que el sufragio seria "universal", pero en realidad para tener derecho al voto era necesario poseer una de estas cualidades: a) ser propietario de bienes raíces, o arrendatario de alguna finca rural en actividad de cultivo; b) ser empleado público u oficial militar; c) profesar alguna ciencia o arte, o ejercer algún oficio o industria sujeta a patente. Co​mo se observada, se estaba aun bastante lejos de que la universalidad de los ciudadanos pudieren votar.

Los derechos ciudadanos: La Constitución de 1858 hizo desapa​recer las cortapisas puestas por la de diciembre de 1854 a los dere​chos del hombre, volviéndose al régimen de libertades de las dos pri​meras constituciones. Además se afianzaron aun más los derechos tra​dicionales, como por ejemplo, se dispuso que nunca pudiera imponer​se pena de muerte en castigo de delitos políticos. Se consagró la más absoluta igualdad entre todos los que habitaran la República, aclarándose que los extranjeros estaban tan sujetos a nuestras leyes y au​toridades como los dominicanos.

Del gobierno nacional: Fue afianzada la primacía del Poder Le​gislativo sobre el Ejecutivo, volviéndose al sistema bajo el cual el Pre​sidente estaba obligado a promulgar una ley que él hubiere observado si el Congreso rechazaba esas observaciones. Asimismo, se restringie​ron algunas facultades presidenciales, las cuales fueron puestas a car​go del Poder Legislativo. Entre ellas, quedaron a cargo del Senado los ascensos de los oficiales militares de Teniente Coronel para arriba. La Cámara de Representantes quedó compuesta de un Diputado por ca​da Común; y el Senado, de dos Senadores por Departamento; lo que implicó que habría 28 Diputados y seis Senadores, con mucho más representatividad que bajo las anteriores Constituciones y una gran diferencia con la conservadora de diciembre de 1854 que estableció, como se ha visto, un sólo cuerpo legislativo con sólo siete miembros.

La Justicia: El cambio más importante aportado por la Consti​tución de Moca en éste ramo fue el establecimiento de únicamente dos instancias en los litigios y juicios, estableciéndose las Cortes de Apelación como tribunal de alzada para todos los asuntos civiles y penales, quedando la Suprema Corte de Justicia encargada de revisar las sentencias en materia ordinaria en casos de violación a la ley y con la finalidad de mantener la uniformidad de la jurisprudencia nacional. La Suprema Corte dejo de ser un tercer grado de jurisdicción para convertirse, en su aspecto jurisdiccional, en corte de casación al estilo francés. A la Suprema se le conservaron ciertos otros atributos no ju​diciales. Todos los jueces de la República eran elegidos por el Senado de los candidatos que le presentaba la Cámara de Representantes. Por una disposición transitoria, la Constitución mantuvo en sus cargos a todos los jueces de los Tribunales de la República, hasta que el con​greso los confirmare o sustituyera.

Hacienda Pública: Tratando de liberar a la República de futuros descalabros económicos, la Constitución de Moca prohibió terminan​temente que el Estado pudiera emitir papel moneda. Asimismo prohibió que se mantuvieran fondos públicos fuera de las arcas nacionales, para que no se repitiera lo que hizo Báez en 1853 cuando deposito dinero fuerte del gobierno en Saint Thomas.

Cambio en el preámbulo de la Constitución: En los textos de 1844 y febrero de 1854, se empezaba con la frase: "Los Diputados de los pueblos de la antigua parte Española de la Isla de Santo Do​mingo, reunidos...etc.". Los Constituyentes de 1858, creyendo ya afianzada la nacionalidad tras 14 años de independencia, modificaron esa parte del preámbulo diciendo: "Nosotros, los Representantes del Pueblo Dominicano, reunidos,... etc." Asimismo, al describir el terri​torio, las primeras constituciones lo llamaban "la parte española de la Isla de Santo Domingo". El texto de 1858 decía que el territorio de la República comprendía todo "lo que antes se llamaba parte española de la Isla de Santo Domingo".

Los puntos citados, fueron las innovaciones más sobresalientes de la Constitución de Moca de 1858. Estructuralmente, no varió casi nada la secuencia de capítulos y sesiones. Los aspectos que no hemos señalado aquí es porque no hubo en ellos cambio alguno, o si los hu​bo fueron de poca sustancia.

Como disposición transitoria, la Constitución señaló que el Pri​mer Presidente y el Primer Vicepresidente de la República que gobernarían el país después de su promulgación, no serían elegidos por voto directo como la misma Constitución había previsto, sino escogidos por la Asamblea Constituyente y, en efecto, el primero de marzo de 1858 ella confirmó a José Desiderio Valverde como Presidente de la República por 38 votos contra 4 y escogió a Benigno Filomeno de Rojas como Vicepresidente, por 33 votos contra 11.

Vigencia

La Constitución de Moca estuvo poco tiempo en vigor. Su promulgación se produjo el 19 de febrero de 1858, cuando todavía Bue​naventura Báez seguía sitiado en la capital rodeado por Santana y sus tropas. Báez capituló el 12 de junio y Santana quedó como árbitro de la situación. Un mes después se produjo en las provincias del sur un movimiento revolucionario contrario al gobierno de Santiago que llevó a Santana a ocupar de nuevo la Presidencia. El 27 de septiembre de 1858 Santana decretó abolida la Constitución de Moca y puso en vigencia su texto favorito, la del 16 de diciembre de 1854.

La Constitución liberal de los cibaeños apenas tuvo 6 meses de vigencia, y no en todo el país, pues desde junio la habían desconoci​do las provincias del sur, por lo que los organismos creados por ella, Congreso, Juntas Departamentales y Ayuntamientos elegidos por vo​to directo no llegaron a funcionar.

Quedó frustrado así el primer intento de gobernar al país bajo una Constitución verdaderamente democrática, volviéndose a la dic​tadura constitucional encarnada en Pedro Santana y su Constitución de diciembre de 1854.

Pero la Constitución de Moca no pudo ser borrada del todo. Quedo como modelo, como aspiración de los grupos liberales, que la enarbolaban como consigna. Su texto fue luego puesto en vigor, con ciertas modificaciones, en 1865 al recuperar la República su soberanía tras la guerra de la Restauración.

El Poder Legislativo

Estuvo compuesto de dos Cámaras llamadas, Tribunado y Consejo Conservador, nombres que recuerdan las existentes en la Francia de Napoleón I. Los miembros de ambas Cámaras eran elegidos por vía indirecta, cada seis años, por los electores de cada Provincia. Los miembros del Consejo Conservador duraban todo el período por el cual fueron elegidos, pero los del Tribunado eran renovados cada dos años por tercios. El Tribunado estaba compuesto de 15 miembros, a razón de tres por cada provincia, mientras que el Consejo Conservador tenía sólo cinco miembros, a razón de uno por provincia; notándose que no había elección proporcional a los habi​tantes sino por división política. 

Cada Cámara por separado tenía otras facultades que no eran legislativas: El Tribunado era quien presentaba al Congreso Conserva​dor los candidatos a jueces, escogidos de listas presentadas por los Colegios Electorales y quien también acusaba ante el Consejo Conser​vador al Presidente y a los Secretarios de Estado por violación a la Constitución y a las leyes. El Consejo Conservador, a su vez, tenía el poder de juzgar y destituir al Presidente, a los Secretarios de Estado y los miembros del Poder Judicial, elegir a los jueces de todos los tribunales de las listas que le enviaba el Tribunado y dirimir los conflictos surgidos entre las Comunes y los poderes del Estado. 

El Poder Ejecutivo

La Constitución estableció que las funciones ejecutivas del Go​bierno estaban en manos del Presidente de la República y de los Secretarios de Estado. El Presidente sería elegido cada cuatro años y no podía ser reelegido sino después de haber transcurrido un periodo completo. 

Las personas con capaci​dad de votar debían elegir, en cada Común, a los Electores, quienes a su vez escogían cada uno dos candidatos a la Presidencia, uno de los cuales debía ser domiciliado en la Provincia del Elector y el otro en cualquier sitio del país. Los votos de los Electores de cada Provincia debían enviarse en sobres cerrados al Presidente del Congreso para que este los abriera y contara los que cada candidato recibía. 

Las funciones del Presidente de la República estuvieron consig​nadas en el Artículo 102 y las más importantes eran: 
a) Promulgar las leyes que le sometía el Congreso u observarlas si lo creía conveniente, pero con la obligación de promulgar la ley vetada si el Congreso insistía en ello; 
b) Designar a los Secretarios de Estado y todos los demás, funcionarios y empleados públicos cuyo nombramiento no estuviera a cargo de otro poder; 
c) Mandar las fuerzas de mar y tierra y designar sus oficiales; 
d) Convocar el Congreso Extraordinariamente y por motivos graves.

El Poder judicial

La Constitución dedicó un capítulo corto al tercer poder del Estado, el Judicial, pues se preveía la promulgación de una ley de organización judicial que daría la estructura jurídica al Estado Domi​nicano.

Según la Constitución, los Tribunales eran las únicas entidades con potestad de aplicar la justicia, excepto en materia de derechos políticos. 

También se previó que los jueces serian todos nombrados por el Consejo Conservador a propuesta del Tribunado debían du​rar cinco años en sus funciones, pudiendo ser reelectos. La Constitución estableció también que en un recurso no habría más de tres instancias.

La existencia de una Suprema Corte de Justicia para toda la República y de Tribunales de Apelación para los Distritos Judiciales en los que se dividiría el país por una ley. La creación y organización de los demás tribunales se deja​ron al criterio del legislador. La Suprema Corte estaría compuesta de un Juez Presidente y tres Jueces vocales y un representante del Ministerio Público designado por el Poder Ejecutivo. Para ser jueces de la Suprema Corte de Justicia se exigieron los mismos requisitos que para ser miembro del Consejo Conservador. 

La Suprema Corte debía también conocer de los recursos de quejas contra las decisiones de los Tribunales de Apelación o retardo culpable en la administración de justicia. 

La Constitución determinó que habría las Cortes de Apelación que la ley crease, y puso para sus jueces los mismos requisitos que para ser Tribuno. 

La Constitución dominicana del 6 de noviembre de 1844 constituyó el acta de nacimiento del Estado creado el 27 de febrero del mismo año sobre el territorio de lo que había sido la porción española de la isla de Santo Domingo. Esta primera Carta Magna del pueblo dominicano organizó el incipiente Estado bajo la fórmula concebida por los constituyentes de San Cristóbal, consagró los principios fundamentales sobre los cuales se desenvolvería la nación e instituyó los mecanismos básicos sobre los cuales operarían los diversos poderes que integraron la cosa pública durante los primeros 10 años de vida republicana.


Una de las primeras medidas dictadas por la Junta Central Gubernativa fue la convocatoria y la reglamentación de la elección de los diputados al Congreso Constituyente que tendría la función de proveer al Estado dominicano de una Carta Magna. Efectivamente, en el decreto del 24 de julio de 1844, la Junta Central Gubernativa considera que:

“... después de haber sacudido el yugo de los haitianos, su primer deber es hacer un llamamiento a los pueblos para que ejerciendo su Soberanía formen la Constitución Política, y tracen el Gobierno que mejor convenga, según los principios ya consagrados en la Manifestación de 16 de Enero”(
).


Este decreto establecía el procedimiento a seguir para la elección de los representantes del pueblo ante el Soberano Congreso Constituyente, cuya escogencia se haría mediante el sistema de voto directo, durante los días del 20 al 30 de agosto de 1844.  Para poder ejercer el derecho al sufragio en las asambleas electorales se requería ser mayor de 21 años, y además estar en goce y ejercicio de los derechos civiles y políticos de dominicano, y reunir una de las cualidades siguientes: ser propietario de bienes urbanos o rurales; ser empleado público u oficial del Ejército de tierra o de marina; ejercer una industria sujeta a patente; o ser arrendatario de una propiedad rural. 

Para ser Diputado al Congreso Constituyente se establecieron las siguientes condiciones: tener las cualidades requeridas a los electores y ser mayor de 25 años; ser hombre de conocido patriotismo; saber leer y escribir; y ser vecino domiciliado en la Común que lo elija o residente en el Departamento. Establecía el referido decreto que luego de escogidos los representantes a la Constituyente:

“... cada bufete electoral dirigirá copia del proceso verbal de sus respectivas elecciones a los Diputados nombrados; y los originales se cerrarán antes de la disolución de la última sesión con sobre escrito para la Asamblea Constituyente que serán remitidos a la diligencia del Presidente de la Asamblea Electoral”(
 ).


Evidentemente, aunque el decreto del 14 de julio establecía que los constituyentes elegidos mediante voto indirecto serían 32 diputados –tal como han afirmado algunos historiadores y constitucionalistas que han abordado el tema de la Carta Sustantiva de 1844-, en realidad la matrícula del Soberano Congreso Constituyente de San Cristóbal era de 37 miembros, tal como lo confirma el hecho de que el decreto del 24 de julio de 1844 establecía que los diputadas electos se reunirían como se indica a seguidas: 

“... en la Común de San Cristóbal el día 20 de Septiembre próximo venidero, para erigirse en Congreso Constituyente y entrar en el ejercicio de sus funciones”, agregando que cuando “... esté reunida la mitad de los miembros y uno más, se procederá a instalar la oficina provisional para la verificación de las actas y poderes de cada miembro”. 


Mientras, en la sesión de instalación del Congreso Constituyente, que se efectuó no el día 20 sino el 24 de septiembre, había 19 miembros presentes, es decir, el quórum mínimo exacto de una matrícula de 37 diputados. Además, los constituyentes que suscriben la Ley Sustantiva del 6 de noviembre de 1844 son 33 –incluyendo a los representantes de Cahoba, Hincha, Bánica y San Rafael–.


Obviamente, la matrícula general del Congreso Constituyente de San Cristóbal debía ascender, según lo dispuesto por el decreto del 24 de julio de 1844, a unos 37 diputados, y no a 32 como tradicionalmente se ha aseverado. (
)

De todos modos, lo realmente importante para la República Dominicana fue el hecho de que las asambleas electorales para la escogencia de los diputados al Congreso Constituyente de 1844, fueron efectuadas como estaba pautado, resultando elegido, según el historiador Emilio Rodríguez Demorizi, los siguientes asambleístas: 

Domingo de la Rocha, Manuel María Valencia y el doctor José María Caminero, por Santo Domingo; el presbítero Domingo Antonio Solano, Juan Luís Franco Bidó y Manuel Ramón Castellano, por Santiago; Casimiro Cordero y Juan Reynoso, por La Vega; Buenaventura Báez y Vicente Mancebo, por Azua; el presbítero Julián de Aponte y Juan de Acosta, por El Seibo; el presbítero Antonio Gutiérrez, por Samaná; Antonio Ruiz, por Hato Mayor; Facundo Santana, por San José de los Llanos; Juan Rijo, por Higuey; el presbítero Manuel González Bernal, por Monte Plata y Boyá; Fernando Salcedo, por Moca; José Tejera, por Puerto Plata; José María Medrano, por San Francisco de Macorís; José Valverde, por el Cotuí; Juan López, por San José de las Matas; Manuel Abreu, por Montecristi; Manuel Díaz, por Dajabón; el presbítero Andrés Rozón, por Baní; el presbítero Juan de Jesús Ayala, por San Cristóbal; Juan Antonio de los Santos, por San Juan; Bernardo Secundino Aybar, por Neiba; y Santiago Suero, por Las Matas de Farfán. (
) 


En total unos 29 constituyentes, debiendo agregar a los señores Antonio Gimenes, por Bánica; José Mateo Perdomo, por Hincha; Juan P. Andujar, por Cahobas; y Juan Nepomuceno Tejera, por San Rafael; quienes aparecen firmando la Constitución de 1844, además de Manuel Urquerque, por Bayaguana, quien llegó a juramentarse pero no aparece firmando el texto definitivo de la Constitución.

De estos diputados, Vicente Mancebo había sido diputado provincial de Santo Domingo en 1820 y posteriormente signatario del acta de la independencia efímera de 1821, y otros cuatro –Manuel María Valencia, Buenaventura Báez, Juan Nepomuceno Tejera y Manuel Ramón Castellanos– habían sido diputados a la Asamblea que adoptó la Constitución haitiana de 1843. De igual forma, integraban la corporación constituyente ocho sacerdotes.
CAPITULO II - ASAMBLEAS CONSTITUYENTES DOMINICANAS

2.1  LA PRIMERA ASAMBLEA CONSTITUYENTE DOMINICANA

La primera Asamblea Constituyente Dominicana es pre​cisamente la que aprueba nuestra primera Constitución en 1844; su convocatoria ofrece interesantes lecciones para los que hoy abogan por una constituyente y su contenido es un gran aporte al ideal democrático.
2.1.1 Convocatoria

El 24 de julio de 1844 la Junta Central Gubernativa emitió un decreto, de 34 artículos, convocando lo que llamó Congreso Constituyente.

El término Congreso ya estuvo presente en la Constitución Norteamericana, incluso con funciones de tipo consti​tuyente; Francisco Miranda usa este termino en Venezuela en marzo de 1811 al realizar el Congreso de Caracas, que proclamó la primera independencia de un dominio espa​ñol; se llegó a conformar, también, el Congreso Federalista de Cartagena, el Congreso de Tucumán (1816) de varias provincias del Plata.

La expresión "Congreso Constituyente" usado por los primeros ciudadanos dominicanos fue más preciso que el usado en otras latitudes y expresó un claro concepto de sumisión al Poder Constituyente, y, probablemente, si no se use el término de Asamblea Constituyente fue por el antagonismo con los haitianos que en 1843 usaron esa expresión.
2.1.2  Sistema Electoral

Del 20 al 30 de agosto de 1844 convocó el mencionado decreto a las Asambleas Electorales, para que en cada lu​gar, según la conveniencia, se escogiera uno o varios de esos días para llevar a cabo la votación.

Este período de 10 días se explica por las dificultades de comunicación de la época. (
)
Si se recuerda que el decreto se aprobó el 24 de julio y que a muchos lugares debió conocerse en agosto, el perío​do de convocatoria y elección puede calificarse de corto, aunque la población electoral era pequeña y la coyuntura histórica demandaba tal premura.

2.1.3  Requisitos para elegir

En éste punto los dirigentes del 1844 cayeron en una grave contradicción en el mismo decreto de convocatoria, pues pusieron varios obstáculos para que una parte impor​tante de dominicanos y dominicanas pudieran ejercer el derecho al voto.

Además de tener 21 años de edad, de estar en el goce de los derechos civiles y políticos, había que ser propietario de bienes urbanos o rurales, o ser empleado público u ofi​cial del Ejército o la Marina, ejercer una industria sujeta a patente o ser arrendatario de una propiedad rural.

El establecer ésta discriminación social en el artículo segundo de la convocatoria cuando en su introducción se llama a los pueblos a ejercer su soberanía, refleja la contradicción política en que se debatía la Junta Central Guber​nativa, en un momento en que los trinitarios o duartianos fueron alejados del Gobierno Provisional.

2.1.4  Requisitos para ser Constituyente 

Además de los requisitos para ser elector, ya expues​tos, el Artículo 16 del decreto de convocatoria estableció la edad de 25 años, saber leer y escribir, ser vecino domicilia​do en la Común o ser residente en el Departamento (pro​vincia) y  "ser hombre de reconocido patriotismo".

Como se habrá dado cuenta el lector o la lectora, a las mujeres no les estaba permitido ni elegir ni ser elegidas, a pesar de su gran aporte a la lucha independentista.

Lo anterior, sin embargo, no se debe considerar como un defecto de los dominicanos de entonces, sino, un retra​so de todos los hombres del planeta en su humanización, pues, en la mayoría de los países las mujeres tuvieron de​recho al voto bien avanzado el siglo XX, incluso, en países desarrollados como Suiza sólo pudieron votar a partir de 1971.

Por otro lado, reparar que la pertenencia al lugar no se le escapó a los convocantes, tampoco la formación perso​nal, medida en 1844 tan sólo como la capacidad de saber leer y escribir, más una cualidad muy importante: ser pa​triota reconocido o de reconocido patriotismo.

Finalmente, para ser electo había que obtener mayoría de votos de los electores presentes, es decir, la mayoría absoluta.

2.1.5  Forma de Votación

Del procedimiento de votación debe destacarse la bole​ta usada para votar. Se trató, según el Artículo siete (7) del decreto-ley de la Junta Central Gubernativa, de una boleta o papel en blanco, en la cual el lector anotaba o le anotaban si no sabía escribir, su candidato a constituyente favorito.

No había una lista de candidatos elaborada previamen​te ni siquiera la lista abierta que hoy plantea la democracia electoral en contraposición de la lista cerrada que someten los partidos políticos, en la cual el elector no puede sacar ni entrar a un candidato; para la elección de los constituyen​tes de 1844 no hubo ninguna lista.

A lo anterior ayudaba el hecho de que eran pocos can​didatos por Común, a que no había los grupos políticos y sociales con intereses diferentes que hoy existen; pero, in​dependientemente, de estos factores, el sistema de votación respeto el derecho de los electores preestablecidos de elegir y ser elegidos, decisión que no es posible tomar cuan​do hay listas y éstas son cerradas.

2.2 LAS ASAMBLEAS CONSTITUYENTES DOMINICANAS

Contrariamente a lo que cree la mayoría de dominica​nos y dominicanas, la figura democrática de la Asamblea Constituyente no es extraña a nuestra historia política, an​tes al contrario, forma parte esencial del Derecho Constitu​cional dominicano. (
)
Sólo basta reflexionar sobre el siguiente dato: de las 38 Constituciones aprobadas por los dominicanos (ver cuadro) 21 lo fueron por el mecanismo de la Constituyente, a través de órganos especiales elegidos con el único propósito de reformar la Constitución, aunque reconociendo que en varias ocasiones algunos de estos órganos o asambleas constituyentes, se convocaron, eligieron y trabajaron bajo la manipulación y el temor a los caudillos.

Esta manipulación y acción de los caudillos y tiranos, no desmerita el hecho de que se reconocía, aunque fuera formalmente y como una mascarada, la legitimidad y supremacía de la Constituyente. El mérito no era para el convocante, sino, para la tradición democrática, cuya fuer​za moral llevaba aún a los no demócratas, a usar un meca​nismo democrático.


2.2.1 Procedimiento Constituyente

Las reformas de la Constitución realizadas en febrero y en diciembre de 1854 las realizó el Congreso, como estaba previsto en la Constitución del 1844; sin embargo, ya en la reforma del 16 de diciembre de 1854 en el Artículo 70 se introdujo el mecanismo constituyente.

	CONSTITUCIONES APROBADAS

	NO.
	FECHA DE APROBACION
	LUGAR

	1
	6 de Noviembre de 1844
	San Cristóbal

	2
	25 de Febrero de 1854
	Santo Domingo

	 
	 
	(Originalmente Guerra)

	3
	16 de Diciembre de 1954
	Santo Domingo

	4
	19 de Febrero de 1958
	Moca

	5
	14 de Noviembre de 1865
	Santo Domingo

	6
	27 de Septiembre de 1866
	Santo Domingo

	7
	26 de Abril de 1968
	Santo Domingo

	8
	14 de Septiembre de 1872
	Santo Domingo

	9
	24 de Marzo de 1874
	Santo Domingo

	10
	9 de Marzo de 1875
	Santo Domingo

	11
	31 de Marzo de 1876
	Santo Domingo

	 
	(acta adicional)
	 

	12
	7 de Mayo de 1877
	Santo Domingo

	13
	15 de Mayo de 1878
	Santo Domingo

	14
	11 de Febrero de 1879
	Santo Domingo

	15
	17 de Mayo de 1880
	Santo Domingo

	16
	23 de Noviembre de 1881
	Santo Domingo

	17
	15 de Noviembre de 1887
	Santo Domingo

	18
	12 de Junio de 1896
	Santo Domingo

	19
	14 de Junio de 1907
	Santo Domingo

	20
	22 de Febrero de 1908
	Santiago de los Caballeros

	21
	13 de Junio de 1924
	Santo Domingo

	22
	15 de Junio de 1927
	Santo Domingo

	23
	9 de Enero de 1929
	Santo Domingo

	24
	20 de Junio de 1929
	Santo Domingo

	25
	9 de Junio de 1934
	Santo Domingo

	26
	10 de Enero de 1942
	Santo Domingo

	27
	10 de Enero de 1947
	Santo Domingo

	28
	1ro. de Diciembre de 1955
	San Cristóbal

	29
	7 de Noviembre de 1959
	San Cristóbal

	30
	28 de Junio de 1960
	Santo Domingo

	31
	2 de Diciembre de 1961
	Santo Domingo

	32
	29 de Diciembre de 1961
	Santo Domingo

	33
	16 de Septiembre de 1962
	Santo Domingo

	34
	29 de Abril de 1963
	Santo Domingo

	35
	9 de Agosto de 1965
	Santo Domingo

	 
	(Acto Institucional)
	 

	36
	28 de Noviembre de 1966
	Santo Domingo

	37

38
	14 de Noviembre de 1994

25 de Julio del 2002
	Santo Domingo

Santo Domingo

	Fuente: Tornado de Notas de Derecho Constitucional, de Manuel A. Amiama, Editorial Tiempo, Santo Domingo, 1995, página 239.

	


              El primer párrafo del referido Artículo 70 señala: "Cada diez años o antes si el Poder Ejecutivo de acuerdo con el Senado Consultor lo estimaren conveniente, se reunirá un Congreso de revisión, compuesto por cinco individuos por cada provincia, nombrados por los Colegios Electorales, para revisar, si hubiere lugar, el todo o parte de la presente Constitución".

De este texto debe destacarse lo siguiente:

1. Se admite como normal que cada cierto tiempo la Constitución debe ser revisada, como máximo cada 10 años.

2. Se acepta que en un proceso de reforma, toda la Constitución puede ser modificada, esto es, elaborarse una Constitución nueva.

3. Se reinstala el mecanismo constituyente vía la elección indi​recta de los constituyentes en Colegios Electorales, teniendo como demarcación o circunscripción electoral a la provincia. (
)
La próxima experiencia constituyente, la de Moca del 18 de febrero de 1858, llamada también "Soberano Congre​so Constituyente", con una matrícula de 48 constituyentes, tuvo la particularidad de realizarse apoyada por una insurrección, la del 7 de julio de 1857, y fue convocada por un gobierno provisional.

La segunda Constituyente dominicana también se reunió en una ciudad diferente a la ciudad capital, la de Moca. Los constituyentes se eligieron por voto directo, no por voto indirecto como decía la Constitución del 1854, aunque el voto no fue universal.

La Constituyente de 1865, también fue convocada por otro gobierno provisional, tras la revolución de la Restauración de la Independencia Nacional. Por primera vez se practicó el voto directo y universal, excluyendo a las mu​jeres.

En estas como en otras constituyentes se reedita el he​cho fundacional o la refundación del Estado dominicano, un acontecimiento trascendental en el que necesariamente debe consultarse al pueblo para que decida quienes lo van a representar.

2.2.2  Las Constituyentes: Sus Calendarios
Los calendarios agotados por los procesos constituyen​tes que conoce nuestra historia constitucional han sido muy variados, producto de coyunturas históricas y políticas, donde las reformas constitucionales han ido acompañadas, muy a menudo, de sucesos imprevistos, otras veces prefabricados, producto de la rigidez del poder caudillista. (
)
Si bien toda reforma constitucional es un acontecimien​to político sujeto al equilibrio-desequilibrio de las fuerzas políticas y sociales intervinientes, lo cual puede reflejarse en los calendarios, también es cierto que si esas fuerzas intervinientes y, principalmente las hegemónicas, no son capaces de propiciar una mínima racionalidad política y una mínima ingeniería constitucional para un use adecuado del tiempo, el proceso constitucional no se aprovecha adecuadamente.

	NUMERO DE DIPUTADOS CONSTITUYENTES 

	Y CIRCUNCRIPCIONES UTILIZADAS

	Constituyente
	No. Constit.
	Circunscripción
	Constituyente
	No. Constit.
	Circunscripción

	
	
	
	
	
	

	1844
	32
	Municipal
	1908
	24
	Provincial

	1858
	48
	Prov-Municipal
	1924
	34
	Provincial

	1865
	-
	Prov-Municipal
	1927
	33
	Provincial

	1866
	24
	Provincial
	1929
	33
	Provincial

	1868
	17
	Provincial
	1929
	33
	Provincial

	1872
	29
	Provincial
	1934
	31
	Provincial

	1874
	19
	Provincial
	1942
	47
	Provincial

	1875
	17
	Provincial
	1947
	41
	Provincial

	1877
	12
	Provincial
	1955
	52
	Provincial

	1880
	14
	Provincial
	1959
	62
	Provincial

	1881
	9
	Provincial
	 
	 
	 

	Fuente: Preparado por el autor en base al trabajo de Manuel Arturo Peña Batlle “Constitución Política y Reformas Constitucionales", Pu​blicaciones ONAP, Santo Domingo, 1981, y de Julio Genaro Campillo Pérez, Elecciones Dominicanas" (1986).

	


	LAS CONSTITUYENTES Y SUS CALENDARIOS

	AÑO        1
	DEL PROYECTO A LA LEY                                 2
	DIAS 3
	DE LA LEY A LAS ELECCIONES             4
	DIAS


	DE LAS ELECCIONES A LA INSTALACION                       5
	DIAS   6
	DURACION DE LOS TRABAJOS                           7
	DIAS         8

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	1844
	¨24 Julio
	1
	24 Julio - 31 Agosto
	36
	30 Ago. - 21 Sep.
	21
	21 Sep. - 6 Nov.
	46

	1858
	´´25 Septiembre
	l
	25 Sep. - 26 Oct
	31
	26 Oct - 7 Dic.
	42
	7 dic 1857 -19 feb 1858
	74

	1865
	´´17 Agosto
	l
	17 Ago. - 1 Sep.
	14
	1 - 29 Septiembre
	29
	29 Sep. - 14 Nov.
	46

	1866
	´´10 Agosto
	1
	10 Ago. - 1 Sep.
	21
	1 - 20 Septiembre
	20
	20 Sep. - I Oct
	11

	1868
	´´17 Febrero
	1
	17 Febrero- 9 Marzo
	20
	9 Marzo - 4 Abril
	26
	4 - 23 Abril
	21

	1872
	6 - 11 Marzo
	1
	-
	-
	´´1 Agosto
	-
	1 Agosto - 14 Sep.
	44

	1874
	´´19 Enero
	1
	19 Enero - 5 Febrero
	17
	5 - 20 Febrero
	15
	20 Feb- 4 Abril
	43

	1875
	´´14 septiembre
	1
	14 Sep. - 13 Oct 1874
	29
	13 Oct - 19 Nov
	37
	19 Nov - 9 Mar. 1875
	110

	1877
	´´8 Enero
	t
	8 Enero - 7 Febrero
	30
	7 - 28 Febrero
	21
	2 Marzo- 15 Mayo
	74

	1880
	´´7 Enero
	1
	7 Enero - 4 Febrero
	28
	4 Feb - 10 Marzo
	34
	10 Marzo-21 Mayo
	72

	1881
	9 - 30 mayo
	11
	30 Marzo - 30 junio
	31
	30 Jun - 6 Oct
	97
	6 Oct - 23 Nov.
	48

	1908
	´´20 septiembre
	1
	20 Sep. - 20 Oct 1907
	30
	20 Oct - 20 Nov 1907
	31
	20 Nov - 22 Feb 1908
	94

	1924
	30 jun 1922-10 may 1924
	-
	´´15 Marzo
	-
	15 Marzo- 4 Junio
	81
	4 - 13 Junio
	9

	1927
	7 abril - 2 mayo
	25
	2 Mayo - 1 Junio
	30
	1 - 9 Junio
	8
	9 -15 Junio
	6

	1929(I)
	9 - 27 Noviembre 1928
	18
	27 Nov. - 27 Dic. 1928
	30
	27 Dic 1928 - 7 Ene 1929
	11
	7 - 8 Enero
	1

	1929(II)
	14 marzo - 1 mayo
	48
	1 Marzo - 1 junio
	31
	1 -11 Junio
	10
	11 - 20 Junio
	9

	1934
	29 marzo - 3 abril
	4
	3 Abril - 16 Mayo
	43
	16 Marzo - 5 Junio
	20
	5 - 9 Junio
	4

	1942
	6 - 14 Octubre 1941
	8
	17 Oct - 16 Dic 1941
	60
	16-27 Dic. 1941
	11
	27 Dic. - 10 Enero 1942
	14

	11,147
	8 - 9 Octubre 1946
	1
	8 Oct - 9 Dic 1946
	61
	9 Dic. - 7 Enero 1947
	29
	7 - 10 Enero
	3

	1955
	12 - 13 Octubre
	1
	14 Oct - 13 Nov.
	30
	13 - 28 Noviembre
	15
	28 Nov - 1 Dic.
	3

	1959
	7 - 11 Septiembre
	4
	11 Sep.-11 Oct.
	30
	11 Oct - 6 Noviembre
	26
	6 - 7 Noviembre
	1

	Fuente: Preparado por el autor en base a datos extraídos del libro de Manuel Arturo Peña Battle, "Constitución Política y Reformas Constitucionales, citado en Supra 14, completado en su volumen III por Raymundo Amaro Guzmán.

	


2.2.3  Participación Militar 

En una parte importante de las constituyentes realiza​das en República Dominicana los militares han ejercido el derecho al voto como ciudadanos que son.

En la Constituyente de 1866, una de sus particularida​des es la inclusión de manera expresa del voto de los mili​tares; así sucedió también en 1868 y en 1874.

En el Decreto de Convocatoria de la Constituyente de 1877 se expresa en su Artículo 6: "Los militares podrán vo​tar en el lugar en que estuvieren de guarnición, siempre que se presenten sin armas en el local de elección".


2.2.4  Sistema Abierto

El Sistema Abierto va desde 1844 a 1913, año éste últi​mo en que se eligieron los constituyentes de la frustrada Constituyente de 1916.

Consistió el sistema abierto en la nominación de candidatos por los grupos de ciudadanos y por los votantes, los cuales hasta en el mismo momento de la votación podían anotar en su pape​leta el candidato a diputado constituyente de su elección. (
)
Existió una forma modificada del sistema abierto basa​da en los Colegios Electorales, según la cual los votantes reunidos en Asambleas Primarias en las Comunes elegían a Electores o delegados que iban a la cabecera de la provincia para constituir los Colegios Electorales, luego estos Colegios Electorales seleccionaban a los diputados constituyentes. Bajo esta forma se seleccionaron los diputados consti​tuyentes de la Constituyente de 1908.

Este sistema de los Colegios Electorales o de votación indirecta era atrasado frente al voto directo, donde el dere​cho a elegir se hace sin intermediarios, pero el primer escalón de estos colegios, o sea las Asambleas Primarias era en democrático, con libre y abierta nominación de los Elec​tores o delegados a los Colegio Electorales.


2.2.5  Sistema Cerrado

El sistema cerrado se inaugura en 1924, y es el siste​ma basado en los partidos, según el cual los candidatos a constituyente eran presentados por las directivas de los par​tidos o las agrupaciones políticas.

Aunque la Constitución de 1908 en base a la cual se organizó la Constituyente de 1924 no contemplaba el siste​ma cerrado de nominación (ver Artículos del 107 al 109) daba potestad al congreso para que hiciera la convocatoria. Al tenor de esta facultad, los grupos nacionales que habían transado con el poder extranjero la desocupación, más una agenda legislativa que llevaba a cabo el gobierno provisional de Juan Bautista Vucinen, el cual ejercía fun​ciones legislativas, elaboraron las normas electorales con​vertidas en la Ley Electoral No. 35 del 8 de marzo de 1923, posteriormente modificada por la ley No. 137 del 28 de enero de 1924, y según las cuales los actores exclusivos de las elecciones pasaban a ser los partidos, mediante el monopolio de la nominación de los candidatos.

La Ley Electoral No. 35 creó una nueva organización electoral basada en una Junta Central Electoral y Juntas Municipales, que centralizó la administración electoral.


2.2.6  Sistema Mixto

Lo que he llamado sistema mixto, por razones expositivas, estuvo vigente en los procesos constituyentes de 1927, 1929-I y 1929-II.

En las leyes de convocatorias de esas Constituyentes se incluyo un párrafo transitorio que modificaba la Ley Elec​toral vigente para los fines de esa sola elección y cuyo texto fue el siguiente:

"Las propuestas de candidatos para miembros de la Asamblea Revisora podrán no expresar la afiliación política de los candidatos ni estos tendrán que jurar los progra​mas de ningún partido".

Con esa disposición se frenaba teóricamente el monopo​lio de los partidos, aunque en la práctica el Partido Nacional del Presidente Vásquez, el Partido Progresista, del Vicepre​sidente Federico Velásquez, y el Partido Liberal, lidereado por Desiderio Arias, tenían el control del electorado.

Como observara el lector, el texto transitorio -aquí trascripto al usar la conjugación "podrán", sólo estaba pre​sentando una posibilidad que no pudo ser aprovechada en 1927. La Constituyente del 1927 sólo era del interés de los partidarios de Vásquez, pues fue convocada para aprobar la prolongación del mandato del Vicepresidente y de los Diputados, y de, Paso legalizar la interpretación Constitu​cional de que el mandato del Presidente y los Senadores no terminaba en 1928, sino en 1930.

De todas maneras, se admitió la esencia ciudadana que constituye el acto de nominar y elegir a un constituyente, por lo cual, necesariamente no tiene que estar sujeto al símbolo de un partido.

A partir de la convocatoria a la Constituyente de 1934, bajo la autoridad del naciente tirano Rafael Leonidas Trujillo Molina, se reinstauro de manera absoluta el monopolio de los partidos en la nominación de los candidatos a constitu​yentes (Art. 6 de la Ley de Convocatoria del 4 de Abril del 1934, G. 0. No. 4667).

2.3  CONSTITUYENTES CONVOCADAS Y NO REALIZADAS

Para las personas que se inician en el estudio de la his​toria constitucional dominicana, probablemente se hayan sorprendido al conocer de que se han realizado en el país 21 Constituyentes, adoptando diferentes nombres, pero, se sorprenderán aún más al leer este punto y percatarse de que hubo cuatro (4) convocatorias más a Constituyentes, que algunas iniciaron los trabajos y hasta lo terminaron, pero se interpuso algún poder conservador y/o antinacional para frustrar el esfuerzo ciudadano.

2.3.1 Convocatoria de 1899
Asesinado el Presidente Ulises Heureaux (Lilís) el 26 de julio de 1899, y derrocado su fugaz sucesor, General Wenceslao Figuereo, el cabeza del Movimiento Revolucio​nario y Presidente Provisional de la República, Horacio Vásquez, convocó el 19 de septiembre de 1899 a las Asam​bleas Primarias para que formaran los Colegios Electorales y se reunieran el 10 de noviembre de ese año para refor​mar la Constitución del 1896.

Estas elecciones se llegaron a realizar y el Congreso se instaló e inició sus trabajos el 10 de noviembre, declarando la necesidad de la reforma e iniciando la discusión de la reforma constitucional.

Esta discusión se interrumpió varias veces, y en marzo de 1900 se aprobó aplazarla para la legislación de 1901, iniciándose de nuevo la discusión en marzo de ese año, aprobándose el nuevo texto constitucional en el mes de mayo. Sin embargo, a propuesta del diputado José María Cabral se aprobó llevar a cabo la segunda y tercera lecturas en la legislatura de 1902, denotándose un particular interés grupal de que no se realizara la reforma.

¿Qué pasó en 1902? El 26 de abril la ambición de Horacio Vásquez y su grupo llevó a que depusieran al Pre​sidente Juan Isidro Jiménez, creándose un ambiente de inestabilidad. Este hecho puede explicar la propuesta de José María Cabral en el 1901, cuando las ambiciones toma​ban cuerpo.

En el mes de enero de 1903 se reunió de nuevo el Con​greso Constituyente, pero ya en marzo Horacio Vásquez era derrocado por la insurrección que encabezó Alejandro Woss y Gil.

Tanto Woss y Gil como Carlos F. Morales Languasco, que derrocó al primero el 24 de octubre de 1903, restablecieron la Constitución de 1896, frustrándose así la reforma constitucional vía la Asamblea Constituyente.

2.3.2  Constituyente de 1913-1966

El 6 de octubre de 1913, con mediación del Ministro norteamericano James M. Sullivan, se llegó a un acuerdo entre los opositores y el gobierno presidido por el Presi​dente de la República José Bordas Valdés para celebrar elec​ciones que nominara un Presidente para un periodo cons​titucional, período roto con el asesinato en 1911 del Presi​dente Ramón Cáceres; se acordó además elegir diputados a una Asamblea Constituyente. (
)
Las elecciones se realizaron los días 15 y 16 de diciem​bre de 1913, y la Asamblea Nacional Constituyente se instaló en la ciudad de Santo Domingo el 20 de enero de 1914, bajo la presidencia del constituyente Pedro María Achambault, de la provincia de Santiago. Esta Asamblea, dada la inestabilidad e inseguridad reinantes se disolvió sin haber llegado a acuerdo alguno, bajo la presión oficial, las contradicciones entre varios grupos y la intromisión extranjera.

La Asamblea Constituyente fue restablecida en el 1916, durante el gobierno constitucional de Juan Isidro Jiménez, iniciando los trabajos el 16 de septiembre bajo la presiden​cia de Prebístero Rafael C. Castellanos. (
)
Dos meses y 14 días duraron los trabajos de la Consti​tuyente, y el 29 de noviembre de 1916 fue aprobada la nue​va Constitución, una de las mejores estructuradas y libera​les de las que se han conocido, disponiéndose su envió al Ejecutivo para los fines de publicación en la Gaceta Oficial.

Como una jugada o traición del destino, o sea, del Des​tino Manifiesto, ese mismo día 29 de noviembre el Co​mandante de la Marina de los Estados Unidos, H. S. Knapp, proclamó el estado de ocupación militar del territorio do​minicano, y en consecuencia el cese del Estado dominica​no, de su Constitución y demás instituciones.

2.3.3  Constituyente de 1962

Tras el ajusticiamiento del 30 de mayo de 1961 del dictador Rafael Leonidas Trujillo Molina, y la salida del país de sus fa​miliares, continuó como Presidente de la República el Vicepre​sidente, impuesto en 1955, Doctor Joaquín Balaguer Ricardo.

Ante la nueva situación política y social el Presidente Balaguer envió varios proyectos de reformas de la Constitución al Congreso Nacional, el cual tenía la potestad de reformar la Constitución, pues la reforma constitucional del 1959 había suprimido la Asamblea Revisora o Asam​blea Constituyente. El doctor Balaguer envió un proyecto el 25 de septiembre y otro el 6 de diciembre  de 1961, pero se trató de propuestas tímidas, dejando el aparato trujillista intacto, y eso no era lo que exigía el pueblo en las calles.

El día 19 de diciembre el Presidente Balaguer se ve en la obligación de someter otro proyecto de reforma a la Constitución, cuya propuesta básica era la supresión del Congreso Na​cional trujillista y la conformación de un Consejo de Estado con facultades legislativas.

La reforma constitucional fue aprobada el 29 de diciem​bre de 1961, creándose el Consejo de Estado, con la burla de que estuvo presidido por el trujillista más destacado que quedaba en la República, el cual bajo la presión popular se vio en la obligación de abandonar el poder el 16 de enero de 1962, o quedando el Consejo de Estado presidido por Rafael F. Bonnelly e integrado por Nicolás Pichardo, Mons. Eliseo Pérez Sánchez, Luís Amiama Tío, Antonio Imbert Barreras y Eduardo Read Barreras. Este último renunció y fue sustituido por José Fernández Caminero, también fue incorporado Donald Read Cabral.

La nueva Constitución aprobada el 29 de diciembre de 1961, aunque no incluyó de manera permanente el mecanismo de reforma de la Asamblea Nacional  Constituyente, aprobó en sus disposiciones transitorias el siguiente Ar​tículo 123 que decía:

"El Consejo de Estado, después de hechas las reformas que procedan en materia electoral, convocará a elecciones de representantes a una Asamblea Revisora de la Constitución, para una fecha que no será posterior al 16 de agos​to del 1962. Esta Asamblea estará integrada por el número de representantes por provincias y por el Distrito Nacional que determina la Constitución de 1955". Este número fue fijado luego en 66 representantes, a razón de uno (1) por cada sesenta mil habitantes o fracción mayor de 30 mil ha​bitantes (Ley 5968 del 20-6-62).

A tono con ésta disposición constitucional que ordenó la reunión de una Asamblea Constituyente, el Consejo de Estado dictó la ley No.5968 del 20 de junio de 1962, orde​nando la revisión de la Constitución y convocando a las elec​ciones de diputados constituyentes para el 15 de agosto de 1962.

A pesar de que la Constitución del 29 de noviembre de 1961 en su Artículo 123 ya citado puso como fecha límite celebrar las elecciones de constituyentes el 16 de agos​to de 1962, de que el Consejo de Estado empezó a gobernar en enero de 1962, teniendo un tiempo de 8 meses para pulsar éstas elecciones en coordinación con la Junta Cen​tral Electoral, éste organismo electoral se despachó el 21 de julio de 1962 con una declaración en la cual estableció que las elecciones para la Asamblea Revisora no podía ve​rificarse en la fecha indicada, por imposibilidad material de formar el registro electoral, la constitución de mesas y juntas electorales.

En medio de esta situación el Consejo de Estado de​rogó su ley 5968 del 20 de junio mediante la ley 6007 del 14 de agosto de 1962, es decir, un día antes de la fecha en que debieron celebrarse las elecciones de constitu​yentes.

Por la ley No. 6027 del 10 de septiembre de 1962, el Consejo de Estado declara la necesidad de la reforma cons​titucional, y seis días más tarde el mismo Consejo compuesto de siete personas aprueba y proclama una nueva Constitución, quedando frustrada la Asamblea Constituyente pre​vista en la Constitución del 29 de diciembre de 1961.

¿Por qué no se hizo la Constituyente de 1962? Evidente​mente que se trató de una maniobra política de la Unión Cívica Nacional, por un lado, la cual controlaba el Consejo de Estado y llevaba a cabo un juego político para conducir el proceso de cambio a la usanza conservadora. Por otro lado, el Partido Revolucionario Dominicano (PRD) estaba ocupado en la creación de su organización a nivel nacional y en atraerse el mayor número de cuadros trujillistas. Por su parte la Agrupación Política 14 de Junio, que completa​ba las fuerzas políticas más importantes junto a otros sec​tores nacionalistas y de izquierda impulsaba una política revolucionaria y no le prestó atención al impulso de la Cons​tituyente como medio legal de lucha.

En el fondo, la Constituyente no se hizo porque ningún grupo tenía aún la capacidad de controlarla, dada la indefinición, reubicación y construcción de los grupos sociales y políticos de mediados de 1962. Pero no hay dudas de que ésta Constituyente, de haberse celebrado iba a ser un es​pacio de libertad y avance democrático, puesto que era lo que estaba a la orden del día en el pueblo dominicano. Pero, pudo más la política de control que la política a lo democrático.

2.3.4  Constituyente de 1965-1966

Tras la insurrección del mes de abril de 1965 contra el gobierno impopular e ilegal del Triunvirato, surgido con el golpe de Estado del 25 de septiembre de 1963 contra el gobierno constitucional presidido por Juan Bosch, y tras la invasión de nuestro territorio por segunda vez en éste siglo, las fuerzas políticos en pugna firmaron un acuerdo el 31 de agosto del 1965 para la instauración de un gobierno provisional, acuer​do que se denominó Acta de Reconciliación Dominicana.

Paralelamente a esa Acta de Reconciliación, el Presi​dente Constitucional hasta ese momento, Coronel Francis​co Alberto Caamaño Deñó, y el nuevo presidente provisio​nal Héctor García Godoy, firmaron el 3 de septiembre de 1965 el Acto Institucional, que no fue más que la Constitución que rigió en el país del 3 de septiembre de 1965 al 28 de noviembre del 1966, cuando fue aprobada la nueva Constitución.

El Artículo 53 del Acto Institucional o nueva Constitución post revolución de abril dice:

"El gobierno elegido de acuerdo con el Artículo 49 del presente Acto Institucional deberá convocar, un plazo no mayor de cuatro meses después de su instalación, a una Asamblea Constituyente, y el Congreso, una vez elegido, determinará los medios por los cuales se integrará dicha Asamblea".

Es muy claro y preciso éste Artículo 53 del Acto Institucional en el sentido de convocar la Asamblea Consti​tuyente y no podía haber confusión acerca de lo que es una Asamblea Constituyente. (
)
Sin embargo, el gobierno elegido el 1 de junio de 1966, presidido por Joaquín Balaguer Ricardo, violentó el Articu​lo 53 del Acto Institucional al someter a las Cámaras Legis​lativas el proyecto que se convirtió en Ley No. 17 del 14 de septiembre de 1966, mediante el cual en el Articulo 1 "se dispone que la Asamblea Nacional se reúna en funciones de Asamblea Constituyente a fin de que proceda a resolver el problema constitucional".

En los considerandos de la referida Ley No. 17 se pre​tende justificar ésta violentación del Acto Institucional, al decir que:

"El que el Acto Institucional dispone que el Congreso Na​cional una vez elegido, determinará los medios por los cua​les se integrará la Asamblea Constituyente que deberá pro​ceder a tomar una decisión sobre el problema constitucio​nal".

Cuando el Artículo 53 del Acto Institucional expresa que "el Congreso, una vez elegido, determinará los medios por los cuales se integrará dicha Asamblea", jamás puede interpretarse que le daba potestad al Congreso para tras​tocar un concepto político como es el acto soberano de elegirse y constituirse una Asamblea Constituyente, por el aspecto técnico de los medios, que no son otra cosa que lo referido a la organización, convocatoria, reglas electorales, cantidad de constituyente, plazos, lugar de trabajo.

El Artículo 53 del Acto Institucional es claro cuando dice que "El gobierno... deberá convocar... a una Asamblea Cons​tituyente, y el Congreso..."; separando por la conjunción "y" lo que era la Asamblea Constituyente y lo que era el Con​greso.

No puede haber dudas en cuanto a la letra y el espíritu del Acto constitucional, pues si la voluntad allí expresada fuera la de que el Congreso a elegirse aprobara la Constitución, tan sólo se hubiera incluido de manera expresa y no se hubiera mencionado el concepto de Asamblea Constitu​yente.

Por otro lado la Constitución de 1963 dio potestad al Congreso para reformar la Constitución, pero cuando el Acto Institucional en su Artículo 55 pone en vigencia los títulos III, IV y V de la segunda parte de la Constitución del 1963, referidos a las funciones del Congreso, no incluyo el título XV que es el que se refería a la reforma constitucional vía el Congreso.

Siendo el Acto Institucional un Acuerdo Nacional e In​ternacional, tras una guerra civil y patriótica, no podía in​cluir una reforma constitucional por otra vía que no fuera la de la participación de todos los sectores, como un acto nacional y patriótico, no como un acto partidario, como fue convertida la reforma de noviembre de 1966.

La conclusión es clara, al igual que lo ocurrido en 1962 con el Consejo de Estado, el Partido Reformista y su líder Joaquín Balaguer, decidieron controlar el proceso de refor​ma constitucional, sobre todo porque el resultado de las elecciones generales del 1 de junio de 1966 le adjudicó 22 de 30 senadores y 48 diputados de un tal de 64, es decir, el Partido Reformista tenia el 70% de la Asamblea Nacional, y para aprobar la Constitución necesitaba dos terceras par​tes o el 66%.

Por todo lo antes dicho en este tema de las constituyen​tes convocadas y no realizadas, puede asegurarse que la historia y la clase política que ha conducido la política do​minicana en las últimas décadas, tiene una deuda con la democracia: realizar una ordenada y participativa Asam​blea Constituyente.

Así como se habla de una deuda social con los pobres de este país, hay una deuda política con todos los demócratas y democráticos (as) dominicanos (as).

La Constitución de 1966

En noviembre de 1966 fue proclamada la nueva constitución dominicana, producto de los debates de los diputados reunidos como Asamblea Nacional en virtud de las disposiciones del acta institucio​nal de septiembre de 1965.

Esta constitución tuvo un sesgo conservador en cuanto a dere​chos humanos, aunque incorporó ciertos avances sociales que ya habían sido plasmados en la constitución de 1963. Su formato se parece a la constitución de 1962 y a las anteriores a ésta, pues se eliminaron las declaraciones de principios que fueron parte de la novedad del texto del año 1963.


Los puntos más relevantes de la Constitución de 1966 fueron: en cuanto a derechos humanos, que no estableció la pena de muerte en caso de espionaje y acción de guerra, como tenían las constituciones anteriores. Hizo énfasis en los derechos de la familia, la maternidad y la niñez, así como estableció la obligación del Estado de proveer vi​vienda propia a cada hogar dominicano. Este texto formuló una no​vedad, al asentar una sección de "Deberes", donde se estableció una contrapartida a los "Derechos", ciudadanos, mediante el cual dispu​so la obligación de los dominicanos de acatar la constitución y las leyes y a obedecer a las autoridades: la de prestar servicios civiles y militares cuando fuere requerido; la de abstenerse de actos atentatorios a la estabilidad, independencia y soberanía de la República; la de vo​tar; la de contribuir a las cargas públicas; a trabajar y asistir a los establecimientos educativos de la nación para recibir por lo menos la educación elemental. Esa sección también proclamó el deber de los extranjeros de abstenerse de realizar actividades políticas en el país.

El régimen concordatario fue eliminado como parte el derecho constitucional dominicano en esta nueva Carta Magna.

Entre sus nuevas disposiciones, la Constitución del año 1966 eliminó la prohibición de los dominicanos alegar una nacionalidad extranjera, permitiendo expresamente la adquisición de otra nacio​nalidad.

En cuanto al Congreso, este nuevo texto eliminó los suplentes de Senadores y Diputados, disponiendo que en caso de vacancia de un legislador, su sustituto seria escogido de una terna que presente a la cámara correspondiente, el partido al cual pertenecía el faltante. A la Junta Central Electoral se le otorgo la iniciativa de presentar proyec​tos de ley en materia electoral.

El importante tema de la reelección presidencial fue silenciado en esta constitución, de modo que no hubo impedimento constitucio​nal alguno para las sucesivas reelecciones de Balaguer. Entre otros puntos que caben destacarse en esta constitución está la consagración del Himno Nacional de Reyes y Prud' Homme como canto oficial de la República, de modo que los tres símbolos patrios, bandera, es​cudo e himno, quedaron consagrados constitucionalmente.

La constitución de 1966 tuvo la distinción de haber sido la de más larga duración en el país, pues tuvo vigencia de 27 años y 9 me​ses, ya que se mantuvo hasta la modificación de agosto de 1994.

Gobiernos 1966 a 1994

Se puede decir, que de manera formal, entre el 1966 y el 1994, en la República Dominicana la democracia representativa. Esto porque durante ese período, hubo ocho elecciones generales, a cuales concurrieron muchos partidos de tendencias e ideologías hubo libertad de expresión y de prensa y se turnaron dos partidos diferentes en el Gobierno. En el primero de esos periodos, los grupos de izquierda fueron duramente reprimidos, hubo crímenes políticos y se exiliaron muchos opositores. Las luchas ideológicas entre capitalismo y comunismo afectaron al ambiente dominicano, dividiéndose los políticos en derechistas e izquierdistas. Usando de la libertad de asociación, se formaron en el país gran cantidad de sindi​catos, asociaciones profesionales, empresariales, culturales, estudian​tiles, deportistas y otras, que constituyeron grupos de presión frente al gobierno.

La transición entre autoritarismo y democracia no fue ni rápida fácil. Una tradición de paternalismo y de represión se resistía a dar al consenso, al pluralismo y al respeto a los derechos humanos. Los primeros años de este periodo estuvieron enmarcados en esas has. A las Fuerzas Armadas le dio mucho trabajo adaptarse a la tica y al pluralismo político, así como al sistema de partidos y gobiern​os de todas las tendencias y a la alternabilidad de los diferentes partidos en el poder.

El periodo entre 1966 y 1994 tiene continuidad jurídica y se rigió una misma Constitución, pero no fue homogéneo en lo político, ​pues ocuparon el poder gobiernos de partidos de ideologías diferen​tes. Así, entre 1966 y 1978, el Partido Reformista, de tende​ncia conservadora, bajo Joaquín Balaguer; entre 1978 y 1986 ocu​pó el poder el Partido Revolucionario Dominicano (PRD), de tendencia ​liberal, con Antonio Guzmán y Salvador Jorge Blanco como presidentes, para luego ver en 1986 el retorno de Balaguer y su Partido Reformista.

En el país se produjeron enormes cambios económicos y sociales entre 1966 y 1994. De una sociedad mayormente rural, la República Dominicana se volvió mayormente urbana. De una población de unos millones en 1966, llego a más de 7 millones en 1994. Empezó a surgir pujante clase media a medida que se crearon nuevas industrias y presas. Al poder viajar fácilmente al extranjero, el dominicano quiso ​imitar nuevas culturas, en especial la norteamericana, bajo la influ​encia del cine, la televisión y la prensa. Las ciudades dominicanas empezaron a modernizarse y se comenzaron a levantar edificios de apartamentos para todas las clases sociales, provocando también un cambio en los hábitos de vida de sus ocupantes, acostumbrados a la independencia de la choza campesina o la casa urbana. Adaptarse a los deberes de la vida en condominio no fue fácil para muchos dominica​nos. Por otro lado, la creación de muchas universidades y escuelas técnicas, amplió al horizonte cultural y laboral de la población.

Donde se avanzo poco fue en lo jurídico. Pudiéramos decir en realidad que se retrocedió. Parece que la profusión de legislación en la Era de Trujillo y la modernización de la misma bajo el Consejo de Estado, agoto la necesidad de leyes básicas. Pocos casos de leyes real​mente importantes surgen en esta etapa, pese a su larga duración. Peor aún, en el país empieza a surgir un desprecio y una inobservancia a las leyes. Los organismos encargados de ejecutarlas y de castigar su violación se quedaron estancados, mientras la población se duplico más. Así, las instituciones fiscales de cobro de impuestos no al​canzaron para atender tantos nuevos negocios y actividades y solo una porción reducida de los entes imputables pagaron realmente sus contribuciones. 
Los tribunales fueron incapaces de conocer y fallar tantos casos de violaciones a las leyes y a tantos litigios civiles, comer​ciales, laborales y de tierras y los expedientes se acumularon en los juzgados, provocando la corrupción en la justicia. La falta de inde​pendencia del Poder Judicial, la carencia de una carrera judicial y la influencia política en la selección de jueces han sido la constante en este Poder del Estado en la etapa que estamos estudiando. El presu​puesto del Poder Judicial fue manejado directamente por el Presi​dente de la República, con lo que este en realidad controlaba dicho Poder. El régimen inmobiliar empezó a resquebrarse, produciéndose innumeras ocupaciones de tierra por campesinos y marginados en las ciudades, sin que el Estado pudiera proteger los derechos de los legítimos propietarios. Muchas de las tierras que habían sido de la familia Trujillo fueron ocupadas no solo por esos grupos, sino también por militares y políticos, bajo el alegato de que siendo del Estado eran del pueblo. Los mecanismos de la Ley de Registro de Tierras no fueron capaces de controlar esa situación. 
En resumen, el Estado dominicano fue perdiendo poco a poco su capacidad de ges​tión y de cumplir su misión protectora de los derechos de los ciuda​danos. El desorden administrativo, el irrespeto a la ley y la corrupción, han caracterizado la vida jurídica dominicana en los últimos treinta años.

2.4  CONSTITUCION DEL 1963. UN CASO ESPECIAL

Se ha dejado el caso de la reforma constitucional de 1963 para tratarlo de modo separado y especial, dado que re​presenta un híbrido entre Asamblea Constituyente y Asam​blea Nacional Revisora.

Sin embargo, se debe excluir del concepto de Asamblea Constituyente, por las razones que se expondrán más adelante, a pesar de que el notable escritor y constitucionalista doctor Raymundo Amaro Guzmán, la tiene como un Asamblea Constituyente.

Tras la frustrada Asamblea Constituyente de 1962, el Consejo de Estado decidió aprobar una nueva Constitución, la que promulgó el 16 de septiembre de 1962. En esta nue​va Constitución, en su Artículo 124 se dice:

"El Consejo de Estado, después de haber hecho las re​formas pertinentes en materia electoral, convocará a elec​ciones de representantes a una Asamblea Revisora de la Constitución y a elecciones generales de los cargos electi​vos que establece la presente Constitución. Estas eleccio​nes tendrán lugar a más tardar el 20 de diciembre de 1962".

"Los candidatos a Diputados al Congreso Nacional que resulten electos lo serán a la vez como miembros de la Asam​blea revisora de la Constitución. En caso de que la Constitución no haya sido proclamada antes del 27 de febrero de 1963, la Cámara de Diputados será constituida con los su​plentes de los referidos Diputados que hayan sido elegidos conjuntamente con los titulares. Los Suplentes de Diputados estarán en funciones hasta tanto los titulares terminen su misión en la Asamblea Revisora, ocurrido lo cual los ti​tulares ocuparan sus curules respectivos".

Este Artículo 124 contiene varias contradicciones, y re​presenta un episodio de ingeniería política no recomenda​ble para la estabilidad de un proceso constituyente. (
)
Si el lector se detiene en el primer párrafo del referido Artículo 124 se dará cuenta de que esta convocando a dos elecciones: 1. Elecciones de representantes a una Asam​blea Revisora de la Constitución, 2. Elecciones generales de los cargos electivos.

Dice "... a elecciones de representantes.... y a elecciones generales....".

Dos elecciones de este tipo pueden hacerse de manera separadas en el tiempo o en un mismo día, con listas y ur​nas diferentes, en cuyo caso se trata de dos votaciones de un mismo proceso electoral. No hay dudas de que eso es lo que dice ese primer párrafo.

Sin embargo, cuando más adelante se dice que "Los candidatos a Diputados al Congreso Nacional que resulten electos lo serán a la vez como miembros de la Asamblea Revisora de la Constitución", el Consejo de Estado crea un desaguisado jurídico-político, cuyas consecuencias fueron las siguientes:

1. Reduce las dos elecciones a una elección, la de los car​gos electivos: Presidente, Vicepresidente, Senadores, Diputados, Síndicos y Regidores. No hay una elección de constituyentes.

2. Le dá dos funciones a los Diputados electos: a) Diputados al Congreso Nacional, b) Diputados Consiguientes, que también significa quitarle una función a los Senadores elec​tos, pues, Senadores y Diputados tenían el mismo derecho a participar en la reforma, ya que no hubo elección de constituyentes, y los Senadores también tenían sus su​plentes a los cuales podían encomendar su trabajo tem​poralmente, como se prescribía para los Diputados.

3. La función constituyente de los Diputados era transito​ria, pero no lo eran los Diputados, con lo cual se dejaba de cumplir uno de los principales requisitos de una Asamblea Constituyente: la transitoriedad de los elegi​dos.

4. Al disponer que todos los Suplentes pasaran a integrar la Cámara de Diputados, estando los titulares reforman​do la Constitución, creaba dos tipos de conflictos de in​tereses:

1. Entre los Suplentes, que se vean con un poder limi​tado en el tiempo, lo cual podía desencadenar ambi​ciones desmedidas, además de crear las bases para conciliábulos futuros.

2. Entre los Titulares, pues de hecho se estaban desdo​blando, como Diputados constituyentes y como di​putados congresionales. Pero, como tan pronto ter​minaran de reformar la Constitución iban a continuar legislando, no hay dudas de que esta última fun​ción pesaba más en la toma de sus decisiones y en la redacción del articulado de la nueva Constitución.

5. En adición a lo anterior, una prolongación del trabajo como constituyentes le reducía el tiempo como Diputa​dos. Precisamente, se observa como la Asamblea Revi​sora al entrar en su cuarto mes de trabajo va aceleran​do la aprobación de los artículos, aprobando el 17 de abril un total de 29 artículos, y en la sesión del 19 de abril aprobaron cinco títulos y 37 artículos, incluido lo referido al Poder Legislativo.

Cuando se lee el Artículo 104 de la Constitución del 1963 se observa que se otorga atribución exclusiva a la Cámara de Diputados para pre-seleccionar los jueces que finalmente elegiría el Senado, una facultad muy importante que si bien formaba parte del proyecto de reforma constitucional so​metido por el Partido Revolucionario Dominicano (PRD), hay que preguntarse si no hubiera resultado de otro modo con constituyentes verdaderamente transitorios, diferen​tes a los Diputados congresionales.

Si bien hasta la Constitución de 1908, inclusive, varias Constituciones facultaron a los diputados a elegir los jue​ces (cuando hubo una sola Cámara) o de formar ternas para enviarlas al Senado, hay que tomar en cuenta que los candidatos a jueces eran sometidos por los Colegios Electora​les de las provincias, es decir, que había una mayor participación, que no es el modelo presente en el Artículo 104 de la Constitución de 1963.

6.  Cuando el pueblo dominicano votó el 20 de diciembre de 1962, lo hizo por las boletas de los partidos, especial​mente por el PRD, lo hizo por los candidatos a Senado​res, Síndicos, Regidores y Diputados, y muy especial​mente por el candidato a Presidente de la República, por lo que puede decirse que funcionó el arrastre presi​dencial, no deteniéndose el pueblo a pensar en la fun​ción de "constituyentes" que iban a tener los Diputa​dos.

Tampoco fué la reforma constitucional una bandera de campaña del PRD, que pudiera influir en la elección de los Diputados, otro factor que nos aleja del proceso constitu​yente.

La Constitución del 1963 resultó ser una buena Constitución, indudablemente, y los Diputados hicieron un buen trabajo constitucional, pero con apego a la sistemática constitucional, se debe considerar a ésta reforma como hecha por el Congreso, representado por la Cámara de Diputados y no por una Asamblea Constituyente.


2.4.1  La Convocatoria del 1963

La convocatoria a la reforma constitucional realizada en 1963 tiene su origen jurídico, como se vio, en el Artículo 124 de la Constitución del 16 de septiembre de 1962, apro​bada por el Consejo de Estado, presidido por Rafael F. Bonnelly.

Para cumplir con el procedimiento constitucional de la convocatoria de la reforma, el Consejo de Estado aprobó la ley No. 6050 del 23 de septiembre de 1962, y como nos dice el doctor Raymundo Amaro Guzmán:

“Conviene advertir que en la convocatoria a elecciones de representantes a una Asamblea Revisora de la Consti​tución de que trata la susodicha ley No. 6050 del 1962, fundamentada en la Constitución del 16 de septiembre de 1962, no se limitan las partes de la Constitución que serian sometidas a revisión, como en ocasiones anteriores".

Más adelante precisa el doctor Raymundo Amaro, con​tinuador de la gran obra investigativa de nuestra historia constitucional hecha por Manuel Arturo Peña Batlle, "Lo anterior permitió que el Partido triunfador en las eleccio​nes de diciembre de 1962 sometiera a la consideración de la Asamblea Revisora un proyecto de Constitución de 186 artículos".(
)
Es obvio que un órgano no reformador, sea el Ejecuti​vo, sea un órgano con funciones ejecutivas-legislativas, o legislativas solamente, no tiene autoridad ni potestad para poner limitaciones al órgano reformador por excelencia de la Constitución, donde desde el momento que se cons​tituye pasa a representar la soberanía popular, estando por encima de los otros órganos, excepto del pueblo mis​mo.

La técnica de la numeración, la indicación y/o exposición de los artículos a reformar, para estar conforme a una clara teoría constitucional, basada en la soberanía popular, debe necesariamente incluir en las leyes de convocatoria una frase que diga: Y CUALQUIER OTRO ARTICULO QUE SE ESTIME CONVENIENTE.

En el caso de las Asambleas Constituyentes, las cuales no pueden ser limitadas en sus facultades reformadoras, pero que se deben al poder primario y superior del pueblo, éstas deben laborar y legislar en permanente comunicación con sus electores o mandantes, debiendo existir la más amplia transparencia entre los dos niveles, el de la función constituyente y el del poder supremo. Por eso, toda Asam​blea Constituyente debe trabajar con un proyecto de refor​ma constitucional, que debe elaborar o reelaborar en las primeras sesiones, para darlo a conocer al pueblo. Ese pro​yecto ha podido ser aportado por el Ejecutivo o por el Con​greso en su ley de convocatoria o por la sociedad civil, a eso no debemos oponernos, pues es un punto de partida, una guía para los trabajos que ayuda al debate previo y al dominio público de las propuestas. Lo que no se puede aceptar es que la Asamblea Constituyente sea constreñida a criterios políticos previos de parte de un sector de la so​ciedad, a veces muy minoritario.

CAPITULO III - REFORMAS CONSTITUCIONALES EN LATINOAMERICA Y EN ESPAÑA
3.1
CONSIDERACIONES GENERALES


Corresponde ahora el análisis del tema de la revisión o reforma constitucional, que incide en uno de los principios más clásicos del constitucionalismo moderno, como es el de la rigidez. 


Todas las Constituciones latinoamericanas han sido y son rígidas, en el sentido de que su revisión no puede hacerse mediante los métodos ordinarios de formación o reforma de la legislación ordinaria, sino que, al contrario, son especialmente establecidos para ello con un mayor grado de complejidad. En la generalidad de los casos, en nuestros países se atribuye al órgano legislativo del Estado, mediante un procedimiento específico y quórum calificado, la potestad de revisar la Constitución como sucede en Bolivia, Costa Rica, Cuba, Chile, El Salvador, Honduras, Perú, México, Panamá y, naturalmente, en la  República Dominicana. 


En otros casos, además de la intervención del órgano legislativo, se exige la aprobación popular de la reforma, como sucede en Ecuador, Guatemala, Paraguay, Uruguay y Colombia. En otros países se regula la intervención adicional de una Asamblea Nacional Constituyente, institución que por ejemplo se encuentra regulada en forma expresa en las Constituciones de Colombia, Costa Rica, Nicaragua, Paraguay y Venezuela. 


En otros países se distingue, además, el procedimiento para las Enmiendas del destinado a la Reforma Constitucional.


En todo caso, un aspecto fundamental que debe abordarse al reformar la constitución es el de conciliar las exigencias de las mutaciones constitucionales con los procedimientos propios de la rigidez constitucional para la revisión de las Constituciones y, en todo caso, resolver expresamente el conflicto que puede presentarse entre la soberanía popular y la supremacía constitucional.


En este aspecto, la recién experiencia venezolana puede servir de estudio de caso a los efectos de asimilar su experiencia y evitar sus efectos nocivos. La Constitución de 1961 establecía dos métodos de revisión constitucional: la Enmienda y la Reforma General, con procedimientos diferenciados según la importancia de la revisión, en los cuales la parte preponderante estaba en el Congreso Nacional, exigiéndose referéndum aprobatorio sólo para las Reformas Generales. En la Constitución, a pesar de la importante experiencia histórica del país en la actuación de Asambleas Constituyentes, sin embargo, como sucede en la Constitución de la República Dominicana, no estaba prevista la posibilidad de convocar alguna para que pudiera asumir la tarea de revisar el Texto Fundamental y reformular el sistema político en crisis.(
)

En 1999, sin embargo, el entonces recién electo Presidente de la República planteó la necesidad de convocar una Asamblea Nacional Constituyente, con lo cual muchas personas y sectores ajenos al  Presidente estaban de acuerdo, pero con la necesidad de preverla previamente mediante una enmienda en la Constitución.(
) Sin embargo, sin que esto último se hiciera, el Presidente de la República al tomar posesión de su cargo en febrero de 1999, decretó la convocatoria a un referéndum consultivo para el tema de la Asamblea Constituyente. La discusión constitucional que se había producido sobre dicha posibilidad que no tenía previsión constitucional, finalmente se había terminado con una ambigua decisión e interpretación de la Corte Suprema de Justicia la cual, fundada en el derecho a la participación como inherente a las personas, en enero de 1999 abriría el camino para la elección de la Asamblea Constituyente, lo que finalmente ocurrió, también después de intensos debates constitucionales judiciales, al aprobarse la iniciativa mediante referéndum en abril de 1999.


La Asamblea se eligió en julio de 1999, pero en lugar de concentrarse en la revisión constitucional, pretendió asumir poderes constituyentes originarios y colocarse por encima de los poderes constituidos, cuyos titulares habían sido electos meses atrás. Por supuesto, los conflictos constitucionales y políticos no se hicieron esperar y se sucedieron durante todo el segundo semestre de 1999, concluyendo el proceso, en principio, con la aprobación de la nueva Constitución la cual fue sometida a referendo aprobatorio en diciembre de 1999. La Asamblea Nacional Constituyente, sin embargo, e incluso al margen tanto de la nueva Constitución, como de la anterior, asumió poderes constitucionales paralelos, dictando normas de rango constitucional que, sin embargo, no fueron aprobadas por el pueblo, lo cual lamentablemente así fue aceptado por el nuevo Tribunal Supremo de Justicia, en marzo del 2000. (
)

El resultado del proceso constituyente venezolano, en todo caso, ha sido la regulación en el texto Constitucional, de todas las modalidades de revisión constitucional (Arts. 340 y sigts): en primer lugar, la Enmienda Constitucional destinada a adicionar o modificar uno o varios artículos de la Constitución, sin alterar su estructura fundamental, la cual luego de aprobada mediante un procedimiento especial por la Asamblea Nacional, debe someterse a referéndum aprobatorio; en segundo lugar, las Reformas Constitucionales con el objeto de revisar parcialmente la Constitución y sustituir una o varias de sus normas sin alterar los principios fundamentales del Texto, la cual también tiene un procedimiento algo más complicado y la necesidad de aprobación mediante referendo; y en tercer lugar, la Asamblea Nacional Constituyente para transformar el Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución. Por supuesto, a partir de la Constitución de 1999, y estando expresamente previsto en su texto, como un mecanismo para su revisión, esa Asamblea –al contrario de lo que ocurrió con la de 1999- no podría pretender asumir un poder constituyente originario, sino que para cumplir su misión, debe actuar en paralelo con los órganos de los Poderes constituidos.


El Artículo 349 de la Constitución, sin embargo, establece que “los poderes constituidos no podrán en forma alguna impedir las decisiones de la Asamblea Nacional Constituyente”, lo que podría conducir a que la Asamblea acuerde, por ejemplo, la cesación del mandato de los órganos de los poderes constituidos. El asunto, en todo caso, lo resuelve expresamente, la Constitución de Paraguay con una luminosa previsión: 

Artículo 291: La Convención Nacional Constituyente es independiente de los poderes constituidos. Se limitará, durante el tiempo que duren sus deliberaciones, a sus labores de reforma, con exclusión, de cualquier otra tarea. No se arrogara las atribuciones de los poderes del Estado, no podrá sustituir a quienes se hallen en ejercicio de ellos, ni acortar o ampliar su mandato.


Una norma como esta, de haber existido en la Constitución venezolana de 1961, ciertamente les hubiera ahorrado no sólo un año de conflictos políticos y constitucionales, sino el conjunto de “interpretaciones” constitucionales que la antigua Corte Suprema y el actual Tribunal Supremo tuvieron que hacer para justificar lo injustificable.

Las reformas constitucionales que se hagan en nuestros países de América Latina, sin duda, debe nutrirse de las experiencias derivadas de los conflictos vivos que se han producido en muchos de nuestros países, para prevenirlos o encauzarlos en su propio texto, y permitir las revisiones constitucionales necesarias e indispensables, particularmente en momentos de crisis del sistema político.


En América Latina, sin duda, tenemos suficiente experiencia constitucional como para poder aprender de nosotros mismos. Como dijimos al inicio, fue en nuestros países donde se comenzaron a ensayar todos los principios del constitucionalismo moderno, pues aquí fue que penetraron, en paralelo, las ideas y aportes de la Revolución Norteamericana de 1776 y de la Revolución Francesa de 1789. América Latina fue así un campo de ensayo de esos principios desde que se inició la Independencia a comienzos del Siglo XIX y, por supuesto, mucho antes que en la mayoría de los países europeos. Aquí hemos probado de todo, y tenemos experiencia propia en todo lo que tenga que ver con la organización del Poder. Nuestras 41 Constituciones, por tanto, tienen que surgir de nuestras propias experiencias, para lo cual por supuesto tenemos que pasar por conocerlas, porque la verdad es que muchas veces los latinoamericanos no nos conocemos a nosotros mismos. De allí, a veces, la inadecuada importación de tantas instituciones de otras latitudes, que a veces se enquistan en nuestros sistemas constitucionales y no terminan ni siquiera de latino americanizarse.


Uno de los retos de la reforma constitucional es, por tanto, la identificación precisa de los grandes temas sobre los cuales debe versar. Sin embargo una reforma constitucional, además de ser un asunto serio, es ante todo un asunto de todo un país, de todo un pueblo. Así como una Constitución no puede ser obra de un grupo político que la imponga a todos los otros; igualmente las reformas constitucionales deben ser producto de un consenso, de un acuerdo, de un pacto que involucre a todos los componentes de una sociedad y sus organizaciones. Esa es la única garantía de su necesidad y perdurabilidad. Una reforma constitucional impuesta, así sea por una mayoría circunstancial –porque en democracia todas las mayorías son circunstanciales y nunca son eternas-, es una reforma llamada a tener la misma duración que los reformadores tengan en el poder. 


Ese es el otro reto de la reforma constitucional: lograr que sea el compromiso del país entero. Por ello, además, una reforma constitucional, así corresponda hacerla al órgano legislativo, incluso en ausencia de mecanismos formales de consulta popular como ocurre en la República Dominicana, debe estar precedida y acompañada de amplios mecanismos de consulta que permitan el involucramiento y la participación de la población en la misma y si no existen crearlos.
3.2
 REFORMA CONSTITUCIÓNAL DOMINICANA DE 1844


El mecanismo de reforma actual se diferencia del mecanismo original de reforma constitucional en un aspecto esencial: en la Constitución de 1844 la proposición de reforma constitucional debía ser hecha por el Tribunado, un organismo colegiado electivo. En la actualidad, como se vio precedentemente, la iniciativa de reforma corresponde al Congreso (condicionada por mayoría de un tercio o 30%) o al Poder Ejecutivo, sin limitaciones. (
)
El procedimiento de reforma en la Constitución de 1844 era como sigue:

En virtud del Artículo 202, el Congreso podía en virtud de la proposición hecha por el Tribunado admitida por los dos tercios de aquél, decretar la revisión de la Constitución, designando y publicando los artículos, y disposiciones que deban revisarse. 


Según el Artículo 203, el procedimiento de reforma se desenvolvía como sigue: en la sesión ordinaria, o extraordinaria, subsecuente a la que se haya dado en el decreto de revisión, procede el Congreso a ella, debiendo estar presentes los dos tercios de sus miembros por lo menos. 


Por último, de acuerdo al artículo 204, el Congreso en el decreto de revisión designará el lugar y la época que juzgue conveniente para su reunión.

Como se nota rápidamente, el cambio no es irrelevante: en la Constitución de 1844:

· El Ejecutivo carecía de iniciativa de reforma (en la actual lo tiene);

· La solicitud de reforma debía ser aprobada por dos tercios. En la actualidad es por un tercio, si la propuesta la hacen los diputados o senadores;

· El procedimiento de reforma era más simple, por lo menos en su exposición textual.


Estas diferencias revelan que el constituyente originario pensó limitar la posibilidad de reforma constitucional, mediante un sistema que tipifica la Constitución dominicana como “rígida”, es decir, con un procedimiento de modificación diferente al procedimiento utilizado para crear o modificar la ley. En la actualidad el procedimiento es también rígido, pero nos enfrentamos a la realidad de cambiar algunos aspectos esenciales: la necesidad de reforma constitucional puede seguir siendo declarada como hasta ahora, y ese no es un punto en discusión. Lo que se propone cambiar es, indudablemente, el procedimiento a utilizar a partir de la iniciativa de reforma ya producida.


Aunque no sea tema de debate actual, todo indica que, en aras de la expansión de la conciencia democrática nacional, existe una “tercera vía” no explorada hasta el momento, resumida como sigue: la iniciativa para reformar la constitución se condiciona en el texto constitucional para que, una vez decidida por el Poder Ejecutivo o el Congreso, deba ser consensuada a nivel nacional. En este sistema, se podría emitir una Ley de Reforma Constitucional sólo cuando un Proyecto de Reforma Constitucional fuera sometido a la Consideración del Congreso o al Ejecutivo, se llamara a vistas públicas para discutirlo, se preparara un proyecto final de carácter general y se sometiera al Congreso Nacional, reunido en Asamblea, para su aprobación sin modificaciones.


La dificultad de este sistema estriba en que el Congreso, como entidad representativa del poder popular, no puede ser limitado en sus posibilidades de observación, modificación o cambio. Es libérrimo en sus decisiones. Por tanto, éste sistema, si bien ofrece la posibilidad de consensuar la reforma a nivel nacional, carece de viabilidad legal.


No obstante, ese sistema tiene muchas ventajas desde el punto de vista de la expansión de la conciencia democrática nacional. Se entiende que una modificación importante para salvar el escollo sería la de establecer la Asamblea Constituyente como forma de modificación del texto constitucional, pero celebrándose “en dos tiempos”: en un primer momento se procedería a redactar los proyectos tal como ya se ha expuesto, sometiéndose a Congresos Provinciales, donde se discutiría en el ámbito local. En un segundo momento, los representantes provinciales se reúnen y a su vez consensúan las propuestas divergentes.

Este es, por tanto, el mecanismo de reforma constitucional propuesto en esta investigación. (
)
	REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN DOMINICANA DE 1844

	 
	 

	 1.    Santo Domingo (originalmente guerra), 25 
	 19.   Santiago de los Caballeros, 22 de Febrero 

	        de Febrero de 1854.
	       de 1908.

	 2.       Santo Domingo, 16 de diciembre de 1854.
	 20.   Santo Domingo, 13 de junio de 1924.

	 3.       Moca, 19 de febrero de 1858.
	 21.   Santo Domingo, 15 de junio de 1927.

	 4.       Santo Domingo, 14 de noviembre de 1865.
	 22.   Santo Domingo, 9 de enero de 1929.

	 5.       Santo Domingo, 27 de septiembre de 1866.
	 23.   Santo Domingo, 20 de junio de 1929.

	 6.       Santo Domingo, 24 de abril de 1874.
	 24.   Santo Domingo, 9 de junio de 1934.

	 7.       Santo Domingo, 12 de septiembre de 1872.
	 25.   Santo Domingo, 10 de enero de 1942.

	 8.       Santo Domingo, 4 de abril de 1874.
	 26.   Santo Domingo, 10 de enero de 1947.

	 9.       Santo Domingo, 12 de abril de 1875.
	 27.   San Cristóbal, 1ro. de diciembre de 1955.

	 10.   Santo Domingo, 31 de marzo de 1876 (acta 
	 28.   San Cristóbal, 7 de noviembre de 1959.

	       adicional)
	 29.   Santo Domingo, 28 de junio de 1960.

	 11.   Santo Domingo, 10 de mayo de 1877.
	 30.   Santo Domingo, 2 de diciembre de 1960.

	 12.   Santo Domingo, 1ro. de junio de 1878.
	 31.   Santo Domingo, 29 de diciembre de 1961.

	 13.   Santo Domingo, 11 de febrero de 1879.
	 32.   Santo Domingo, 16 de septiembre de 1962.

	 14.   Santo Domingo, 28 de mayo de 1880.
	 33.   Santo Domingo, 29 de abril de 1963.

	 15.   Santo Domingo, 24 de noviembre de 1881.
	 34.   Santo Domingo, 3 de septiembre de 1965 

	 16.   Santo Domingo, 17 de noviembre de 1887.
	 35.   Santo Domingo, 28 de noviembre de 1966.

	 17.   Santo Domingo, 20 de junio de 1896.
	 36.   Santo Domingo, 14 de agosto de 1994.

	 18.   Santo Domingo, 9 de septiembre de 1907.
	 37.   Santo Domingo, 25 de Julio de 2002.

	 
	 


3.3 REFORMAS LATINOAMERICANAS
3.3.1 Caso de Argentina

En Argentina son pocas las precisiones constitucionales sobre la reforma. Se limitan esencialmente al Artículo 30 constitucional, que dispone como sigue: La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes. La necesidad de reforma debe ser declarada por el Congreso con el voto de los dos terceras partes, al menos, de sus miembros; pero no se efectuará sino por una Convención convocada al efecto(
).

La causa inmediata de la Reforma de 1994 es el Pacto de Olivos, acordado entre el entonces presidente de la Nación Carlos Saúl Menem y el ex presidente y líder de la oposición Raúl Ricardo Alfonsín.

En 1993, el diputado conservador Francisco de Durañona y Vedia (UCEDE), aliado al peronismo, presentó un proyecto de declaración de la necesidad de la reforma constitucional que en el Senado que resultó aprobado con numerosas modificaciones propuestas por el senador Leopoldo Bravo a cambio de su voto favorable a la declaración de necesidad de la reforma, la cual en la práctica se reducía a la posibilidad de reelección inmediata del presidente de la Nación, cuyo mandato continuaba siendo de seis años.

Entonces el 22 de octubre de 1993 el presidente Menem sancionó el Decreto 2181/93 convocando a una consulta popular voluntaria para que la ciudadanía se expresase respecto a la reforma constitucional que debería realizarse el 21 de noviembre.

Los objetivos de la reforma estuvieron incluidos en el Pacto de Olivos. Entre ellos estaba acortar el período presidencial pero permitir la reelección por un solo período, atenuar el presidencialismo, incluir los derechos humanos de tercera y cuarta generación, establecer penalidades contra los golpes de estado, y conceder prioridad legal a los tratados internacionales, entre otras medidas.

En la mayor parte de los partidos políticos argentinos existía un amplio consenso, desde varias décadas atrás, sobre el hecho de que la Constitución Argentina de 1853 había quedado relegada en muchos aspectos, además de consagrar un sistema presidencialista extremo que debía ser atenuado. La Unión Cívica Radical ya había sostenido la necesidad de reformar la Constitución en su Comité Nacional de 1937. Argentina era por entonces uno de los pocos países en el mundo que no garantizaba constitucionalmente los derechos sociales y económicos.

Con respecto al tema siempre candente del período presidencial, la Constitución Argentina de 1853 establecía un relativamente largo período de 6 años, pero prohibía explícitamente la reelección inmediata, siendo necesario esperar un período intermedio. Roca e Irigoyen habían sido reelectos con esas reglas. Las razones de evitar la reelección inmediata se relacionaban con una el extenso gobierno que Juan Manuel de Rosas había desempeñado al frente de la provincia de Buenos Aires en la primera mitad del siglo XIX.

En general existía un consenso entre los constitucionalistas sobre el hecho de que un período de 6 años resultaba demasiado extenso si el gobierno era considerado malo por los electores, y demasiado corto si la obra de gobierno era valorada positivamente. El debate se concentraba en la cantidad de tiempo que era razonable que un presidente se mantuviera ininterrumpidamente en el poder. En general, quienes apoyaban un sistema constitucional parlamentario de tipo europeo, se inclinaban por la reelección indefinida, mientras que quienes apoyaban un sistema constitucional presidencialista inspirado en el sistema norteamericano, proponían una reelección limitada.

En 1949, durante el gobierno de Juan Domingo Perón se había realizado una amplia reforma constitucional que incluía la reelección indefinida del presidente. Pero todas las normas constitucionales reformadas en 1949, fueron anuladas por una proclama del gobierno militar que derrocó al peronismo, que a su vez fue convalidada por una Convención Constituyente convocada al efecto por el gobierno militar en 1957.

Elección de constituyentes 

Durante tres meses, y en las ciudades de Paraná y Santa Fe (esta última sede tradicional de varias convenciones constituyentes), se realizaron las deliberaciones que terminaron por reformar 43 artículos.

Sobre un total de 305 convencionales, 134 correspondieron al peronismo, 74 al radicalismo, 32 a partidos de distrito, 31 al Frente Grande, 21 al Movimiento por la Dignidad y la Independencia (MODIN), 7 a Fuerza Republicana, 3 al Partido Demócrata Progresista, y otros 3 a la Unión de Centro Democrático (UCEDE). 

Deliberaciones y contenido 

Las deliberaciones fueron arduas. Algunos convencionales se destacaron por su fuerte oposición a la reforma, como el constituyente Monseñor Jaime de Nevares, quien terminó por renunciar a su banca sosteniendo que "esta convención esta viciada de nulidad absoluta". En un sentido similar se pronunció Fernando de la Rúa quien se negó terminantemente a participar de la reforma. Otros convencionales, como la radical Elisa Carrió, o el socialista Guillermo Estévez Boero, o el frepasista Eugenio Zaffaroni, se destacaron por incorporar a la Constitución el derecho internacional en materia de derechos humanos, y sistemas de atenuación de presidencialismo, como el Consejo de la Magistratura, el Jefe de Gabinete, y las reglas para decretos-leyes. También son muy importantes la introducción en la Constitución de normas para impedir los golpes de estado, los derechos ambientales, del consumidor, a la información, y la acción colectiva y el amparo, el voto directo, el ballotage, la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires.

El 22 de agosto de 1994 se aprobó definitivamente la reforma constitucional en la localidad de Olivos, en la provincia de Buenos Aires.

3.3.2
Caso de Chile
El procedimiento reformador constitucional en Chile se describe en los Artículos 116 y siguientes de su Carta Magna. Son dos procedimientos diferentes (el primero hasta el Artículo 118 y el segundo a partir del  119).


Una primera forma de modificación es como sigue:

La iniciativa de reforma pertenece al Poder Ejecutivo o al Congreso, como sigue: Los proyectos de reforma de la Constitución podrán ser iniciados por mensaje del Presidente de la República o por moción de cualquiera de los miembros del Congreso Nacional, con las limitaciones señaladas en el inciso primero del Artículo 62. El proyecto de reforma necesitará para ser aprobado en cada Cámara el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio. Si la reforma recayere sobre los capítulos I, III, VII, X, XI, XIV, necesitará, en cada Cámara, la aprobación de las dos terceras partes de los diputados y senadores en ejercicio. (
) 


El procedimiento de reforma continúa con una convocatoria del Presidente del Senado, a celebrarse no antes de treinta ni después de sesenta días contados desde la aprobación de un proyecto en la forma señalada en el Artículo 116, en la que, con asistencia de la mayoría del total de sus miembros, tomarán conocimiento de él y procederán a votarlo sin debate. Si a la hora señalada no se reuniere la mayoría del total de los miembros del Congreso, la sesión se verificará el mismo día, a una hora posterior que el Presidente del Senado haya fijado en la Convocatoria, con los diputados y senadores que asistan. 


El objetivo claro del sistema anterior es la producción de un proyecto de modificación constitucional. Ese proyecto, ya aprobado como se ha dicho, se remite al Presidente de la República, que tiene la posibilidad de observarlo, pero debe aprobar si en el Congreso el proyecto es apoyado por las dos terceras partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara. En este caso, el Presidente deberá promulgar dicho proyecto, a menos que consulte a la ciudadanía mediante plebiscito. 


La segunda forma de modificación es mediante la celebración de un plebiscito (como dispone el Artículo 119 constitucional), a efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquel en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por ellas, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contando desde la publicación de dicho decreto. Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebiscito, se promulgará el proyecto que hubiere aprobado el Congreso. 


El decreto de convocatoria contendrá, según corresponda, el proyecto aprobado por el Congreso Pleno y vetado totalmente por el Presidente de la República, o las cuestiones del proyecto en las cuales el Congreso haya insistido. En este último caso, cada una de las cuestiones en desacuerdo deberá ser votada separadamente en el plebiscito. 


El Tribunal Calificador comunicará al Presidente de la República el resultado del plebiscito, y especificará el texto del proyecto aprobado por la ciudadanía, el que deberá ser promulgado como reforma constitucional dentro de los cinco días siguientes a dicha comunicación. 


Una vez promulgado el proyecto y desde la fecha de su vigencia, sus disposiciones formarán parte de la Constitución y se tendrán por incorporadas a ésta. 


La Constitución así reformada entrará en vigencia seis meses después de ser aprobada mediante plebiscito, con excepción de las disposiciones transitorias novena y vigésima tercera que tendrá vigor desde la fecha de esa aprobación. Su texto oficial será el que consta en éste decreto ley. 

3.3.3
Caso de Venezuela

En la República Bolivariana de Venezuela el mecanismo de reforma constitucional es a través de una Asamblea Constituyente, celebrada bajo las condiciones mandatarias de los Artículos 342 y siguientes de la Constitución venezolana. 


Existen dos previsiones reformadoras en el texto: en el artículo 342 citado la reforma de que se trata es de carácter parcial: se declara textualmente que su objeto es el de una revisión parcial de ésta Constitución y la sustitución de una o varias de sus normas que no modifiquen la estructura y principios fundamentales del texto Constitucional. Pero a partir de su Artículo 347 la Constitución venezolana aclara, quizá como ningún otro texto constitucional americano, que  el pueblo de Venezuela es el depositario del poder constituyente originario y que, por lo tanto, si ejerce ese poder puede convocar una Asamblea Nacional Constituyente con el objeto de transformar al Estado, crear un nuevo ordenamiento jurídico y redactar una nueva Constitución. (
) 


Procedimiento la reforma parcial: 

a) la iniciativa de la Reforma de la Constitución la ejerce la Asamblea Nacional mediante acuerdo aprobado por el voto de la mayoría de sus integrantes, por el Presidente o Presidenta de la República en Consejo de Ministros o a solicitud de un número no menor del quince por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas en el Registro Civil y Electoral que lo soliciten. 

b) El proyecto de Reforma Constitucional aprobado por la Asamblea Nacional se someterá a referendo dentro de los treinta días siguientes a su sanción. El referendo se pronunciará en conjunto sobre la Reforma, pero podrá votarse separadamente hasta una tercera parte de ella, si así lo aprobara un número no menor de una tercera parte de la Asamblea Nacional o si en la iniciativa de reforma así lo hubiere solicitado el Presidente o Presidenta de la República o un número no menor del cinco por ciento de los electores inscritos y electoras inscritas en el Registro Civil y Electoral. 

c) Se declarará aprobada la Reforma Constitucional si el número de votos afirmativos es superior al número de votos negativos. La iniciativa de Reforma Constitucional revisada no podrá presentarse de nuevo en un mismo período constitucional a la Asamblea Nacional. 

d) El Presidente o Presidenta de la República estará obligado a promulgar las Enmiendas y Reformas dentro de los diez días siguientes a su aprobación. Si no lo hiciere, se aplicará lo previsto en esta Constitución. 


Procedimiento para la Creación de una Nueva Constitución:


Se realiza a través de la Asamblea Constituyente, a iniciativa de convocatoria del Presidente de la República en Consejo de Ministros; la Asamblea Nacional, mediante acuerdo de la dos terceras partes de sus integrantes; los Consejos Municipales en cabildos, mediante el voto de las dos terceras partes de los mismos; y el quince por ciento de los electores inscritos y electoras en el Registro Civil y Electoral. 


No le es posible al Presidente de la República objetar la nueva Constitución. 


Una vez promulgada la nueva Constitución, ésta se publicará en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela o en la Gaceta de la Asamblea Nacional Constituyente. 


No obstante esas categóricas previsiones, el Artículo 350 constitucional venezolano dispone una limitación específica al poder constituyente: dispone que 

…el pueblo, fiel a su tradición republicana, a su lucha por la independencia, la paz y la libertad, desconocerá cualquier régimen, legislación o autoridad que contraríe los valores, principios y garantías democráticos o menoscabe los derechos humanos. 

3.3.4
Caso de Colombia

En Colombia existen tres formas de modificación constitucional: una a cargo del Congreso; otra a cargo de la Asamblea Constituyente y otra mediante el referendo popular.


3.3.4.1 Reforma por el Congreso


Es un mecanismo de reforma abierta, como si se tratara de una Constitución flexible, pues el mecanismo de reforma es igual para la Constitución y la Ley. (
)

Se describe en el Artículo 375 constitucional colombiano. La iniciativa de reforma está a cargo del Gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los diputados y los ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente. El trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el primero de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será publicado por el Gobierno. En el segundo período la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada Cámara. En este segundo período sólo podrán debatirse iniciativas presentadas en el primero.  

3.3.4.2  Reforma por la Asamblea Constituyente


Mediante ley aprobada por mayoría de los miembros de una y otra Cámara, el Congreso podrá disponer que el pueblo en votación popular (la tercera parte del censo electoral) decida si convoca una Asamblea Constituyente con la competencia, el período y la composición que la misma ley determine.  


La Asamblea es elegida con el voto directo de los ciudadanos, en acto electoral que no podrá coincidir con otro. A partir de la elección quedará en suspenso la facultad ordinaria del Congreso para reformar la Constitución durante el término señalado para que la Asamblea cumpla sus funciones. La Asamblea adoptará su propio reglamento. 

3.3.4.3 Reforma por referendo popular


Es un mecanismo de reforma excepcional: sólo procede cuando la reforma verse sobre los derechos reconocidos en el Capítulo 1 del Título II y a sus garantías, a los procedimientos de participación popular, o al Congreso, si así lo solicita, dentro de los seis meses siguientes a la promulgación del acto legislativo, un cinco por ciento de los ciudadanos que integren el censo electoral. La reforma se entenderá derogada por el voto negativo de la mayoría de los sufragantes, siempre que en la votación hubiere participado al menos la cuarta parte del censo electoral. 


Por iniciativa del Gobierno o de los ciudadanos en las condiciones del Artículo 155, el Congreso, mediante ley que requiere la aprobación de la mayoría de miembros de ambas Cámaras, podrá someter a referendo un proyecto de reforma constitucional que el mismo Congreso incorpore a la ley. El referendo será presentado de manera que los electores puedan escoger libremente en el temario o articulado qué votan positivamente y qué votan negativamente. 


La aprobación de reformas a la Constitución por vía de referendo requiere el voto afirmativo de más de la mitad de los sufragantes, y que el número de éstos exceda la cuarta parte del total de ciudadanos que integren el censo electoral. 

3.3.5
Caso de Ecuador

En Ecuador la reforma constitucional procede en dos formas: por el Congreso Nacional o mediante consulta popular. 


Si se trata de la reforma ante el Congreso Nacional, la iniciativa corresponde a un número de diputados equivalente al veinte por ciento de sus integrantes o un bloque legislativo; también al Presidente de la República, a la Corte Suprema de Justicia, al Tribunal Constitucional o al diez por ciento de los inscritos en el padrón electoral.


El mecanismo de reforma se asemeja al de las constituciones flexibles: de acuerdo al texto del Artículo 282 el Congreso Nacional conoce y discute los proyectos de reforma constitucional, mediante el mismo trámite previsto para la aprobación de las leyes. El segundo debate, en el que se requerirá del voto favorable de las dos terceras parte s de la totalidad de miembros del Congreso, no podrá efectuarse sino luego de transcurrido un año a partir de la realización del primero.  Una vez aprobado el proyecto, el Congreso lo remitirá al Presidente de la República para su sanción u objeción, conforme a las disposiciones de esta Constitución. 


En cuanto al Presidente de la República, su capacidad de iniciativa se limita a los casos de urgencia calificados previamente por el Congreso Nacional con el voto de la mayoría de sus integrantes, podrá someter a consulta popular la aprobación de reformas constitucionales. En los demás casos, la consulta procederá cuando el Congreso Nacional no haya conocido, aprobado o negado las reformas en el término de ciento veinte días contados a partir del vencimiento del plazo de un año, referido en el Artículo anterior. 

En ambos eventos se pondrán en consideración del electorado textos concretos de reforma constitucional que, de ser aprobados, se incorporarán inmediatamente a la Constitución. 

3.3.6 Caso de Costa Rica



En Costa Rica existen dos formas de modificación constitucional, similarmente a lo que ocurre en Venezuela: si la reforma es total, la competencia pertenece a la Asamblea Constituyente; si la reforma es parcial corresponde a la Asamblea Legislativa.


En cuanto a la Asamblea Constituyente, el artículo 196 de la Constitución costarricense dispone que ella se convoca mediante una ley aprobada por no menos de los dos tercios del total de los miembros de la Asamblea Legislativa y no se requiere sanción del Poder Ejecutivo.


En cuanto a la Asamblea Legislativa, para la reforma constitucional parcial, el procedimiento es como sigue:


1) La proposición en que se pida la reforma de uno o más Artículos debe presentarse a la Asamblea en sesiones ordinarias, firmada al menos por diez diputados; 


2) Esta proposición será leída por tres veces con intervalos de seis días, para resolver si se admite o no a discusión; 


3) En caso afirmativo pasará a una comisión nombrada por mayoría absoluta de la Asamblea, para que dictamine en un término de hasta veinte días hábiles; 


4) Presentado el dictamen, se procederá a su discusión por los trámites establecidos para la formación de las leyes; dicha reforma deberá aprobarse por votación no menor de los dos tercios del total de los miembros de la Asamblea; 


5) Acordado que procede la reforma, la Asamblea preparará el correspondiente proyecto, por medio de una Comisión, bastando en este caso la mayoría absoluta para aprobarlo; 


6) El mencionado proyecto pasará al Poder Ejecutivo; y éste lo enviará a la Asamblea con el Mensaje Presidencial al iniciarse la próxima legislatura ordinaria, con sus observaciones, o recomendándolo; 


7) La Asamblea Legislativa, en sus primeras sesiones, discutirá el proyecto en tres debates, y si lo aprobare por votación no menor de dos tercios de votos del total de los miembros de la Asamblea, formará parte de la Constitución, y se comunicará al Poder Ejecutivo para su publicación y observancia. (
)  

3.3.7  Caso de Perú 

En Perú la reforma constitucional, sea total o sea parcial, debe someterse a referéndum, en virtud de la disposición categórica del Artículo 32 constitucional.


Toda reforma debe ser aprobada por el Congreso con mayoría absoluta (la mitad más uno, mayoría simple) del número legal de sus miembros y ratificada mediante referéndum. Puede omitirse el referéndum cuando el acuerdo del Congreso se obtiene en dos legislaturas ordinarias sucesivas con una votación favorable, en cada caso, superior a los dos tercios del número legal de congresistas. La ley de reforma constitucional no puede ser observada por el Presidente de la República. 


La iniciativa de reforma constitucional corresponde al Presidente de la República, con aprobación del Consejo de Ministros; a los congresistas; y a un número de ciudadanos equivalente al cero punto tres por ciento (0.3%) de la población electoral, con firmas comprobadas por la autoridad electoral. 

3.3.8  Caso de Paraguay

En Paraguay existe un control temporal para la reforma: sólo puede hacerse pasados diez años de su promulgación, pero cada tres años pueden realizarse enmiendas. La diferencia radica en una declaración especial, que dispone que corresponde a reforma y no a enmienda ciertos temas constitucionales. Por tanto, se condiciona a la vigencia de 10 años cualquier modificación sobre el modo de elección, la composición, la duración de mandatos a los atribuciones de cualquiera de los poderes del Estado, o las disposiciones de los Capítulos I, II, III y IV del Título II, de la Parte I (derechos individuales). 

En cuanto a las reformas, el procedimiento es como sigue: la iniciativa corresponde al veinticinco por ciento de los legisladores de cualquiera de las Cámaras del Congreso, el Presidente de la República o treinta mil electores, en petición firmada. Es curioso que se cite un número específico de electores para solicitar la reforma y no un porcentaje de los registrados en el padrón electoral.


La declaración de la necesidad de la reforma sólo será aprobada por mayoría absoluta de dos tercios de los miembros de cada Cámara del Congreso. 


Una vez decidida la necesidad de la reforma, el Tribunal Superior, de Justicia Electoral llamará a elecciones dentro del plazo de ciento ochenta días, en comicios generales que no coincidan con ningún otro.(
)

El número de miembros de la Convención Nacional Constituyente no podrá exceder del total de los integrantes del Congreso. Sus condiciones de elegibilidad, así como la determinación de sus incompatibilidades, serán fijadas por ley. Los convencionales tendrán las mismas inmunidades establecidas para los miembros del Congreso. En cuanto a las enmiendas, el Artículo 290 dispone que pueden realizarse transcurridos tres años de promulgada la Constitución, a iniciativa de la cuarta parte de los legisladores de cualquiera de las Cámaras del Congreso, del Presidente de la República o de treinta mil electores, en petición firmada. 


El texto íntegro de la enmienda deberá ser aprobado por mayoría absoluta en la Cámara de origen. Aprobado el mismo, se requerirá igual tratamiento en la Cámara revisora. Si en cualquiera de las Cámaras no se reuniese la mayoría requerida para su aprobación, se tendrá por rechazada la enmienda, no pudiendo volver a presentarla dentro del término de un año. 


Aprobada la enmienda por ambas Cámaras del Congreso, se remitirá el texto al Tribunal Superior de Justicia Electoral para que, dentro del plazo de ciento ochenta días, se convoque a un referéndum. Si el resultado de este es afirmativo, la enmienda quedará sancionada y promulgada, incorporándose al texto institucional. 

3.3.9 Caso de Bolivia

La creación de Bolivia fue producto de 16 años de lucha la cual permitió a los nativos y residentes de la Audiencia de Charcas, ver como la situación estratégica de su territorio y su gran riqueza eran fundamentales para quienes deseaban construir una América nueva. 

Pasada la avalancha de españoles, argentinos, peruanos y más tardes colombianos, los habitantes de estas tierras recogieron los despojos de la guerra y así se dispusieron a construir su propia patria.

Bolivia creada por cinco departamentos, (Chuquisaca, Potosí, La Paz, Santa Cruz y Cochabamba) que habían existido como antes casi autónomo desde mucho antes de la fundación de la República, pues tenia sus delimitaciones políticos-administrativas y una autonomía de gestión avanzadísimas en torno de núcleos económicos también definidos. 

La ley número 39 del 23 de enero 1826 al establecer la división político administrativo de la República, reconoce y legaliza las antiguas jurisdicciones territoriales que éstos departamentos habían tenido muchos antes de 1825.

Luego mediante Ley Nº 209 del 21 septiembre de 1831, por voluntad libre de los tarijeños se anexa la provincia de Tarija y se la convierte en Departamento habiendo tenido ésta un alto grado de auto gestión y delimitación político-administrativa propia, al igual que sus dejadas provincia de Río de la Plata que ahora forman el estado federal Argentino.

Esto es importante destacar, la mayoría de los países del mundo, al establecer sus delimitaciones político-administrativas internas así como al darse una forma de Estado determinado, tan sólo respetaron el derecho natural y el históricamente adquirido por las regiones. Es por eso que en muy pocos lugares del mundo sus habitantes cuestionan su organización estatal.

Justamente esto no sucedió en Bolivia, pues los que diseñaron la patria no han respetado el estado político autónomo de las regiones claramente identificadas con sus particularidades geográficas, políticas sociales y económicas.

Sin embargo, no respetaron el grado de autogestión que habían tenido sus regiones para, conforme a esto, determinar la forma a adoptarse, fracasaron por el simple hecho de que violentaron la histórica forma en que se condujeron esos pueblos.

El adoptar una forma de estado, es un hecho jurídico que en ningún caso puede desconocer los derechos adquiridos centenariamente por los pueblos. La única manera de adoptar una forma completamente justa en este sentido, es que ésta sea el fiel reflejo de la realidad político-administrativa y económica que pretende normar. 

Un 13 de agosto de 1825, los representantes adoptaron para si un Estado "concentrado general y uno". Han violentado flagrantemente nuestros derechos históricos, pero ha llegado la hora de cambiar y corregir este error histórico que nos ha heredado consecuencias de injusticia.
3.4 Reforma Constitucional en España (Por Rezones Históricas)
El Art. 30 dice que: “La Constitución puede reformarse en el todo o en cualquiera de sus partes” una mera interpretación gramatical, según Bidart Campos nos llevaría a decir que “toda” la constitución y “todas” sus normas son susceptibles de reforma, y que nada le queda sustraído. Pero este autor sostiene que los contenidos pétreos de la constitución, si bien pueden reformarse, no pueden alterarse, suprimirse o destruirse. Con lo cual el art. 30 permitiría una reforma total “cuantitativa” pero no “cualitativa”.

Por esta parte, consideran en el supuesto caso que cambiara la idea política dominante en la sociedad dominicana, cuestión que hasta el momento nunca ocurrió, sería posible una modificación “cualitativa” total de nuestra Constitución. Esta función es asignada por el Artículo 30 de la Constitución al Congreso Nacional al cual le corresponde declarar la necesidad de la reforma constitucional a través de un acto político no susceptible de revisión judicial en cuanto a su contenido, aunque es doble el control de constitucionalidad en relación al procedimiento previsto.

La declaración que emita el Congreso debe ser sustentada, indicando los fundamentos que hacen necesaria la reforma y los obstáculos que representan el articulado constitucional vigente. Sin embargo, el incumplimiento de este requisito de índole republicano cuyo incumplimiento no acarrea la invalidez jurídica de la declaración.

En cambio, bajo pena de nulidad, ya sea en forma puntual o indirecta, la declaración debe precisar los puntos de la constitución que deberían ser modificados por la Convención Constituyente. Está última puede aceptarlos o rechazarlos, pero no puede apartarse del temario establecido por el congreso.

El Movimiento contra la Globalización, la Europa del Capital y la Guerra puede ser un cauce para que, en países desarrollados como España la cooperación de innumerables subjetividades y acontecimientos rebeldes, impidan la globalización de la desigualdad, la violencia y el desamparo. Sin organizar la acumulación de fuerza y el apoyo mutuo de las innumerables dinámicas de autodefensa, resistencia y antagonismo, esta proliferación es impotente. 


 
La izquierda anticapitalista necesita, para ser izquierda, defender al trabajo asalariado en sus condiciones concretas y para ser anticapitalista, criticar teórica y prácticamente dicha forma de trabajo, incorporada por el capital a su lógica. Pero también necesita, como componente de un amplio movimiento social anticapitalista, criticar la subordinación de las mujeres a los hombres y las formas dominantes de alimentación, consumo y cuidados. 


 
Es necesario defender el salario, aunque dicho salario sea el operador de la subordinación del trabajo al capital y de las mujeres a los hombres. También lo es exigir al Estado que sea garante de los derechos sociales, aunque el Estado sea el garante de la desigualdad. Pero limitarse sólo a eso es jugar dentro del mercado y del Estado. De ahí sólo sale más mercado y más Estado. No habrá izquierda anticapitalista sin sindicalismo, feminismo y ecologismo anticapitalistas. Sin organizar a las masas de trabajadoras, precarias, consumidoras, mujeres y excluidas, nos moveremos entre el mercado, el Estado y los intelectuales postmaterialistas que nos predican una lírica espontaneista de “éxodos” sin conocer las génesis. 


 
Al criticar al capitalismo desde la crítica al trabajo asalariado y al trabajo de cuidados, estamos abriendo la posibilidad de que las personas trabajadoras, los hombres y mujeres, al hacer conscientes los principios económicos, políticos y culturales que nos colonizan, iniciemos un éxodo colectivo. Explorando caminos fuera de la subordinación de la relación salarial y de las mujeres a los hombres, fuera del consumismo como sinónimo de bienestar y del descompromiso político como sinónimo de madurez ciudadana. Este éxodo, exige ir más allá de la legítima defensa de las condiciones en las que vendemos nuestra fuerza de trabajo y de la forma en la que cuidamos y somos cuidados. Requiere que nos veamos como seres sociales, necesitados, no sólo del trabajo, sino también de cuidar y ser cuidados, de la creación cultural y artística, de la deliberación y de la participación política desde lugares sociales. Requiere que el movimiento sindical coopere y se mezcle con el resto de la sociedad.

 
La crítica al capitalismo, para ser verdadera, debe contener la crítica a las formas habituales de trabajar, comer, consumir, cuidar y ser cuidados, pensar, desear, sentir y participar socialmente. Es decir, la crítica al capitalismo exige volver, de manera reflexiva, la crítica hacia el mismo trabajador, como asalariado, ciudadano y consumidores, hombres y mujeres que cuidan y son cuidados.

La Ley para la Reforma Política en España
La "Ley para la Reforma Política" de 4 de enero de 1977 era una norma puente entre el sistema político franquista y la instauración de un sistema democrático liberal. Aparte de su importancia intrínseca, la LRP influi​rá  directamente en muchos de los postulados de la Constitución de 1978. De ahí su interés. Era, además, una Ley muy breve. Disponía tan solo de cinco artículos, tres Disposiciones Transitorias y una Disposición Final. Jus​tificaba su legitimidad en el pasado, pero bajo la apariencia de la reforma se estaba incubando, como reconoció RAIL MORODO, una alteración/destrucción de la legalidad franquista.

De su contenido se pueden extraer los siguientes elementos de interés:

a) Se recogían una serie de principios que modificaban radicalmente la naturaleza del régimen franquista y que habían sido negados sistemáticamente durante toda la vigencia de la Dictadura: la supremacía de la ley en cuanto "expresión soberana del pueblo"; los derechos fundamentales de la persona, de los que se predicaba su carácter inviolable y que vinculaban a todos los órganos del Estado. 

b) En su artículo tercero la Ley para la Reforma Política configuraba un rudimentario procedimiento de reforma constitucional (que ya advertía de que la "intención" de la LRP era destruir el sistema ante​rior y construir un sistema nuevo). 
c)  La ruptura con el sistema institucional anterior venia recogida en el articulo segundo, donde se regulaban unas Cortes de carácter bica​meral (Congreso de los Diputados y Senado). El Senado fue con​figurado, tal como expusieron Bonifacio de la Cuadra y Soledad Gallego, como una segunda línea de resistencia moderada, en el caso de que los resultados electorales dieran a la izquierda una situación demasiado beligerante.

La LRP incluía también un conjunto de previsiones que regulaban la materia electoral, pues en verdad su objeto principal era ese: convocar unas elecciones legislativas libres. Muchas de estas previsiones se trasladarían posteriormente a la Constitución de 1978. A saber:

a)  Los Diputados y Senadores se elegían por “sufragio universal, directo y secreto”.

b)  El Congreso de los Diputados tendría 350 escaños y el Senado 207, más 41 de designación real.

c)  La circunscripción electoral seria la provincia.

d) Los Senadores se elegirían a razón de cuatro por provincia, con cier​tas correcciones en el caso de las islas.

e)  El mandato de Diputados y de Senadores se extendía durante el plazo de cuatro años (periodo de legislatura).

f)  De los Senadores se predicaban que representaban a las "entidades territoriales".

g)  El resto de cuestiones serian fijadas por la normativa electoral, para cuyo desarrollo se habilitaba previamente al Gobierno.

El 18 de marzo de 1977, previo acuerdo con la oposición, el Gobierno aprobó un Real Decreto-Ley sobre normas electorales. Su importancia se extralimita a la celebración de las primeras elecciones democráticas tras el largo paréntesis franquista, pues muchas de sus previsiones se reflejaran ulte​riormente sobre la Ley Orgánica de Régimen Electoral de 1985. 

Las elecciones legislativas del 15 de junio de 1977 y los inicios del proceso constituyente.

El 15 de junio de 1977 se celebraron las elecciones legislativas para el Congreso de los Diputados y el Senado. Habían transcurrido más de cua​renta años desde las últimas elecciones democráticas que se celebraron en España en febrero de 1936, poco antes de la Guerra Civil, en las que triunfó el Frente Popular. Estas elecciones de 1977 no fueron a Cortes Constituyentes, pero en la conciencia colectiva existía la convicción de que la tarea principal de esas Cortes Generales sería la de elaborar una Constitución.

Concurrieron a la contienda electoral veintidós coaliciones y más de ciento cincuenta partidos políticos.

Unas elecciones que sirvieron, por tanto, para racionalizar un sis​tema de partidos, reduciendo la presencia en el Parlamento de aquellas fuer​zas políticas más representativas. 

Notas características del proceso constituyente

Una primera nota del proceso constituyente radicó, como antes señalaba, en que se llevo a cabo por una Asamblea Legislativa, que no dejaba de ser un ejemplo atípico de "Asamblea constituyente", pues las Cortes Generales que elaboraron la Constitución fueron elegidas para una legislatura (4 años) y, hasta 1979, que fueron disueltas, desempeñaron también funciones legislativas, de control y presupuestarias (como cualquier Parlamento ordi​nario), además de elaborar y aprobar una Constitución. 

“Las diferencias entre las distintas fuerzas políticas fueron, en efec​to, de gran calado y amplitud. Los puntos de fricción del proceso constituyente se situaron principalmente en materias tales como la inclusión en el texto constitucional de la noción de "nacionalidades", la titularidad del derecho a la vida y la abolición de la pena de muerte, la confesionalidad o no del Estado y el reconocimiento constitucional que había que dar a la Iglesia Católica, la libertad de enseñanza y el derecho de educación, la regulación cons​titucional del derecho a la huelga y el lock-out (cierre patronal), la composición y el sistema electoral del Congreso de los Diputados, y, en fin, sobre todo el Título relativo a la organización territorial del Estado (que regulaba las "autonomías territoriales" y concretaba el derecho de autonomía reco​nocido en el Artículo 2 de la Constitución).” 

Pero donde el proceso constituyente dejó a todas luces una obra incompleta fue en lo que afecta a la organización territorial del Estado. En éste punto, se produjo una suerte de desconstitucionali​zación de la forma territorial del Estado, ante la imposibilidad de alcanzar acuerdos concretos. La Constitución Territorial del Estado estaba, por tanto, formada prin​cipalmente por el binomio Constitución/Estatutos de Autonomía. Esa misma ambigüedad calculada fue la que se empleo en la "solución del problema vasco", mediante la contemplación de una especie de cláusula de excepción (al menos en determinadas materias) que reconocía los derechos históricos de los territorios forales.

Durante el proceso constituyente se produjo, asimismo, un fenómeno paralelo que iba a condicionar el desarrollo futuro del Estado autonómico: el establecimiento de los regimenes provisionales de autonomía (las "preautonomías"). Al hilo de las demandas de autogobierno de Cataluña y del Pals Vasco florecieron por la geografía española otras muchas reivindicaciones autonómicas (aunque de tono mucho menor y, en algunos casos, puramente artificiales). 

Dio comienzo así a un duro pulso entre los niveles centrales de gobierno y los niveles territoriales que se prolonga hasta hoy en día. Los constituyentes no fueron capaces de diseñar un modelo de organización territorial del Estado ni tampoco previeron fórmulas de colaboración o de cooperación entre los diferentes niveles de gobierno. La integración del Estado no podría lograrse con un diseño que alimentaba la confrontación. Las debi​lidades del sistema eran manifiestas en todo lo concerniente a la participación de las futuras Comunidades Autónomas en la política estatal: la configuración de un Senado con una muy débil presencia de la representación autonómica, dejó abierto un problema que hasta la fecha no ha sabido cerrarse.

También en paralelo al propio proceso constituyente el Estado fue homologándose con los países de su entorno en materia de derechos y liber​tades. 

El 31 de octubre de 1978 se produjo la votación final del Proyecto de Constitución en ambas Cámaras. Por lo que concierne al Congreso, el PNV se abstuvo, al no ver satisfechas sus reivindicaciones de reintegración foral plena. 

El 6 de diciembre de 1978 se sometió a referéndum el texto constitucional aprobado por las Cortes Generales. Sobre el total de votos emi​tidos, votaron afirmativamente un 87,87 por 100, mientras que lo hicieron en contra un 7,83 por 100. Aun así, existió un porcentaje de abstención preo​cupante (el 33 por 100 del censo total), mucho más acusado en el País Vasco. En efecto, en el País Vasco el 46,4 por 100 del electorado se abstuvo (pues era la postura que defendía el PNV), mientras que un 11,3 por 100 del censo voto en contra: la legitimidad del texto constitucional de 1978 nacía en las provincias vascongadas con una fuerte hipoteca.

El 27 de diciembre de 1978 el Rey promulgaba la Constitución y, acto seguido, sería publicada y entraría en vigor. Sin duda, el texto cons​titucional de 1978, con sus virtudes y sus defectos, ha conseguido, hasta el día de hoy, prolongar su existencia durante veinticinco años. 
Reforma política española de 1977

El proceso de reforma política española de 1977 es un conjunto de modificaciones de la legislación vigente en España hasta ese momento, las Leyes Fundamentales del Reino, de carácter autoritario, para acabar con la entrada en vigor de una Constitución, que convirtieron al país en una Estado social y democrático de derecho.

La reforma tenía como objetivo reconocer y garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales y las libertades públicas (fuertemente restringidos con la legislación vigente a la sazón), legalizar todos los partidos políticos (el único partido legal era la Falange) y permitir a los trabajadores su sindicación y sus derechos laborales (existía un único sindicato vertical, la Organización Sindical, y el derecho a huelga no estaba reconocido). Esta reforma implicaba la aprobación de una Ley Electoral para regular los comicios y la modificación del Código Penal para eliminar los delitos considerados políticos, además de conceder una amnistía a los presos por estos delitos.

La piedra angular del proceso es la Ley para la Reforma Política, aprobada el 18 de noviembre de 1976 por las Cortes Generales y sometida a la aprobación en Referéndum el 15 de diciembre de 1976, con una participación del 77 por ciento del censo y un 80 por ciento de votos a favor, y que tenía el carácter de Ley Fundamental. La nueva norma determinaba lo siguiente:

Establecía el concepto de soberanía popular como derecho político igual para todos los mayores de 21 años (que era en ese momento la mayoría de edad legal). 

Procedía a crear un sistema bicameral: Congreso de los Diputados y Senado, con un mandato de cuatro años. Sus miembros serían elegidos por sufragio universal libre, directo y secreto, a excepción de una quinta parte de los senadores que eran designados directamente por el Rey. 

Autorizaba expresamente al Gobierno o al Congreso de los Diputados así elegido a iniciar una reforma constitucional, si bien no indicaba textualmente que las Cortes Generales resultantes fueran a derogar el conjunto de Leyes Fundamentales que, como bloque constitucional, mantenían la estructura del régimen político proveniente de la dictadura. Esto era así con el fin de no provocar la oposición de los partidarios a ultranza del régimen franquista, el llamado búnker. 

Sin embargo, entre enero y abril de 1977, se suceden los expedientes de legalización de los distintos partidos políticos, entre los que se destaca la creación de la Unión de Centro Democrático como fuerza de centro-derecha liderada por el entonces Presidente del gobierno, Adolfo Suárez, la legalización del Partido Socialista Obrero Español en febrero y del Partido Comunista de España en abril, y la creación de Alianza Popular. A pesar de todo ello, y de lo que suponía la reforma, la oposición propugnó la abstención al considerar que la reforma era insuficiente y que la ruptura democrática era la única forma de superar el régimen.

En mayo se disuelven las Cortes y se convocan elecciones generales bajo el sistema de la nueva legislación para el 15 de junio de 1977 que gano la UCD con un 34,72% de votos, seguida del PSOE con un 29,25%, PCE con un 9,4% AP con un 8%. Tras el proceso electoral, una vez constituido el Congreso y el Senado, se procedió a crear la Ponencia Constitucional a la que se le encargó la redacción de una nueva Constitución de corte democrático occidental.

En octubre de 1977 se aprobó la última amnistía general que liberaba a los últimos presos políticos. Este periodo coincide parcialmente con el denominado de transición democrática.

Constitución española de 1978

Nacida de las reformas legislativas más o menos programadas por el General Franco y de la negociación política entre las diversas familias del franquismo y la oposición democrática, esta constitución supone la restauración de facto de la monarquía borbónica (desaparecida en 1931), la asunción de los valores parlamentarios y del Estado de Derecho, así como la recuperación de la organización territorial de la constitución republicana de 1931.

Como parte de la Transición Española hacia la democracia, la muerte del dictador General Francisco Franco, el 20 de noviembre de 1975, supuso la proclamación como rey de Don Juan Carlos I, y poco después (en julio de 1976) la formación de un Gobierno presidido por Adolfo Suárez González, y designado según la legislación vigente. El Gobierno envió, en octubre de 1976, a las Cortes un proyecto de Ley para la Reforma política, que fue aprobado por las Cortes, y, posteriormente, y según todos los requisitos exigidos por las Leyes Fundamentales (señaladamente la Ley de Sucesión) sometido a referéndum.

Esta Ley para la Reforma política venía a suponer una notable alteración de las leyes fundamentales, sin introducir ella misma un sistema democrático-constitucional pero haciendo posible la creación de éste. La Ley se insertaba formalmente en el ordenamiento vigente (su disposición final la definía expresamente como “Ley fundamental”) pero difería radicalmente en su espíritu de ese ordenamiento, ya que:

Reconocía los derechos fundamentales de la persona como inviolables (Artículo 1) Confería la potestad legislativa en exclusiva a la representación popular (Artículo 2), y preveía un sistema electoral inspirado en principios democráticos y de representación proporcional. 

Posteriormente el Real Decreto Ley 20/1977, de 18 de marzo, reguló el procedimiento para la elección de las Cortes, elección que se llevó a cabo el 15 de junio de 1977, en las primeras elecciones libres desde febrero de 1936.

Una de las tareas prioritarias de las Cortes fue la redacción de una Constitución. La Ley de Reforma Política ofrecía la posibilidad de que la iniciativa de la reforma constitucional correspondiera al Gobierno o al Congreso de los Diputados, eligiéndose esta última opción. La Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso de los Diputados nombró una Ponencia de siete diputados, que elaboró un anteproyecto de Constitución. Estas siete personas, conocidas como los Padres de la Constitución.

El anteproyecto se discutió en la Comisión, y, posteriormente, discutido y aprobado por el Congreso de los Diputados. A continuación, se procedió al examen del texto del Congreso por la Comisión Constitucional del Senado, y el Pleno del mismo órgano.

La discrepancia entre el texto aprobado por el Congreso y el aprobado por el Senado hicieron necesaria la intervención de una Comisión Mixta Congreso-Senado, que elaboró un texto definitivo. Este fue votado y aprobado por las dos Cámaras. Sometido a referéndum, fue ratificado el día 6 de diciembre de 1978 con el 87% de los votos a su favor, sancionado el día 27 del mismo mes por el Rey, y publicado en el BOE el 29 de diciembre (se evitó el día 28 por coincidir con el día de los Santos Inocentes, tradicionalmente dedicado a las bromas). Desde entonces, cada 6 de diciembre es fiesta nacional en España, celebrándose el Día de la Constitución.

La soberanía nacional se hace residir en el pueblo español, pero la polémica redacción del Artículo 2, que incluye el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que integran la nación española siempre ha sido destacado por la ambigüedad de su redacción, que si bien permitió el consenso para su aprobación, también ha dado lugar a múltiples interpretaciones.

Cronología 

La cronología utilizada es la de su fecha de promulgación, que difiere de los períodos de vigencia y así:

La Constitución de Bayona de 1808, considerada como una carta otorgada (ya que fue impuesta por Napoleón a los nobles españoles) tuvo una vigencia muy dudosa en cuanto al tiempo y al espacio, aunque fue muy importante al servir de acicate para la creación de una verdadera constitución por sus detractores. 

La Constitución de 1812 fue derogada en 1814 (y sustituida por el Estatuto Real), restablecida en 1820, derogada nuevamente en 1823 (el llamado Trienio Liberal) y restablecida por último en 1836, en que fue sustituida por la Constitución de 1837. 

Reformas

La Constitución española ha sido modificada una vez (Artículo 13.2, Título I) para extender a los ciudadanos de la Unión Europea el derecho a voto (electores y elegibles como candidatos) en las elecciones locales. Esta reforma constitucional entró en vigor el 28 de agosto de 1992.

El sistema político

La ideología liberal impregna la Constitución y el sistema político. La monarquía constitucional es la forma de Estado, con un rey, Juan Carlos I de Borbón, heredero legítimo de los derechos dinásticos de Alfonso XIII, traspasados por la abdicación de Don Juan (III) en mayo de 1977. Los poderes del monarca están limitados y enumerados en la Constitución.

La división de poderes, idea fundamental en el pensamiento liberal, es el eje del sistema político. En la base, la soberanía nacional permite la elección, por sufragio universal (varones y mujeres mayores de 18 años), de los representantes del pueblo soberano en las Cortes. Ejercen el poder legislativo entre las dos cámaras, el Congreso de los Diputados y el Senado, eligen al Presidente del Gobierno y controlan la acción del poder ejecutivo.

El Presidente del Gobierno desempeña el poder ejecutivo con la ayuda de su consejo de ministros.

El poder judicial recae en los jueces y en el Consejo General del Poder Judicial como su máximo órgano de gobierno. El Tribunal Constitucional controla que las leyes y las actuaciones de la administración pública se ajusten a la Carta Magna.

Las autonomías

La Constitución de 1978 rompe una tradición centralista iniciada en 1700 por Felipe V. Como intento de solución al problema regional y a las reivindicaciones de los grupos nacionalistas vasco y catalán, sin olvidar las minorías nacionalistas gallegas, valencianas, canarias y andaluzas, se crea un nuevo modelo de Estado descentralizado, en el cual cada región se convierte en una comunidad autónoma con autogobierno, parlamento autonómico, tribunales de ámbito regional y un Estatuto de autonomía que establece el modelo y las competencias que puede asumir.

La Carta Magna establecía dos posibilidades de autonomía. Las nacionalidades históricas, Cataluña, País Vasco y Galicia, seguirían una vía rápida y con mayores competencias (aplicación del Artículo 151). Andalucía también consiguió el título de nacionalidad histórica, gracias a que así lo solicitaron la mayoría de sus ayuntamientos y fue ratificado en referéndum el 28 de febrero de 1980.

Entre el 18 de diciembre de 1979, cuando se aprobaron los primeros Estatutos de Autonomía de Cataluña y País Vasco, y febrero de 1983, todas las regiones se constituyeron en Comunidades Autónomas. Los dos últimos Estatutos de Autonomía han sido los de Ceuta y Melilla (1995), estableciéndose como Ciudades Autónomas.

De forma paulatina, durante los últimos veinte años, el Estado ha transferido competencias a las Comunidades Autónomas. Dos de las últimas materias que se han transferido han sido sanidad y educación. Hoy en día, cada una de las Comunidades Autónomas puede legislar en cuestiones sanitarias y educativas de manera diferente al resto de España.

Constitución Española de 1979

Entre los problemas políticos que debía afrontar el nuevo Gobierno, salido de las Elecciones de marzo de 1979, tal vez el más complejo, el más urgente y, potencialmen​te, el más peligroso fuera el desarrollo del Título VIII de la Constitución que definía a España como un "Estado de Autonomías". La cuestión autonómica se planteaba con urgencia perentoria en las llamadas "nacio​nalidades históricas", especialmente Cata​luña y Euskadi, puesto que en Galicia y Valencia las exigencias autonómicas eran con​siderablemente menos acentuadas. Por otro, lado, la existencia en Las Cortes Españolas de grupos parlamentarios catalanes, vascos y andaluces, ofrecieron a estas regiones la posibilidad de disfrutar de una mayor capacidad operativa sobre el Gobierno central, a fin de pasar de la simple pre-autonomía a la autonomía plena, aun en el caso de territo​rios que, como Andalucía, no eran conside​rados "nacionalidades históricas". Tal vez fue esta la razón por la que los primeros En​tes Autonómicos que se constituyeron en España fueron el vasco, el catalán, el galle​go y el andaluz.

Las negociaciones sobre los Estatutos de Autonomía vasco y catalán tuvieron lugar a lo largo de 1979 entre el Gobierno y los principales grupos parlamentarios. Pero es indudable que fueron los grupos parlamen​tarios vasco y catalán los que desplegaron una mayor actividad y se arrogaron el máximo protagonismo a lo largo de unas con​versaciones que, en muchos momentos no estuvieron exentas de tensión.

El dato preocupante de estas consultas lo contribuyó el altísimo porcentaje de abstención, muy superior, incluso, al ya no pe​queño de las Elecciones Generales de mar​zo. Nuevamente se volvió a echar mano de la teoría del "desencanto" frente al sistema para explicar lo ocurrido. La extrema dere​cha, como de costumbre, interpreto el abs​tencionismo como un rechazo abierto a la democracia y al proceso autonómico deri​vado de ella; de nada sirvió el que se les re​cordara que la derecha españolista en su conjunto, incluida la extrema derecha, ha​bía propugnado durante la campaña un "no" que, como opción, obtuvo porcenta​jes insignificantes: su propaganda siguió obstinándose en apropiarse la abstención como síntoma de rechazo activo al sistema.

El proceso autonómico andaluz se inició también durante 1979, pero a causa de los condicionamientos políticos que le rodea​ron y las vicisitudes derivadas de ello, no concluiría hasta mayo de 1982. En cual​quier caso, los planteamientos contradictorios de su primera fase condujeron a la pri​mera derrota política importante del Go​bierno y abrieron la primera gran crisis en el partido que detentaba el Poder. El con​flicto surgió inicialmente en el momento mismo de decidir la vía constitucional a través de la cual debía discurrir el proceso autonómico andaluz. Como se recordará, la Constitución de 1978 ofrecía, al respecto, dos posibilidades: las contenidas en los Ar​tículos 143 y 151. El Artículo 143 establecía que la iniciativa del proceso autonómico correspondía a todas las Diputaciones inte​resadas o al órgano Interinsular correspon​diente y a las dos terceras partes de los mu​nícipos cuya población representase, al me​nos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla; la iniciativa autonómica, en caso de no prosperar, solamente podía reiterarse pasados cinco años. El Artículo 151, por su parte, preceptuaba que no seria preciso dejar transcurrir el plazo de cinco anos establecido en el Artículo 143 cuando la iniciativa autonómica, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares, sea acordada por las tres cuartas partes de los munícipos de cada una de las provincias afectadas que representan, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una de ellas; la iniciativa debería, en todo caso, ser ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia.

Cuando el referéndum se llevó a efecto, el 28 de febrero de 1980, la inmensa mayoría de la población andaluza se decidió por la vía del art. 151. Sin embargo, hubo una provincia, Almería, en la que el plebiscito no concedió al 151 la mayoría absoluta de los votos. Desde le punto de vista de la interpretación literal de los términos de la Constitución, la propuesta de la izquierda, la vía del Artículo 151, había sido rechazada. Pero la derrota normal, por aplastante mayoría de toda la región, fue del Gobierno y de los partidos que habían apoyado su postura. La frustración y el escándalo a ni​vel popular se tradujeron en manifestacio​nes indignadas y en brutales expresiones de cólera: en la mayoría de las provincias andaluzas los almerienses eran, a menudo, ve​jados e injuriados y los automóviles con matricula de Almería aparecían frecuente​mente con las ruedas rajadas. Pero, por añadidura, los partidos de la oposición lo​graron poner de manifiesto tal número de irregularidades en el desarrollo del referéndum en Almería que su denuncia les permi​tió impugnar los resultados de esta provin​cia ante la Junta General Central. Como consecuencia de la impugnación el referéndum tuvo que repetirse en aquella provin​cia andaluza y sus resultados, esta vez, fue​ron contundentes a favor de la vía del 151.

Fue esta, sin duda, la primera gran derro​ta política del partido en el Gobierno y dio lugar a una primera crisis donde el ministro de Administración territorial, dimitió antes del referéndum a la vista de la obstinación del gobierno por la vía del artículo  143.(
)
CAPITULO IV - PRECISIONES SOBRE LA REFORMA CONSTITUCIONAL DOMINICANA
4.1 DESCRIPCION DEL CAPITULO

Reflexionar detenidamente sobre el mecanismo actual de reforma constitucional, exponiendo: dónde se consagra; cómo se efectúa, cuáles son las condiciones que debe reunir la ley de reforma y otros aspectos procedimentales. Como una forma de contraposición de la cual pueden surgir precisiones importantes para la investigación, se determina cuál era la forma originalmente empleada por el constituyente de 1844 para la reforma constitucional. La investigación identifica una diferencia sustancial entre el procedimiento original y el procedimiento actual (de reforma constitucional). Por último, el objetivo del capítulo es proponer un sistema de modificación constitucional.

4.2 FUENTE CONSTITUCIONAL DE LA REFORMA

Esta se encuentra en los Artículos 35, 116, 117, 118, 119 y 120 de la Constitución, los cuales han servido de base para el análisis crítico con la mayor profundización objetiva e imparcial. (
)
4.2.1  Iniciativa de la Reforma 
El Artículo 116 señala que la proposición de reforma sólo puede ser presentada en el Congreso Nacional por 1/3 parte de los miembros de una u otra Cámara o por el Poder Ejecutivo. La iniciativa para la ley de reforma o revisión cuando es ejercida por los legisladores supone el apoyo de por lo menos once (11) senadores o cincuenta (50) diputados dependiendo de en cual Cámara haya surgido la referida iniciativa. Este es el único caso de iniciativa legislativa colectiva o no individual, previsto en nuestra Constitución, como excepción al principio establecido en su Artículo 38, que confiere esa iniciativa de manera individual y personal a cada senador y a cada diputado.

Cuando el Poder Ejecutivo ejerce su facultad de iniciativa reformadora no está sometido a ninguna condición de forma, sólo debe cumplir con las exigencias y trámites de un proyecto de ley normal. Esto no impide que el proyecto de reforma pueda ser el resultado de una consulta con la sociedad civil o el fruto del trabajo de juristas especialmente designados para esa tarea.

En nuestro país, como se puede advertir, no existe la iniciativa popular, importante herramienta de una democracia participativa.

4.2.2  Ley de  Reforma Constitucional

La necesidad de la reforma se declara por una ley. Esta ordena la reunión de la Asamblea Nacional, determina el objeto de la reforma e indica los artículos de la Constitución sobre los cuales versara. Para aprobar esta ley se sigue el mismo procedimiento que el utilizado para las leyes ordinarias, en consecuencia, no se requiere ningún tipo de mayoría calificada, salvo si se realiza una declaratoria de urgencia. Esto significa que el proyecto de reforma deberá ser aprobado por la mayoría absoluta de votos en cada cámara; y si el asunto ha sido previamente declarado de urgencia, se requerirá de las 2/3 partes de los votos en su segunda discusión. (
) 

La ley que declara la necesidad de la reforma puede ser declarada inconstitucional sino se han respetado los procedimientos constitucionales. En ese sentido, nuestra Suprema Corte de Justicia en sentencia pronunciada el 03 de enero del año 2002 estableció lo siguiente: “que la referida ley que declara la necesidad de la reforma es una norma jurídica de carácter adjetivo susceptible de ser atacada por una acción directa de inconstitucionalidad, que difiere de las demás leyes votadas por el Congreso Nacional, únicamente, en que debe ser propuesta con el apoyo de la tercera parte de los miembros de una y otra Cámara, o sometida por el Poder Ejecutivo, y en que no podrá ser observada por éste”.

Igualmente, se puede inferir que tampoco la ley de reforma podría incluir entre los artículos a ser reformados el 119, en efecto, la Suprema Corte en su sentencia de fecha 1ro. de septiembre de 1995, No. 1, indicó “que la única reforma de la Constitución sobre la cual no podría tratar dicha ley, es la que se refiere a la forma de gobierno…”
4.2.3 Carácter de la Ley  de Reforma

Como nos dice, brillantemente, el recordado e ilustre Profesor Manuel Amiama “La ley que proponga una reforma constitucional tiene un carácter sui generis en varios sentidos”. Nuestro gran maestro del Derecho Público señala sobre la misma lo siguiente:

1ro.  No constituye (la ley) una decisión definitiva sobre la reforma, sino una propuesta.

2do. Dicha ley no puede ser observada por el Poder Ejecutivo, lo que le confiere un atributo excepcional, ya que el Poder Ejecutivo puede observar todas las otras leyes. En este caso, se establece una importante prerrogativa a favor del Congreso Nacional que lo sitúa por encima de los demás poderes del Estado.

3ro. La ley tiene, sin embargo, un aspecto decisorio, en cuanto dispone la reunión de la Asamblea Nacional para resolver sobre la reforma constitucional.

4.2.4  Estructura del Órgano Reformador

De manera general, la reforma constitucional puede ser realizada por:

1.- Un órgano especial, independiente de los órganos legislativos ordinarios (Congreso Nacional), elegido especialmente para realizarla: las Convenciones en los Estados Unidos, la Asamblea Revisora, las Asambleas Constituyentes, y el Referendo Constituyente.

2.-  Por el órgano legislativo ordinario, como es el caso de China, Rusia, y Francia, entre otros.  

3.-  Por un órgano más o menos derivado del órgano legislativo ordinario (Congreso Nacional); en el caso dominicano, actualmente la Asamblea Nacional, sistema que nos viene de la reforma de 1959 y que fue retomado por la reformas de 1966, 1994 y 2002. La Asamblea Nacional no es un órgano constitucional ordinario, pero se deriva del Congreso Nacional. Es decir, se constituye con los mismos legisladores pero bajo otras disposiciones y reglas constitucionales.  Así el Artículo 27 de la constitución vigente establece: “Las cámaras se reunirán en asamblea nacional en los casos indicados por la Constitución, debiendo estar presentes más de la mitad de los miembros de cada una de ellas.  Las decisiones se tomarán por mayoría absoluta de votos”. De igual manera, debe tomarse en consideración lo dispuesto por el artículo 35 relativo al bufete directivo de la asamblea nacional.

Es bueno resaltar, que de las 37 reformas constitucionales que se han registrado en el país, 20 han sido efectuadas por diputados constituyentes de elección popular, siendo la 1963 la última que utilizó este procedimiento. A nuestro juicio, es deseable que adoptemos un sistema de reforma mixto mediante el cual la reforma parcial o limitada de la Constitución sea atribución de la Asamblea Nacional, y en caso de reforma general o total, la misma corresponda a una asamblea constituyente, en la lógica de la tradición constitucional dominicana. (
)
4.2.5  Poderes del Órgano Reformador

La Asamblea Nacional tiene una doble limitación jurídica para realizar la reforma a tenor de lo establecido en la Constitución actual:


1.- Ninguna reforma podrá versar sobre la forma de gobierno, que deberá ser siempre civil, republicano, democrático y representativo (Art. 119 Constitución).


2.- No se puede modificar ningún artículo que no haya sido incluido en la ley que declara la necesidad de la reforma (Art. 117 de la Constitución).

Con relación a estas dos limitaciones debemos hacer las siguientes consideraciones:


1.- Ciertamente, el constituyente dominicano ha querido introducir en el artículo 119, la llamada cláusula pétrea o inmutable. Sin embargo, compartimos el criterio expresado por el maestro Georges Burdeau, al señalar, refiriéndose a una cláusula similar de la constitución francesa, introducida en el artículo 2, de la ley constitucional del 14 de agosto de 1884 “Su valor jurídico es nulo, ya que el poder constituyente de un día no tiene ningún título para limitar el poder constituyente del porvenir”. Cierto es que el profesor Burdeau, inspiró esa reflexión en la Declaración de derechos de 1793, que afirma: “Un pueblo tiene siempre el derecho de revisar, reformar y cambiar su constitución.  Una generación no puede someter a sus leyes a las generaciones futuras”.  

Pero también, podemos inspirarnos en Thomas Jefferson, cuando al limitar el valor de las prescripciones constitucionales en términos generacionales, señaló: “Que los contemporáneos no tenían el derecho ni la posibilidad de atar la posteridad con la petrificación de sus regulaciones supremas”. 


2.- Contrariamente, a nuestra Suprema Corte de Justicia, que considera que el único limite que tiene la Asamblea Nacional, lo constituye el Artículo 119, somos de opinión que el Artículo 117 limita el poder de revisión coyuntural de la Asamblea Nacional al establecer “Esta ley…ordenará la reunión de la Asamblea Nacional, determinará el objeto de la reforma e indicará los artículos de la Constitución sobre los cuales versará”. Esta última precisión no tiene un carácter enunciativo, y se explica por un deseo de hacer viable el principio de la seguridad jurídica, al tener por objetivo que la reforma sólo se haga sobre aquellos aspectos que previamente hayan sido sometidos a la consideración y al escrutinio de los legisladores.

4.2.6  Conocimiento del Proyecto de Reforma

La Asamblea Nacional se reunirá dentro de los quince (15) días siguientes a la publicación de la ley que declara la necesidad de la reforma. En ausencia de procedimiento constitucional para conocer la reforma, la Asamblea Nacional podrá crear una comisión ad-hoc o especial para que rinda un informe al plenario y podrá adoptar para su trabajo el reglamento interior de una de las Cámaras.

El quórum de la Asamblea Nacional para sus deliberaciones estará conformado por más de la mitad de los miembros de cada Cámara. Quórum mínimo: 17 Senadores y 76 Diputados.  Las decisiones se tomarán por la mayoría de las dos terceras partes de los votos sin importar el origen cameral.  En caso de asistencia completa de la matrícula, la mayoría de 2/3 sería como sigue: 32+150 =182 x 2/3 = 121 (ciento veintiún) legisladores. Luego de ser votada y proclamada, la Constitución se publicará íntegramente con los artículos reformados.  

4.2.7  Convocatoria a la Constituyente

Como es conocido, la figura de la Asamblea Constitu​yente no existe en nuestra Constitución, por lo cual le toca al Congreso modificar los Artículos del 116 al 118 para in​cluir este mecanismo, que es más legítimo y democrático que el mecanismo actual vía el Congreso Nacional.

Ahora bien, supongamos que el Congreso, revelándose incluso contra los partidos y el pueblo, no acceda a hacer la referida reforma metodológica. ¿Que hacer?

Procede crear un movimiento ciudadano para que algún órgano del Estado o el mismo pueblo haga valer el Ar​ticulo 2 de la Constitución de la República, el cual dice: "La soberanía nacional corresponde al pueblo, de quien ema​nan todos los poderes del Estado, los cuales se ejercen por representación", convocando un referendo nacional para determinar si las ciudadanas y ciudadanos están de acuer​do o no con convocar una Asamblea Constituyente.

Un SI mayoritario obliga al Congreso a hacer la reforma de los Artículos 116 al 118, para convocar una Constituyen​te; y se obligará aún más cuando una consulta a la Supre​ma Corte de Justicia arroje que el referendo fue un meca​nismo válido, por ser congruente con el Artículo 2 de la Constitución. Eso mismo pasó en Colombia en 1990, donde el Artículo 2 de su anterior Constitución era idéntico al Artícu​lo 2 de la Constitución Dominicana.

Acaba de pasar algo parecido en Venezuela, donde tam​poco la Constitución contempla el mecanismo de la Asam​blea Constituyente, más, la Suprema Corte de Justicia dic​taminó que si el pueblo votaba mayoritariamente en referendo a favor de la Constituyente, esta tenía que con​vocarse.

Tanto en Colombia en 1990, como en Venezuela en el año de 1999, los referendos que legitimaron las convocato​rias de las respectivas Constituyentes, fueron convocados por decretos del Ejecutivo, o sea, del Presidente de la República.

El referendo también puede ser convocado por la so​ciedad civil, por ejemplo para el 16 de mayo del 2008; la sociedad civil puede también reunir firmas para demandar de los partidos políticos y del Congreso que convoquen a una Constituyente, todo lo cual irá acercando una demo​cracia realmente representativa y participativa en Repúbli​ca Dominicana.

4.2.8 Elección de los Constituyentes(
)
Para ser Constituyente se requiere los siguientes requisitos:

a) 
Ser Dominicano (a) de origen.

b)
Tener 21 años de edad cumplidos al día de la elección.

c) 
Estar inscrito/a en el Registro Electoral.

d) 
Ser postulado/a por un partido político, agrupación ciudadana o sociedad civil con personalidad jurídica reconocida por el Órgano Electoral.

e) 
No estar comprendido en los casos de exclusión, prohibición y de incompatibilidades establecidos por ley.

f) 
No tener acusación formal y/o sentencia ejecutoriada por actos de violencia intrafamiliar o doméstica.

4.2.9  Instalación del Soberano Congreso Constituyente

A solicitud del Congreso Nacional y refrendado por Ley por el Poder Ejecutivo autorizar a la Junta Central Electoral convocar a elecciones a nivel nacional para componer el congreso constituyente y formar el pacto fundamental de la República y después de escogidos los individuos nombrados se reunirán en un sitio apartado de la Ciudad Capital, para erigirse en Congreso Constituyente y entrar en ejercicio de sus funciones. 

La provincia o el lugar escogido por el Congreso Nacional el cual estará establecido en dicha Ley, como sede del Congreso Constituyente, permitirá a sus miembros toda la libertad de opinión y de acción para evitar la influencia perniciosa del espíritu de cualquier partido. Es conveniente buscar un lugar apropiado, cómodo y no muy lejano de la Capital de la República. 


Este congreso constituyente quedará formal y definitivamente instalado en la sección que se realizará el mismo día donde queden solemnemente juramentados los constituyentes elegidos. 

Es importante señalar que la Asamblea Constituyente será presidida por la persona de más prestigio moral, político, social y cultural, escogido por el voto de la mitad más uno de los constituyentes presentes; quedando como vicepresidente y como secretario los que le hayan sucedido en el orden por mayor votación por debajo del presidente, respectivamente. 


Formalmente instalado el congreso constituyente, debe iniciar sus labores inherentes a su alta responsabilidad con el propósito de dotar a la República Dominicana de una Carta Magna que viabilizará, legalizará y fortalecerá la democracia, la institucionalidad y la soberanía nacional.

Iniciadas sus labores, la Asamblea Constituyente conformará las comisiones que considere necesarias para trabajar en los temas de importancia para la nación, a los fines de redactar y someter al plenario un proyecto de constitución acorde con los nuevos tiempos.

4.2.9.1  Sanción del Texto
El texto debe ser sancionado por los miembros de la Asamblea Constituyente sin importar los acalorados incidentes que pudieran producirse entre los miembros constituyentes en defensa de sus intereses partidistas. 
Se escogerá la comisión redactora del proyecto de constitución para dejar plasmado el resultado de sus ingentes trabajos, así como la revisión de las constituciones latinoamericanas para tomar de ellas los aspectos más trascendentales que vayan acorde con la situación política de la República Dominicana. 

Esta propuesta de Carta Magna debe ser sometida en dos lecturas por la comisión redactora a Asamblea Constituyente asiendo una exposición de los motivos y razones tomadas en consideración a los fines de elaborar la pieza constitucional. En esencia este proyecto de constitución debe estar matizado por la permanencia de un régimen de gobierno civil, democrático, representativo y responsable. Deben consagrarse de manera ampliada y más actualizada los tradicionales derechos individuales y políticos de rigor en el estado de desarrollo social, político y económico de este tiempo. (
)

CAPITULO V - VENTAJAS Y DESVENTAJAS DE LOS DIFERENTES MECANISMOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL

5.1
DESCRIPCION DEL CAPITULO


Habiéndose visto ya los diferentes mecanismos de modificación constitucional en la República Dominicana y en Latinoamérica, es posible hablar sobre las ventajas y desventajas comparativas de la Asamblea Constituyente, en la versión propuesta por esta investigación como en sentido ampliado, a fines de sustanciar una propuesta cabal de mecanismo reformador para el país.

5.2
EFECTOS COMPARATIVOS DE LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE


En contra de la asamblea constituyente, como de instrumentos de democracia directa, se dice lo siguiente: 
a) Los votantes se manipulan fácilmente. Ciertamente los votantes pueden ser manipulados, por ejemplo a través de campañas de publicidad masivas. Sin embargo, se ha demostrado que los temas en los que los votantes pueden ser influidos por las campañas publicitarias son aquellos sobre los que tienen poco conocimiento y que pueden provocar un miedo indefinido (biotecnología, privatizaciones de empresas estatales, liberalización económica, apertura comercial, etcétera). Por otro lado, en la democracia representativa los políticos, y especialmente las elites que gobiernan los partidos, son también manipulables. 

b) El mecanismo es más lento que la reforma por el Congreso. Cada fase de un proceso como el de la Asamblea Constituyente en funciones revisoras de la Constitución ocupa una medida de tiempo que, sumada a las otras, hace parecer lento el proceso visto en su conjunto. Por eso es fundamental que la duración de estos plazos sea suficiente, pero no muy largo (tres meses como mucho, para la elaboración de un proyecto base, para la recogida de firmas, para determinar si la discusión procede por el Congreso y la campaña electoral previa, etc.), de manera que la propuesta pueda ser suficientemente discutida y conocida por los diferentes grupos de interés y por los ciudadanos. 

c) La mayoría de los ciudadanos no están capacitados para tomar decisiones complejas. Este argumento ha sido consistentemente utilizado también contra el sufragio universal y el voto femenino a lo largo de la historia. Lo cierto es que los ciudadanos están capacitados, y cada vez más, para poder sopesar los distintos aspectos de un problema y tomar una decisión sobre temas complejos. De hecho, se hace continuamente, aunque hasta ahora eso tenia pocas consecuencias. Donde las decisiones de los ciudadanos si tienen consecuencias, es decir, en los países donde gozan de democracia directa, la experiencia demuestra que las decisiones de los votantes no sólo no son peores que las tomadas por los representantes electos, sino que en general son más consensuadas y efectivas. 

d) El Costo. Se afirma que los instrumentos de la democracia directa, como la Asamblea Constituyente, es muy cara. No sólo los costes de la democracia directa no son mucho mayores que los de una democracia representativa pura, sino que sus beneficios bien pueden compensar esos costes. La mayor eficiencia de las decisiones con base popular y el mayor control sobre los representantes electos, y por tanto sobre el gasto del Estado, compensan desde un punto de vista económico los costes adicionales que se pueden incurrir por la celebración de la elección previa de los constituyentes. 

e) La Utopía. En cuanto a lo de utópico, no lo es. Por el contrario, en Suiza y otros países europeos gozan de estas libertades desde hace más de un siglo; como la gozan en la actualidad varios países latinoamericanos, en ninguno de los cuales se ha reportado problemas mayores. (
) 

Son ventajas indiscutibles de la Asamblea Nacional Constituyente las observaciones siguientes: (
)
1.- Hace la política más comunicativa. La legitimidad tiene que ser creada, confirmada o retada mediante comunicación con todo el pueblo, o con la mayor parte de sus elementos, organizados o no. La discusión sobre los proyectos de reforma constitucional, llevada al ámbito nacional, redunda en beneficio de la gobernabilidad. tc "- Hace la política más comunicativa. La legitimidad tiene que ser creada, confirmada o retada mediante comunicación."
2.- Incrementa la discusión pública sobre puntos de vista y las diferencias de opinión, las cuales de otra forma tienden a ser ignoradas o suprimidas.tc "- Incrementar la discusión pública sobre puntos de vista y las diferencias de opinión, las cuales de otra forma tienden a ser ignoradas o suprimidas."
3.- Proporciona a las minorías, que no tienen o tienen menos de la adecuada representación en el órgano legislativo, un medio para ser oídas legítimamente en público.tc "- Proporcionar a las minorías, que no tienen o tienen menos de la adecuada representación en el órgano legislativo, un medio para ser oídas legítimamente en público."
4.- Habilita una distribución más precisa del poder político y permite que nadie tenga el privilegio de tener tanto poder que no necesite modificar sus opiniones en alguna ocasión.

Una última pero no menos importante razón es evidente desde el primer capítulo de esta investigación: vimos cómo desde el origen de la República un problema constitucional se impuso a la voluntad democrática, con la aceptada irresponsabilidad penal del Ejecutivo mediante la intercalación del Artículo 210 en la Constitución de 1844, tronchando la libertad en ciernes. Esa Constitución de 1844 fue votada mediante una Asamblea Constituyente originaria, que en lo adelante cedería su puesto a la modificación mediante el Congreso Nacional, que sigue vigente sólo porque éste último mecanismo es efectivo en cuanto al secuestro de la voluntad política general mediante las elecciones de medio término, por parte de .los partidos políticos. La actual generación dominicana tiene el deber de saldar la deuda histórica con la democracia, volviendo a consignar como mecanismo antiautoritario de reforma constitucional la Asamblea Constituyente, y esa debería ser una magnífica razón para consagrar el mecanismo de la asamblea constituyente como método de reforma constitucional.

5.3 ANALISIS DE LAS REFORMAS LATINOAMERICANAS


En Latinoamérica los mecanismos de reforma constitucional son similares cuanto a la nomenclatura, existiendo importantes diferenciaciones procedimentales. Se ha visto como, a pesar de que la Asamblea Constituyente existe como mecanismo reformatorio constitucional en al menos tres países (Venezuela, Colombia y paraguay) pero no existe similitud entre sus atribuciones.


Es notorio también que el sistema de reforma constitucional está pasando aceleradamente de rígido a flexible, consignando algunas Cartas Magnas latinoamericanas ambos mecanismos para la reforma, condicionándola al tipo de cambio propuesto: si se trata de “cambios menores” o “adecuaciones parciales” se admite un proceso de reforma rápido; si se trata de cambios sustanciales se acude a la figura de la Asamblea Constituyente.


Parece obvio que la República Dominicana deba también aceptar una proposición como esa, es decir, facultar al menos dos procedimientos distintos de reforma constitucional, siempre que se trate de reformas parciales o sustanciales.


Se entiende que el problema de cuáles reformas son nulas, cuáles son parciales y cuáles son sustanciales debería ser aclarado tajantemente en el texto constitucional, siguiendo un esquema semejante al venezolano-costarricense: sería nulo el cambio de sistema de gobierno o los derechos individuales; sería parcial cualquier reforma que no verse sobre las atribuciones esenciales de los poderes públicos, la nacionalidad o la duración de los períodos electivos, por ejemplo.

5.4 LA REFORMA COMPARTIDA
La reforma compartida es la técnica de reforma consti​tucional según la cual, de acuerdo al tipo y alcance de la reforma, se reparte el derecho de la reforma entre varios órganos del Estado y la sociedad. Un tipo de reforma limitada la hará un órgano, y otro tipo más amplio o una refor​ma ilimitada la hará otro órgano.

Esta técnica esta presente, por ejemplo, en las Consti​tuciones de Costa Rica y de la República de Colombia.

5.4.1 Caso de Costa Rica
En el caso de Costa Rica, el Articulo 195 de su Constitución da potestad a la Asamblea Legislativa para "reformar parcialmente esta Constitución...”

Aunque, el texto constitucional costarricense no pre​cisa el concepto "parcialmente", es obvio que no se trata de la mayor parte de su articulado, sino, de aspectos pun​tuales.

Por su parte, el Articulo 196 expresa que "La reforma general de esta Constitución, solo podrá hacerse por una Asamblea Constituyente convocada al efecto".

5.4.2 Caso de Colombia

La reforma compartida en el caso de Colombia ofrece diferentes alternativas, según el contenido del Artículo 374 de la Constitución de 1991 que copio a continuación:

"La Constitución Política podrá ser reformada por el Congreso, por una Asamblea Constituyente o por el pueblo mediante referendo”.
En cuanto al Congreso este no puede reformar cual​quier tipo de Artículo, por ejemplo los que se refieren a los derechos, garantías y deberes, y silos reforma, el pueblo puede pedir un referendo para su aprobación final o re​chazo (Art. 377).

El Congreso puede también motorizar una reforma vía una Asamblea Constituyente, para lo cual debe consultar al pueblo sobre si este esta de acuerdo con convocar una Asamblea Constituyente con el temario que le propone el Congreso (Art. 376).

Finalmente, el pueblo en potestad de su soberanía ple​na puede convocar y aprobar una reforma constitucional sin límites, siempre que, por lo menos, un cinco por ciento (5%) de ciudadanos y ciudadanas inscritos en el censo elec​toral introduzca un proyecto de ley de reforma constitucio​nal, que el Congreso debe conocer de urgencia. Aprobada la iniciativa popular legislativa, el proyecto de reforma cons​titucional se somete a referendo popular, debiéndolo apro​bar mas de la mitad de los sufragantes, que deberán exce​der la cuarta parte del total de ciudadanos que integren el censo electoral (Art. 378).

En estos casos que he denominado de reforma compar​tida, la Asamblea Constituyente cede parte de su sobera​nía al Congreso para determinadas reformas parciales, reservándose como un órgano constitucional superior que se ocupa de lo global y lo mas trascendental, incluso apelando al pueblo para que tome la decisión final.

5.4.3  Crítica a la Reforma Compartida

Desde el punto de vista de la lógica política constitucio​nal, es decir; desde la concepción democrática constitucio​nal, el modelo de la reforma compartida es coherente, pues la soberanía constitucional permanece en el pueblo, a6n sea en última instancia.

Sin embargo, este modelo origina dos efectos prácticos que pueden revertirse contra el principio de soberanía po​pular.

1. Las reformas parciales, vistas en principio como una forma de aligerar la labor legislativa constitucional y el ejercicio gubernativo, pueden convertirse en una acción deliberada de grupos enquistados en el Congreso y en el gobierno de turno para entorpecer y alejar el ejerci​cio democrático directo.

2. Reformas parciales y separadas en el tiempo, hechas por varias instancias del Estado y la sociedad, llevan necesariamente a debilitar la coherencia y fortaleza sustantiva del texto constitucional.

Por estas razones debemos inclinarnos por las técnicas de reforma constitucional mas sencillas que garanticen la participación popular, como es la Asamblea Constituyente, convocada por el Congreso y elegida por voto popular di​recto, con la variante de que el mismo pueblo, con el aval de un número determinado de firmas comprobadas, pue​da convocar la Asamblea Constituyente, ante la pereza de​liberada de un Congreso cualquiera. (
)


CAPITULO VI - MODIFICACIÓN CONSTITUCIONAL DOMINICANA (CREACION ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE)
6.1
DESCRIPCION DEL CAPITULO


Se propone una reforma constitucional para la República Dominicana, en atención exclusiva al mecanismo de reforma y no en cuanto al fondo del texto.

6.2
REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 117 Y 118 CONSTITUCIONALES

A fines de sustanciar el objeto de investigación, se propone reformar los Artículos 117 y 118 de la actual Constitución dominicana, de la manera siguiente:


TEXTO ACTUAL DEL ARTÍCULO 117:
La necesidad de la reforma se declarará por una ley.  Esta ley, que no podrá ser observada por el Poder Ejecutivo, ordenará la reunión de la Asamblea Nacional, determinará el objeto de la reforma e indicará los artículos de la Constitución sobre los cuales versará.


TEXTO PROPUESTO:
Art. 117.- La necesidad de la reforma constitucional se declarará por ley. Si se trata de reforma sustancial de la Constitución, el Poder Ejecutivo, ordenará la reunión de la Asamblea Nacional Constituyente; fijará el plazo para la elección de sus miembros por voto directo; determinará  el objeto de la reforma e indicará los artículos de la Constitución sobre los cuales versará. Si se trata de reforma parcial el Poder Ejecutivo ordenará la reunión del Congreso en Asamblea Nacional Revisora.

Párrafo I: Se considera reforma sustancial de la Constitución la modificación del período de servicio de los funcionarios electivos; la variación de las condiciones para la obtención de la nacionalidad dominicana o las atribuciones de los poderes legítimamente constituidos.  

Párrafo II: Los miembros electos a la Asamblea Nacional Constituyente lo serán tres por cada provincia. No podrán durar en el cargo más allá de la aprobación de la nueva Constitución y no podrán interferir con el normal desenvolvimiento del Estado y los poderes constituidos.

Art. 117-bis.(
) La proposición de reforma ante la Asamblea Nacional Revisora debe ser firmada al menos por diez diputados. Esta proposición será leída por tres veces con intervalos de seis días, para resolver si se admite o no a discusión. En caso afirmativo pasará a una comisión nombrada por mayoría absoluta de la Asamblea, para que dictamine en un término de hasta veinte días hábiles. 

Párrafo I: Presentado el dictamen, se procederá a su discusión por los trámites establecidos para la formación de las leyes; dicha reforma deberá aprobarse por votación no menor de los dos tercios del total de los miembros de la Asamblea.

Párrafo II: Acordado que procede la reforma, la Asamblea preparará el correspondiente proyecto, por medio de una Comisión, bastando en este caso la mayoría absoluta para aprobarlo.

Párrafo III: El proyecto pasará al Poder Ejecutivo; y éste lo enviará a la Asamblea con el Mensaje Presidencial al iniciarse la próxima legislatura ordinaria, con sus observaciones, o recomendándolo; 

Párrafo IV: La Asamblea Legislativa, en sus primeras sesiones, discutirá el proyecto en tres debates, y si lo aprobare por votación no menor de dos tercios de votos del total de los miembros de la Asamblea, formará parte de la Constitución, y se comunicará al Poder Ejecutivo para su publicación y observancia.  


TEXTO ACTUAL DEL ARTÍCULO 118:
Para resolver acerca de las reformas propuestas, la Asamblea Nacional se reunirá dentro de los quince días siguientes a la publicación de la ley que declare la necesidad de la reforma, con la presencia de más de la mitad de los miembros de cada una de las Cámaras. Una vez votadas y proclamadas las reformas por la Asamblea Nacional, la constitución será publicada íntegramente con los textos reformados. Por excepción de lo dispuesto en el Artículo 27, las decisiones se tomarán en éste caso por la mayoría de las dos terceras partes de los votos. (
)
TEXTO PROPUESTO:
Art.  118: La Asamblea Nacional Constituyente se integrará por tres miembros representantes electos por voto directo por cada provincia. La elección se llevará a cabo de la manera siguiente: En cada provincia se admitirá la candidatura de 10 miembros postulados por los partidos políticos reconocidos que hayan obtenido al menos un tres por ciento (3%) de votación en las elecciones generales previas, congresuales y municipales o presidenciales; 10 miembros postulados de consenso por organizaciones de la sociedad civil debidamente registradas y hábiles; y 10 miembros propuestos por iniciativa popular de las asociaciones sindicales, mercantiles, profesionales o de cualquier otra naturaleza. En este último caso, los candidatos deben serlo por consenso entre las asociaciones proponentes.

Párrafo I: La propuesta de las asociaciones sindicales, mercantiles, profesionales o de otra naturaleza debe presentarse al organismo electoral competente diez días antes, por lo menos, de la elección de miembros a la Asamblea Constituyente. 

Párrafo II: Para ser válidas las propuestas deberán contener, por lo menos, tres mujeres.

Párrafo III: Una vez electos, los 30 miembros provinciales se abocan a conocer la Ley de Reforma Constitucional en las instalaciones oficiales de la Gobernación Provincial, para lo cual se darán todas las facilidades. Podrán realizar cuantas observaciones, enmiendas o propuestas entiendan convenientes, hasta producir un Proyecto de Reforma Constitucional Consensuado Provincial.

Párrafo IV: Una vez redactado el Proyecto de Reforma Constitucional Consensuado Provincial, los miembros electos seleccionan tres de sus integrantes como miembros de la Asamblea Nacional Constituyente.

Párrafo V: La Asamblea Nacional Constituyente  deberá instalarse dentro de los treinta (30) días de su elección, sesionará con la presencia de más de la mitad de sus miembros y sus decisiones se tomarán por una mayoría de las dos terceras partes de los miembros presentes. Los trabajos de la Asamblea concluirán dentro de los sesenta (60) días de su instalación. 

Párrafo VI: Los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente gozarán de las mismas inmunidades que los miembros del Congreso Nacional. Todos los gastos en que incurra la Asamblea Nacional Constituyente deberán ser cubiertos con fondos del presupuesto nacional. (
)
6.3 CREACION ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE
6.3.1  Competencias Generales

Se debe discutir ahora el alcance del trabajo de la Constitu​yente, cuales son sus prerrogativas, que puede hacer y que no puede hacer, hasta donde pueden llegar los constitu​yentes en su función constitutiva y reformadora.

Este tema es de mucha actualidad, dada la agitada discusión ocurrida en Venezuela acerca de si la Constituyente que en estos momentos reforma la Constitución es originaria o no.

Retomando lo planteado en el punto uno de este ensa​yo sobre la idoneidad de la Asamblea Constituyente para reformar la Constitución, por representar una delegación expedita del soberano, veamos la amplitud de la reforma.

6.3.1.1  Designación Previa Artículos a Reformar

Ahora bien, como cada Constitución contiene o debe contener la forma de su reforma, se ha creado una técnica constitucional al respecto, que se puede clasificar de abier​ta y limitada, parecida a la clasificación que hacen algunos constitucionalistas en flexible (cuando la reforma la hace el Congreso) y rígida (cuando la reforma la hace un órgano o asamblea especial), aunque esta clasificación incluye otros aspectos que no trataremos por este momento.

Por ejemplo, el Artículo 202 de nuestra primera Constitución de 1844 dice: "El Congreso puede en virtud de la proposición hecha por el Tribunado, y admitida por los dos tercios de aquel, decretar la revisión de la Constitución, designando y publicando los artículos y disposiciones que deban revisarse". Otras Constituciones obraron de la mis​ma forma: 1896, 1907, 1934, etc.

Especificar, designar y publicar los artículos que se pre​tende reformar antes de iniciar las discusiones es una limitación para el legislador reformador o para el constituyente, pues emitida la ley de convocatoria con los artículos a reformar debe limitarse a ellos, no puede reformar otros artículos.

Esa limitación ha existido, incluso, en los casos en que, como la Constitución de diciembre de 1854 en su Artículo 70 habla de " para revisar, si hubiere lugar, el todo o parte de la presente Constitución", y en la Constitución de 1866 en cuyo Artículo 101 se lee: "Para proceder a la reforma del todo o de algunos de los artículos de la presente Constitución".

La ventaja aparente que existe con la publicación pre​via de los artículos a reformar o con la relimitación de la reforma, es la transparencia o el conocimiento publico de las intenciones del legislador, a fin de que ciudadanos y ciudadanas conozcan de esos propósitos.

Ahora bien, que utilidad tiene esta técnica constitucio​nal si el pueblo no puede participar en las discusiones, limitándose, desde lejos, a ejercer una presión moral frente a cualquier despropósito, presión que no tiene un éxito ase​gurado dado el nivel de control de las clases dominantes sobre el pueblo llano en los sistemas económicos y políticos que nos gastamos en la mayoría de los países.

6.3.1.2  Limitación de las Enmiendas

Una tercera limitación para el trabajo del constituyente reside en la técnica de la enmienda, presente en nuestra historia constitucional solo en la Constitución de 1865, Artí​culo 136, el cual dice: "La presente Constitución no podrá revisarse, pudiendo solamente hacérsele enmiendas y adi​ciones cuando un caso de utilidad publica lo requiera".

Esta modalidad nunca se ha llegado a usar en nuestro país, sea que la reforma la haya hecho el Congreso o una Asamblea Constituyente.

6.3.1.3  Atribuciones del Poder Soberano

El Decreto de convocatoria hecho el 10 de agosto de 1865 por Gregorio Luperón, Pedro Pimentel y Federico de Jesús García, Triunvirato que había asumido el gobierno al final de ese año, es muy elocuente en cuanto a las facultades que debe reconocérsele y debe tener una Asamblea Constituyente, cuando se le encomienda reformar una Constitución.

En el segundo considerando de este Decreto de convo​catoria al referirse a la puesta en vigencia de manera pro​visional de la Constitución del 14 de noviembre de 1865, expresa que "esto no obsta para que el pueblo, en quien reside la soberanía inmanente, pueda, por medio de sus delegados, establecer el Pacto Fundamental que crea más conveniente a sus condiciones político-sociales".

Luego, en el Artículo 1, titulado "Las atribuciones de este Poder Soberano", dice:

"Determinar y decretar el Pacto Fundamental que deba regir en la República, modificando y reformando cualquie​ra de los que existen, según convenga a los derechos imprescriptibles del Pueblo dominicano".

La concepción expresada aquí, completamente correc​ta, aunque incompleta, era el fruto del pensamiento liberal y democrático que se había impuesto en el país en medio de las grandes luchas del pueblo dominicano contra el déspota Pedro Santana, los conservadores y el dominio colo​nial español, entre 1861 y 1865.

6.3.2  Competencias Adicionales de la Constituyente

Las competencias o poderes adicionales de la Constitu​yente están en relación a la coyuntura histórica en que se encuentre el país, a si existe o no un Congreso, a la credibi​lidad de los otros órganos del Estado, a la concepción que prime entre los constituyentes acerca de si la Asamblea es originaria, es decir, de si puede tomar todas las medidas que estime pertinentes para organizar el Estado, o si por el contrario esta limitada en sus facultades.

Indagar en nuestra historia constitucional, para partir de una experiencia concreta en este punto.
6.3.2.1  Elección del Presidente de la República

Nuestra primera Constituyente ejerció funciones adiciona​les cuando en sus Disposiciones Transitorias, Artículo 205, se atribuyo la facultad de elección del Presidente de la República, que no había en esos momentos de inicios de la República.

Lo mismo ocurrió con el Soberano Congreso Constitu​yente de Moca de 1858, el cual en el Artículo 160 de la Constitución aprobada se atribuyó la elección del Presidente y Vice-Presidente de la República.

También ocurrió de la misma manera en las Constitu​yentes de 1865 y 1868.

En los casos mencionados se trató de situaciones ex​traordinarias, en medio de guerras nacionales, insurreccio​nes, revoluciones o contrarrevoluciones.

Las Constituyentes procedieron, también, a elegir otros funcionarios cuya elección estaba atribuida al Congreso. (
)
6.3.2.2  Labores Legislativas

La Constituyente de 1865 aprobó en el Artículo 143 transitorio, de la Constitución, que decía "La Asamblea Nacio​nal Constituyente podrá decretar, después de promulga​da esta Constitución, las leyes que considere más nece​sarias".

Ha sido común en la tradición constitucional latinoame​ricana, el que las Asambleas Constituyentes antes de culmi​nar sus trabajos emitan disposiciones, con carácter provi​sional, a fin de poner en vigencia la nueva Constitución.

En el caso de la Constituyente de Colombia de 1991, esta creó una Comisión Especial de 36 miembros que tra​bajó por más de tres meses, con determinadas funciones legislativas.

6.3.2.3  Supresión o Receso del Congreso

Un tema muy debatido en cuanto a las funciones y po​deres de la Asamblea Constituyente es el de la competen​cia de jurisdicción que puede crearse entre ésta, que al dis​cutir cada título, cada capitulo y artículo de la Constitución va influyendo en todo el ordenamiento jurídico, y un Con​greso que, si legisla al mismo tiempo que la Asamblea pue​de entorpecer y distorsionar su labor.

En el caso dominicano, este conflicto se evitó en mu​chas ocasiones pues, por ejemplo, no hubo Congreso al momento de las reformas constitucionales de 1844 y 1865, o fue suprimido por insurrecciones caudillistas y/o popula​res, como en 1858, 1868, 1874, 1877, o por decreto del Pre​sidente de la República como en 1881.

Coincidieron Congreso y Constituyente en 1908 y a par​tir de 1924.

En el caso de la Constituyente de 1908, su contemporáneo Congreso no tenia moral ni iniciativa que pudiera entorpecer las labores de la primera, puesto que ese Con​greso después de pasar varios meses para producir la reforma constitucional de 1907, tuvo en breve que con​vocar una nueva reforma, esta vez vía la Asamblea Cons​tituyente.

En 1924 Asamblea Constituyente y Congreso surgieron juntos de las elecciones del 15 de marzo de ese año, y todo estaba arreglado producto de un pacto político y de una imposición extranjera, donde toda la legislación dictada por el Gobierno Interventor a través de sus Ordenes Ejecuti​vas, no se podía tocar.

Como se ha dicho, el contexto político en que se dieron las Constituyentes del 1927, 1929 y 1929 estuvo hegemonizado por una sola corriente política, la del Parti​do Nacional, lidereado por Horacio Vásquez, que también dominaba el Congreso.

En el caso de las reformas hechas de 1934 a 1959, Trujillo controlaba tanto a las Asambleas Revisoras o Constituyen​tes como a los Congresos. (
)
En 1963 tampoco hubo ningún tipo de inconveniente, puesto que el Congreso hizo la reforma vía su Cámara de Diputados.

Como se puede observar, en República Dominicana no ha habido oportunidad de una contradicción institucional en razón de competencias legislativas entre la Constituyente y el Congreso. Pero esto no quiere decir que no pueda pre​sentarse en el futuro, dada la pluralidad de fuerzas políticas que hay en el presente.

En la República de Colombia tan pronto la Asamblea Constituyente empezó a hacer una profunda reforma cons​titucional, el Congreso torpedeo ese trabajo, introduciendo proyectos de leyes que contradecían la orientación democrática y ética de los constituyentes y las esperanzas de un pueblo que estaba integrado a ese esfuerzo.

¿Cuál fue la respuesta al Congreso Nacional de parte de la Asamblea Constituyente?

1. Declarar en receso al Congreso Nacional de Colom​bia y a todas sus  Comisiones, en todas sus atribuciones.

2. Convocar a elecciones de Senadores y Representan​tes para el 27 de octubre de 1991.

En otras palabras, la Asamblea Constituyente suprimió al Congreso colombiano.

¿Podía, política y jurídicamente, hacer esta supresión la Asamblea Constituyente? Claro que si, puesto que ella es soberana, como concluyó, en una discusión parecida, la Asamblea Constituyente que se realizó en el Perú en el 1978.

Cuando un pueblo elige a los constituyentes para que reformen o hagan una nueva Constitución, les transfiere, transitoriamente, la función principal que tiene el principal poder que existe en la sociedad: el Poder Primario y Origi​nario, conocido como la Soberanía Popular. De ahí sus am​plias facultades. (
)
Al reunirse los constituyentes y formar el órgano de la Asamblea Constituyente, esta pasa a ser verdaderamente el Primer Poder del Estado; aquí la teoría de la separación de poderes no se aplica, ya que la Asamblea Constituyen​tes, por su origen y misión: reconstituir el Estado, no contrabalancea con ninguno de los otros órganos del Esta​do, puesto que ella tiene mayor peso político jurídico, es​tando por encima de los referidos órganos.

¿Significa eso que puede suprimir los órganos de go​bierno y desmembrar el Estado, erigiéndose en una espe​cie de Convención Jacobina o Dictadura con Respaldo Po​pular que implanta un gobierno revolucionario al son de la consigna "Todo el poder para los soviets?.

Evidentemente que no. La misión de una Constituyen​te no es desarticular las diferentes funciones que deben imperar en un Estado de Derecho, aunque como fruto de una nueva Constitución algunos órganos resulten suprimi​dos, como podría ser el caso de un Congreso integrado por dos Cámaras, una de las cuales podría suprimirse o las dos, para crear un nuevo órgano legislativo. Se suprime un órgano pero no la función, creándose un nuevo órgano.

Otro ejemplo puede ser el de la Policía, la cual, en algu​nos países, donde ha tenido funciones militares, ha sido suprimida y en su lugar se ha creado una Policía Civil.

Ahora bien, cuando algún órgano del Estado, sea este el Ejecutivo, el Congreso, los órganos de la Función Judicial o de la Función Electoral quieren obstaculizar, amarrar y hasta conspirar contra la Constituyente elegida democráticamente, la autoridad política y jurídica de esta se impone, puesto que su poder no solo es primario y originario, esto es constitutivo, sino que casi siempre es, además, posterior al mandato o a la función que se le había dado a los otros órganos que se eligen cada cuatro o cinco años, reflejando un mandato y una situación nuevos que potencializa el po​der de la Constituyente y debilita las funciones de los órganos de gobierno.

El curso de este proceso va a depender, claro esta, de la actitud que tomen las masas en sus reclamos de democratización del régimen político y social.

La Constituyente, sin embargo, no puede hacer accio​nes disparatadas, aunque a veces cuente con el apoyo de las mayorías, en razón de que ella misma debe velar por la seguridad jurídica y por los Derechos Humanos, y su liderazgo, como todo liderazgo, debe ser ecuánime y res​ponsable, siempre teniendo por delante cumplir la incisión que se le ha encomendado: darle al país una nueva Constitución democrática.

Primero la Suprema Corte de Justicia se extralimito, li​mitando los poderes de la Constituyente; segundo, un Con​greso que se siente amenazado y amenaza; tercero, una Asamblea Constituyente que tiene un mandato de produ​cir cambios en el sistema político venezolano, y ve obstáculos por doquier.

La sensatez al parecer se ha impuesto en todos los sec​tores envueltos. Se llegó a un acuerdo entre el Congreso y la Constituyente para moderar y limitar sus actuaciones; la Presidenta de la Suprema Corte ha renunciado y la Consti​tuyente ha empezado a depurar el aparato judicial, desti​tuyendo a los jueces corruptos según expedientes que ha acumulado su Comisi6n de Justicia. Aquí la Constituyente ha asumido funciones adicionales, funciones que eviden​temente posee.

Volviendo al caso colombiano, la Asamblea Constituyen​te de 1991 no solo tenia la razón teórica y jurídica, sino, además, un gran prestigio moral, puesto que su elecci6n fue el producto de un gran acuerdo de distintas fuerzas políticas y sociales de todas las ideologías, yendo a esa Cons​tituyente representantes calificados de los diferentes sec​tores políticos, sociales y étnicos, a los cuales el pueblo res​paldaba, esperanzado en el cambio. Una situación seme​jante parece que esta ocurriendo en Venezuela. (
)
6.3.3  Incompetencia de la Constituyente

6.3.3.1  La Forma de Gobierno

Para el caso dominicano la primera referencia sobre la reforma de la Constitución y la forma de gobierno aparece en el Artículo 139 de la Constitución de 1865, y la misma dice lo siguiente:

"La facultad que tienen las Cámaras para reformar la Constitución, no se extiende a la forma de Gobierno, que será siem​pre republicano, democrático, alternativo y responsable".

La Constitución de 1874 agregara la palabra "represen​tativo" y la de 1881 "Tampoco podrá versar la reforma so​bre la dilatación del periodo presidencial".

La Constitución de 1907 agrega el término "civil", y eli​mina el de alternativo. A partir de 1907 todas las Constituciones, hayan sido reformadas por un Congreso o una Asamblea Constituyen​te, expresan que la reforma no versara sobre la forma de gobierno "que deberá ser siempre civil, republicano, democrático y representativo".

¿Es necesaria esta menci6n en una ley de convocatoria de reforma constitucional?.
Realmente un Congreso no tiene facultad para cam​biar la forma de gobierno, puesto que esta es parte de la esencia del Estado, o sea, es un aspecto constitutivo. Una Constituyente podría cambiar un gobierno, pero no la for​ma de gobierno, puesto que la forma de gobierno no es solo un asunto jurídico y político, sino, que es también so​cial, estando relacionado con la vida diaria de la población. Una decisión así debe ser sometida al pueblo en referendo.

Ahora bien, aparte de la forma de gobierno hay muchas cosas en la Constitución que son igualmente vitales, como, por ejemplo, el territorio, los símbolos patrios, el nombre de la República, los derechos fundamentales, la moneda, etc.

¿Se va a hacer una lista de exclusiones de lo que no se puede reformar? Seria completamente impráctico y ade​más innecesario, pues no es sólo el precepto jurídico que va a garantizar, por ejemplo, el gobierno representativo, sino, la conciencia, la organización y la lucha del pueblo,

¿No estuvo ese párrafo en todas las Constituciones trujillistas, y fue por eso el gobierno civil, representativo y democrático?

Es más, ¿Es hoy el gobierno democrático?

Sobre este aspecto ha habido una sobredimensión, y pensar que lo más importante es que la Constitución tenga instituciones que arraiguen y extienda la democracia en todos los órdenes.

Que esté o no esa mención no es algo fundamen​tal, pues, nadie se opone a que el gobierno sea civil, repu​blicano, representativo y democrático, incluidos los tiranos, despóticos, socialistas, marxistas, anarquistas y demás.

6.3.3.2  Los Derechos Absolutos
La Constituyente no tiene competencia sobre los Dere​chos Absolutos.

"Son derechos absolutos aquellas prerrogativas del hom​bre, que, en el concepto de la vida moderna de la humani​dad se consideran indispensables para que el hombre pue​da cumplir normalmente sus fines naturales y sociales. Son llamados también derechos del hombre, derechos indivi​duales, derechos fundamentales, derechos inherentes a la personalidad humana y también derechos humanos".(
)
Los derechos absolutos no pueden ser tocados por la Constituyente, que no sea para ampliarlos, puesto que ellos son anteriores y superiores a la Constitución, son parte de la soberanía popular, parte que no se delega nunca.

6.3.3.3  Los Tratados Internacionales

La Asamblea Nacional Constituyente, dada su interinidad, no es un órgano apropiado para discutir y aprobar tratados. Tó​cale, pues, trazar los principios fundamentales de la política exterior, conciliando el concepto de soberanía nacional con el de responsabilidad internacional, según el cual todo tratado firmado por un Estado, debe ser cumplido, aun li​mite su soberanía (principio "Pacta sunt servanda"), y siempre que no haya sido producto de una imposición, en cuyo caso debe ser denunciado usando los cánones del Derecho Internacional.

Una Asamblea Nacional Constituyente aunque no toque los tra​tados internacionales, si puede aprobar resoluciones lla​mando al cabeza del Estado y al Congreso a realizar deter​minadas diligencias o fijar determinadas posiciones acer​ca de un tratado que se estime lesivo al interés nacional.

En el caso dominicano, por ventura, no tenemos ningún tipo de situación en ese sentido; antes al contrario, lo que necesita nuestra Constitución es asumir como parte inherente a su texto todos aquellos tratados internaciona​les y del sistema interamericano que propugnan por los derechos humanos, la paz y un medio ambiente sano y sus​tentable.

6.3.4  Remuneración  de los Constituyentes

El decreto de convocatoria de la primera Constituyen​te, la de San Cristóbal, no contempló pago alguno para los constituyentes, y si gastos del bufete, o sea, los gastos operativos del Congreso Constituyente (Capítulo II, Artícu​lo 6).

Las Constituyentes siguientes no tocan el tema, hasta el decreto de convocatoria de la Constituyente de 1880 fir​mado por Gregorio Luperón, el cual en su Articulo 4 decía "Los diputados a la Convención Nacional disfrutaran de la suma de $200.00 pesos mensuales, sin viático alguno".(
)
El decreto de convocatoria de la Constituyente de 1881 firmado por Fernando Arturo de Merino, estableció en el Artículo tercero (3) una "dieta de cinco pesos, desde el día que quede instalado el Congreso de Plenipotencia​rios hasta que terminen sus trabajos", como los trabajos duraron 48 días, debieron recibir la suma de $240 pesos. También se contemplo una dieta para los Diputados que no tuvieran residencia en la capital, equivalente a dos pesos por cada legua de distancia desde la cabecera de su provincia hasta la capital.

Las Constituciones de 1907 y de 1908 silencian el tema, lo mismo el decreto de convocatoria de la Constituyente de 1924. Sin embargo, la ley que convoco la Constituyente de 1927 en su Artículo cinco (5) señala "Cada representante a la Asamblea Revisora gozara de una dotación de $200.00, por una sola vez, los cuales les serán pagados de los Fon​dos Generales de la Nación".

¿Podía considerarse estas sumas como un pago? Defi​nitivamente no, por eso se le llama dieta, dotación, entendiéndose de que se trataba de lo mínimo necesario para cubrir los gastos indispensables.

Sin embargo, a partir de la ley de convocatoria a la Cons​tituyente de 1934 cuyo Artículo ocho (8) expresaba: "Los cargos de miembros a la Asamblea Revisora son honoríficos", prevaleció el criterio en las demás Constituyentes de la labor del constituyente como una labor cívica (Ver Artí​culo 8 de la convocatoria de 1942, el Artículo 8 de la ley 1261 del 1946, Artículo 8 de la ley 4309 del 1955 y el Artículo 8 de la ley 5212 del 1959). (
)
CONCLUSIONES


La Constitución Dominicana amerita de una reforma que le permita acercarse a las nuevas realidades económicas, sociales, políticas, culturales, ecológicas y tecnológicas.  


Esa reforma debe ser el producto de un gran debate nacional y de una reforma previa relativa al órgano revisor.  Al establecerse el procedimiento mixto por el que se aboga en esta investigación, se puede elegir una Constituyente que aleje el fantasma del autoritarismo y que convierta este procedimiento constitucional, en un esfuerzo serio, sereno, reflexivo, participativo, democrático, transparente, e inspirado por la dominicanidad y los valores patrios. 


En este esfuerzo, de reingeniería constitucional, donde naturalmente nadie tiene la verdad absoluta, se tiene que tomar en consideración que el derecho no es mero reflejo de una realidad preexistente porque entonces sería superfluo; el derecho, la ley son siempre algo que añadimos a una espontaneidad insuficiente; es la corrección de lo roto; son un estímulo a lo que no es aun pero puede ser. La ley tiene que suscitar nuevas realidades, la ley ha sido antes y lo será, cada vez más, creadora; la ley es siempre más o menos reforma y, por tanto, suscitadora de nuevas realidades.


La reforma así emprendida deberá representar un avance cualitativo en la institucionalidad democrática en este siglo XXI. No se debe desaprovechar esa oportunidad cuando se presente. Cualquier meditación respecto de la historia constitucional dominicana concluye, casi necesariamente, en que muchos de los males de la República se hubiesen evitado si el autoritarismo no hubiese impuesto en el texto de 1844, aún de manera transitoria, el fatídico Artículo 210, que introdujo, en la misma creación de nuestro estado, más que el germen del presidencialismo el principio de irresponsabilidad en el ejercicio del poder.  


Es compromiso y deber de las generaciones presentes y futuras dotar al país de una constitución inspirada en el pensamiento imperecedero de los Padres de la Patria, que sea orgullo de todas y todos los dominicanos.


La investigación cumple los objetivos trazados porque describe, desde una óptica puramente jurídica, el estado actual de los mecanismos de reforma constitucional en países de América Latina, determinando sus ventajas y desventajas y señalando el más conveniente para la República Dominicana.


A nivel específico, la investigación consideró el origen y la evolución del constitucionalismo moderno (de manera esquemática) y, a nivel extenso, abundó en consideraciones sobre el origen, la evolución y los sistemas de reforma de la Constitución dominicana desde 1844 hasta la fecha.


De la misma manera, se describieron y comentaron los diferentes mecanismos de reforma constitucional, sus ventajas y desventajas, su regulación constitucional y su validez en la República Dominicana y América Latina, considerándose principalmente los países cuyas disposiciones constitucionales ofrecieron mayores posibilidades de confrontación.


A través de los tiempos, nuestro país partiendo de su primera constitución del 6 de noviembre de 1844, ha experimentado 37 reformas, la más reciente efectuada el 25 de julio de 2002.  En la gran mayoría de los casos, cuestiones coyunturales han determinado las reformas: crisis políticas, transiciones gubernamentales, designios de un poder autoritario, entre otros.  


De manera general, esas reformas no han representado una verdadera fractura en la ingeniería y el alma del texto de 1844.  La multiplicidad de fuentes que la inspiraron evidencia el deseo y la aspiración de nuestros primeros constituyentes de abrevar en las más importantes corrientes del pensamiento político y constitucional de la época.


Se puso de relieve que el valor fundamental de una constitución escrita reside en su naturaleza de mecanismo de limitación del poder de los gobernantes, y que, en consecuencia, la cuestión de la reforma o revisión de la constitución constituye un importante eslabón en la estructuración e institucionalización del poder, sobre todo si acepta que la constitución es la resultante de las fuerzas políticas, económicas y sociales que actúan (o interactúan) en el momento de su adopción.


La investigación ha propuesto un nuevo sistema de reforma constitucional, diferenciado de los restantes mecanismos de reforma americanos pero, tomando de cada uno de los procedimientos estudiados las ventajas y desventajas comentadas. La propuesta no se considera infalible ni mucho menos, ofreciendo al lector la posibilidad no ya de introducir correcciones a la misma sino, preferentemente, de resaltar un valor esencial de ella cual lo es la división entre reformas constitucionales parciales y sustanciales y la necesidad de que las reformas sustanciales incluyan la duración de los períodos electivos, entre otros aspectos.


Naturalmente, se defiende el mecanismo propuesto en esta investigación no solamente porque se corresponde, en términos generales, con los mecanismos de reforma  americanos: en realidad, se entiende válido en la medida en que implica una consulta verdaderamente popular de las reformas constitucionales, sin sujetar a la rigidez extrema las reformas de orden accesorio que pueda ser necesario realizar sobre la Constitución dominicana.


Se ha expuesto y dejado claramente establecido en la investigación que la constitución obedece a exigencias que pueden resultar o convertirse en contradictorias.  Por un lado, ella debe caracterizarse por una cierta estabilidad jurídica; la institucionalización del poder y la estabilidad de las reglas que fijan su estatuto son una garantía contra lo arbitrario.  Por otro lado, la constitución no puede fijar el estatuto del poder definitivamente, de manera irrevocable.

RECOMENDACIONES

 
Después de un exhaustivo estudio, una ardua investigación y un amplio conocimiento del tema, a los fines de implementar una verdadera Reforma Constitucional a través de una Asamblea Nacional Constituyente, nos permitimos recomendar específicamente lo siguiente:

a) Se recomienda modificar la constitución dominicana en sus Artículos 117 y 118.

b) Promover el proyecto de reforma constitucional contenida en el Capítulo VI de esta investigación, consistente, esencialmente, en la división de las reformas constitucionales en parciales y sustanciales; dejando a cargo de la Asamblea Nacional Revisora las reformas parciales y a cargo de la Asamblea Nacional Constituyente las reformas sustanciales.

c) Observar detenidamente los puntos que tipifican las reformas parciales y las diferencian de las reformas sustanciales, tal como la investigación propone en el Capítulo VI citado.

d) Promover la creación de diferentes propuestas para llevar a cabo la reforma constitucional, y que los estudios obtenidos por esa vía se publiquen a cargo del Estado, para su debida difusión y promoción en todo el territorio nacional, a fines de obtener ideas frescas y novedosas, realzando la participación popular, en torno al tema de la reforma constitucional.

e) Establecer que la Asamblea Nacional Constituyente sólo durará en sus trabajos un máximo de sesenta (60) días, tras los cuales aprobará la nueva constitución por mayoría absoluta de sus miembros.
f) Refrendar la nueva constitución por un Referendo Nacional convocado por la Junta Central Electoral para tales fines.
g) Disolver la Asamblea Nacional Constituyente al momento mismo que la Junta Central Electoral dé a conocer los resultados del Referendo Nacional, sea refrendado o no por el voto popular. En caso de no ser aprobado por la voluntad popular en el Referendo Nacional, se mantendrá vigente la anterior constitución. 
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ANTEPROYECTO DE LEY DE CONVOCATORIA
A LA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE

EL CONGRESO NACIONAL                                                                                   En Nombre de la República                                                                                  Número: _____

CONSIDERANDO: Que una sociedad democrática puede ser calificada de tal, siempre que sus ciudadanos y ciudadanas tengan una participación asegurada no solo en la elección de sus representantes, sino, además, en las iniciativas y gestiones que coadyuvan al buen gobier​no y al bien común.

CONSIDERANDO: Que una buena Constitución es el instrumento jurídico por excelencia para garantizar el en​tendimiento entre los miembros de la sociedad, preservar y ampliar sus derechos, reclamar el cumplimiento de los deberes; y que, en tal virtud, los asociados tienen derecho a participar en la elaboración y modificación del Pacto Fun​damental, que sella el compromiso con el funcionamiento de su Estado.

CONSIDERANDO: Que desde la aprobación de la pri​mera Constitución dominicana en 1844, para llevar a cabo la mayoría de las reformas constitucionales se han convo​cado a elecciones para elegir constituyentes encargados de reformar la Constitución.

VISTA: La Constitución de la República que en sus Artículos 116, 117 y 118 establece el mecanismo de reforma vía una Asamblea Nacional Constituyente, elegida por voto directo, con participación de todos(as) los(as) ciudadanos(as) y organizaciones que cumplan los requisi​tos de la ley.

OIDO: Los diferentes sectores interesados, los miem​bros de la Junta Central Electoral y los miembros de este Congreso.

HA DADO LA SIGUIENTE
LEY DE CONVOCATORIA DE LA
ASAMBLEA NACIIONAL CONSTITUYENTE

ARTÍCULO 1: Se declara la necesidad de la reforma de la Constitución de la República Dominicana, con el objeto de fortalecer el Estado de Derecho, ampliar y profundizar la democracia participativa.

ARTICULO 2: Se convocan las Asamblea Electorales para que de acuerdo al párrafo del Articulo 89, la parte capital del Artículo 90, los Artículos 91 y 92 de la Constitución, y el Articulo 34 de la Ley Electoral No.275-97, se reúnan en un plazo no mayor de 190 días a partir de la promulgación de esta ley, y celebren las elecciones extraordinarias de los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente, aprobando una nueva constitución en un plazo no mayor de 260 días.

ARTICULO 3: Las elecciones se realizarán en base a propuestas de candidatos(as) presentados(as) por grupos de ciudadanos(as), avalados por los nombres, firmas y números de la Cédula de Identidad y Electoral del uno por ciento (1%) de los (as) votantes de las últimas elecciones presidenciales.

ARTICULO 4: Las propuestas de candidatos (as) serán presentadas a la Junta Central Electoral (JCE) dentro de los 90 días de promulgada la presente ley. Además de lo establecido en el Artículo 3, cada propuesta o lista de candidatos deberá tener un Comité de Representantes, de no menos de diez (10) personas con sus generales, los datos generales de todos (as) los (as) candidatos (as), un local de trabajo del referido Comité, depositar un escrito con to​das las propuestas de reformas que se propone presentar a la Asamblea Nacional Constituyente.

ARTÍCULO 5: Las  propuestas  individuales  o  por  listas  de  candidatos serán identificadas con un nombre v/o un símbolo y/o un color, y la Junta Central Electoral le asignará un número según el orden de depósito, empezando con el número uno (1).

ARTICULO 6: La Junta Central Electoral tendrá un pla​zo de 30 días a partir del deposito de cada propuesta para revisar y declarar conforme o no a los Artículos 3 y 5 las propuestas de candidatos(as), extensivo a diez (10) días para las reclamaciones y apelaciones, convocando a las Asambleas Electorales a los sesenta días (60) de conclui​dos estos plazos.

ARTÍCULO 7: Los miembros de la Asamblea Nacional Constitu​yente se elegirán en una cantidad igual al número de dipu​tados a razón de:

OPCION I: Un (a) constituyente por cada Municipio y el Distrito Nacional, y el resto en una circunscripción nacional en base al método de la proporcionalidad, te​niendo como base al factor nacional de representación, obtenido de dividir el total de votos validos entre los constituyentes restantes. Para la obtención de un cons​tituyente se usará el cociente electoral resultante de di​vidir el total de votos obtenidos por cada lista a nivel nacional entre el factor nacional de representación.

OPCION 2: A razón de un (a) constituyente por cada cien mil (100,000) habitantes o fracción mayor de cincuenta mil (50,000) habitantes, de los munici​pios del país, eligiéndose por lo menos un constitu​yente por cada Municipio. Los restantes constitu​yentes serán asignados en cuotas de representación o cuota sectorial a las organizaciones sociales, según la siguiente proporción:

Sindicales (2), Profesionales (2), ONGs (2), Co​munitarias y Populares (2), Empresariales (2), Aso​ciaciones de Universidades (2), UASD (2).

PARRAFO: Los constituyentes asignados por cuotas serán elegidos por cada sector social por voto directo de todos los afiliados o integrantes, o en asambleas con amplia representación de los mismos, en elecciones reglamentadas y supervisadas por la Junta Central Electoral.

OPCION 3: En circunscripciones provinciales y del Distrito Nacional a razón de un constituyente por cada cincuenta mil (50,000) habitantes 0 fracción mayor de veinte y cinco mil (25,000) habi​tantes, sin que en ningún caso sean menos de tres por provincia, de los cuales hasta un 50% por lo menos podrán residir en el Municipio cabecera. Se asig​nará la misma cuota sectorial de la opción 2.

OPCION 4: En una circunscripción nacional en base al método de la proporcionalidad, debiendo residir por lo menos un candidato en cada Municipio. Se mantiene la cuota sectorial.

ARTÍCULO 8: Cada propuesta de candidatos deberá tener, por lo menos, un 50% de candidatas mujeres, coloca​das de manera alterna, hombre-mujer o mujer-hombre.

ARTÍCULO 9: Para la opción 4: Habrá una boleta única para la elección de los constituyentes. A cada lista dentro de la boleta única se le asignara un numero, según el orden de presentación por ante la JCE, que se colocara en la par​te superior izquierda, y que identificará esa lista, indepen​dientemente del símbolo, del o los colores elegidos y apro​bados por la JCE.

ARTICULO 10: Cada elector podrá votar por el candi​dato de su preferencia dentro de la lista, colocando dentro del recuadro en blanco el numero que ese candidato tenga en la lista, votando así, el mismo tiempo, por toda la lista. Los votos obtenidos por cada candidato dentro de una lista determinará el orden de esa lista para la asignación de cons​tituyentes. Si un elector no usa el voto preferencial, marca​rá la lista de su elección con una raya (-) o una Cruz (+) o una equis (X).

ARTICULO 11: Se establece el voto múltiple preferen​cial mediante el cual el elector puede votar por un candida​to de varias listas, colocando en la boleta el número que estos candidatos tengan en las respectivas listas. En este caso el voto múltiple no vale para la lista completa, sino que se le computará a cada candidato para la distribución proporcional.

ARTICULO 12: Concluida la votación y el conteo, la Jun​ta Central Electoral otorgará en un plazo de cinco (5) días los certificados de elección correspondientes, tras lo cual, y en un plazo no mayor de 10 días se instalará la Asamblea Nacional Constituyente.

ARTÍCULO 13: La Asamblea Nacional Constituyente se instalará en un acto solemne en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, en los salones de la Asamblea Nacional del Con​greso Nacional, recibiendo el apoyo técnico de los Presi​dentes del Senado y de la Cámara de Diputados. Para los fines de su instalación, la Asamblea Nacional Constituyente elegirá un Bufete provisional integrado por el constituyente de ma​yor edad, la constituyente de mayor edad y él o la constitu​yente de menor edad. El Bufete Directivo provisional veri​ficará los certificados de elección, dejará formalmente ins​talada la Asamblea Constituyente, y dirigirá la elección del Bufete Directivo definitivo.

ARTICULO 14: Instalada la Asamblea Nacional Constituyente, los órganos legislativos del Congreso Nacional crearán una Comisión conjunta de coordinación con la Asamblea Cons​tituyente. Todas las leyes aprobadas por el Congreso antes de ser enviadas al Ejecutivo para su promulgación serán enviadas a la Asamblea Constituyente, a fin de recibir la no objeción de su Comisión de Enlace con el Congreso Nacio​nal.

ARTICULO 15: El Presidente de la Republica no podrá usar el acápite siete (7) del Artículo 55 de la Constitución sin consultar a la Asamblea Constituyente.

ARTÍCULO 16: La Asamblea Nacional Constituyente adoptara como orden parlamentario el Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, adaptándolo según las necesidades.

ARTÍCULO 17: Los candidatos a constituyentes tendrán todos los derechos y deberes que establece la Ley Electoral 275-97 para los candidatos de las elecciones ordinarias de la República. Los constituyentes gozarán de la misma inmunidad parlamentaria de que gozan los actuales legisla​dores, desde el momento de su elección.

ARTÍCULO 18: Los constituyentes no recibirán sueldo alguno por su labor, pero, recibirán desde el día de la instalación de la Constituyente una dieta diaria por viáticos, aloja​miento y transporte, a determinar por el Bufete Directivo.

ARTICULO 19: En cada Municipio la Asamblea Nacional Consti​tuyente creará mesas de trabajo donde los habitantes rea​lizarán propuestas de reformas a la Constitución, las cua​les se numerarán y serán tomadas en cuenta en las discu​siones de las comisiones y plenarias de la Asamblea Cons​tituyente.

ARTICULO 20: La Asamblea Constituyente durará en sus trabajos un máximo de sesenta (60) días, tras los cua​les aprobara la nueva Constitución por la mayoría absoluta de sus miembros.

ARTICULO 21: Aprobada la Constitución por la Asam​blea Nacional Constituyente, en un plazo de 30 días la Junta Central Electoral celebrará un referendo nacional para que cada ciudadano (a) diga si aprueba o no la nueva Constitución, dándose por vigente cuando el SI obtenga la mayoría de los votos válidos emitidos.

ARTÍCULO 22: Dados los resultados del referendo por la Junta Central Electoral en un plazo de tres (3) días, es​tos se les entregarán oficialmente a la Asamblea Nacional Constitu​yente, la cual según el resultado, proclamará, la nueva Constitución, quedando disuelta desde ese momento la Asamblea Constituyente.

Dada en Santo Domingo, Capital de la República Dominicana, Palacio del Congreso Nacio​nal, sito en el Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo,  a los….. días del mes …………… del año ….., años ……. de la Independencia  y …… de la Restauración.
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